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en relación con el combate al secuestro. Se remite a la Comisión de Seguridad Pú-
blica de la Cámara de Diputados, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE VERACRUZ

Oficio de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes con el que envía contes-
tación a punto de acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del
pasado 2 de diciembre de 2008, para exhortar al secretario de Comunicaciones y
Transportes a revisar el estado que guarda el contrato de dicha dependencia con la
constructora Codiocsa de Xalapa, Sociedad Anónima de Capital Variable, respec-
to a la conservación periódica de la carretera Atzálan-Tlapacoyan, en Veracruz. Se
remite a la Comisión de Transporte de la Cámara de Diputados, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMIDA CHATARRA

Oficio de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con el que envía acuerdo
por el que solicita a la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados que recon-
sidere la decisión de rechazar la reforma de la Ley General de Salud para acotar
la publicidad de comida chatarra en televisión. Se turna a la Comisión de Salud de
la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

Oficio del diputado José Amado Orihuela Trejo, por el que solicita licencia para
separarse de sus funciones como diputado federal electo en el IV distrito electoral
del estado de Morelos. Aprobado, comuníquese a la Cámara de Diputados.. . . . . 

SENADOR QUE SE REINCORPORA

Oficio del senador Carlos Jiménez Macías con el que informa sobre su reincorpo-
ración a las labores legislativas. De enterado, comuníquese a la Cámara de Sena-
dores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISION NACIONAL DEL AGUA

Oficio de la Comisión Nacional del Agua con el que remite informe de los ingre-
sos excedentes recaudados al 31 de diciembre de 2008. Se remite a las comisiones
de Hacienda y Crédito Público y de Recursos Hidráulicos de las Cámaras de Di-
putados y de Senadores, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que envía informa-
ción relativa al pago de las participaciones a las entidades federativas, correspon-
diente al mes de diciembre de 2008 desagregada por tipo de fondo, efectuando la
comparación respectiva a diciembre de dos mil siete. Se remite a las comisiones
de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara
de Diputados y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Se-
nadores para su conocimiento.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que envía el docu-
mento Distribución del pago de impuestos y recepción del gasto público por deci-
les de hogares y personas. Resultados para el año 2006. Se remite a las comisio-
nes de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Senadores para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que solicita el permiso constitucio-
nal necesario para que cuatro ciudadanos puedan prestar servicios en diversas re-
presentaciones diplomáticas; e informa que ha dejado de prestar servicios una ciu-
dadana en el Consulado de Estados Unidos de América en Mérida, Yucatán. Se
turna a la Primera Comisión y la cancelación de permiso se turna a las comisiones
de Gobernación de las Cámaras de Diputados y de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . 

CONSUL HONORARIO

Dos oficios de la Secretaría de Gobernación con los que solicita los permisos
constitucionales necesarios para que los ciudadanos Manlio Favio Pano Mendoza
y Sergio Agustín de la Maza Jiménez puedan desempeñar el cargo de Cónsul Ho-
norario de la República de Polonia en la ciudad de Acapulco, con circunscripción
consular en los estados de Guerrero, Michoacán y Oaxaca; y cónsul honorario de
Rumanía en la ciudad de Veracruz, con circunscripción consular en los estados de
Chiapas, Tabasco y Veracruz, respectivamente. Se turnan a la Primera Comisión.

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 21 de octubre de
2008, por el que se exhorta al Ejecutivo federal a evaluar a través de los titulares
de la Secretaría de la Defensa Nacional, de la Procuraduría General de la Repú-
blica y de la Secretaría de Seguridad Pública la implantación, con carácter pre-
ventivo, de un operativo conjunto de combate a la delincuencia organizada en el
estado de Baja California Sur. Se remite a la Comisión de Seguridad Pública de la
Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VEHICULOS COMERCIALES - TRATADO DE LIBRE COMERCIO 
DE AMERICA DEL NORTE

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 4 de diciembre de
2008, por el que se exhorta a las Secretarías de Economía, de Hacienda y Crédito
Público, de Comunicaciones y Transportes y de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales a vigilar que todos los vehículos comerciales que se importen al amparo del
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, cumplan con los estándares am-
bientales mexicanos. Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales de la Cámara de Diputados para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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FUENTES DE ENERGIA RENOVABLES

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados referente al uso de fuentes de ener-
gía renovables. Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les de la Cámara de Diputados para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE SONORA

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que envía contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados en la sesión del 4 de diciembre de
2008, por el que la Cámara de Diputados invita a las partes involucradas en el con-
flicto de Cananea, Sonora, a continuar en la mesa de negociaciones para llegar a
un acuerdo que beneficie y reactive la economía de esa región. Se remite a la Co-
misión de Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Diputados para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite contestación a punto de
acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores relativo al informe trimestral sobre
los avances en materia de contratación de personas que sufren algún tipo de dis-
capacidad, correspondiente al cuarto trimestre de dos mil ocho. Se remite a la Cá-
mara de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

Oficio del Congreso del estado de Baja California con el que remite iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un artículo noveno Bis de la Ley Federal de Jue-
gos y Sorteos. Se turna a la Comisión de Gobernación de la Cámara de Diputados.

LEY GENERAL DE SALUD

Oficio del Congreso del estado de Baja California con el que remite iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud. Se turna a la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

El diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada presenta iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de Seguridad Pri-
vada, para incorporar nuevos conceptos tecnológicos que emplean las empresas
que ofrecen servicios de seguridad privada y reforzar su reglamentación. Se turna
a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Diputados.. . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 18 CONSTITUCIONAL

Se recibe del senador Pedro Joaquín Coldwell iniciativa con proyecto de decreto
que adiciona un segundo párrafo al artículo segundo transitorio y un artículo ter-
cero transitorio al decreto por el que se declara reformado el párrafo cuarto y adi-
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cionados los párrafos quinto y sexto del artículo 18 constitucional, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2005, en relación con la im-
plantación del sistema de justicia integral para adolescentes en materia federal. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Senadores. . . . . 

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

Se recibe de la diputada Silvia Oliva Fragoso iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Seguridad Pri-
vada, para aumentar los requisitos para operar como empresa de seguridad priva-
da. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de Diputados. . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

Se recibe del diputado José Manuel del Río Virgen iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, sobre pensionados.
Se turna a las comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social de
la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES

Se recibe de diputadas integrantes de la Comisión de Equidad y Género de la Cá-
mara de Diputados iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley del Insti-
tuto Nacional de las Mujeres. Se turna a la Comisión de Equidad y Género, con
opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputa-
dos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLOGICOS, 
ARTISTICOS E HISTORICOS - CODIGO PENAL FEDERAL

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz presenta iniciativa con proyecto de de-
creto que deroga diversas disposiciones de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos y adiciona un capítulo vigésimo sép-
timo al Código Penal Federal, sobre las penas a los delitos contra de monumentos
y zonas arqueológicos, artísticos e históricos. Se turna a las Comisiones Unidas de
Educación Pública y Servicios Educativos y de Justicia de la Cámara de Diputa-
dos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul se adhiere la diputada Blanca Luna Becerril. . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS ARQUEOLOGICOS, 
ARTISTICOS E HISTORICOS

Se recibe del senador Francisco Herrera León iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversos artículos de la Ley Federal sobre Monumentos, Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos, para aumentar las penalizaciones por des-
trucción del patrimonio cultural de la nación. Se turna a la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos de la Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS
SERVIDORES PUBLICOS - CODIGO PENAL FEDERAL

Se recibe del diputado Hugo Eduardo Martínez Padilla iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 8 y 13 de la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos y adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 247 del Código Penal Federal, respecto a las sanciones penales y administra-
tivas a los servidores públicos que no proporcionen de manera oportuna, comple-
ta y veraz la información y los datos que les soliciten durante las comparecencias
ante cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión o de sus respectivas co-
misiones. Se turna a las Comisiones Unidas de la Función Pública y de Justicia de
la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULOS 26, 115 Y 122 CONSTITUCIONALES

El diputado Carlos Augusto Bracho González presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona los artículos 26, 115 y 122 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para reconocer la existencia de zonas me-
tropolitanas como áreas de importancia estratégica para el desarrollo nacional. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados. . . . . 

LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE ADMINISTRARA EL FONDO DE
APOYO SOCIAL PARA EX TRABAJADORES MIGRATORIOS MEXICANOS

Se recibe del diputado Octavio Martínez Vargas iniciativa con proyecto de decre-
to que adiciona el artículo 10 de la Ley que Crea el Fideicomiso que Administra-
rá el Fondo de Apoyo Social para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, par ins-
truir al comité técnico la apertura de otra convocatoria para instalar las treinta y
siete mesas receptoras en todo el país, y que puedan entregar sus documentos
aquellos ex braceros que quedaron fuera. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LOS SISTEMAS DE AHORRO PARA EL RETIRO

Se recibe del senador Rafael Moreno Valle Rosas, iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro pa-
ra el Retiro, que propone que las Administradoras de Fondos para el Retiro pro-
porcionen la información detallada sobre las inversiones de sus recursos. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de Senadores. . . . . . 

VOLUMEN II

LEY DEL SISTEMA DE HORARIO EN LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS

La senadora Eva Contreras Sandoval presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Horario en los Esta-
dos Unidos Mexicanos, respecto a homologar el horario de Nayarit con el que co-
rresponde al de Jalisco. Se turna a la Comisión de Energía de la Cámara de Sena-
dores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACION

Primera lectura del dictamen de la Primera Comisión con proyecto de decreto que
concede permiso al ciudadano Pedro Haces Sordo para aceptar y usar la condeco-
ración de la Orden de Isabel la Católica, en grado de Cruz de Oficial, que le con-
fiere el gobierno de España. Se dispensa la segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . 

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS

Primera lectura del dictamen de la Primera Comisión con proyecto de decreto que
concede permiso a la ciudadana Míriam Ramírez Santos para prestar servicios en
la Embajada de Estados Unidos de América en México. Se dispensa la segunda
lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACION

Primera lectura de dos dictámenes de la Primera Comisión con proyectos de de-
creto que conceden permiso a cinco ciudadanos para aceptar y usar las condeco-
raciones que les otorgan gobiernos extranjeros. Se dispensa la segunda lectura. . 

Se aprueban en conjunto los anteriores cuatro. Pasan al Ejecutivo federal para sus
efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

Solicitud de la Mesa Directiva para incluir en el orden del día la siguiente propo-
sición. Aprobada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRECIO DEL DIESEL

La senadora Marcela Cuen Garibi presenta proposición con punto de acuerdo por
la que se exhorta al titular del Ejecutivo federal a tomar las medidas necesarias con
el fin de disminuir el precio del diesel para el autotransporte, en virtud de la crisis
en que se encuentra dicho sector.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución e intervienen los legisladores:

Diputado Octavio Martínez Vargas, quien propone adiciones. . . . . . . . . . . . . . . . 

Diputado César Duarte Jáquez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Senador Angel Juan Alonso Díaz-Caneja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son aceptadas las adiciones propuestas y se considera suficientemente discutido.
Aprobado, comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MEXICO

Dictamen de la Primera Comisión con punto de acuerdo sobre la proposición pre-
sentada en la sesión del 14 del presente mes para exhortar al gobernador del esta-
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do de México a avalar las garantías individuales de libre asociación, manifesta-
ción, tránsito y petición e instruir a los funcionarios públicos para que cumplan los
acuerdos alcanzados en la colonia Villa de las Flores, municipio de Coacalco, por
la construcción de un puente vehicular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TRATA DE PERSONAS

Dictamen de la Primera Comisión con punto de acuerdo referente a la proposición
presentada en la sesión del 14 del presente mes para exhortar al Ejecutivo federal
a emitir el Reglamento de la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas
y, en consecuencia, se proceda al establecimiento de la comisión intersecretarial
en la materia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANA LAURA MONTERO OCAMPO

Dictamen de la Primera Comisión con punto de acuerdo sobre la proposición pre-
sentada en la sesión del 14 del presente mes relativa al caso de la ciudadana Ana
Laura Montero Ocampo, recluida en el estado de Tlaxcala. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE VERACRUZ

Dictamen de la Primera Comisión con punto de acuerdo referente a la proposición
presentada en la sesión del 14 del presente mes para exhortar a la Suprema Corte
de Justicia de la Nación a resolver el incidente de inejecución de sentencia núme-
ro 00686-2008 en problemas de tierras agrarias en el municipio de Minatitlán. . . 

Se aprueban en conjunto los anteriores cuatro dictámenes. Comuníquense. . . . . . 

FRECUENCIAS DE RADIO

Dictamen de la Tercera Comisión con punto de acuerdo respecto de la proposición
presentada en la sesión del 7 del presente mes por la que exhorta al secretario de
Hacienda y Crédito Público a informar y publicar los montos que se hayan deter-
minado a los interesados en el cambio de frecuencias autorizadas de la banda de
amplitud modulada.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRODUCCION DE ENVASES, BOLSAS Y BOTELLAS DE PLASTICO

Dictamen de la Tercera Comisión con punto de acuerdo sobre la proposición pre-
sentada en la sesión del 7 del presente mes para elaborar una norma oficial mexi-
cana para la producción de envases, bolsas y botellas de plástico en congruencia
con la tecnología denominada “oxodegradación”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FAMILIAS MEXICANAS

Dictamen de la Tercera Comisión con punto de acuerdo referente a la proposición
presentada en la sesión del 14 del presente mes por la que se solicita al titular del
Poder Ejecutivo federal que implante políticas públicas que fortalezcan a las fa-
milias mexicanas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo cuarto constitu-
cional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ESTADO DE GUERRERO

Dictamen de la Tercera Comisión con punto de acuerdo sobre la proposición pre-
sentada en la sesión del 14 del presente mes por la que se exhorta al gobierno del
estado de Guerrero a subsidiar el pago por el uso de energía eléctrica a los parti-
cipantes de la Feria de la Bandera en la ciudad de Iguala. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TONINAS

Dictamen de la Tercera Comisión con punto de acuerdo respecto de la proposición
presentada en la sesión del 14 del presente mes sobre la convocatoria Semarnat-
INE-Conacyt 2008/01. “Diseño de lineamientos para el estudio de poblaciones de
toninas con fines de captura”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA
PARA LOS TRABAJADORES

Dictamen de la Tercera Comisión con punto de acuerdo referente a la proposición
presentada en la sesión del 7 del presente mes para que se recuperen los créditos
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores vendidos a
las empresas recuperadoras. En votación económica no se consideró de urgente re-
solución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban en conjunto los anteriores seis dictámenes; comuníquense. . . . . . . . 

EDUCACION DE NIVEL BASICO Y MEDIO - VISITA DE MUSEOS

Dictamen de la Segunda Comisión con punto de acuerdo sobre la proposición pre-
sentada en la sesión del 22 de diciembre de 2008 para exhortar a la Secretaría de
Educación Pública a instruir a las escuelas públicas del país de nivel básico y me-
dio a fin de que faciliten la visita de los museos como parte fundamental de la for-
mación cultural y educativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MIGRANTES

Dictamen de la Segunda Comisión con punto de acuerdo referente a la proposi-
ción presentada en la sesión del 14 del presente mes por la que se solicita al nue-
vo gobierno de Estados Unidos de América que revoque de manera inmediata la
medida tomada por el Departamento de Justicia de negar el derecho a un defensor
de oficio a los migrantes que se encuentren en proceso de deportación.. . . . . . . . 

Se aprueban en conjunto los anteriores dos dictámenes; comuníquense. . . . . . . . 

CARLOS CANSECO GONZALEZ

Se guarda minuto de silencio en memoria del doctor Carlos Canseco González,
acaecido el 14 del presente mes en la ciudad de Monterrey, Nuevo León. . . . . . . 
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ESTADO DE MEXICO

Se recibe del diputado José Alfonso Suárez del Real y Aguilera proposición con
punto de acuerdo para exhortar al Instituto Nacional de Antropología e Historia y
al gobierno del estado de México a establecer una Mesa de Trabajo con los tres ni-
veles de gobierno, organizaciones sociales y especialistas para preservar la inte-
gridad de la zona arqueológica de Teotihuacán. Se turna a la Segunda Comisión.

REGISTRO PUBLICO VEHICULAR

Se recibe del diputado José Rubén Escajeda proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta al secretario de Seguridad Pública a evaluar la seguridad, de-
sempeño y funcionalidad del transponder integrado en la calcomanía del Registro
Público Vehicular. Se turna a la Primera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ENERGIAS RENOVABLES

Se recibe del diputado Diego Cobo Terrazas proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Secretaría de Energía a proponer el contrato de inter-
conexión de energía solar. Se turna a la Comisión de Energía de la Cámara de
Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

Se recibe del senador Javier Orozco Gómez, proposición con punto de acuerdo so-
bre el grado de afectación al medio ambiente en el perímetro del fraccionamiento
Villa Magna, del ejido Capulines, en la zona intermedia de salvaguarda de la Em-
presa Industrial Minera México, Sociedad Anónima de Capital Variable en San
Luis Potosí. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Recursos Naturales y
Pesca de la Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RANA DE MADRIGUERA

Se recibe del diputado Diego Cobo Terrazas proposición con punto de acuerdo re-
lativo al cambio de la rana de madriguera en la Norma Oficial Mexicana-059-Se-
marnat-2001. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de
la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE COAHUILA

Se recibe del diputado Carlos Augusto Bracho González proposición con punto de
acuerdo para exhortar a la Auditoría Superior de la Federación, a la Secretaría de
la Función Pública, a la Secretaría de Educación Pública y a la Secretaría de De-
sarrollo Social, a investigar el uso de los recursos federales otorgados durante los
años 2006 y 2007 a seis municipios, en especial al de Monclova, Coahuila. Se tur-
na a la Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación de la Cá-
mara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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FERTILIZANTES

El diputado José Rubén Escajeda Jiménez presenta proposición con punto de
acuerdo para exhortar al Ejecutivo federal a emprender la reactivación de la in-
dustria de fertilizantes, aprobada como parte de la reforma energética, y beneficiar
a los productores agropecuarios. En votación económica, no se considera de ur-
gente resolución y se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVA MERIDA

El diputado Armando Barreiro Pérez presenta proposición con punto de acuerdo
para exhortar al Ejecutivo federal a informar al Congreso de la Unión sobre di-
versos aspectos de la Iniciativa Mérida de Cooperación Bilateral y se invita a una
reunión de trabajo al titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores.. . . . . . . . . 

Se considera de urgente resolución y a discusión intervienen los legisladores:

Senador Luis Alberto Villarreal García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Diputado Octavio Martínez Vargas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Armando Barreiro Pérez realiza observaciones. . . . . 

Desde su curul, el senador Luis Alberto Villarreal García menciona aclaraciones.

Aprobado; comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE AGUASCALIENTES

Se recibe del diputado Jesús Cuauhtémoc Velasco Oliva proposición con punto de
acuerdo para exhortar al secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación a dar cumplimiento a los principios de libre competencia y
libre concurrencia en el mercado de la guayaba, del estado de Aguascalientes. Se
turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PENA DE MUERTE

La diputada Gloria Lavara Mejía presenta proposición con punto de acuerdo para
que la Cámara de Diputados realice foros de debate sobre la aplicación de la pena
de muerte en el país y su posible eficacia como medida punitiva. Se considera de
urgente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A discusión participan los legisladores:

Diputado Juan de Dios Castro Muñoz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Diputado Octavio Martínez Vargas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Senador Jesús Garibay García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Se considera suficientemente discutido y es aprobado; comuníquese. . . . . . . . . . 

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

El senador Luis Alberto Villarreal García presenta proposición con punto de
acuerdo por el que la Comisión Permanente felicita a Barack Obama por su histó-
rico triunfo y expresa su deseo para que los Congresos de Estados Unidos de Amé-
rica y de México inicien una nueva época de diplomacia parlamentaria. Se consi-
dera de urgente resolución y se aprueba; comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPORTACION DE VEHICULOS USADOS

El senador Raúl José Mejía González presenta proposición con punto de acuerdo,
para exhortar al titular del Poder Ejecutivo federal suspender la aplicación del de-
creto que establece las condiciones para la importación definitiva de vehículos
usados, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de
2008. Se turna a la Tercera Comisión de trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA PROARBOL

El senador Rubén Fernando Velázquez López presenta proposición con punto de
acuerdo, relativo a las insuficiencias e irregularidades en la implementación del
programa Proárbol. Se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMA PROARBOL

Se recibe del senador Gabino Cué Monteagudo proposición con punto de acuerdo
respecto a la aplicación del programa Proárbol. Se turna a la Comisión de Medio
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca de la Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . 

PRECIO DEL CARBON MINERAL

La diputada Lariza Montiel Luis presenta proposición con punto de acuerdo para
exhortar al Consejo de Administración de la Comisión Federal de Electricidad a
equiparar el precio de compra del carbón mineral nacional respecto al internacio-
nal. Se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SINDICATO NACIONAL DE TRABAJADORES PETROLEROS 
DE LA REPUBLICA MEXICANA

Se recibe del diputado Carlos Augusto Bracho González proposición con punto de
acuerdo para exhortar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Comi-
sión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Finan-
cieros y al Sindicato Nacional de Trabajadores Petroleros de la República Mexi-
cana a informar a esta soberanía sobre el conocimiento y medida adoptada
respecto a los fondos del Fideicomiso Bancario 56342/FID/III/06. Se turna a la
Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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GUARDERIA INFANTIL

Se recibe del diputado César Duarte Jáquez proposición con punto de acuerdo pa-
ra ampliar el Servicio de Guardería Infantil por un periodo de seis meses, poste-
rior a la pérdida del empleo. Se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . 

BANAMEX

Se recibe del diputado Juan Nicasio Guerra Ochoa proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita la comparecencia del Secretario de Hacienda y Cré-
dito Público para que explique las acciones y determinaciones que se hayan ini-
ciado con motivo de la participación accionaria de instancias con calidad de auto-
ridad extranjera en el capital del principal accionista de la sociedad controladora
denominada Grupo Financiero Banamex, SA de CV. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTADO DE MEXICO

Se recibe del diputado Ramón Valdés Chávez proposición con punto de acuerdo
para que el Instituto Nacional de Antropología e Historia reintegre a su lugar de
origen diversas obras de arte sacro pertenecientes a templos católicos del munici-
pio de Teotihuacán, estado de México. Se turna a la Segunda Comisión. . . . . . . . 

SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA - 
PARTIDO ACCION NACIONAL

Se recibe del senador Fernando Castro Tentri proposición con punto de acuerdo
para exhortar al titular del Poder Ejecutivo federal a investigar, a través de la Pro-
curaduría General de la República y de la Secretaría de la Función Pública, el fi-
nanciamiento otorgado por la Secretaría de la Reforma Agraria al Partido Acción
Nacional e informar a esta soberanía sobre esas acciones. Se turna a la Comisión
de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Dipu-
tados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EJERCITO

Se recibe del diputado Jesús Cuauhtémoc Velasco Oliva proposición con punto de
acuerdo para que la Comisión Permanente exhorte al Ejecutivo federal a retirar el
Ejército de las actividades en materia de seguridad pública y combate a la delin-
cuencia organizada e implantar una nueva estrategia en esta materia. Se turna a la
Primera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EX TRABAJADORES MIGRATORIOS

Se recibe del diputado César Duarte Jáquez proposición con punto de acuerdo por
el que se solicita a la Secretaría de Gobernación que extienda por 30 días hábiles
el plazo para el registro de los ex trabajadores migratorios. Se turna a la Primera
Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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OSWALDO ALDRETE DAVILA

Se recibe del senador Luis Alberto Villarreal García proposición con punto de
acuerdo por el que la Comisión Permanente rechaza la decisión del ex presidente
de Estados Unidos, George Bush, de conmutar la sentencia a dos ex agentes de la
patrulla fronteriza estadounidense que ocasionaron serios daños al connacional
Oswaldo Aldrete Dávila. Se turna a la Segunda Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LINEAS AEREAS

Se recibe del senador Rogelio Rueda Sánchez proposición con punto de acuerdo
para exhortar a la Auditoría Superior de la Federación a realizar una investigación
sobre las concesiones aeroportuarias otorgadas por la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes a los grupos empresariales del sur y del pacífico, respecto a la
concesión otorgada a la Compañía Mexicana de Aviación. Se turna a la Comi-
sión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Di-
putados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PODER EJECUTIVO FEDERAL

Se recibe del senador Jesús Garibay García proposición con punto de acuerdo pa-
ra exhortar al titular del Ejecutivo federal a cumplir los principios consagrados en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Primera
Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FLORES DE ORNATO

Se recibe del senador Raúl Mejía González proposición con punto de acuerdo pa-
ra exhortar al titular del Poder Ejecutivo federal a instruir a la Secretaría de Agri-
cultura para efectuar un estudio técnico sobre la viabilidad del cultivo de especies
florales e introducirlas a la industria cosmética y el mercado internacional de flo-
res de ornato. Se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECTOR PESQUERO

Se recibe del diputado Gerardo Villanueva Albarrán proposición con punto de
acuerdo por el que la Comisión Permanente cita a comparecer a los titulares de la
Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación y de
la Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca relativo al movimiento Cero Pesca-
2009. Se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MENORES Y ADULTOS MAYORES

Se recibe de la senadora María Elena Orantes López proposición con punto de
acuerdo para exhortar al titular del Poder Ejecutivo federal a realizar a través de
la Secretaría de Salud, en coordinación con la Secretaría de Educación Pública,
una revisión de las guarderías y estancias infantiles para tener un padrón real y re-
visar cuáles cumplen con las Norma Oficial–167-SSA1-1997 para la prestación de
servicios de asistencia social para menores y adultos mayores. Se turna a la Co-
misión de Salud de la Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SERGIO GABRIEL LEON CASTILLO

Se recibe del diputado Gerardo Villanueva Albarrán proposición con punto de
acuerdo para exhortar a las autoridades federales y del estado de Coahuila a in-
vestigar la desaparición del ciudadano Sergio Gabriel León Castillo. Se turna a la
Primera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPORTACION DE VEHICULOS USADOS

Se recibe del diputado Enrique Serrano Escobar proposición con punto de acuer-
do por el cual solicita que la Comisión Permanente promueva controversia cons-
titucional ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación contra el decreto por el
que se establecen las condiciones para la importación definitiva de vehículos usa-
dos, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 24 de diciembre de 2008.
Se turna a la Primera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TASAS DE INTERES BANCARIAS

Se recibe del diputado Martín Malagón Ríos proposición con punto de acuerdo pa-
ra exhortar al Banco de México, al Ejecutivo federal, a las instituciones de crédi-
to y a los usuarios de los servicios financieros en materia de tasas de interés. Se
turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACION, 2009

Se recibe del diputado Carlos Altamirano Toledo proposición con punto de acuer-
do para exhortar a las dependencias del Ejecutivo federal a ejecutar las obras y ac-
ciones señaladas en el decreto del Presupuesto de Egresos para 2009. Se turna a la
Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LUCIA ANDREA MORETT ALVAREZ

Se recibe del diputado Carlos Altamirano Toledo proposición con punto de acuer-
do para exhortar a la Procuraduría General de la República a declarar el no ejerci-
cio de la acción en contra de Lucía Andrea Morett Alvarez. Se turna a la Primera
Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRECIO DEL GAS NATURAL

Se recibe de la diputada Eva Sánchez Valdez proposición con punto de acuerdo
para exhortar al Ejecutivo federal a incluir el gas natural en el Acuerdo Nacional
en Defensa de la Economía Familiar y del Empleo, a fin de que fije un precio úni-
co para todo 2009. Se turna a la Tercera Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EDUCACION PREESCOLAR

Se recibe de la diputada Valentina Valia Batres Guadarrama proposición con pun-
to de acuerdo por el que se exhorta a la secretaria de Educación Pública a prorro-
gar la aplicación del acuerdo 358 que establece el Programa Especial 2005-2009
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para la acreditación de la educación preescolar en el Distrito Federal. Se turna a la
Segunda Comisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PODER EJECUTIVO FEDERAL

Se recibe de integrantes de los Partidos de la Revolución Democrática, de Con-
vergencia y de Alternativa proposición con punto de acuerdo para exhortar al Eje-
cutivo federal a abstenerse de hacer proselitismo religioso en los actos públicos y
a transparentar si en la organización del Encuentro Mundial de las Familias 2009
se utilizaron recursos públicos. Se turna a la Primera Comisión. . . . . . . . . . . . . . 

EX TRABAJADORES MIGRATORIOS

Se recibe de la diputada Susana Monreal Avila, proposición con punto de acuerdo
para solicitar al Comité Técnico que Administra el Fideicomiso del Fondo de Apo-
yo Social para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos que otorgue una prórroga
para continuar con el registro de la Mesa Receptora XXXVII en el país. Se turna
a la Tercera Comisión.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 93 CONSTITUCIONAL

Se recibe del senador Carlos Sotelo García solicitud de excitativa a las Comisio-
nes Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos. Se remite a la
Cámara de Senadores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA CONSERVAR LA NEUTRALIDAD DEL PAIS

Se recibe del diputado José Alfonso Suarez del Real y Aguilera solicitud de exci-
tativa a las Comisiones Unidas de Gobernación y de Defensa Nacional. La Presi-
dencia realiza la excitativa correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ORDEN DEL DIA

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEGISLADORES QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION. . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
César Duarte Jáquez

ASISTENCIA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Proceda la
Secretaría a pasar lista de asistencia.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Por instrucciones de la Presidencia se procede a pasar lista
de asistencia.

Señor Presidente, se encuentran presentes 33 legisladores,
por lo cual tenemos quórum.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez (a las
12:37 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del or-
den del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura del
orden del día. Los legisladores que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Los legisladores que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Comisión Permanente.— Primer Receso.— Tercer Año
de Ejercicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 21 de enero de 2009.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

Del gobierno del estado de México.

Del Consejo Estatal de Seguridad Publica del gobierno del
estado de Yucatán.

De la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Del senador Carlos Jiménez Macías.

Del diputado José Amado Orihuela Trejo.

Oficio de la Comisión Nacional del Agua

Con el que remite informe de los ingresos excedentes re-
caudados al 31 de diciembre de 2008.

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con el que remite información relativa al pago de las par-
ticipaciones a las entidades federativas, correspondiente al
mes de diciembre de 2008 desagregada por tipo de fondo,
de acuerdo con lo establecido en la Ley de Coordinación
Fiscal y por entidad federativa, efectuando la comparación
correspondiente al mes de diciembre de 2007.

Con el que remite el documento Distribución del pago de
impuestos y recepción del gasto público por deciles de ho-
gares y personas; resultados para el año de 2006.

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que los ciudadanos Míriam Angélica Sandoval Coronel, Jai-
me Vargas Muñiz, Manuel Ramírez Gallegos y Jaime Adrián
Treviño Rodríguez puedan prestar servicios en la Embajada
de Estados Unidos de América en México; y en sus Consu-
lados en Monterrey, Nuevo León, y en Ciudad Juárez, Chi-
huahua, respectivamente; así mismo, informa que la ciuda-
dana María de Lourdes Cetina Presuel ha dejado de prestar
servicios a gobierno extranjero. (Turno a Comisión)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Manlio Favio Pano Mendoza pueda des-
empeñar el cargo de cónsul honorario de la República de
Polonia en la Ciudad de Acapulco, con circunscripción
consular en los estados de Guerrero, Michoacán y Oaxaca.
(Turno a Comisión)

Por el que solicita el permiso constitucional necesario para
que el ciudadano Sergio Agustín de la Maza Jiménez pue-
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da desempeñar el cargo de cónsul honorario de Rumanía en
la Ciudad de Veracruz, con circunscripción consular en los
estados de Chiapas, Tabasco y Veracruz. (Turno a Comi-
sión)

Cuatro con los que remite contestaciones a puntos de
acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados.

Con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Senadores.

Iniciativas del Congreso del estado de Baja California

Que reforma el artículo 9 Bis de la Ley Federal de Juegos
y Sorteos. (Turno a Comisión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud. (Turno a Comisión)

Iniciativas

Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Seguridad Privada, a cargo del diputado Luis Fernando Ro-
dríguez Ahumada, del Grupo Parlamentario Acción Nacio-
nal. (Turno a Comisión)

Que adiciona un segundo párrafo al artículo segundo tran-
sitorio y un artículo tercero transitorio al decreto por el que
se declara reformado el párrafo cuarto y adicionados los
párrafos quinto y sexto, del artículo 18 constitucional, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de diciem-
bre de 2005, suscrita por los senadores Pedro Joaquín Cold-
well y Jesús Murillo Karam, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Seguridad Privada, suscrita por la diputada Sil-
via Oliva Fragoso, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, suscrita por el diputado José Manuel del
Río Virgen, del Grupo Parlamentario Convergencia. (Tur-
no a Comisión)

Que expide la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres,
suscrita por diputadas de la Mesa Directiva de la Comisión
de Equidad y Género de la Cámara de Diputados. (Turno a
Comisión)

Que deroga diversas disposiciones de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos, y adiciona el Capítulo Vigésimo Séptimo al Código
Penal Federal, a cargo del diputado Juan de Dios Castro
Muñoz y suscrita por los diputados María Elena de las Nie-
ves Noriega Blanco Vigil y Ramón Ignacio Lemus Muñoz
Ledo, del Grupo Parlamentario Acción Nacional. (Turno a
Comisión)

Que reforma diversos artículos de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos, suscrita por los senadores Francisco Herrera León y
Rogelio Rueda Sánchez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 8 y 13 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos
y adiciona un segundo párrafo al artículo 247 del Código
Penal Federal, suscrito por el diputado Hugo Eduardo Mar-
tínez Padilla, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona los artículos 26, 115 y 122 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Carlos Augusto Bracho González y sus-
crita por los integrantes de la Comisión de Desarrollo Me-
tropolitano, del Grupo Parlamentario Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que adiciona el artículo 10 de la Ley que Crea el Fideico-
miso que Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex
Trabajadores Migratorios Mexicanos, a cargo del diputado
Octavio Martínez Vargas, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que adiciona diversas disposiciones de la Ley de los Siste-
mas de Ahorro para el Retiro, suscrita por los senadores
Ramón Moreno Valle y José Guillermo Anaya Llamas, del
Grupo Parlamentario Acción Nacional. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema
de Horario en los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
senadora Eva Contreras Sandoval, del Grupo Parlamenta-
rio Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Dictámenes de primera lectura

De la Primera Comisión, con proyecto de decreto que con-
cede permiso al ciudadano Pedro Haces Sordo para aceptar



y usar la condecoración de la Orden de Isabel la Católica,
en grado de Cruz de Oficial, que le confiere el gobierno de
España. (Dispensa de segunda lectura, discusión y vota-
ción)

De la Primera Comisión, con proyecto de decreto que con-
cede permiso a la ciudadana Míriam Ramírez Santos para
prestar servicios en la Embajada de Estados Unidos de
América en México. (Dispensa de segunda lectura, discu-
sión y votación)

De la Primera Comisión, con proyecto de decreto que con-
cede permiso a los ciudadanos Álvaro López Saucedo y
Zacarías Estrada Vega para aceptar y usar las condecora-
ciones, en diferentes grados, que les otorgan el Ejército de
la República de Argentina; las Fuerzas Armadas de la Re-
pública de El Salvador; los Ejércitos de las Repúblicas de
Chile, y Federativa de Brasil; y la Fuerza Aérea de la Re-
pública de Chile respectivamente. (Dispensa de segunda
lectura, discusión y votación)

De la Primera Comisión, con proyecto de decreto que con-
cede permiso a los ciudadanos María Teresa Mercado Pé-
rez, Emilio Cosgaya Rodríguez y José Luis Corro Chávez
para aceptar y usar las condecoraciones, en diferentes gra-
dos, que les otorgan los gobiernos del Reino de Dinamar-
ca, de Estados Unidos de América, y de la República de
Colombia, respectivamente. (Dispensa de segunda lectura,
discusión y votación)

Dictámenes a discusión

De la Primera Comisión, con puntos de acuerdo relativos a
la construcción de un puente vehicular en la colonia Villa
de las Flores, de Coacalco de Berriozábal, México.

De la Primera Comisión, con puntos de acuerdo para ex-
hortar al Ejecutivo federal a emitir el Reglamento de la Ley
para Prevenir y Sancionar la Trata de Personas.

De la Primera Comisión, con puntos de acuerdo sobre el
caso de la ciudadana Ana Laura Montero Ocampo.

De la Primera Comisión, con punto de acuerdo por el que
la Comisión Permanente, con absoluto respeto de la divi-
sión de poderes, formula un atento exhorto a la Suprema
Corte de Justicia de la Nación a efecto de que se resuelva
el incidente de inejecución de sentencia número
00686/2008.

De la Tercera Comisión, con punto de acuerdo para exhor-
tar al secretario de Hacienda y Crédito Público a detener la
propuesta de la Cofetel relativa a la contraprestación que
deben cubrir los interesados en la transición de AM a FM;
y a informar y efectuar publicaciones sobre los montos de-
terminados al efecto.

De la Tercera Comisión, con puntos de acuerdo para soli-
citar al gobierno federal que elabore una norma oficial me-
xicana sobre la producción de envases, bolsas y botellas de
plástico congruente con la tecnología denominada “oxode-
gradación”.

De la Tercera Comisión, con punto de acuerdo para solici-
tar al titular del Poder Ejecutivo federal que se implanten
en la administración pública federal políticas que fortalez-
can a las familias mexicanas, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 4o. constitucional.

De la Tercera Comisión, con puntos de acuerdo para ex-
hortar al gobierno de Guerrero a subsidiar el pago de ener-
gía eléctrica a los participantes en la Feria de la Bandera,
de Iguala.

De la Tercera Comisión, con puntos de acuerdo a efecto de
exhortar a la Semarnat, a la Secretaría de la Función Públi-
ca, y al Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología a infor-
mar y efectuar una revisión sobre el diseño de lineamien-
tos para el estudio de poblaciones de toninas con fines de
captura.

De la Tercera Comisión, con puntos de acuerdo para soli-
citar al Infonavit que informe sobre las operaciones reali-
zadas con relación a la venta de la cartera vencida.

De la Segunda Comisión, con punto de acuerdo para ex-
hortar a la Secretaría de Educación Pública a solicitar a las
escuelas públicas del país impulsen las visitas escolares a
los museos como parte fundamental de la formación cultu-
ral y educativa de los alumnos.

De la Segunda Comisión, con puntos de acuerdo por los
que se solicita al nuevo gobierno de Estados Unidos que re-
voque de manera inmediata la medida tomada por el De-
partamento de Justicia y se regrese a interpretaciones ante-
riores que otorgan y garantizan el debido proceso legal en
los procedimientos de deportación a nuestros connaciona-
les.
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Proposiciones

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al INAH y al go-
bierno del estado de México a establecer una mesa de tra-
bajo con los tres niveles de gobierno, con organizaciones
sociales y con especialistas para preservar la zona arqueo-
lógica de Teotihuacán, suscrita por el diputado José Alfon-
so Suárez del Real y Aguilera, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Solo turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al secretario
de Seguridad Pública federal a evaluar la seguridad, el des-
empeño y la funcionalidad del transponder integrado en la
calcomanía del Registro Público Vehicular, suscrita por el
diputado José Rubén Escajeda Jiménez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Solo
turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo al contrato de interconexión
de energía solar, suscrita por el diputado Diego Cobo Te-
rrazas, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México. (Solo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, sobre el grado de afectación del am-
biente en el perímetro del fraccionamiento Villa Magna, si-
tuado en Ejido Capulines, en la zona intermedia de salva-
guarda de Minera México, SA de CV, en San Luis Potosí,
suscrita por el senador Javier Orozco Gómez, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Solo turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, relativo al cambio de la rana de ma-
driguera en la NOM-059-SEMARNAT-2001, suscrita por
el diputado Diego Cobo Terrazas, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México. (Solo turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo, para exhortar a la ASF, a la Secre-
taría de la Función Pública, a la SEP y a la Sedesol a in-
vestigar el uso de los recursos federales otorgados en 2006
y 2007 a seis municipios, en especial a Monclova, Coahui-
la, a cargo del diputado Carlos Augusto Bracho González y
suscrita por el diputado Rolando Rivero Rivero, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al Ejecutivo fede-
ral a emprender la reactivación de la industria de fertili-
zantes aprobada como parte de la pasada reforma energéti-

ca, a cargo del diputado José Rubén Escajeda Jiménez,
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo federal a
informar al Congreso de la Unión sobre diversos aspectos
de la Iniciativa Mérida, e invitar a una reunión al secreta-
rio de Relaciones Exteriores, suscrita por el diputado Ar-
mando Barreiro Pérez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar al titular de la Sagar-
pa a cumplir los principios de libres competencia y concu-
rrencia en el mercado de la guayaba, a cargo del diputado
Cuauhtémoc Velasco Oliva, del Grupo Parlamentario Con-
vergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para que la Cámara de Diputados
realice foros de debate sobre la aplicación de la pena de
muerte en el país y su posible eficacia como medida puni-
tiva, a cargo de la diputada Gloria Lavara Mejía y suscrita
por el senador Javier Orozco Gómez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México. (Urgente re-
solución)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente
exhorta al Ejecutivo federal a enviar a través de la Secreta-
ría de Relaciones Exteriores ayuda humanitaria internacio-
nal para víctimas de los ataques israelíes en la franja de Ga-
za, a cargo del senador Humberto Aguilar Coronado y
suscrita por la senadora Adriana González Carrillo, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al titular del Poder
Ejecutivo federal a suspender la aplicación del decreto que
establece las condiciones para la importación definitiva de
vehículos usados, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 24 de diciembre de 2008, a cargo del senador
Fernando Castro Trenti, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a las insuficiencias e irre-
gularidades en la implantación del programa ProÁrbol, a
cargo del senador Rubén Fernando Velázquez López, en
nombre propio y de los senadores Silvano Aureoles Cone-
jo y José Luis García Zalvidea, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)



Con punto de acuerdo, respecto a la aplicación del ProÁr-
bol, a cargo del senador Gabino Cué Monteagudo, del Gru-
po Parlamentario Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar a la SHCP, a la Con-
dusef y al Sindicato Nacional de Trabajadores Petroleros
de la República Mexicana a informar a esta soberanía so-
bre el conocimiento y la medida adoptada respecto a los
fondos del fideicomiso bancario 56342/FID/III/06, a cargo
del diputado Carlos Augusto Bracho González y suscrita
por el diputado Rolando Rivero Rivero, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para ampliar por un periodo de seis
meses posterior a la pérdida del empleo el servicio de
guardería infantil, suscrita por los diputados César Duarte
Jáquez, Emilio Gamboa Patrón y Lilia Merodio Reza e in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita la comparecen-
cia del secretario de Hacienda y Crédito Público, suscrita por
el diputado Juan Nicasio Guerra Ochoa, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, para que el INAH reintegre a su lu-
gar de origen diversas obras de arte sacro pertenecientes a
templos católicos de Teotihuacán, México, a cargo del di-
putado Ramón Valdés Chávez, del Grupo Parlamentario
Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente
felicita a Barack Obama por su histórico triunfo y expresa
su deseo para que los Congresos de Estados Unidos de
América y de México inicien una nueva época de diploma-
cia parlamentaria, basada en el principio de la correspon-
sabilidad, a cargo del senador Luis Alberto Villarreal Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar al titular del Poder
Ejecutivo federal a investigar a través de la PGR y de la Se-
cretaría de la Función Pública el financiamiento otorgado
por la Secretaría de la Reforma Agraria al Partido Acción
Nacional y a informar a esta soberanía sobre tales acciones,
suscrita por los senadores Fernando Castro Trenti y Mel-
quiades Morales Flores y diversos senadores del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la presentación del Poder
Ejecutivo federal en el foro México ante la crisis: ¿qué ha-
cer para crecer?, a cargo del senador Rubén Fernando Ve-
lázquez López, en nombre propio y del senador José Luis
García Zalvidea, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente
exhorta al Ejecutivo federal a retirar al Ejército de las acti-
vidades de seguridad pública y combate de la delincuencia
organizada, y a implantar una nueva estrategia en la mate-
ria, a cargo del diputado Cuauhtémoc Velasco Oliva, del
Grupo Parlamentario Convergencia. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la Secretaría de
Economía a realizar a través del Prologyca un estudio de
factibilidad de instalación de una central de abasto en Ma-
tamoros, Tamaulipas, suscrita por el diputado Carlos Al-
berto García González, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la Secretaría
de Gobernación que prorrogue 30 días hábiles más el pla-
zo para el registro de los ex trabajadores migratorios, sus-
crita por el diputado Enrique Serrano Escobar, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente
solicita a la SCJN que resuelva y dé el fallo de su investi-
gación respecto a los hechos acontecidos en Oaxaca a par-
tir de mayo de 2006 que constituyen graves violaciones de
las garantías individuales, suscrita por los diputados Carlos
Martínez Martínez y Othón Cuevas Córdova, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente
rechaza la decisión del presidente de Estados Unidos, Ge-
orge W. Bush, de conmutar la sentencia a dos ex agentes de
la Patrulla Fronteriza que ocasionaron serios daños al con-
nacional Osvaldo Aldrete Dávila, a cargo del senador Luis
Alberto Villarreal García, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar a la ASF a investigar
respecto a las concesiones aeroportuarias otorgadas por la
SCT a los grupos empresariales Asur y GAP y a Compañía
Mexicana de Aviación, suscrita por los senadores Rogelio
Rueda Sánchez y Raúl Mejía González, del Grupo Parla-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 21 de enero de 200921



Año III, Primer Receso, 21 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados22

mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar al titular del Ejecuti-
vo federal a cumplir los principios consagrados en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del senador Jesús Garibay García, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo, para exhortar a las Juntas de Coor-
dinación Política de las Cámaras de Diputados y de Sena-
dores a incluir en el foro México ante la crisis: ¿qué hacer
para crecer? acciones específicas para atender a los adultos
mayores y a las personas con discapacidad, a cargo de la
diputada Marcela Cuen Garibi y suscrita por la diputada
Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al titular del Poder
Ejecutivo federal a instruir a la Secretaría de Agricultura
para que efectúe un estudio técnico sobre la viabilidad del
cultivo de especies florales, e introduzca éstas en la indus-
tria cosmética y el mercado internacional de flores de or-
nato, a cargo del senador Raúl Mejía González, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que la Comisión Permanente
cita a comparecer a los titulares de la Sagarpa y de la Co-
napesca respecto al movimiento Cero Pesca 2009, a cargo
del diputado Gerardo Villanueva Albarrán y suscrita por el
diputado Alejandro Sánchez Camacho, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al Consejo de Ad-
ministración de la Comisión Federal de Electricidad a equi-
parar el precio de compra del carbón nacional respecto al
internacional, a cargo de la diputada Lariza Montiel Luis,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al titular del Poder
Ejecutivo federal a realizar a través de la Secretaría de Sa-
lud, en coordinación con la SEP, una revisión de las guar-
derías y estancias infantiles para obtener un padrón real y
revisar cuáles cumplen la NOM-167-SSA1-1997 para la
prestación de servicios de asistencia social a menores y

adultos mayores, suscrita por la senadora María Elena
Orantes López, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar a las autoridades fe-
derales y de Coahuila a investigar la desaparición del ciu-
dadano Sergio Gabriel León Castillo, a cargo del diputado
Gerardo Villanueva Albarrán, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al titular del Eje-
cutivo federal a considerar la congelación del precio del
diesel para uso agropecuario, transporte de pasajeros y de
carga, marina mercante nacional y sector de pesca comer-
cial y deportiva en el país durante todo el año, suscrita por
los senadores Sebastián Calderón Centeno, Alberto Coppo-
la Joffroy y Juan Bueno Torio, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, por el que se solicita que la Comi-
sión Permanente promueva una controversia constitucional
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación contra el de-
creto por el que se establecen las condiciones para la im-
portación definitiva de vehículos usados, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 2008,
suscrita por el diputado Enrique Serrano Escobar, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar al INAH y al gobier-
no del estado de México a resguardar y conservar los mo-
numentos y zonas arqueológicos, a cargo de la senadora
María de Lourdes Rojo e Incháustegui, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, para exhortar al Banco de México,
al Ejecutivo federal, a las instituciones de crédito y a los
usuarios de servicios financieros en materia de tasas de in-
terés, suscrita por el diputado Martín Malagón Ríos, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar a las dependencias del
Ejecutivo federal a ejecutar las obras y acciones señaladas
en el decreto del Presupuesto de Egresos para 2009, a car-
go del diputado Carlos Altamirano Toledo, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)



Con punto de acuerdo, para exhortar a la PGR a declarar el
no ejercicio de la acción en contra de Lucía Andrea Morett
Álvarez, a cargo del diputado Carlos Altamirano Toledo y
suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, relativo a la reciente reunión de los
presidentes de Estados Unidos de América y de México, a
cargo del diputado Javier Calzada Vázquez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Con punto de acuerdo, a fin de exhortar al Ejecutivo fede-
ral a incluir el gas natural en el Acuerdo Nacional en De-
fensa de la Economía Familiar y del Empleo y a fijar un
precio único para todo 2009, suscrita por la diputada Eva
Sánchez Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular de
la SEP a prorrogar la aplicación del acuerdo 358, que esta-
blece el Programa Especial 2005-2009 para la acreditación
de la educación preescolar en el Distrito Federal, suscrita
por los diputados Valentina Valia Batres Guadarrama y Ge-
rardo Villanueva Albarrán, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo, para exhortar al Ejecutivo federal a
abstenerse de hacer proselitismo religioso en los actos pú-
blicos y a trasparentar si en la organización del Encuentro
Mundial de las Familias 2009 se utilizaron recursos públi-
cos, suscrita por integrantes de los Grupos Parlamentarios
del Partido de la Revolución Democrática, de Convergen-
cia y de Alternativa. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo, para solicitar al Comité Técnico que
Administra el Fideicomiso del Fondo de Apoyo Social pa-
ra ex Trabajadores Migratorios Mexicanos que prorrogue
el registro en las 37 mesas receptoras en el país, suscrita
por la diputada Susana Monreal Ávila, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Ur-
gente resolución)

Excitativas

A las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de
Estudios Legislativos, a solicitud del senador Carlos Sote-
lo García, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática.

A las Comisiones Unidas de Defensa Nacional, y de Go-
bernación, a solicitud del diputado José Alfonso Suárez del
Real y Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es la lectura del acta de la
sesión anterior.

Pido a la Secretaría que consulte a la asamblea si se le dis-
pensa la lectura, tomando en consideración que también ha
sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se dispensa la lectura del
orden del día. Los legisladores que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Los legisladores que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la
lectura.

«Acta de la sesión de la Comisión Permanente del Congre-
so de la Unión, celebrada el catorce de enero de dos mil
nueve, correspondiente al Primer Receso del Tercer Año de
Ejercicio de la Sexagésima Legislatura.

Presidencia del Diputado
César Duarte Jáquez

En el salón Legisladores de la República del Palacio Le-
gislativo de San Lázaro en la capital de los Estados Unidos
Mexicanos, sede de la Comisión Permanente del Congreso
de la Unión, con la asistencia de 32 legisladores, a las 12
horas con 15 minutos del miércoles 14 de enero de 2009, el
Presidente declara abierta la sesión.

En sendas votaciones económicas, la asamblea dispensa la
lectura del orden del día y del acta de la sesión anterior y
aprueba ésta última.

El Congreso de Oaxaca remite acuerdo por el que solicita
la conformación de una Comisión Especial de Vigilancia
que dé seguimiento a las actuaciones del Banco de Méxi-
co, de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de la
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Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros. Se turna a las Juntas de
Coordinación Política de las Cámaras de Diputados y de
Senadores.

Se reciben contestaciones a puntos de acuerdo aprobados
por la Cámara de Diputados:

• Del Comité de Inteligencia y Seguridad de Nuevo Le-
ón. Se remite a la Comisión de Seguridad Pública de la
Cámara de Diputados para su conocimiento.

• De la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo de Ta-
basco. Se remite a la Comisión de Recursos Hidráulicos
de la Cámara de Diputados para su conocimiento.

El Instituto Federal Electoral remite copia certificada del
acuerdo por el que se establecen medidas y compromisos
de los partidos políticos y de este instituto, para propiciar
condiciones de seguridad, legalidad y transparencia, du-
rante el resto del proceso electoral federal 2008-2009. Se
remite a las Juntas de Coordinación Política de las Cáma-
ras de Diputados y de Senadores.

Solicitan licencia para separarse de sus funciones como di-
putados federales:

• Carlos Ernesto Zatarain González, electo en el IV dis-
trito de Sonora, por un periodo de 60 días a partir del 21
de enero de 2009.

• Jorge Toledo Luis, electo en VII distrito del estado de
Oaxaca, por tiempo indefinido a partir de esta fecha.

• Miguel Ángel Jiménez Godínez, electo en la IV cir-
cunscripción plurinominal, por tiempo indefinido a par-
tir del 15 de enero de 2009.

• Pedro Montalvo Gómez, electo en el XVIII distrito del
estado de Veracruz, por tiempo indefinido a partir de es-
ta fecha.

En sendas votaciones económicas la asamblea aprueba los
puntos de acuerdo por los que se conceden las licencias so-
licitadas. Comuníquense a la Cámara de Diputados. El Pre-
sidente hace un reconocimiento a la trayectoria de los soli-
citantes.

Se recibe comunicación del diputado Juan Enrique Barrios
Rodríguez, del Partido Acción Nacional, por la que infor-

ma la reincorporación a sus labores legislativas, a partir del
12 de enero de 2009. De enterado, comuníquese a la Cá-
mara de Diputados.

El Presidente informa a la asamblea que a las puertas del
salón de sesiones se encuentra el ciudadano José Francisco
Melo Velázquez, diputado federal electo en la III circuns-
cripción por el Grupo Parlamentario del Partido Conver-
gencia, quien acompañado por una comisión designada
rinde la protesta, en cumplimiento al 3o. punto de la reso-
lución emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral
del Poder Judicial de la Federación. Desde su curul, el se-
nador Marco Humberto Aguilar Coronado, del Partido Ac-
ción Nacional, solicita que en la primera sesión de la Cá-
mara de Diputados del segundo periodo de sesiones
ordinarias del tercer año de ejercicio, se tome la protesta
constitucional al diputado Melo Velázquez y la Presidencia
hace notar que se tomará en cuenta dicha solicitud.

El ciudadano Pedro Haces Sordo, solicita el permiso cons-
titucional necesario para aceptar y usar la condecoración de
Isabel la Católica, en Grado de Cruz de Oficial, que le con-
fiere el gobierno de España. Se turna a la primera comisión
de trabajo.

La Secretaría de Gobernación remite:

a) Dos oficios por los que comunica que el Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa, se ausentará del territorio nacional:

• El 12 de enero de 2009, para llevar a cabo un encuen-
tro con el presidente electo de Estados Unidos de Amé-
rica, en la ciudad de Washington, Distrito de Columbia;
y

• El 16 de enero de 2009, a efecto de participar en la Jor-
nada presidencial de Colombia, Guatemala, México y
Panamá contra la delincuencia organizada, a celebrarse
en la ciudad de Panamá, Panamá.

Se remiten a las Comisiones de Relaciones Exteriores de
la Cámara de Diputados y de Senadores para su conoci-
miento.

b) Solicitud de permiso constitucional necesario para que
los ciudadanos:

• Miriam Ramírez Santos, pueda prestar servicios en la
Embajada de Estados Unidos de América, en México;



asimismo, informa que han dejado de prestar servicios
los ciudadanos Claudia Azucena Tabares Juárez y Fran-
cisco Enrique Coronel Cabrera, en el Consulado de Es-
tados Unidos de América en Ciudad Juárez, Chihuahua
y en la Embajada de Estados Unidos de América en Mé-
xico, respectivamente.

• Álvaro López Saucedo y Zacarías Estrada Vega, pue-
dan aceptar y usar las condecoraciones Medalla del
Ejército de Argentina, al mérito académico Francisco
José de Caldas, medalla estrella Capitán General Gerar-
do Barrios, Medalla Bernardo O’Higgins, Medalla Ma-
riscal Hermes Aplicación y Estudio de una Corona y
Fuerza Aérea de Chile, que les otorgan: el Ejército de la
República de Argentina, las Fuerzas Armadas de la Re-
pública de Colombia, la Fuerza Armada de la República
de El Salvador, el Ejército de la República de Chile, el
Ejército de la República Federativa del Brasil y la Fuer-
za Aérea de la República de Chile.

• María Teresa Mercado Pérez, Emilio Cosgaya Rodrí-
guez y José Luis Corro Chávez, puedan aceptar y usar
las condecoraciones de la Orden de Dannebrog en gra-
do de Insignia; la Medalla del Servicio Meritorio y la
Orden Naval Almirante Padilla en grado de Comenda-
dor, que les otorgan los gobiernos: del Reino de Dina-
marca, de Estados Unidos de América y de la Repúbli-
ca de Colombia.

Las solicitudes de permiso se turnan a la Primera Comisión
de Trabajo, las cancelaciones de permisos se remiten a las
Comisiones de Gobernación de las Cámaras de Diputados
y de Senadores.

a) Contestaciones a puntos de acuerdo aprobados por la
Cámara de Diputados relativos a:

• La delincuencia organizada. Se remite a la Comisión
de Seguridad Pública de la Cámara de Diputados para su
conocimiento.

• La prevención y combate de la delincuencia organiza-
da en el estado de Oaxaca. Se turna a la Comisión de Se-
guridad Pública de la Cámara de Diputados para su co-
nocimiento.

• Las normas para el funcionamiento de las estaciones
migratorias. Se remite a las Comisiones de Gobernación
y de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios de la
Cámara de Diputados para su conocimiento.

• Tráfico ilegal de armas de fuego. Se remite a la Comi-
sión de Justicia de la Cámara de Diputados para su co-
nocimiento.

• Año Mundial sin Tabaco. Se remite a la Comisión de
Salud de la Cámara de Diputados para su conocimiento.

• La aplicación de los geosintéticos en las carreteras fe-
derales. Se remite a la Comisión de Transportes de la
Cámara de Diputados para su conocimiento.

• La incorporación de las comunidades de Chavajeval,
Las Delicias y Álvaro Obregón en los programas socia-
les de Chiapas. Se remite a la Comisión de Asuntos In-
dígenas de la Cámara de Diputados para su conoci-
miento.

• El combate al secuestro. Se remite a la Comisión de
Seguridad Pública de la Cámara de Diputados para su
conocimiento.

• Las personas zurdas. Se remite a la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables de la Cámara de Diputados
para su conocimiento.

• Los hechos ocurridos el 23 de octubre de 2008 en las
instalaciones del recinto de la Cámara de Senadores. Se
remite a la Junta de Coordinación Política de la Cámara
de Diputados para su conocimiento.

• Al combate a la pobreza en la región triqui del estado
de Oaxaca. Se remite a las Comisiones de Derechos
Humanos y a la Especial de Seguimiento a las Agresio-
nes a Periodistas y Medios de Comunicación de la Cá-
mara de Diputados para su conocimiento.

• Las agresiones en contra de la diputada federal Sonia
Leslie del Villar Sosa. Se remite a la Comisión de Justi-
cia de la Cámara de Diputados para su conocimiento.

• Los vehículos que se importen al amparo del Tratado
de Libre Comercio de América del Norte a partir del 1
de enero de 2009. Se remite a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Dipu-
tados para su conocimiento.

• Las oficinas e instalaciones autosustentables en dos
oficios. Se remiten a las Comisiones de Energía y de
Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de
Diputados para su conocimiento.
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d) Contestaciones a puntos de acuerdo:

• Cuatro, aprobados por la Cámara de Senadores.

• Aprobado por la Comisión Permanente en el segundo
receso del segundo año de ejercicio.

Se remiten a la Cámara de Senadores.

La Secretaría da cuenta del presupuesto de dietas, honora-
rios, sueldos y gastos de la Cámara de Senadores para fe-
brero de 2009. En votación económica se aprueba.

En sendas votaciones económicas, la asamblea dispensa la
primera y segunda lectura del dictamen de la Primera Co-
misión de Trabajo, con proyecto de decreto que concede
permiso a los ciudadanos Laura Bernal Morales, Martín
Guevara de la Cruz, José Luis Meneses Valle y Édgar Arias
Patrón, para prestar servicios en la Embajada de Estados
Unidos de América, en México y en sus Consulados en
Matamoros, Tamaulipas y en Tijuana, Baja California, res-
pectivamente. El Presidente declara aprobado en lo general
y en lo particular el proyecto de decreto por 26 votos. Pasa
al Ejecutivo federal para sus efectos constitucionales.

En votación económica, la asamblea autoriza dar lectura
sólo a los puntos de acuerdo del dictamen de la Tercera Co-
misión de Trabajo, por el que la Comisión Permanente, rati-
fica los nombramientos de magistrados de Sala Regional,
magistrado supernumerario de sala regional y magistrados
de sala superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, que el Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos, expide a favor de diversos ciudadanos. En votación
económica, la Asamblea considera el asunto suficientemen-
te discutido. El Presidente declara aprobado el punto de
acuerdo por 27 votos. Comuníquese al Ejecutivo federal.

El Presidente informa a la asamblea la presencia de los ciu-
dadanos Adriana Cabezut Uribe, Martha Gladys Calderón
Martínez, Julián Casarrubias Pérez, Jorge Avelino Castañe-
da González, Rosa María Corripio Moreno, Armando Flo-
res Hernández, María Guadalupe Herrera Calderón, Faus-
tino Gerardo Hidalgo Ezquerra, Lucila Padilla López,
Avelino Carmelo Toscano Toscano, Analicia Vega León,
Rita Amparo Velasco de León, Carlos Chaurand Arzate,
Rafael Anzures Uribe y Rafael Estrada Sámano, para ren-
dir protesta como magistrados de Sala Regional del Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; Francisco
Cárdenas Elizondo, como Magistrado Supernumerario de
Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-

ministrativa y Alfredo Salgado Loyo, como Magistrado de
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa. Se designa una comisión de cortesía y rinden
la protesta de ley.  

En sendas votaciones económicas, la asamblea autoriza dar
lectura sólo a los puntos de acuerdo de los dictámenes de:

a) La Segunda Comisión de Trabajo, por los que la Comi-
sión Permanente, ratifica los nombramientos que el Presi-
dente de los Estados Unidos Mexicanos, expidió a favor de
los ciudadanos:

• Francisco Javier Barrio Terrazas, como embajador ex-
traordinario y plenipotenciario de México, en Canadá.
Intervienen el diputado Gerardo Villanueva Albarrán,
del Partido de la Revolución Democrática, en contra y
senadora María Teresa Ortuño Gurza, del Partido Ac-
ción Nacional, en pro. En sendas votaciones económi-
cas, la asamblea considera el asunto suficientemente
discutido y lo aprueba. El Presidente informa la presen-
cia del ciudadano Francisco Javier Barrio Terrazas,
quien acompañado de una comisión designada, rinde la
protesta de ley.

• Fernando Sandoval Flores, como embajador extraordi-
nario y plenipotenciario de México, ante la República
Cooperativa de Guyana y observador ante la comunidad
del Caribe, con sede en Guyana. En sendas votaciones
económicas, la asamblea considera el asunto suficiente-
mente discutido y lo aprueba. El Presidente informa la
presencia del ciudadano Fernando Sandoval Flores,
quien acompañado de una comisión designada, rinde la
protesta de ley.

b) La Tercera Comisión de Trabajo:

• Para exhortar al Ejecutivo federal, a que instruya a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que revi-
se el incremento de los precios del diesel, combustibles
y las tarifas eléctricas.

• Por el que la Comisión Permanente invita al comisio-
nado Nacional de Pesca, se reúna con la Tercera Comi-
sión de Trabajo, para que informe sobre las acciones im-
plantadas para reactivar la actividad pesquera.

• Para solicitar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico y a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desa-
rrollo Rural, Pesca y Alimentación, que las reglas de



operación de los programas agropecuarios para 2009, se
lleven a cabo en tiempo y forma, contemplando lo esta-
blecido en la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

• Para exhortar a los titulares del Poder Ejecutivo del es-
tado y del municipio de Aguascalientes, a que revalúen
los permisos y autorizaciones para la construcción de la
Pista Coyotillos, por representar un riesgo para la rana
de madriguera.

En votación económica, se aprueban en conjunto. Comuní-
quense.

c) La Primera Comisión de Trabajo:

• Relativo a las modificaciones legislativas e institucio-
nales necesarias para adecuarlas y hacerlas compatibles
con la Convención Internacional de los Derechos de los
Niños y con la Ley para la Protección de los Derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes.

• Para exhortar al Instituto Federal Electoral y a los par-
tidos políticos nacionales, adopten medidas para fortale-
cer y garantizar el cumplimiento de las normas estable-
cidas en materia de participación electoral, con equidad
de género. Hablan sobre el tema los diputados Manuel
Portilla Diéguez, del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co; Gerardo Villanueva Albarrán, del Partido de la Re-
volución Democrática; Cuauhtémoc Velasco Oliva, de
Convergencia y la senadora María Beatriz Zavala Peni-
che, del Partido Acción Nacional.

• Para exhortar al Congreso de Sinaloa, a que cumpla
–en el ámbito de sus facultades– las adecuaciones de su
legislación aplicable conforme a lo dispuesto en el de-
creto de reforma constitucional en materia electoral.

• Para solicitar al Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación Pública, proporcione información con respecto
a los recursos interpuestos en contra de la Procuraduría
General de la República.

En votación económica, la asamblea aprueba en conjunto
los puntos de acuerdo antes citados. Comuníquense.

Presidencia del diputado
Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla

Se concede el uso de la tribuna al diputado Cesar Duarte
Jáquez, del Partido Revolucionario Institucional, para pre-

sentar proposición con punto de acuerdo, por la que exhor-
ta al Ejecutivo federal a modificar las disposiciones que re-
gulan la importación de vehículos del extranjero, en virtud
de la presente situación económica. Se turna a la Tercera
Comisión de Trabajo.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a los legisladores:

• Diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza, del Partido
Revolucionario Institucional, que reforma diversas dis-
posiciones de la Ley Federal de Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos. Se turna a la
Comisión de la Función Pública de la Cámara de Dipu-
tados.

Presidencia del diputado
César Duarte Jáquez

• Diputado Octavio Martínez Vargas, del Partido de la
Revolución Democrática, que reforma el artículo 224
del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de
Justicia de la Cámara de Diputados.

• Diputado Manuel Portilla Diéguez, del Partido Verde
Ecologista de México, que reforma el artículo 363 del
Código de Comercio. Se turna a las Comisiones Unidas
de Justicia y de Economía de la Cámara de Diputados.

• Diputada Blanca Luna Becerril, de Nueva Alianza, que
reforma los artículos 84 y 130 de la Ley del Seguro So-
cial. Se turna a la Comisión de Seguridad Social de la
Cámara de Diputados.

• Senador Mario López Valdés, del Partido Revolucio-
nario Institucional, que reforma los artículos 14 y 136
Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara
de Diputados. Se adhieren con el consentimiento del
promovente los senadores Fernando Jorge Castro Tren-
ti, Renán Cleominio Zoreda Novelo y Ramiro Hernán-
dez García, del Partido Revolucionario Institucional.

Se recibe de la diputada Maricela Contreras Julián, del Par-
tido de la Revolución Democrática, iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas. Se turna a la Comisión de Asuntos In-
dígenas de la Cámara de Diputados.
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Se reciben solicitudes de excitativas del:

• Senador José Eduardo Calzada Rovirosa, del Partido
Revolucionario Institucional, a las Comisiones de Rela-
ciones Exteriores, y de Presupuesto y Cuenta Pública.
De conformidad con lo que establece el artículo 21,
fracción XVI del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se excita a las comisiones mencionadas para que
emitan el dictamen correspondiente.

• Senador René Arce Islas, del Partido de la Revolución
Democrática, a las Comisiones de Equidad y Género, y
de Estudios Legislativos, Primera. Se remite a la Cáma-
ra de Senadores.

Se reciben proposiciones con punto de acuerdo de los le-
gisladores:

• Diputado Pascual Bellizzia Rosique, del Partido Verde
Ecologista de México, por el que se solicita al Ejecuti-
vo federal, instruya la congelación del precio del diesel
a nivel nacional, como parte de las medidas del plan an-
ticrisis que aplica actualmente el gobierno federal. Se
turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Diputada Lilia Guadalupe Merodio Reza y suscrito por
diputados del Partido Revolucionario Institucional, para
exhortar al Ejecutivo federal, a que aplique un plan
emergente encaminado a bajar las tarifas del diesel. Se
turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Senador Silvano Aureoles Conejo, del Partido de la
Revolución Democrática, para exhortar al Ejecutivo fe-
deral a través de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales y de la Comisión Nacional del Agua,
informen sobre el impacto y las comunidades afectadas
por las medidas de restricción del suministro de agua en
la zona hidrológica-administrativa del valle de México.
Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velasco, del
Partido Acción Nacional, para exhortar al gobierno es-
tatal de Nuevo León, a que considere al municipio de
Cadereyta como parte de la zona metropolitana de Mon-
terrey y por consiguiente sea beneficiado con el Fondo
Metropolitano. Se turna a la Comisión de Desarrollo So-
cial de la Cámara de Diputados.

• Diputado Alejandro Martínez Hernández, del Partido
de la Revolución Democrática, para exhortar al titular
del Ejecutivo federal, a que decrete una disminución en
la tarifa del diesel marino en respuesta a la demanda de
los pescadores del país. Se turna a la Tercera Comisión
de Trabajo.

• Diputado Marco Heriberto Orozco Ruiz Velasco, del
Partido Acción Nacional, para exhortar a la Secretaría
de Educación Pública Federal y estatales, para que en el
programa de estudio de los distintos niveles se incluya
una clase mensual de nutrición, con el fin de combatir la
obesidad y mejorar la calidad de vida de los mexicanos.
Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos de la Cámara de Diputados.

• Senador Ramiro Hernández García, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se solicita a los titu-
lares de las secretaría de Comunicaciones y Transportes
y de la Función Pública, informen a la Comisión Per-
manente sobre los avances, cumplimiento y ejecución
del Programa y el Fondo Nacional de Infraestructura,
respectivamente. Se turna a la Tercera Comisión de Tra-
bajo.

• Diputado Octavio Martínez Vargas, del Partido de la
Revolución Democrática, para exhortar al titular de la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, a
que revise e investigue respecto a los términos en que se
realizó la entrega de la playa Miramar, en Tampico, Ta-
maulipas, a la Sección Uno del Sindicato Nacional de
Trabajadores Petroleros de la República Mexicana. Se
turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Diputado Salvador Barajas del Toro, del Partido Re-
volucionario Institucional, para exhortar al titular del
Ejecutivo de Baja California Sur, a que cumpla con los
acuerdos entre el gobierno estatal y el personal de cus-
todia penitenciaria de esta entidad. Se turna a la Tercera
Comisión de Trabajo.

• Senadora María Elena Orantes López, del Partido Re-
volucionario Institucional, para exhortar al titular del
Poder Ejecutivo federal, a través de la Secretaría de Sa-
lud, a que informe a la Comisión Permanente sobre los
criterios del Programa Caravanas de la Salud en 2009.
Se turna a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Diputada Bertha Yolanda Rodríguez Ramírez, del Par-
tido Revolucionario Institucional, relativo a la proble-



mática de la Sigatoka Negra en Jalisco. Se turna a la
Tercera Comisión de Trabajo.

• Diputado Celso David Pulido Santiago, del Partido de
la Revolución Democrática, para exhortar a la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, a que resuelva el inci-
dente de inejecución de sentencia número 00686-2008,
tomando en consideración que la indemnización que se
pague sea con base en el valor real y vigente. Se turna a
la Primera Comisión de Trabajo.

• Diputada Maricela Contreras Julián, del Partido de la
Revolución Democrática, para exhortar al secretario de
Salud, a que dé cumplimiento a las Leyes Federal de
Mejora Regulatoria, y General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia y publique a la breve-
dad en el Diario Oficial de la Federación la Norma Ofi-
cial Mexicana-046-SSAdos 2005, relativa a la violencia
familiar y sexual contra las mujeres. Se turna a la Co-
misión de Salud de la Cámara de Diputados.

• Diputada Maricela Contreras Julián, del Partido de la
Revolución Democrática, relativo al caso de la ciudada-
na Ana Laura Montero Ocampo. Se turna a la Primera
Comisión de Trabajo.

• Diputada Sonia Nohelia Ibarra Fránquez, del Partido
de la Revolución Democrática, para exhortar al gobier-
no de Nayarit y a la Secretaría de Desarrollo Social, a
que proporcione la atención necesaria en materia de sa-
lud, educación y alimentación a las niñas, niños y ado-
lescentes jornaleros. Se turna a la Tercera Comisión de
Trabajo.

• Senadora María Teresa Ortuño Gurza, del Partido Ac-
ción Nacional, por el que la Comisión Permanente, so-
licita al titular del Poder Ejecutivo federal, implante en
la administración pública federal, políticas públicas que
fortalezcan a las familias mexicanas, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 4o. constitucional. Se tur-
na a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Senadores Rubén Fernando Velázquez López y José
Luis García Zalvidea, del Partido de la Revolución De-
mocrática, relativo al Proyecto Geotérmico en el Bos-
que de la Primavera en Jalisco. Se turna a la Tercera Co-
misión de Trabajo.

• Senadores Rubén Fernando Velázquez López y Láza-
ro Mazón Alonso, del Partido de la Revolución Demo-

crática, por el que la Comisión Permanente, exhorta al
gobierno de Guerrero para que subsidie a los partici-
pantes de la Feria de la Bandera en la Ciudad de Iguala,
el pago por el uso de energía eléctrica. Se turna a la Ter-
cera Comisión de Trabajo.

• Senadores Raúl Mejía González, Ramiro Hernández
García y Adolfo Toledo Infanzón, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que la Comisión Perma-
nente exhorta al Ejecutivo federal, a que emita el Re-
glamento de la Ley para Prevenir y Sancionar la Trata
de Personas y en consecuencia se proceda al estableci-
miento de la Comisión Intersecretarial en la materia. Se
turna a la Primera Comisión de Trabajo.

• Senador Javier Orozco Gómez, del Partido Verde Eco-
logista de México, sobre la convocatoria Semarnat-INE-
Conacyt 2008/01 Diseño de lineamientos para el estudio
de poblaciones de toninas con fines de captura. Se turna
a la Tercera Comisión de Trabajo.

• Senadores Rubén Fernando Velázquez López y Silva-
no Aureoles Conejo, del Partido de la Revolución De-
mocrática, por el que la Comisión Permanente, expresa
su total rechazo a la medida del Departamento de Justi-
cia de Estados Unidos de América, de negar el derecho
a un defensor de oficio a los migrantes que se encuen-
tren en proceso de deportación. Se turna a la Segunda
Comisión de Trabajo.

El Presidente clausura la sesión a las 14 horas con 45 mi-
nutos y cita para la próxima que tendrá lugar el miércoles
21 de enero de 2009 a las 11:00 horas.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Proceda la
Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario senador Jesús Garibay García: Por ins-
trucciones de la Presidencia se pone a discusión el acta de
la sesión anterior. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Los
legisladores que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Los legisladores que estén por la negativa sírvanse
manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
da el acta. Continúe con las comunicaciones.
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CENTROS PENITENCIARIOS

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escu-
do.— Gobierno del estado de México.

Licenciada Martha Hilda González Calderón, Vicepresi-
denta de la Mesa Directiva  de la LX Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— Presente.

En atención a su oficio número DGPL 60-II-4-1784, de fe-
cha 2 de diciembre de 2008, dirigido al licenciado Enrique
Peña Nieto, gobernador del estado de México, mediante el
cual comunica que la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, en sesión, aprobó el punto de acuer-
do para exhortar a los Poderes Ejecutivos de las entidades
federativas a implantar las acciones necesarias para realizar
el bloqueo de llamadas de teléfonos celulares y otros me-
dios de comunicación no permitidos, así como a fortalecer
las medidas para evitar el ingreso de artículos y sustancias
prohibidas. Al respecto, hago de su conocimiento lo si-
guiente:

El gobierno del estado de México comparte con la Cámara
de Diputados federal la preocupación que manifiesta en su
oficio, motivo por el cual me permito informarle que se ha
instalado un equipo técnico que permitirá inhibir toda señal
de telefonía celular en los centros preventivos y de readap-
tación social de la entidad que presentan mayor población
carcelaria, como lo son Santiaguito –en Almoloya de Juá-
rez–, Ecatepec, Tlalnepantla y Bordo de Xochiaca –en Ne-
zahualcóyotl.

Actualmente, este mecanismo se encuentra en etapa de
pruebas, y se tiene considerado ampliarlo durante este año
a las restantes instituciones penitenciarias, por lo cual re-
sulta inminente la necesidad de contar con un presupuesto
adicional para incorporar este sistema en el resto de nues-
tros centros.

Por otro lado, hago de su conocimiento que los 21 centros
preventivos y de readaptación social, así como la peniten-
ciaría modelo de la entidad, cuentan con un sistema de de-
tección aleatoria de drogas y explosivos, lo que nos ha per-
mitido incrementar la seguridad que garantice la integridad
de los internos y fortalezcan la custodia interna y seguridad
externa de los penales.

Sin otro particular por el momento, aprovecho la ocasión
para enviarle un cordial saludo.

Atentamente

Toluca de Lerdo, México, a 12 de enero de 2009.— Doctor en Dere-
cho Víctor Humberto Benítez Treviño (rúbrica), secretario general de
Gobierno del Estado de México.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados, para su conocimiento.

SECUESTRO

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escu-
do.— Consejo Estatal de Seguridad Pública.— Secretaría
General de Gobierno.— Gobierno del estado de Yucatán.

Diputada Martha Hilda González Calderón, Vicepresiden-
ta de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del Poder Le-
gislativo Federal.— Presente

En referencia a su oficio número D.G.P.L. 60-II-2-1789 en-
viado a la gobernadora constitucional del estado de Yuca-
tán, Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, al respecto le anexo
copia simple de los oficios de contestación números
PGJ/DC/2251/2008, del procurador general de Justicia del
estado; y SSP/686/08, del secretario de Seguridad Pública,
mediante los cuales informan del avance de las acciones
que se están llevando a cabo para dar cumplimiento al
acuerdo nacional respecto a los puntos señalados en su ofi-
cio.

Sin más por el momento aprovecho la ocasión para enviar-
le un cordial saludo.

Atentamente

Mérida, Yucatán, a 19 de diciembre de 2008.— Licenciado Carlos
Martín Pacheco Medina (rúbrica), secretario ejecutivo del Consejo Es-
tatal de Seguridad Pública.»

«Escudo.— Secretaría de Seguridad Pública.— Gobierno
del estado de Yucatán.

Licenciado Carlos Pacheco Medina, secretario ejecutivo
del Consejo Estatal de Seguridad Pública.— Presente.



En atención a su oficio CEPS-SE-540-2008, mediante el
cual nos informa sobre el dictamen, puntos de acuerdo y
solicitudes enviadas por los diputados federales Hilda
González Calderón y José Luis Espinosa Piña, de la LX
Legislatura del Congreso de la Unión, referentes a la con-
formación, desarrollo o fortalecimiento de la unidades es-
pecialidades en combate al secuestro, así como su solicitud
para el envío de la contestación respectiva a fin de que se
concentre la información y sea enviada, me permito infor-
marle sobre este punto.

De acuerdo con la información en la atención de los pun-
tos de acuerdo para cumplir con los compromisos adopta-
dos por esta entidad en el Acuerdo Nacional por la Seguri-
dad, la Legalidad y la Justicia pactado por el Consejo
Nacional de Seguridad Pública el 21 de agosto de 2008 y,
por consiguiente, de las instrucciones de la gobernadora
Ivonne Arcelly Ortega Pacheco, derivadas en la decimo-
sexta sesión extraordinaria del Consejo Estatal de Seguri-
dad Pública, sobre esta acción de compromiso, instruyó al
procurador general de Justicia del Estado para que integre
la Unidad Antisecuestro con la participación del Consejo
Estatal de Seguridad Pública y la Secretaría de Seguridad
Pública del Estado.

Derivado de lo anterior, mediante oficio PJG/DC/
01932/2008, el procurador convocó a una reunión el 14 de
octubre de 2008, en la cual se realizó la presentación del
proyecto de la Unidad Modelo de Atención al Delito del
Secuestro, incluyendo justificación, marco organizacional
y funcionamiento, así como el proceso de evaluación del
personal y el programa de capacitación para dicha unidad
antisecuestro, tal y como hace referencia usted en los avan-
ces que se presentan sobre los compromisos.

Esta Secretaría de Seguridad Pública participa en este pro-
ceso y coadyuva en todo momento con el apoyo necesario
y la coordinación debida para la operación y funciona-
miento de esta unidad y el cumplimiento a los puntos de
acuerdo e indicaciones de la señora gobernadora.

Espero que esta información cumpla con sus requerimien-
tos y aprovecho la ocasión para enviarle un saludo cordial.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

24 de noviembre de 2008.— Comandante Luis Felipe Saiden Ojeda
(rúbrica), secretario de Seguridad Pública.»

«Escudo.— Procuraduría General de Justicia.— Gobierno
del estado de Yucatán.

Licenciado Carlos Martín Pacheco Medina, secretario eje-
cutivo del Consejo Estatal de Seguridad Pública.— Pre-
sente.

En respuesta al oficio de fecha 5 de noviembre de 2008, y
con número CESP-SE-463/2008, que refiere al oficio
D.G.P.L 60-II-2-1789, enviado por la diputada federal Hil-
da González Calderón, Vicepresidenta de la Mesa Directi-
va de la LX Legislatura del Congreso de la Unión, tenemos
a bien informarle que, a fin de implantar mecanismos más
estrictos de incorporación de elementos a los cuerpos de
seguridad pública, con el objetivo de garantizar la legali-
dad e integridad del personal que ingresa a laborar a esta
Procuraduría y con base en el Acuerdo Nacional por la Jus-
ticia y la Legalidad suscrito el pasado 21 de agosto de
2008, se han Implementado las siguientes acciones:

1. Reclutamiento mediante convocatoria pública.

2. Revisión de documentación de acreditación personal.

3. Registro de candidatos ante el Sistema Nacional de
Servidores Públicos.

4. Aplicación de pruebas o evaluaciones:

• De confianza
• De entorno social y situación patrimonial
• Médicas
• Toxicológicas
• Psicométricas
• Conocimientos de la función
• Técnicas de la función

Es importante señalar, que aquellos elementos que no cum-
plen o aprueban alguno de los requisitos establecidos por la
Procuraduría, no son aceptados.

Sin más por el momento me despido, enviándole un cordial
saludo.

Atentamente

13 de noviembre de 2008.— Abogado José Alonso Guzmán Pacheco
(rúbrica), procurador general de Justicia del estado.»
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados, para su conocimiento.

ESTADO DE VERACRUZ

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Comunicaciones y Transportes.

Diputado Federal César Duarte Jáquez, Presidente de la
Mesa Directiva de la LX Legislatura de la Cámara de Di-
putados.— Presente.

Me refiero a su atento oficio D.G.P.L.60-II-1-1954 del 2 de
diciembre de 2008, en el que comunica al ciudadano se-
cretario de Gobernación acerca del punto de acuerdo apro-
bado por el Pleno de ese órgano legislativo, mediante el
que se exhorta al titular de esta secretaría a llevar a cabo
una revisión del estado que guarda el contrato celebrado
por el Centro SCT Veracruz con la Constructora Codiocsa
de Xalapa, SA de CV, para la conservación periódica de la
carretera Atzalan-Tlapacoyan, en el estado de Veracruz;
asimismo, que se verifique si la empresa está cumpliendo
las especificaciones técnicas y de calidad, si el monto asig-
nado a la obra corresponde a los trabajos por realizar, y se
verifique el plazo de terminación de la obra establecido en
el contrato.

Sobre el particular, por instrucciones del ciudadano secre-
tario del ramo me permito comunicarle lo siguiente:

• Con objeto de ejecutar trabajos de conservación perió-
dica en el tramo localizado entre los kilómetros 0+000 y
el 31 + 300 de la carretera Atzalan-Tlapacoyan, el 22 de
marzo de 2007 esta secretaría celebró contrato con la
empresa referida por un monto de 22.5 millones de pe-
sos, con fecha de inicio 5 de abril de 2007 y de termi-
nación 30 de diciembre de 2007.

• Derivado de las reprogramaciones que procedieron
técnica y legalmente durante la rehabilitación de la ca-
rretera, que fue construida hace más de cuarenta años, se
fijó como fecha de conclusión de la obra el 11 de junio
del 2008.

• En virtud de que existía un atraso en obra del 54 por
ciento y, por tanto, un incumplimiento contractual, el 8
de agosto de 2008 el Centro SCT emitió la resolución
legal por la cual se realizó la rescisión administrativa del
contrato.

• De los 31.3 kilómetros contratados, la empresa atendió
una longitud de 14.4 kilómetros, erogándose un monto
de 13.4 millones de pesos. Los trabajos se ejecutaron
con la calidad requerida, contándose con los reportes de
control de calidad.

Sin otro particular, le saludo cordialmente.

Atentamente

Ciudad de México, a 15 de enero de 2009.— Ingeniero Óscar de Buen
Richkarday (rúbrica), subsecretario de Infraestructura.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Transporte de la Cámara de Diputa-
dos, para su conocimiento.

COMIDA CHATARRA

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Asamblea
Legislativa del Distrito Federal.— IV Legislatura.

Diputado César Horacio Duarte Jáquez, Presidente de la
Mesa Directiva de la Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión.— Presente.

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 42, fracción XXV, del Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal; 50, fracciones IV, V, VIII, y 58, fracción
XVII, de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, me permito hacer de su conocimiento que
el Pleno de la Diputación Permanente de la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, en sesión celebrada en la fe-
cha citada al rubro, resolvió aprobar el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal ex-
horta a la Comisión de Salud de la honorable Cámara de



Diputados a reconsiderar su decisión de rechazar la mo-
dificación de la Ley General de Salud, para acotar la pu-
blicidad de comida chatarra en televisión y exhortar a la
Secretaría de Salud a realizar un estudio que determine el
sobrepeso en menores de edad y su relación con la publici-
dad comercial.

Segundo. Publíquese en dos diarios de circulación nacio-
nal.

Lo anterior para los efectos correspondientes. Anexo al
presente copia del punto de acuerdo en comento.

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración distin-
guida.

Atentamente

Recinto Legislativo, a 14 de enero de 2009.— Diputado Daniel Sala-
zar Núñez (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— IV Legislatura.

Propuesta de punto de acuerdo, de urgente u obvia resolu-
ción, que presentan los diputados Tomás Pliego Calvo y
Salvador Martínez Della Rocca del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, para que la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal exhorte a la Co-
misión de Salud de la honorable Cámara de Diputados a re-
considerar su decisión de rechazar la modificación de la
Ley General de Salud para acotar la publicidad de comida
chatarra en televisión y exhortar a la Secretaría de Salud a
realizar un estudio que determine el sobrepeso en menores
de edad y su relación con la publicidad comercial.

Considerandos

1. Es conocimiento común que la obesidad infantil en Mé-
xico es considerada por la Organización Mundial de la Sa-
lud y por la Secretaría de Salud como un problema de sa-
lud pública, y es uno de los padecimientos epidémicos en
los últimos años por imitación y consumo de alimentos con
alto valor energético que han incrementado su frecuencia
en México. Cuando una enfermedad adquiere un estatuto
de epidémica, es obligación del estado, del gobierno y sus
instituciones, asumir sus responsabilidades de control para
atenuar, neutralizar e inhibir todo aquello que concurse en
la generación de sus condiciones. El Poder Legislativo fe-
deral tiene la responsabilidad, en su toma de decisiones, de

producir legislaciones regulatorias que moderen a las em-
presas y a particulares, en su afán de nutrir el circuito co-
mercial, para detener todo aquello que influya en las con-
ductas sociales y sea contrario a la salud, tal como la
incitación publicitaria a consumir comida chatarra y la su-
gestión comercial al consumo de tabaco.

2. El viernes 2 de enero de 2009, diversos medios de co-
municación difundieron la información de que la Comisión
de Salud de la Cámara de Diputados rechazó modificar la
Ley General de Salud para acotar la publicidad de comida
chatarra en televisión y exhortar a la Secretaría de Salud a
realizar un estudio que determine el sobrepeso en menores
de edad y su relación con la publicidad comercial, por con-
siderar que las responsables de la obesidad infantil son las
madres, por los alimentos que proporcionan a sus hijos dia-
riamente. Ahí se propuso que la Secretaría de Salud debía
realizar “un estudio para determinar la relación entre la in-
gesta de comida de lato contenido calórico y escaso valor
nutricional, y su publicidad en los medios de comunicación
masiva”. En la propuesta se expuso que la influencia de la
comida chatarra y rápida en México es uno de los factores
que contribuyen a la obesidad, especialmente en los meno-
res, ya que se caracterizan por un alto contenido en calorí-
as y escaso valor nutricional. Se refirió que desde la En-
cuesta Nacional de Salud de 2006 se documentó que la
obesidad en niños de primaria se incrementó 33 por ciento
desde 1999, y que actualmente se estima que 26 por ciento
de la población de entre cinco y un años de edad padece so-
brepeso u obesidad. Asimismo, se ponderó que las estrate-
gias de publicidad y de mercadotecnia de estas empresas
“tienen un impacto favorable en la población para comprar
y consumir esos productos, y que la televisión es el mejor
medio para promocionarlos”.

3. Los argumentos expuestos ante tal resolución contravie-
nen la racionalidad argumental al aducir que son las ma-
dres las responsables de la alimentación diaria de sus hijos.
Asimismo, contravienen el gran capital de argumentacio-
nes legislativas que desde la misma Cámara de Diputados
se han producido y generado para atacar sistémicamente
las causas de la obesidad infantil.

4. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en esta IV
Legislatura, ha emprendido una lucha singular, desde sus
muy acotadas facultades, contra la obesidad infantil y ha
encontrado en la Cámara de Diputados y en el Senado de
la República, en sus diversas legislaciones, estudios y pun-
tos de acuerdo favorables para detener, en principio, la pro-
liferación de la obesidad en las generaciones de escolares.
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5. La decisión de la Comisión de Salud en la Cámara de Di-
putados frena de tajo un proceso regulatorio nodal, el de in-
hibir la incitación publicitaria masiva al consumo de ali-
mentos nocivos a la salud que forma parte de los múltiples
procesos de generación de obesidad infantil.

Por lo anteriormente expuesto se propone el siguiente

Punto de Acuerdo

1. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal exhorta a
la Comisión de Salud de la honorable Cámara de Diputa-
dos a reconsiderar su decisión de rechazar la modificación
de la Ley General de Salud para acotar la publicidad de co-
mida chatarra en televisión, y exhortar a la Secretaría de
Salud a realizar un estudio que determine el sobrepeso en
menores de edad y su relación con la publicidad comercial.

2. Publíquese en dos diarios de circulación nacional.

Diputados: Tomás Pliego Calvo, Salvador Martínez  Della Rocca (rú-
bricas).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados.
Continúe la Secretaría con la comunicación del diputado
José Amado Orihuela Trejo.

DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Comisión Permanente.— Presente.

Por este conducto, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 62 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y demás relativos del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, me permito solicitar licencia por tiempo
indefinido para separarme de mi cargo como diputado fe-
deral a partir del 26 de enero del año en curso.

Lo hago de su conocimiento a efecto de que se realicen to-
dos los trámites conducentes.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarle las
seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

Atentamente

México, DF, a 19 de enero de 2009.— Diputado José Amado Orihuela
Trejo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: De con-
formidad con lo que establece el artículo 78, fracción VIII,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se pide a la Secretaría poner a discusión el punto de
acuerdo.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Está a discusión el siguiente punto de acuerdo.

Único. Se concede licencia por tiempo indefinido al dipu-
tado José Amado Orihuela Trejo para separarse de sus fun-
ciones como diputado federal electo en el IV distrito de
Morelos, a partir del 26 de enero del presente año.

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueba. Los legisladores y las le-
gisladoras que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Los legisladores y las legisladoras que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do. Comuníquese a la Cámara de Diputados. Continúe
con la comunicación del senador Carlos Jiménez Macías.

SENADOR QUE SE REINCORPORA

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión.— Pre-
sente.

Estimado diputado Duarte:

El suscrito, Carlos Jiménez Macías, senador de la Repúbli-
ca a la LX Legislatura, con licencia concedida por la Co-
misión Permanente del honorable Congreso de la Unión en
sesión del 17 de diciembre de 2008, respetuosamente co-



munico a usted mi reincorporación a mis actividades como
senador de la República a partir del 21 de enero del año en
curso.

Lo que comunico a usted para los efectos legales y admi-
nistrativos que correspondan.

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración distin-
guida.

Atentamente.

México, DF, 20 de enero de 2009.— Senador Carlos Jiménez Macías
(rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: De ente-
rado. Comuníquese a la Cámara de Senadores. Continúe
con la comunicación de la Comisión Nacional del Agua.

COMISION NACIONAL DEL AGUA

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales.—
Comisión Nacional del Agua.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la honorable Cámara de Diputados.— Presente

Con relación al Programa de Devolución de Derechos
(Prodder) y, de acuerdo con lo establecido en el artículo
231-A de la Ley Federal de Derechos, me permito informar
a usted que de los ingresos excedentes recaudados por esta
comisión al 31 de diciembre de 2008 se tramitaron ante la
Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público afectaciones presupuestarias para su auto-
rización por mil 941.2 millones de pesos, de los cuales, al
31 de diciembre de 2008, se han autorizado y realizado la
devolución de mil 111.0 millones de pesos a los diversos
municipios y prestadores de los servicios de agua potable y
saneamiento inmersos en este programa. Los restantes
830.2 millones de pesos están en proceso de autorización
por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
considerándose dichos recursos como adeudos de ejerci-
cios fiscales anteriores (Adefas), para ser radicados a más
tardar en febrero del año en curso.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 8 de enero de 2009.— Ingeniero José Ramón Ardavín
Ituarte (rúbrica), Subdirector General.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de
Recursos Hidráulicos de la Cámara de Diputados y de
la Cámara de Senadores, para su conocimiento. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Comisión
Permanente del honorable Congreso de la Unión.— Pre-
sente.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo señalado en el
artículo 107, tercer párrafo, de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, me permito anexar

la información relativa al pago de las participaciones a las
entidades federativas correspondiente a diciembre de 2008,
desagregada por tipo de fondo, de acuerdo con lo estable-
cido en la Ley de Coordinación Fiscal y por entidad fede-
rativa, efectuando la comparación respectiva a diciembre
de 2007.

Sin otro particular, le reitero la seguridad de mi atenta con-
sideración.

México, DF, a 15 de enero de 2009.— Agustín Guillermo Carstens
Carstens (rúbrica), secretario de Hacienda y Crédito Público.»
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputa-
dos; y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de
la Cámara de Senadores, para su conocimiento.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

Presidente de la Mesa Directiva, de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión.— Presente.

En atención a lo dispuesto en los artículos 31 de la Ley del
Servicio de Administración Tributaria y 25 de la Ley de In-
gresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2009,
me permito enviar el documento Distribución de pago de
impuestos y recepción del gasto público por deciles de ho-
gares y personas. Resultados para el año de 2006, el cual
contiene la información relativa al estudio de ingreso-gas-
to por decil de ingreso de las familias, su contribución en
los distintos impuestos, así como los bienes y servicios pú-
blicos que reciben con recursos federales, el cual se basa en
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la información estadística disponible a la fecha, por lo que
coincide con el documento que, en esta materia, se entregó
al Congreso de la Unión en enero de 2008.

Aprovecho la oportunidad para reiterarle mi consideración
más distinguida.

México, DF, a 16 de enero de 2009.— Agustín Guillermo Carstens
Carstens (rúbrica), secretario de Hacienda y Crédito Público.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, y de
Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputa-
dos; y a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de
la Cámara de Senadores.

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto, me permito hacer de su conocimiento
que, mediante oficios números DAN-04352 y DAN-
04363, el licenciado Alejandro Estivill Castro, director
general para América del Norte de la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores, solicita se tramite ante el honorable
Congreso de la Unión el permiso a que se refiere la frac-
ción II, Apartado C), del artículo 37 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para que las per-
sonas que se citan a continuación puedan prestar sus
servicios al gobierno extranjero que se menciona:

Nombre: Jaime Vargas Muñiz 
Puesto: Chofer del Departamento de Servicios Genera-
les 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Monterrey, Nuevo León

Nombre: Manuel Ramírez Gallegos 
Puesto: Carpintero 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Ciudad Juárez, Chihuahua

Nombre: Jaime Adrián Treviño Rodríguez 
Puesto: Empleado del Departamento de Seguridad 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Monterrey, Nuevo León

Nombre: Miriam Angélica Sandoval Coronel 
Puesto: Auxiliar contable 
Lugar de trabajo: Embajada de los Estados Unidos de
América en México

Por lo anterior, me permito anexar para la integración de
sus expedientes copias certificadas de las actas de naci-
miento que acreditan la nacionalidad mexicana de dichas
personas, originales de los escritos en los que solicitan que
se realicen los trámites correspondientes, y copias simples
de sus identificaciones oficiales.

Igualmente, se informa que la persona que se cita a conti-
nuación solicita la cancelación del permiso que le fue con-
cedido para prestar servicios al gobierno extranjero que se
menciona:

Nombre: María de Lourdes Cetina Presuel 
Puesto: Asistente administrativo 
Lugar de trabajo: Consulado de los Estados Unidos de
América en Mérida, Yucatán

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 13 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Las soli-
citudes de permisos túrnense a la Primera Comisión. Por
lo que se refiere a la cancelación de permiso, túrnese a las
Comisiones de Gobernación de la Cámara de Diputa-
dos y de Senadores.

CONSUL HONORARIO

El Secretario senador Jesús Garibay García: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.



Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que mediante oficio número PRO-00166, la Consejera Au-
reny Aguirre O. Sunza, directora general adjunta para Mi-
siones Extranjeras, encargada de la Dirección General de
Protocolo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, solici-
ta que se tramite ante el honorable Congreso de la Unión el
permiso a que se refiere la fracción IV, Apartado C), del ar-
tículo 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para que Manlio Favio Pano Mendoza pueda
desempeñar el cargo de cónsul honorario de la República
de Polonia en la ciudad de Acapulco, con circunscripción
consular en los estados de Guerrero, Michoacán y Oaxaca.

Por lo anterior me permito anexar para la integración de su
expediente, originales de la carta dirigida al honorable
Congreso de la Unión con la que el interesado solicita di-
cho permiso y de la constancia de identidad, copia certifi-
cada del acta de nacimiento de dicha persona, así como co-
pias simples de su currículum vitae, de su identificación
oficial y de la nota de nombramiento formulada por la Em-
bajada de la República de Polonia en México.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 14 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por este conducto me permito hacer de su conocimiento
que mediante oficio número PRO-00166, la Consejera Au-
reny Aguirre O. Sunza, directora general adjunta para Mi-
siones Extranjeras, encargada de la Dirección General de
Protocolo de la Secretaría de Relaciones Exteriores, solici-
ta que se tramite ante el honorable Congreso de la Unión el
permiso a que se refiere la fracción IV, Apartado C), del ar-
tículo 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para que Sergio Agustín de la Maza Jiménez
pueda desempeñar el cargo de cónsul honorario de Ruma-
nia en la ciudad de Veracruz, con circunscripción consular
en los estados de Chiapas, Tabasco y Veracruz.

Por lo anterior me permito anexar para la integración de su
expediente, originales de la carta dirigida al honorable
Congreso de la Unión con la que el interesado solicita di-
cho permiso y de la constancia de identidad, copia certifi-
cada del acta de nacimiento de dicha persona, así como co-
pias simples de su currículum vitae, de su identificación
oficial y de la nota de nombramiento formulada por la Em-
bajada de Rumania en México.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 13 de enero de 2009.— Cuauhémoc Cardona Benavides
(rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnense
a la Primera Comisión. 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 60-II-3-1909 signa-
do por los diputados César Duarte Jáquez y María Eugenia
Jiménez Valenzuela, Presidente y Secretaria, respectiva-
mente, de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, me permito remitir para
los fines procedentes, copia del similar número DEBCS/
LAP/4075/2008 suscrito por el licenciado Javier Dovala
Molina, delegado estatal en Baja California Sur de la Pro-
curaduría General de la República, así como los anexos
que en él se mencionan, mediante los cuales responde el
punto de acuerdo relativo al combate a la delincuencia or-
ganizada en esa entidad federativa.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 15 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Procuraduría General de la Republica.

Licenciado Cuauhtémoc Cardona Benavides, subsecretario
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

Distinguido licenciado Cardona Benavides:

Con fundamento en los artículos 1o., 10 fracción VII, 11
fracción II de la Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la Republica; 72 fracción IV, 78 y 79 fracción I, del Re-
glamento de esta propia ley, en atención a su oficio núme-
ro SEU300/4458/08 del 23 de octubre de 2008, dirigido al
licenciado Eduardo Medina Mora Icaza, procurador gene-
ral de la República en el que hace del conocimiento del ti-
tular de la institución, que mediante el diverso número
D.G.P.L.60-II-3-1909, los diputados César Duarte Jáquez y
María Eugenia Jiménez Valenzuela, Presidente y Secreta-
ria, respectivamente, de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, comunican
a la Secretaría de Gobernación el punto de acuerdo apro-
bado por el Pleno de ese órgano legislativo, en sesión cele-
brada el 21 de octubre del actual y que a la letra dice:

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, exhorta al titular del Ejecutivo fede-
ral, para que a través de los titulares de la Secretaría de
la Defensa Nacional, de la Procuraduría General de la
República y de la Secretaría de Seguridad Pública, eva-
lúen la implantación, con carácter preventivo, de un
operativo conjunto de combate a la delincuencia organi-
zada, en coordinación con las autoridades competentes
del gobierno del estado de Baja California Sur, que per-
mita mejorar las condiciones de seguridad en esta enti-
dad.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, solicita atentamente al titular del Eje-
cutivo federal, a través de los titulares de la Secretaría
de la Defensa Nacional, de la Procuraduría General de
la República y de la Secretaria de Seguridad Pública, in-
formen a ésta de las medidas adoptadas en el marco del
anterior punto de acuerdo, dentro del plazo de 60 días
naturales contados a partir de su notificación.

Con motivo de la recepción de dichos puntos de acuerdo
emitido por la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, la delegación de PGR en Baja Califor-
nia Sur, procedió a elaborar los oficios DEBCS/LAP/3492/

2008, DEBCS/LAP/3493/2008, DEBCS/LAP/3565/2008,
DEBCS/LAP/3566/2008 y DEBCS/LAP/3570/2008, diri-
gidos al comandante de la 3/a Zona Militar; al titular de la
comandancia de la Región III BCS de la Policía Federal
Preventiva; secretario de Seguridad Pública en BCS; pro-
curador general de Justicia en el estado de BCS y coman-
dante de la 40/a Zona Militar, los cuatro primeros con resi-
dencia en esta ciudad y el último en Guerrero Negro de esta
entidad federativa.

En los oficios referidos, de los cuales se anexa copia, se
propuso a los titulares de las dependencias señaladas, esta-
blecer la coordinación necesaria para estar en posibilidad
de dar cabal cumplimiento al punto de acuerdo referido y
dentro del plazo establecido enviar el informe respectivo
sobre las acciones realizadas en forma conjunta por las tres
dependencias federales a que aluden los puntos de acuerdo
en coordinación con las autoridades estatales en materia de
prevención y procuración de justicia.

Con este motivo, el 19 de noviembre de 2008, a las 19:00
horas se celebró una reunión de coordinación en las insta-
laciones de la 3/a. Zona Militar con residencia en esta ca-
pital, a la cual asistieron los responsables de las dependen-
cias señaladas con antelación, entre los que se encontraba
el general de brigada DEM Arturo Vallarta Tafolla; el co-
misario Modesto Aguilar Lagunes; el licenciado Lenin Ge-
ovani Rodríguez Aguilar; el licenciado Fernando González
Rubio Cerecer y el suscrito como titular de la delegación
de la PGR en Baja California Sur.

En dicha reunión se acordó continuar con el blindaje del
estado en el que participan autoridades federales, estatales
y municipales; Continuar con los operativos conjuntos de
disuasión como el denominado Todos unidos contra la de-
lincuencia implantado por el gobierno del estado desde el
inicio del año 2008 en todo el territorio de Baja California
Sur, en el que participan activa y permanentemente la Se-
dena, la PGR, la PFP, la PGJE y la Secretaría de Seguridad
Pública estatal.

Asimismo, se determinó establecer las bases de operacio-
nes mixtas en La Paz y Ciudad Constitución, iniciando en
la capital del estado el 25 de noviembre de 2008, con la
participación de personal perteneciente al 49/0 Batallón de
Infantería y en Ciudad Constitución el 26 de noviembre de
2008, con la participación de personal perteneciente al 17/0
Regimiento de Caballería Motorizado, mismas actividades
que concluirán el viernes 9 de enero de 2009.



Por parte de este órgano desconcentrado y en relación con
las acciones realizadas por la delegación estatal de la PGR
en Baja California Sur, adjunto al presente se envía el do-
cumento respectivo, en el cual se describen dichas acciones
en materia sustantiva correspondientes del 1 de enero al 10
de diciembre de 2008, entre las que se destaca la disminu-
ción de la incidencia delictiva que se tuvo en esta entidad
federativa del 1 de enero al 30 de noviembre de 2007, en
comparación con la que se presentó en ese periodo de
2008.

Lo anterior, como resultado de la coordinación existente
desde el inicio del año 2008 entre las autoridades de segu-
ridad pública y procuración de justicia de los tres niveles
de gobierno, federal, estatal y municipal.

Esperando haber dado cabal cumplimiento con lo estable-
cido en dichos puntos de acuerdo por lo que se refiere al
exhorto que corresponde a la Procuraduría General de la
República, aprovecho la oportunidad para reiterarle mi dis-
tinguida consideración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Relección.

La Paz, Baja California Sur, a 23 de diciembre de 2008.— Licenciado
Javier Dovala Molina (rúbrica), delegado estatal.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados, para su conocimiento.

VEHICULOS COMERCIALES - TRATADO DE LIBRE
COMERCIO DE AMERICA DEL NORTE

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L.90-II-6-2829 signa-
do por los diputados César Duarte Jáquez y Jacinto Gómez
Pasillas, Presidente y Secretario, respectivamente, de la

Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, me permito remitir para los fines
procedentes, copia del similar número 800-01-00-00-00-
2009- 00024 suscrito por la licenciada Alejandra Esperan-
za González Vega, administradora de Operación Aduanera
7 del Servicio de Administración Tributaria, mediante el
cual responde el punto de acuerdo relativo a la importación
de vehículos al amparo del Tratado de Libre Comercio de
América del Norte.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 15 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Licenciado Cuauhtémoc Cardona Benavides, subsecretario
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

Me refiero a su oficio número SEL/300/5278/08, de fecha
5 de diciembre de 2008, a través del cual hace del conoci-
miento sobre el punto de acuerdo aprobado por el Pleno de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, mediante el cual se exhorta, entre otras, a la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, “a vigilar que todos
los vehículos, nuevos o usados, que se importen al amparo
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte a par-
tir del 1 de enero de 2009, cumplan con las normas y es-
tándares ambientales, y de otro tipo, establecidos en nues-
tro país.”

Sobre el particular, me permito comentarle que el Servicio
de Administración Tributaria, como órgano desconcentra-
do de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, tiene la
responsabilidad de fiscalizar por conducto de sus unidades
administrativas, el cumplimiento de las disposiciones tri-
butarias y aduaneras, tales como, el pago de contribuciones
y aprovechamientos, así como el cumplimiento de las re-
gulaciones y restricciones no arancelarias, incluidas las
normas oficiales mexicanas, entre otras, siempre y cuando
tales obligaciones se encuentren previstas en algún ordena-
miento de carácter general y coercitivo y que a su vez este
ordenamiento señale que la vigilancia de su cumplimiento,
es competencia de las autoridades aduaneras.
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Ahora bien, en el caso especifico de los vehículos importa-
dos al amparo del Tratado de Libre Comercio de América
del Norte, la Administración General de Aduanas y sus
Unidades Administrativas, dependientes del Servicio de
Administración Tributaría, no tienen competencia para vi-
gilar el cumplimiento de las normas y estándares ambien-
tales, ya que las propias normas oficiales mexicanas que
han sido emitidas sobre esta materia, atribuyen tal facultad
a autoridades distintas a las aduaneras.

Sin embargo, en atención al exhorto formulado por la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
esta unidad administrativa, establecerá canales de comuni-
cación con dichas dependencias, a fin de implantar accio-
nes conjuntas que permitan una adecuada vigilancia en el
cumplimiento de las disposiciones ambientales.

Sin otro particular de momento, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 12 de enero de 2009.— Licenciada Alejandra Esperan-
za González Vega (rúbrica). Por suplencia en ausencia del Administra-
dor Central de Operación Aduanera, y de los administradores de Ope-
ración Aduanera, 1, 2, 3, 4, 5 y 6, con fundamento en los artículos 2, 8
tercer párrafo, 11; párrafos siguientes a la fracción LXXVII y 12, apar-
tado A, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tribu-
taria publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de octubre
de 2007, vigente a partir del 23 de diciembre del mismo año, firma la
administradora de Operación Aduanera 7.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les de la Cámara de Diputados, para su conocimiento.

FUENTES DE ENERGIA RENOVABLES

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L.60-II-6-2603, signa-
do por los diputados César Duarte Jáquez y José Manuel
del Río Virgen, Presidente y Secretario, respectivamente,

de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputado del hono-
rable Congreso de la Unión, me permito remitir, para los fi-
nes procedentes, copia del similar número 378- 0005, sus-
crito por Antero R. Inman Campos, director general de
Recursos Materiales y Servicios Generales de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, mediante el cual responde
el punto de acuerdo relativo al uso de fuentes de energías
renovables.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 13 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Cuauhtémoc Cardona Benavides, subsecretario de Enlace
Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Presente.

Con relación a su oficio número SEL/300/5156/08, dirigi-
do al doctor Agustín Carstens Carstens, secretario del ra-
mo, mediante el cual informa sobre el punto de acuerdo
aprobado por el Pleno de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, referente a promover la im-
plantación de un programa de uso de fuentes de energías
renovables; a continuación se describen las actividades re-
alizadas en esta Secretaría para coadyuvar con el programa
en comento.

Uso de fuentes de energía renovables

El este rubro se informa que, de manera conjunta con la an-
tigua Comisión Nacional para el Ahorro de Energía, ac-
tualmente Comisión para el Uso Sustentable de Energía, se
elaboraron varios programas de ahorro de energía dentro
de los cuales destacan los siguientes:

• Apagado del alumbrado en zonas cercanas a las venta-
nas y en áreas de trabajo donde no exista personal labo-
rando.

• Desconexión de equipos eléctricos y electrónicos de la
red eléctrica, ya que muchos de estos equipos continúan
consumiendo energía aun cuando permanezcan supues-
tamente apagados, principalmente durante el horario
nocturno.



• Mantener siempre activados los administradores aho-
rradores de energía en computadoras y equipos multi-
funcionales.

• Racionalizar el uso de los equipos de alto consumo
energético, como aire acondicionado, elevadores y
alumbrados en horario de menor demanda a fin de dis-
minuir el consumo eléctrico.

Se dio continuidad a las medidas operacionales que contri-
buyen a hacer más eficiente los sistemas de iluminación:

• Apagado de luces cuando no se requieran.

• Se continuó con el seccionamiento de circuitos e ins-
talación de apagadores. 

• Adecuación de niveles de iluminación.

• Limpieza de luminarias.

• Pintar interiores con colores claros.

Se dio continuidad a las medidas operacionales que contri-
buyen a incrementar la eficiencia en los sistemas de aire
acondicionado:

• Ubicación correcta del termostato.

• Ajuste de la temperatura de confort.

• Operación manual adecuada a las necesidades (restric-
ción de horarios de operación).

• Aislamiento térmico (techos y paredes).

• Cubrir cristales con películas reflejantes.

• Cuando los compresores lleguen al término de su vida
útil, sustituirlos por equipos de alta eficiencia.

• Operación de equipos o sistemas de aire acondiciona-
do, paquete en etapas para evitar el pago excesivo de la
demanda.

Programa de autogeneración de energía eléctrica, el cual ha
permitido, en lo referente a la Comisión Nacional para el
Ahorro de Energía, la SHCP después de aplicar las reco-
mendaciones de ahorro propuestas por dicha comisión, en

coordinación con la misma, se diseño e implementó un sis-
tema integral de cogeneración de energía eléctrica y térmi-
ca en los inmuebles de Constituyentes 1001 y el conjunto
La Virgen, el cual está en operación desde el año 2006, me-
diante el cual durante el segundo trimestre del 2008 se evi-
tó el consumo de aproximadamente 200 mil kilowats/hora,
adicionalmente se produjo en sitio energía eléctrica y tér-
mica obteniendo ahorros por concepto de este servicio de
aproximadamente 10 millones de pesos, en 2008, en estos
dos inmuebles, lo que representa un 30 por ciento de aho-
rro respecto a la utilización del suministro de Luz y Fuerza
del Centro.

Programa de cogeneración de energía térmica, median-
te el cual se cuenta con equipamiento para el aprove-
chamiento térmico de energía térmica equivalente a
100 toneladas de aire acondicionado.

Se continúa la operación de equipos de aprovechamiento
térmico, los cuales convierten el aire caliente generado por
las microturbinas, en agua helada (5 °C), la cual se está uti-
lizando para los equipos de aire lavado del edificio C3,
brindando aire de confort a aproximadamente 400 perso-
nas. Este proceso de aprovechamiento térmico sustituye el
consumo de aproximadamente 19 mil kilowats/hora men-
suales.

Programa de uso eficiente del parque vehicular de la
SHCP

Se cuenta con el servicio integral de transportación terres-
tre a través de un sistema de pool central y en unidades ad-
ministrativas, el cual brinda servicios compartidos bajo de-
manda, sin asignación específica, así como un conjunto de
camionetas con rutas fijas entre los principales inmuebles
de la SHCP. Estos servicios compartidos han permitido la
disminución de 183 vehículos (34.6 por ciento), ya que al
inicio de la administración se contaba con 528 unidades y
actualmente se cuenta con 345.

Aplicación de tecnologías para el aprovechamiento de
fuentes de energía tales como la eólica y la solar

Durante el ejercicio 2009 se tiene contemplado instalar en
el inmueble de Palacio Nacional infraestructura para el
aprovechamiento de energía solar, a fin de disminuir el
consumo de combustibles para instalaciones hidrosanita-
rias en este inmueble.
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Utilización de agua de lluvia

Durante el ejercicio 2009 se tiene contemplado instalar en
varios inmuebles de esta secretaría, infraestructura para el
aprovechamiento del agua de lluvia a fin reutilizarla y de
disminuir el consumo de agua potable en estos inmuebles.

Se ha realizado la elaboración y colocación de trípticos ten-
dientes al uso eficiente y racional del agua, en núcleos sa-
nitarios y lugares de uso de agua.

Adicionalmente se comenta que se cuenta con instalacio-
nes hidrosanitarias del tipo ahorrador de agua, las cuales
consisten en mingitorios ecológicos (sin agua) y válvulas
ahorradoras de agua en WC de tanque bajo.

Adicionalmente se realizan las siguientes acciones diarias
y semanales:

• Revisión bimestral de equipos de medición para de-
tectar posible fugas.

• Elaboración y revisión de bitácoras de consumo de
agua diariamente.

• Mantenimiento frecuente para evitar fugas de agua.

Reciclamiento

Reciclamiento sustentable de cartuchos de impresión, foto-
copiado, escaneo y fax, con el fin de contribuir con los as-
pectos de sustentabilidad ecológica. Todos los cartuchos de
toner, después de su uso, se ingresan a un programa de des-
echos ecológicos de la empresa HP (se anexa oficio núme-
ro VHM-SHCP-NOV08/3, de la empresa Vision Holdings
México, S de RL).

Otras acciones

Papel sustentable de impresión, fotocopiado, escaneo y
fax. Se configuraron todos los multifuncionales de la
SHCP para que las impresiones de todo el personal de la
secretaría sean a doble cara en la hoja.

Con el control del servicio de impresión, fotocopiado, es-
caneo y fax se ha logrado reducir en un 15.18 por ciento las
hojas impresas, comparado el consumo del ejercicio 2008
contra el ejercicio 2007.

Adicionalmente, se realizó la implantación de los servicios
de colaboración electrónicos (control de gestión electróni-
ca, servicio de administración de documentos; así como
avances a fin de sistematizar los servicios de la SHCP), lo
cual permitirá a corto plazo la eliminación parcial de los
documentos administrativos internos en la secretaría.

Sin otro particular, quedo a sus órdenes para cualquier
aclaración.

Atentamente

México, DF, a 8 de enero de 2009.— Antero R. Inman Campos (rúbri-
ca), director general.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les de la Cámara de Diputados, para su conocimiento.

ESTADO DE SONORA

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 60-II-6-2674 signa-
do por los diputados César Duarte Jáquez y Jacinto Gómez
Pasillas, Presidente y Secretario, respectivamente, de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, me permito remitir para los fines
procedentes, copia del similar número 10 suscrito por el
doctor Álvaro Castro Estrada, subsecretario del Trabajo de
la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, mediante el
cual responde el punto de acuerdo relativo al conflicto mi-
nero de Cananea, Sonora.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 13 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

Licenciado Cuauhtémoc Cardona Benavides, subsecretario
de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.—
Presente.

Me refiero a su atento oficio SEL/300/5419/08, de fecha 12
de diciembre de 2008, dirigido al licenciado Javier Lozano
Alarcón, secretario del Trabajo y Previsión Social, me-
diante el cual remite el punto de acuerdo aprobado el día 11
del mismo mes por la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, por el que se invita al sindicato, em-
presa y trabajadores, como partes en el conflicto minero de
Cananea, Sonora, a continuar en la mesa de negociaciones
para arribar a un acuerdo que beneficie y reactive la eco-
nomía de esa región.

Al respecto, por instrucciones superiores y para los efectos
conducentes, me permito comunicarle que esta dependen-
cia del Ejecutivo federal toma debida nota del citado pun-
to de acuerdo, en la inteligencia de que la atención para re-
solver la suspensión de labores en dicha unidad minera que
persiste desde el mes de julio de 2007, se ha brindado y así
se seguirá haciendo con toda dedicación, imparcialidad y
profesionalismo, bajo el imperio de la ley. Sin embargo,
como se ha resaltado en diversas ocasiones, lamentable-
mente el Sindicato Nacional de Trabajadores Mineros, Si-
derúrgicos, Metalúrgicos y Similares de la República Me-
xicana, insiste en anteponer su particular interés de
resolver, desde la mesa laboral de negociación, cuestiones
de carácter orden penal que involucran a algunos de sus
miembros, como el señor Napoleón Gómez Urrutia, lo cual
va en contra de los principios y normas del orden jurídico
nacional.

Por tanto, los esfuerzos impulsados por la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social para que se revuelva en defini-
tiva este conflicto laboral por la vía del diálogo y la nego-
ciación, han sido obstaculizados por la falta de entendimien-
to entre el referido sindicato y la empresa concesionaria de
la mina. No omito mencionar que la propia Ley Federal del
Trabajo exige la voluntad de ambas partes para poner fin a
un movimiento de huelga; no basta la sola participación de
las autoridades para resolver una problemática de esta na-
turaleza.

Le envío un cordial saludo y le reitero las seguridades de
mi consideración distinguida.

Atentamente

México, DF, 8 de enero de 2009.— Doctor Álvaro Castro Estrada (rú-
brica), subsecretario del Trabajo.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítase
a la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Cá-
mara de Diputados, para su conocimiento.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.

Secretarios de la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número III-675, signado el 27 de
marzo de 2003 por la Cámara de Senadores del honorable
Congreso de la Unión, me permito remitir para los fines
procedentes copia del similar número 311/010, suscrito por
el licenciado Gerardo de la Torre González, director de Fo-
mento a la Productividad de la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, así como el anexo que en el mismo se
menciona, mediante los cuales responde el punto de acuer-
do relativo al informe trimestral sobre los avances en ma-
teria de contratación de personas que sufren algún tipo de
discapacidad, correspondiente al cuarto trimestre de 2008.

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 19 de enero de 2009.— Cuauhtémoc Cardona Benavi-
des (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Remítan-
se a la Cámara de Senadores.

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo.— Poder Legislativo de Baja California.— XIX
Legislatura.
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Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión.— México,
DF.

Por medio del presente nos dirigimos muy respetuosamen-
te a usted, y con fundamento en el artículo 71, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se envía dictamen No. 71 de la Comisión de Legisla-
ción y Puntos Constitucionales, mediante el cual la hono-
rable XIX Legislatura del Estado de Baja California,
remite reforma al artículo 9 Bis de la Ley Federal de Jue-
gos y Sorteos.

Agradeciendo de antemano la atención que se sirva otorgar
al presente, aprovechamos la oportunidad para reiterarle
nuestra consideración y respeto.

Atentamente 

Mexicali, BC, a 6 de enero de 2009.— Diputada Gina Andrea Cruz
Blackledge (rúbrica), Presidenta; diputado Juan Manuel Molina García
(rúbrica), Secretario.»

«Escudo.— Poder Legislativo de Baja California.— XIX
Legislatura.

Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales

Dictamen número 71

Honorable Asamblea:

Se recibió en la Comisión de Legislación y Puntos Consti-
tucionales, para su estudio y análisis, iniciativa de decreto
que adiciona un artículo 9o. Bis a la Ley Federal de Juegos
y Sorteos, presentada por los ciudadanos diputados Anto-
nio Ricardo Cano Jiménez y Carlos Alonso Angulo Rente-
ría, integrantes del Grupo Parlamentario Nueva Alianza, en
sesión ordinaria de la honorable XIX Legislatura, el 19 de
junio de 2008.

La comisión que suscribe, en ejercicio de las facultades
que le confieren los artículos 71 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 28 fracción I, 29, de
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Baja California 55, 61, 62, 63, 70, 73, 74, 110, 117, 122,
123, 124 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder
Legislativo del Estado de Baja California, realiza el pre-
sente dictamen con base en los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 19 de junio de 2008, los diputados referidos
en el proemio de este dictamen, presentaron en sesión or-
dinaria de la honorable XIX Legislatura, la iniciativa seña-
lada en el proemio de este dictamen.

II. Recibida que fue la iniciativa en comento, el Presiden-
te de la Mesa Directiva, de acuerdo a la facultad que le con-
fiere el artículo 50 fracción II inciso f), de la Ley Orgánica
del Poder Legislativo del Estado de Baja California, la tur-
nó mediante oficio número 2412 de fecha 20 de junio de
2008 a esta Comisión de Legislación y Puntos Constitu-
cionales.

III. Posteriormente, dicha iniciativa fue turnada con fecha
25 de junio de 2008 a la Dirección de Asuntos Jurídicos
Legislativos de la honorable XIX Legislatura del estado de
Baja California, para que previo análisis y estudio, formu-
lara el dictamen correspondiente, y que éste se discutiera
en el seno de esta comisión y posteriormente, someterse a
la consideración del Pleno de la honorable legislatura.

IV. Con fecha 22 de octubre de 2008, el diputado promo-
verte de la iniciativa Antonio Ricardo Cano Jiménez, pre-
sento ante la Oficialía de Partes, Archivo y Corresponden-
cia del honorable Congreso, adenda la iniciativa de
reforma aludida en esté dictamen, con el objeto de com-
plementar y clarificar la pretensión legislativa.

V. Analizada que fue en cada uno de sus términos, esta Co-
misión de Legislación y Puntos Constitucionales, en cum-
plimiento de lo dispuesto en la fracción II, del artículo 62
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de Baja Califor-
nia, somete al Pleno la consideración del Pleno, previo el
siguiente:

Análisis y estudio

A) De la exposición de motivos

El autor de la iniciativa argumenta en su exposición de mo-
tivos lo siguiente:

Unos de los temas que más controversia ha generado a lo
largo de los años no sólo en nuestro estado, sino a lo largo
de nuestro país, lo es sin duda el relativo a la proliferación
de la instalación y operación de establecimientos donde se
ofertan juegos de azar y juegos con apuestas y sorteos. Co-
mo muestra de lo anterior, actualmente el sitio oficial en



Internet de la Dirección General Adjunta de Juegos y Sor-
teos de la Secretaría de Gobernación, nos revela la existen-
cia de 24 permisionarios registrados, y, en operación, alre-
dedor de 209 establecimientos, de los cuales 7 se encuentra
registrados dentro del municipio de Mexicali, 15 en el mu-
nicipio de Tijuana, 2 en el municipio de Ensenada y 1 en
los municipios de Tecate y Playas de Rosarito, respectiva-
mente.

A este respecto, la sociedad nos ha planteado diversas in-
quietudes que giran en torno al tema destacado precisa-
mente dudas fundadas sobre si la operación de dichos esta-
blecimientos y su proliferación en nuestra ciudades, trae
consigo realmente, beneficios directos para la comunidad
donde se desarrollan, o si constituyen simplemente una
fuente de recursos para sus propietarios, toda vez, que es
una realidad que en el transcurrir del tiempo cada vez más
personas se muestran afines a estas prácticas, en virtud de
la accesibilidad a los mismos, sin que las autoridades ma-
nifiesten aparentemente alguna forma de control sobre
ellos.

En este contexto, debemos de recordar que históricamente
los juegos de azar han estado ligados a las más auténticas
raíces de nuestra cultura, ya que forma parte de nuestras
costumbres, de nuestras conmemoraciones y fiestas mexi-
canas. Juegos como la lotería, las rifas, las carreras de ca-
ballo y las peleas de gallos entre otras, son parte esencial
del folklore mexicano. Por ello, este tipo de juego de azar
y los juegos con apuestas y sorteos en sus diversos forma-
tos y escenarios han adquirido una notable presencia e in-
fluencia en diversos ámbitos y conductas de nuestra socie-
dad, a tal punto que podemos hablar del desarrollo de una
cultura del juego.

Incluso estas actividades han sido consideradas como “va-
lor agregado” del sector turístico no solo de nuestro país,
sino en muchos otros que han encontrado en los juegos de
azar y juegos con apuestas y sorteos una empresa de entre-
tenimiento responsable.

En décadas pasadas como en la actualidad, el primer des-
afío de nuestros gobiernos ha sido la lucha contra el juego
clandestino. En este sentido, nuestras autoridades desde
sus respectivos ámbitos de gobierno han avanzado en el di-
seño de la legislación necesaria con el propósito de tener
bajo su control todas aquellas alternativas de juegos donde
el azar y las apuestas y sorteos en cualquiera de sus moda-
lidades se hacen presentes.

En México, desde el año de 1974 fue aprobada y publica-
da en el Diario Oficial de la Federación, la Ley Federal de
Juegos y Sorteos, y fue hasta 1994 cuando se realizó la pu-
blicación de su reglamento denominado Reglamento de la
Ley Federal de Juegos y Sorteos. Estas legislaciones logra-
ron establecer, entre otros aspectos, el marco jurídico que
regula los juegos de azar y juegos con apuestas y sorteos en
sus diversas modalidades, desglosando su operatividad y la
forma de vigilancia que la autoridad debe ejecutar sobre los
mismos.

Por ello, es que en nuestros días, admitimos como una alter-
nativa de esparcimiento y entretenimiento y como elemento
importante para el mercado turístico, los establecimientos
donde se oferta diversión desarrollando actividades con jue-
gos de azar y juegos con apuesta y sorteos, toda vez que
nuestra legislación fue tipificando administrativa y penal-
mente la práctica de estos, buscando derivar las utilidades
producidas de la explotación de las actividades con juegos
de azar y juegos con apuesta y sorteos legalmente consti-
tuidos, a la ejecución de programas y acciones sociales di-
rectas para contraer los efectos derivados de una práctica
recurrente.

Sin embargo, la normatividad se ha visto rebasada en razón
a que éste tipo de programas y acciones sociales realizados
por el Estado para contrarrestar los efectos de su práctica
recurrentes, se vuelven insuficientes ante la proliferación
de los establecimientos donde se oferta esta clase de acti-
vidades, toda vez, que, la población se ha tornado más a fin
a participar en juegos de azar y juegos con apuestas y sor-
teos, tendiendo a desarrollar lamentablemente en muchos
de los casos, conductas negativas enfocadas al vicio por el
juego de azar.

Cuantas veces no hemos escuchado sobre historias que cir-
culan a diario en diversos ámbitos sobre jugadores, donde
detrás de ellas se esconde un drama humano de familias
destruidas en decadencia por el vicio al juego de azar. De
ahí que, como autoridades debemos preocuparnos en refor-
mar el marco jurídico que regula la materia para prevenir a
la ciudadanía sobre los problemas sociales y de salud que
derivan de practicar en forma constante estas conductas re-
lacionadas con los juegos de azar y apuestas. Cabe men-
cionar, que si bien es cierto, la instalación de este tipo de
establecimientos se ha realizado en forma legal generando
consigo entre otros aspectos, el contar con una fuente de
empleo segura para cientos de personas, así como la ob-
tención de recursos para el Estado, también lo es, que des-
de una perspectiva sociológica, la utilización constante y
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en forma permanente de los juegos de azar, revela en la
persona un comportamiento psicosocial que el Estado debe
atender con políticas correctas de prevención, toda vez que
está plenamente avalado por organizaciones internaciona-
les de la salud los costos sociales asociados al abuso de es-
tos juegos de azar traen consigo problemáticas graves, co-
mo las generadas por las adicciones que ampliamente
conocemos, más aún cuando desde temprana edad se indu-
ce a esta práctica de apuestas cotidianas y de conducta rei-
terativa.

En este sentido, en países como Gran Bretaña, la asocia-
ción de médicos unidos de la British Medical Asociation,
calificaron al juego de azar de apuestas y sorteos compul-
sivos, como un “veneno social” ya que la adicción al juego
es tan corrosiva como la adicción a las drogas y al alcoho-
lismo, generando daños físicos, psicológicos y mentales
severos, así como vicios sociales que contribuyen a la rup-
tura familiar y potencial ruina económica en edades madu-
ras.

La práctica compulsiva del juego de azar y de juegos con
apuestas y sorteos temprana e irresponsable se diagnostica
como un padecimiento mental: la ludopatía, lo que ha tra-
ído incluso como consecuencia que una de cada cinco per-
sonas que sufren problemas graves por el juego de azar, ha-
ya llegado a atentar contra su integridad física en alguna
etapa de su vida.

Como se advierte, la ludopatía consiste en una alteración
progresiva del comportamiento por lo que el individuo
siente una incontrolable necesidad de jugar, es decir, se tra-
ta de una adicción. A su vez, los ludópata pueden manifes-
tar otras enfermedades de origen psicosomático general-
mente aparejadas con otras adicciones como el
alcoholismo y el tabaquismo.

La ludopatía es oficialmente reconocida como una enfer-
medad por la Organización Mundial de la Salud, OMS, y a
partir de 1980 la Asociación de Psiquiatría Americana la
incluyó como una categoría en su Manual Diagnóstico y
Estadístico de los Trastornos Mentales. De ahí que la Or-
ganización Mundial de la Salud ha definido a la ludopatía,
o las apuestas compulsivas, como trastorno mental de im-
pulsos, enfermedad progresiva que daña y merma la salud
del jugador.

De ahí que, la práctica de los juegos de azar y juegos con
apuestas de sorteos en forma compulsiva, implica un sufri-
miento y descontrol, por lo que la persona pierde la liber-

tad de decisión generando también una gran cantidad de
costos sociales, es decir, la ludopatía tiene rasgos psicoló-
gicos y neurológicos que empobrecen la conducta social.

Consecuentemente, este panorama encuentra una posición
dual del Estado, ya que es éste quien regula la instalación
y funcionamiento de establecimientos en que practiquen
actividades relativas a juegos de azar y juegos con apues-
tas, y, a su vez, quien debe desarrollar los programas ten-
dientes a proteger la integridad física y mental de las per-
sonas. Por esto los eslabones que van al abuso de esta
conducta, robusteciendo la legislación con el estableci-
miento de medidas que permitan al jugador conocer las
consecuencias que generan estas prácticas reiteradas del
juego de azar.

En este sentido, con la presente Iniciativa se pretende adi-
cionar la Ley Federal de Juegos y Sorteos la obligación de
que los establecimientos comerciales cuyas actividad prin-
cipal o complementaria sea prestar servicio de entreteni-
miento o diversión mediante la explotación de actividades
relativas a juegos de azar y juegos con apuestas, de fijar
anuncios de advertencia que hagan del conocimiento del
usuario las consecuencias nocivas del juego compulsivo.
Previniendo que aquellos que infrinjan esta disposición se-
rán sancionadas en los términos de la normatividad aplica-
ble. Con lo anterior, se busca proporcionar al Estado de un
medio seguro para prevenir a las personas sobre la enfer-
medad que produce la práctica recurrente de juegos con
azar y juegos con apuestas y sorteos.

B) De la exposición de motivos de la adenda

En décadas pasadas como en la actualidad, el primer des-
afío de nuestros gobiernos ha sido la lucha contra el juego
clandestino. En este sentido, nuestras autoridades desde
sus respectivos ámbitos de gobierno han avanzado en el di-
seño de la legislación necesaria con el propósito de tener
bajo su control todas aquellas alternativas de juegos donde
el azar y las apuestas y sorteos en cualquiera de sus moda-
lidades se hacen presentes.

Sin embargo la normatividad ha rebasado en razón a que
este tipo de programas y acciones sociales realizadas por el
Estado para contrarrestar los efectos de sus prácticas recu-
rrentes se vuelven insuficiente ante la proliferación de los
establecimientos donde se oferta esta clase de actividades,
toda vez que la población se ha tomado más a fin a partici-
par en juegos de azar y juegos con apuesta y sorteos, ten-
diendo a desarrollar lamentablemente en muchos de los ca-



sos, conductas negativas como consecuencia de la practica
reiterada y compulsiva por los juegos de azar y apuestas.

Cabe mencionar, que desde una perspectiva sociológica, la
practica constante y compulsiva de los juegos de azar, re-
vela en la persona un comportamiento psico-social que el
Estado debe atender con política correctas de prevención,
toda vez que está plenamente avalado por organizaciones
internacionales de la salud los costos sociales asociados al
abuso de estos juegos de azar traen consigo problemática
graves, como las generadas por las adicciones que amplia-
mente conocemos, más aún cundo desde temprana edad se
induce a esta práctica de apuestas cotidianas y de conduc-
ta reiterativa.

En este sentido, en países como Gran Bretaña, la asocia-
ción de médicos unidos de la British Medical Asociation,
calificaron al juego de azar de apuestas y sorteos compul-
sivos, como un “veneno social” ya que la adicción al juego
es tan corrosiva como la adicción a las drogas ya la alco-
holismo, generando daños físicos, psicológicos y mentales
severos, así como vicios sociales que contribuyen ala rup-
tura familiar y potencial ruina económica en edades madu-
ras.

La práctica compulsiva del juego de azar y de juegos con
apuestas y sorteos temprana e irresponsable se diagnostica
como un padecimiento mental: la ludopatía o juego patoló-
gico, lo que ha traído incluso como consecuencia que una
de cada cinco personas que sufren problemas graves por el
juego de azar, haya llegado a atender contra su integridad
física en alguna etapa de su vida.

Como se advierte, la ludopatía o juego patológico, consis-
te en una alteración progresiva del comportamiento por lo
que el individuo siente una incontrolable necesidad de ju-
gar, es decir, se trata de una adicción. A su vez, los ludó-
pata pueden manifestar otras enfermedades de origen psi-
cosomático generalmente aparejadas con otras adicciones
como el alcoholismo y el tabaquismo.

La ludopatía o juego patológico es oficialmente reconoci-
da como una enfermedad en la CIE por la Organización
Mundial de la Salud, OMS.

La CIE es publicada por la Organización Mundial de la Sa-
lud. Es usada mundialmente ara las estadísticas sobre mor-
bilidad y mortalidad, los sistemas de reintegro y soportes
de decisión automática en medicina. Este sistema está di-

señado para romper la comparación internacional de la re-
colección, procesamiento, clasificación y prestación de es-
tas estadísticas.

La lista CIE-10 tiene su origen en la Lista de la Muerte cu-
ya primera edición, la primera en incluir también causas de
morbilidad. En este comento, la lista en vigor es la décima,
y la OMS sigue trabajando en ella.

La CIE-10 fue desarrollada en 1992 para rastrear estadísti-
cas de mortalidad. La OMS publica actualizaciones meno-
res anuales y actualizaciones mayores cada tres años.

Dentro de las clasificaciones de la CIE encontramos la de-
nominada F60-69 sobre los trastornos de la personalidad y
comportamiento del adulto, rubro donde se encuentra cla-
sificada la ludopatía o juego patológico.

CIE-10

(F60-69) Trastornos de la personalidad y del comporta-
miento del adulto.

Trastornos impulsivos y de hábito.

(F63.0) Ludopatía patológica.

…

(F63) La ludopatía consiste en una alteración progresiva
del comportamiento por la que un individuo siente una in-
controlable necesidad de jugar (juegos de azar), menospre-
ciando cualquier consecuencia negativa. Se trata de una
adicción.

Es un trastorno reconocido por la Organización Mundial de
la Salud en su Clasificación Internacional de Enfermeda-
des en el año 1992. Sin embargo, esta no fue la primera vez
que, como cegaría diagnostica y con el nombre de juego
patológico, se reflejó en los ámbitos profesionales. Ya en
1980 aparece en el Manual Diagnóstico y Estadístico
(DSM III). Para detectar casos de juego patológico en po-
blación normal (normalmente con el fin de conocer la pre-
valencia e incidencia del problema) se utilizan diversos
instrumentos estadísticos como el South Oaks Gambling
Screen o la Escala Breve de Detección de Juego Patológico.

El juego puede llegar a ser algo más importante en la vida
de un jugador que su familia, trabajo o bienes materiales.
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El juego compulsivo es una enfermedad que se caracteriza
con el impulso incontrolable a jugar. Se puede decir que
uno es un jugador compulsivo cuando este juega no solo ya
por el hecho de ganar, sino por el mismo placer de jugar y
no es capaz de parar, ocasionando así problemas tanto
emocionales, como familiares, legales, financieros, etcéte-
ra, puede estar acompañada de otras como el alcohol, dro-
gas, es una enfermedad que destruye tanto al jugador como
a las personas que lo rodean.

Los ludópatas pueden manifestar otras enfermedades de
origen psicosomático. Suele estar aparejadas con otras
adicciones como el alcoholismo y el tabaquismo. Las fa-
milias suelen tener un patrón característico de funciona-
miento, de manera que el propio afectado por el problema
no suele ser la persona que solicita ayuda a los servicios
profesionales y/o las asociaciones de autoayuda, indicios
de juego compulsivo:

1. Su comportamiento produce en la familia síntomas de
depresión o desesperación.

2. Amenaza a los recursos económicos familiares.

3. Desatención al trabajo.

4. Actividades ilegales para poder jugar o bien para rein-
tegrar el dinero a amigos, familiares, entidades finan-
cieras, etcétera.

Si bien el sistema DSM (III, III-r y IV1) y la CIE-102 in-
cluye este trastorno entre las alteraciones debidas a un ba-
jo control de los impulsos, lo cierto es que los criterios
diagnósticos operativos DSM tiene exactamente el mismo
diseño que el de las adiciones a sustancias; lo que muestra
la concepción subyacente para la enfermedad en ese siste-
ma: se trata de un problema adictivo “sin sustancia” en un
apartado que no es el suyo.

DSM-IV

Trastornos del control de los impulsos no clasificados en
otros apartados del manual (por ejemplo, trastornos rela-
cionados con sustancias, parafilias, trastorno antisocial de
la personalidad, trastorno del estado de ánimo con caracte-
rísticas esencial de los trastornos del control de los impul-
sos en la dificultad para resistir un impulso, una motiva-
ción o una tentación de llevar as cabo un acto perjudicial
para la persona o para los demás. En la mayoría de los tras-
tornos de esta sección, el individuo percibe una sensación

de tensión o activación interior antes de cometer el acto y
luego experimentar placer, gratificación o liberación en el
momento de llevarlo a cabo. Tras el acto puede o no haber
arrepentimiento, autorreproches o culpa. En esta sección se
incluyen los trastornos siguientes:

Trastorno explosivo intermitente. Se caracteriza por un
comportamiento de juego desadaptado, recurrente y persis-
tente.

F63.0

Juego patológico, (312.31)

Características diagnósticas.

La característica esencial del juego patológico es un com-
portamiento de juego, desadaptivo, persistente y recurren-
te (criterio A), que altera la continuidad de la vida personal,
familiar o profesional. No debe realizarse el diagnóstico si
el comportamiento de juego se explica mejor por la pre-
sencia de un episodio maniaco (Criterio B).

El individuo puede estar preocupado por el juego (por ejem-
plo, reviviendo experiencias pasadas de juego, planificando
la próxima aventura de juego o pensando en la forma de con-
seguir producir para seguir jugando) (Criterio A1).

Muchos individuos afectos de juego patológico continúan
a menudo jugando a pesar de los repetidos esfuerzos para
controlar, disminuir o detener su comportamiento (Criterio
A3).

Se pueden sentir inquietos o irritables cuando intentan pa-
rar de jugar (Criterio A4).

El individuo puede jugar como estrategia para escapar de
su problema o para liberarse de su disforia (por ejemplo,
sentimientos de desesperanza, culpa, ansiedad, depresión)
(Criterio A5).

Se puede presentar un patrón de cazas o perseguir las pro-
pias pérdidas, con una necesidad urgente de seguir con el
juego (a menudo con grandes apuestas o aceptando riegos
desproporcionados), para contrarrestar una o varias perdi-
das. El individuo puede abandonarse estrategia de juego y
tratar de recuperar todas las pérdidas de una sola vez. Aun-
que todos los jugadores pueden jugar durante cortos perio-
dos de tiempo, es el juego a largo plazo lo más caracterís-
tico de los individuos con juego patológico (Criterio A6).



El individuo o puede mentir a los miembros de su familia,
terapeutas u otros para ocultar su grado de implicación en
el juego. (Criterio A7).

Cuando el individuo se queda sin dinero y sin crédito, pue-
den aparecer comportamientos antisociales (por ejemplo,
falsificación, fraude, robo, o abuso de confianza) para ob-
tener dinero. (Criterio A8).

El individuo puede haber comprometido o perdido una re-
lación interpersonal importante, un trabajo o una oportuni-
dad educativa o profesional debido al juego, (A9).

El individuo también puede recurrir a la estrategia de lan-
zarse en paracaídas pidiendo ayuda a la familia o a otras
personas ante su desesperada situación económica a partir
de jugar. (Criterio A10).

De ahí que la Organización Mundial de la Salud ha defini-
do a la ludopatía o las apuestas compulsivas, como un tras-
torno mental de impulsos, enfermedad progresiva que daña
y merma la salud del jugador.

Sin lugar dudas, la práctica de los juegos de azar y juegos
con apuestas y sorteos en forma compulsiva, implica un su-
frimiento  y descontrol, por lo que la persona pierde la li-
bertad de decisión generando también una gran cantidad de
costos sociales, es decir, la ludopatía tiene rasgos psicoló-
gicos y neurológicos que empobrecen la conducta social.

Consecuentemente, este panorama encuentra una posición
dual del Estado, ya que es este quien regula la instalación
y funcionamiento de establecimientos en que se practiquen
actividades relativas a juegos de azar y juegos con apuestas
y a su vez, quien debe desarrollar los programas tendientes a
proteger la integridad física y mental de las personas. Por es-
to debemos iniciar acciones destinadas a reducir en cierta
medida los eslabones que van al abuso de esta conducta, ro-
busteciendo la legislación con el establecimiento de medi-
das que permitan al jugador conocer las consecuencias que
generan prácticas reiteradas del juego de azar.

En este sentido, con la presente iniciativa se pretende adi-
cionar la Ley Federal de Juegos y Sorteos la obligación de
que los establecimientos comerciales cuya actividad prin-
cipal o complementaria sea prestar servicios de entreteni-
miento o diversión mediante la explotación de actividades
relativas a juegos de azar y juegos con apuestas, de fijar
anuncios de advertencia que hagan del conocimiento del

usuario las consecuencias nocivas del juego compulsivo.
Previendo que aquellos que infrinjan esta disposición serán
sancionados en los términos de la normatividad aplicable.
Con lo anterior, se busca proporcionar al Estado de un me-
dio seguro para prevenir a las personas sobre la enferme-
dad que produce la práctica recurrente de juegos con azar
y juegos con apuestas y sorteos.

B) Del marco jurídico

La Constitución Política del estado de Baja California es la
norma primaria por cuyo conducto se nutren de validez los
actos que realizan los funcionarios y representantes popu-
lares de esta entidad federativa. En este tenor, el artículo
decimotercero del citado ordenamiento, dispone que el
ejercicio del Poder Legislativo se deposita en una asamblea
de representantes del pueblo, al cual se denomina Congre-
so del Estado.

Por otra parte, la Constitución General de la República,
previene la distribución competencial aplicable a que de-
ben ceñirse los distintos órganos de gobierno y en el caso
particular, es el artículo 124 de la citada Carta Magna, don-
de se establece que las facultades que no están expresa-
mente concedidas a la federación, se encuentran reservadas
a los estados, por lo que toda iniciativa de reforma de ley
debe circunscribirse a las materias propias sobre las cuales
goza de competencia la entidad federativa.

Por su parte, el artículo 71 de la Constitución General de la
República otorga el derecho de iniciar leyes o decretos en
el ámbito federal, tanto al presidente de la República, a los
diputados y senadores del Congreso de la Unión y a las Le-
gislaturas de los estados y se prevé que las iniciativas pre-
sentadas por las diputaciones de las Legislaturas de los es-
tados, pasarán desde luego a comisión.

En tal virtud, y toda vez que la materia sobre la cual el ini-
ciador propone la reforma en estudio versa sobre la Ley Fe-
deral de Juegos y Sorteos, creando un artículo 9 Bis toda
vez que esta es una materia exclusiva de legislador federal
por disposición expresa de la misma Carta Magna en su ar-
tículo 73 fracción X, que establece que para legislar en to-
da la república sobre hidrocarburos, minería, sustancias
químicas, explosivos, pirotecnia, industria cinematográfi-
ca, comercio, juegos con apuestas y sorteos, intermedia-
ción y servicios financieros, energía eléctrica y nuclear y
para expedir las leyes del trabajo reglamentarias del artícu-
lo 123 del mismo cuerpo normativo fundamental; es que en
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consecuencia, le compete a esta comisión de conformidad
con lo establecido por los artículos 61 y 62 fracción II de
la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Baja
California, elaborar el dictamen correspondiente para pos-
teriormente someterlo a votación del honorable Congreso
del estado de Baja California y, en su caso, enviar la pro-
puesta de reformas al honorable Congreso de la Unión.

Por lo tanto, es facultad de esta comisión dictaminadora, el
análisis de la iniciativa y la emisión del dictamen corres-
pondiente, previo estudio de la misma, donde se expresen
de manera clara y suficiente los razonamientos jurídicos
pertinentes.

C) Pretensión legislativa

Con la presente iniciativa se pretende adicionar a la Ley
Federal de Juegos y Sorteos la obligación impuesta a los
establecimientos comerciales cuya actividad principal o
complementaria sea prestar servicio de entretenimiento o
diversión mediante la explotación de actividades relativas
a juegos de azar y juegos con apuestas, de fijar anuncios de
advertencia que hagan del conocimiento del usuario las
consecuencias nocivas del juego compulsivo. Previendo
que aquellos que infrinjan esta disposición serán sanciona-
dos en los términos de la normatividad aplicable.

D) Análisis y estudio de la propuesta

A fin de ser claros en el análisis de la Iniciativa, se trans-
criben a continuación el precepto vigente cuya reforma se
propone, así como el texto propuesto para el legislador, y
posteriormente se emiten los comentarios respectivos.

Texto vigente

Artículo 9o. Ningún lugar en que se practiquen juegos con
apuestas o se efectúen sorteos, podrá establecerse cerca de
escuelas o centros de trabajo.

Artículo 9o. Bis. No existe

Texto propuesto por el legislador, 19 de junio de 2008

Artículo 9o. Bis. Todo local abierto o cerrado en que se
practiquen actividades relativas a juegos de azar y juegos
con apuestas y sorteos, deberá fijar dentro del estableci-
miento, o escenario temporal donde estos se desarrollen,
anuncios de advertencia que hayan del conocimiento del

jugador que la práctica reiterada de los juegos de azar y
juegos con apuestas y sorteos perjudica la salud, pudiendo
generar ludopatía; escrito con letra fácilmente legible, en
colores contrastantes y sin que se invoque o se haga refe-
rencia a alguna disposición legal.

Transitorios

Primero. Una vez aprobado en el Pleno del honorable
Congreso del estado de Baja California, remítase al hono-
rable Congreso de la Unión para dar cumplimiento a lo
dispuesto en el artículo 71, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. Hecho lo anterior y una vez efectuado el análisis
correspondiente y decretada la procedencia de la presente
iniciativa por parte del Congreso de la Unión, se solicita se
proceda a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Texto de la adenda, 22 de octubre de 2008

Artículo 9o. Bis. Todo local abierto o cerrado en que se
practiquen actividades relativas a juegos de azar y juegos
con apuestas y sorteos, deberá fijar dentro del estableci-
miento, o escenario temporal donde estos se desarrollen,
anuncios de advertencia que hagan del conocimiento del
jugador que la práctica reiterada de los juegos de azar y
juegos con apuestas y sorteos perjudica la salud, pudiendo
generar una alteración progresiva en el comportamien-
to del jugador; escrito con letra fácilmente legible, en co-
lores contrastantes y sin que se invoque o se haga referen-
cia a alguna disposición legal.

Transitorios

Primero. Una vez aprobada la presente remisión por el
Pleno del honorable Congreso del estado de Baja Califor-
nia, remítase al honorable Congreso de la Unión para dar
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 71, fracción III
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Segundo. Hecho lo anterior y una vez efectuado el análisis
correspondiente y decretada la procedencia de la presente
iniciativa por parte del Congreso de la Unión, se solicita se
proceda a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



C) Análisis particular de la iniciativa

Marco legal

Constitución federal

Artículo 4o. (Se deroga el párrafo primero)

El varón y la mujer…

Toda persona…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La
Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los
servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Fede-
ración y las entidades federativas en materia de salubridad
general, conforme a lo que dispone la fracción XVI, del ar-
tículo 73 de esta Constitución.

Toda persona…

Toda familia…

Los niños y las niñas…

Los ascendientes…

El Estado otorgará…

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a la XV. …

XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condición ju-
rídica de los extranjeros, ciudadanía, naturalización, co-
lonización, emigración e inmigración y salubridad ge-
neral de la república.

XVIII. a la XXX. …

Ley General de Salud

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. a la VII. …

VIII. La salud mental;

IX. a la XXX. …

Artículo 63. La protección de la salud física y mental de os
menores es una responsabilidad que comparten los padres,
tutores o quienes ejerzan la patria potestad sobre ellos, el
Estado y la sociedad en general.

Capítulo VII
Salud Mental

Artículo 72. La prevención de las enfermedades menta-
les tiene carácter prioritario. Se basará en el conoci-
miento de los factores que afectan la salud mental, las cau-
sas de las alteraciones de la conducta, los métodos de
prevención y control de las enfermedades mentales, así co-
mo otros aspectos relacionado con la salud mental.

Artículo 73. Para la promoción de la salud mental, la Se-
cretaría de Salud, las instituciones de salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en coordinación con las auto-
ridades competentes en cada materia, fomentarán y apoya-
rán:

I. El desarrollo de actividades educativas, sociocultura-
les y recreativas que contribuyan a la salud mental, pre-
ferentemente de la infancia y de la juventud;

II. La difusión de las orientaciones para la promoción
de la salud mental;

III. La realización de programas para la prevención del
uso de substancias psicotrópicas, estupefacientes, inha-
lantes y otras substancias que puedan causar alteracio-
nes mentales o dependencia, y

IV. Las demás acciones que directa o indirectamente
contribuyan al fomento de la salud mental de la po-
blación.

Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales
comprende:

I. La atención de personas con padecimientos mentales,
la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales cró-
nicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que
usen habitualmente estupefacientes o substancias psico-
trópicas, y

II. La organización, operación y supervisión de institu-
ciones dedicadas al estudio, tratamiento y rehabilitación
de enfermos mentales.
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Artículo 75. El internamiento de personas con padeci-
mientos mentales en establecimientos destinados a tal efec-
to, se ajustará a principios éticos y sociales, además de los
requisitos científicos y legales que determine  la Secretaría
de Salud y establezcan las disposiciones jurídicas aplica-
bles.

Artículo 76. La Secretaría de Salud establecerá las normas
oficiales mexicanas para que se preste atención a los enfer-
mos mentales que se encuentran en reclusorios o en otras
instituciones no especializadas en salud mental.

A estos efectos, se establecerá la coordinación necesaria
entre las autoridades sanitarias, judiciales, administrativas
y otras, según corresponda.

Artículo 77. Los padres, tutores o quienes ejerzan la patria
potestad de menores, los responsables de su guarda, las au-
torices educativas y cualquier persona que esté en contacto
con los mismos, procurarán la atención inmediata de los
menores que presenten alteraciones de conducta que per-
mitan suponer la existencia de enfermedades mentales.

A tal efecto, podrán obtener orientación y asesoramiento en
las instituciones públicas dedicadas a la atención de enfer-
mos mentales.

Para efecto de iniciar nuestro estudio, se advierte que de
conformidad a lo referido por el artículo 4o. de la Consti-
tución federal, se encuentra consagrado el derecho a la pro-
tección a la salud, como garantía social, representando las
bases conforme a las cuales se llevan a cabo los programas
de gobierno, así también como el fundamento de las dispo-
siciones en materia de salud. En este contexto, dentro de
los objetivos nacionales del Plan Nacional de Desarrollo,
en el punto 5), refiere a reducir la pobreza extrema y ase-
gurar la igualdad de oportunidades y la ampliación de ca-
pacidades para que todos los mexicanos mejoren significa-
tivamente su calidad de vida y tengan garantizados
alimentación, salud, educación, vivienda digna y un medio
ambiente adecuado para su desarrollo, tal y como lo esta-
blece la Constitución federal.

En este sentido, al no encontrarse definiciones del concep-
to de salud en el texto de nuestras leyes, las autoridades
mexicanas han venido adoptando el concepto inmerso en la
Constitución de la Organización Mundial de la Salud.

De acuerdo con la OMS: “La salud no sólo es la ausencia
de enfermedad, sino un estado de completo bienestar físico

y mental, en un contexto ecológico-social propicio para su
desarrollo. La salud descansa en la esfera de prácticamen-
te todas las interacciones, sociales y culturales, y es, con
ellas, un componente sinergético de bienestar social.”

La Ley General de Salud, señala como una de las finalida-
des del derecho social, la protección del derecho a la salud,
el lograr el bienestar físico mental del hombre para contri-
buir así al ejercicio pleno de sus capacidades.

Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se
consideran servicios básicos de salud, además de la aten-
ción médica y la asistencia social, formando lo que se con-
ceptualiza como servicios de salud pública, es decir, los
que se relacionan en general con la salud de toda la pobla-
ción, los referentes a los siguientes rubros:

• La educación para la salud, la promoción del sanea-
miento básico y el mejoramiento de las condiciones sa-
nitarias del ambiente.

• La prevención y el control de las enfermedades trans-
misibles de atención prioritaria, de las no transmisibles
más frecuentes y de los accidentes.

• La atención materno infantil.

• La planificación familiar.

• La salud mental.

• La prevención y el control de las enfermedades buco-
dentales.

• La disponibilidad de medicamentos y otros insumos
esenciales para la salud.

• La promoción de mejoramiento de la nutrición.

• El conocimiento de los factores que afectan la salud
mental del individuo y de las causas de las enfermeda-
des y los trastornos, así como de los problemas relacio-
nados con el alcoholismo y el abuso de drogas psicoac-
tivas, son aspectos de carácter prioritario que el Instituto
Mexicano de Psiquiatría, ha abordado con un enfoque
médico y social y un elevado nivel de especialización.

De esta manera, se advierte que este instituto, fue creado de
conformidad con el decreto del Ejecutivo federal publica-
do en el Diario Oficial de la Federación, de fecha 26 de di-



ciembre de 1979 y tiene por objeto de conformidad con el
artículo 2o., fracción I y III de dicho ordenamiento, coad-
yuvar al funcionamiento y consolidación del Sistema Na-
cional de Salud, contribuyendo al cumplimiento del dere-
cho a la protección de la salud en el área de psiquiatría y la
salud mental, así como realizar estudios e investigaciones
en el campo de los trastornos y enfermedades mentales.

En este contexto, se evidencia la necesidad de establecer
que es lo que debemos entender por juegos de azar, siendo
éstos juegos aquellos en los cuales las posibilidades de ga-
nar o perder no dependen de la habilidad del jugador sino
exclusivamente del azar, de ahí que la mayoría de ellos se-
an también juegos de apuestas cuyos premios están deter-
minados por las probabilidad estadística de acertar la com-
binación elegida, mientras menores sean las probabilidades
de obtener la combinación correcta, mayor es el premio.

El azar es también un elemento importante en numerosos
juegos que combina, algunos juegos de azar típicos como
son los siguientes: bingo, cara o cruz, dados, lotería, lote-
ría primitiva o “lotto”, lotería instantánea o “rasca”, má-
quinas tragamonedas, quinielas, keno, rifa, ruleta, entre
otros.

El tema de los juegos de azar es sumamente controversial,
ya que existe la novedad de aumentar cada vez más dife-
rentes tipos juegos, pero cuando se habla de su regulación
es que se entra en diversidad.

En la legislación actual, en el artículo 9 de la Ley Federal
de Juegos y Sorteos, establece que se entiende por: “Má-
quinas tragamonedas, el artefacto, dispositivo electrónico o
electromecánico, digital, interactivo o de cualquier tecno-
logía similar, que mediante la inserción de un billete, mo-
neda, tarjeta, banda magnética, ficha, dispositivo electróni-
co de pago u objeto similar, o por el pago de alguna
contraprestación, está disponible para operarse y que, co-
mo resultado de dicha operación, permite al usuario del
mismo obtener mediante el azar o una combinación de azar
y destreza, la entrega inmediata o posterior de premios en
efectivo o en especie”.

Por lo que se advierte que el juego es fundamental en todas
las sociedades, pero como se constituye por las costumbres
de cada cultura, su legalización y regulación a lo largo de
la historia mexicana siempre ha creado polémica, el artícu-
lo 1o. de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, establece la
prohibición en todo el territorio nacional de los juegos de
azar y los juegos de apuestas, pero si bien el artículo 5o. de

la ley aludida anteriormente contemplaba el conceder per-
misos y los cuales estarán a cargo de la Secretaría de Go-
bernación.

Bajo este tenor se advierte que al Ejecutivo federal, por
conducto de la Secretaría de Gobernación, corresponde la
reglamentación, autorización, control y vigilancia de los
juegos permitidos (que son los mencionados en el artículo
2o., fracción I) cuando en ellos medien apuestas de cual-
quier clase y corresponde también a la citada secretaría, la
reglamentación, autorización, control y vigilancia de los
sorteos, con excepción del de la Lotería Nacional, que se
regirá por su propia ley.

Por lo que se aprecia que no podrá establecerse ni funcio-
nar ninguna casa, lugar abierto o cerrado, en que se practi-
quen juegos con apuestas ni sorteos, de ninguna clase, sino
sólo en el caso de que cuenten con permiso de la Secreta-
ría de Gobernación, la que según lo dispone expresamente
el artículo 4o. de la Ley Federal de Juegos y Sorteos fijará
los requisitos y condiciones que en cada caso concreto de-
berán cumplirse. La Secretaría de Gobernación ejercerá vi-
gilancia y control de tales juegos con apuestas y sorteos,
así como el cumplimiento de la ley, por medio de los ins-
pectores que designe y con el mismo fin, integrará los or-
ganismos o comisiones que estime convenientes.

La Secretaría de Gobernación estará facultada para autori-
zar en ferias regionales el cruce de apuestas en los espectá-
culos determinados en el reglamento de la ley.

En este marco de atribuciones, la pretensión del legislador
cobra relevancia, cuando instituye la necesidad de estable-
cer una obligación a los establecimientos comerciales cuya
actividad principal o complementaria sea prestar servicios
de entretenimiento o diversión mediante la explotación de
actividades relativas a juegos de azar y juegos con apues-
tas, de generar una anuncios con la advertencia de hacer
del conocimiento a los usuarios las consecuencias del jue-
go compulsivo que pueden generar en ludopatía.

Al respecto se estudió de manera detallada la legislación
aplicable para el caso que nos ocupa, recurriendo también
al análisis y estudio de jurisprudencia, así como de los ma-
nuales y criterios relativos para identificar la ludopatía o
juego patológico, específicamente en la Clasificación Es-
tadística Internacional de Enfermedades y otros problemas
de Salud conocida como (CIE-10), al igual que del Manual
Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales por
sus siglas en inglés DSM-IV.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 21 de enero de 200957



Año III, Primer Receso, 21 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58

A fin de estar en condiciones para continuar con el análisis
de la presente reforma, buscamos el significado de “salud
mental” con el objeto de identificar si la ludopatía o juego
patológico se encuentran dentro del campo de estudio de
ésta.

Al respecto consultamos el manual de Clasificación Esta-
dística Internacional de Enfermedades y otros Problemas
de Salud por sus siglas CIE-10, publicado por la Organiza-
ción Mundial de la Salud, el cual provee los códigos para
clasificar las enfermedades y una amplia variedad de sig-
nos, síntomas, hallazgos anormales, denuncias, circunstan-
cias sociales y causas externas de daños y/o enfermedad.
Al respecto dicho manual identifica a la ludopatía dentro
del apartado correspondiente a los trastornos impulsivos y
de hábito, definiéndola como una “Alteración progresiva
del comportamiento por la que un individuo siente una in-
controlable necesidad de jugar, menospreciando cualquier
consecuencia negativa”. Por otro lado, el Manual Diagnós-
tico y Estadístico de los Trastornos Mentales en su última
versión, por sus siglas en inglés DSM-IV, expedido por la
Asociación Psiquiátrica de Estados Unidos de América,
clasifica los trastornos mentales con el propósito de pro-
porcionar descripciones claras de las categorías diagnósti-
cas, con el fin de que los clínicos y los investigadores pue-
dan diagnosticar, estudiar e intercambiar información y
tratar los distintos trastornos mentales. Éste manual iden-
tifica al juego patológico dentro del apartado de los tras-
tornos de control de los impulsos, definiéndolo como “un
comportamiento de juego desadaptativo, persistente y re-
currente que altera la continuidad de la vida personal, fa-
miliar o profesional”.

En este entendido se considera que la ludopatía o juego pa-
tológico como una enfermedad identificada por la falta de
control de los impulsos, caracterizado por un comporta-
miento de juego desadaptado, recurrente y persistente, el
cual tiene como característica esencial el juego desadapta-
tivo, por lo tanto no existe duda que esta enfermedad se en-
cuentra dentro del campo de estudio de la salud mental, la
cual es estudiada principalmente por psicólogos y psiquia-
tras.

Bajo los señalamientos anteriores, es importante definir lo
que se entiende por adicción y correlacionarlo con el juego
compulsivo. Al respecto es importante transcribir un artí-
culo publicado por Elisardo Becoña Iglesias del Departa-
mento de Psicología, de la Universidad Iberoamericana,
Distrito Federal, México.

La historia de las adicciones va unida a la historia del hom-
bre. Fumar cigarrillos, beber alcohol, mascar hojas de co-
ca, esnifar preparados psicoactivos, beber pócimas, fumar
marihuana, utilizar el opio para el dolor, etcétera, son ejem-
plos bien conocidos de algunas de las sustancias que el
hombre ha utilizado a lo largo de la historia o sigue utili-
zando. Mas actualmente, junto a las anteriores, y sus deri-
vados industriales o químicos, destacan las nuevas adiccio-
nes, unas derivadas de sustancias, como es el caso de la
heroína, la cocaína, las drogas de diseño, el LSD, entre las
más importantes, y otras adicciones comportamentales, sin
sustancia, como resultado de nuestra sociedad tecnológica,
como la adicción a Internet, al juego de azar, al teléfono
móvil, a los teléfonos eróticos, al sexo, a las compras, y a
un amplio etcétera de conductas que pueden llegar a ser
adictivas (Becoña, 1998b).

Por ello, en los últimos años se incluyen distintas conduc-
tas bajo la denominación genérica de adicciones o conduc-
tas adictivas. Basadas inicialmente en el concepto de de-
pendencia (física y psíquica), y evolucionando a partir del
mismo, se aplicaban inicialmente a sustancias psicoactivas
que ingeridas por un individuo tenían la potencialidad de
producir dependencia. Con el transcurrir de los años se ob-
servó que también existían conductas, que sin haber sus-
tancia de por medio, tenían la capacidad de producir de-
pendencia y el resto de las características que tenían las
dependencias a las sustancias psicoactivas.

Una característica central a las conductas adictivas, es la
pérdida de control. La persona con una conducta adicti-
va no tiene control sobre esa conducta, aparte de que la
misma le produce dependencia, tolerancia, síndrome de
abstinencia y una incidencia negativa muy importante
en su vida, que va a ser en muchos casos la causa de que
acuda en busca de tratamiento o le fuercen a buscarlo.
Gossop (1989) definió como elementos característicos de
una adicción: 1) un fuerte deseo o un sentimiento de
compulsión para llevar a cabo la conducta particular
(especialmente cuando la oportunidad de llevar a cabo
tal conducta no está disponible); 2) la capacidad dete-
riorada para controlar la conducta (especialmente, en
términos de controlar su comienzo, mantenimiento o
nivel en el que ocurre); 3) malestar y estado de ánimo
alterado cuando la conducta es impedida o la deja de
hacer; y 4) persistir en la conducta a pesar de la clara
evidencia de que le está produciendo graves consecuen-
cias al individuo. En la misma línea, Echeburúa (1999)
considera como características principales de las conductas
adictivas la pérdida de control, la fuerte dependencia psi-



cológica, la pérdida de interés por otras actividades gratifi-
cantes y la interferencia grave en la vida cotidiana.

Bajo estas premisas, es que se considera necesario que se
implemente la reforma con el objeto de que se establezca
que en todo local abierto o cerrado en que se practiquen ac-
tividades relativas a juegos de azar y juegos con apuestas y
sorteos, deberá fijar dentro del establecimiento, o escenario
temporal donde estos se desarrollen, anuncios de adverten-
cia que hagan del conocimiento del jugador que la práctica
reiterada de los juegos de azar y juegos con apuestas y sor-
teos perjudica la salud, pudiendo generar ludopatía.

Sin detrimento de lo anterior, se advierte que con fecha 22
de octubre de 2008, fue presentada adenda por el legislador
iniciador diputado Antonio Ricardo Cano Jiménez, debido
a que el diputado Enrique Acosta Fregoso integrante de es-
ta comisión, en sesión de fecha 17 de octubre del año en
curso, solicitó que se esclareciera el término ludopatía pa-
ra que fuera entendido en el lenguaje coloquial por las per-
sonas que regularmente acuden a este tipo de estableci-
mientos. Debido a lo anterior, el iniciador presenta la
adenda en la fecha indicada, de la siguiente manera:

Artículo 9o. Bis. Todo local abierto o cerrado en que se
practiquen actividades relativas a juegos de azar y juegos
con apuestas y sorteos, deberá fijar dentro del estableci-
miento, o escenario temporal donde estos se desarrollen,
anuncios de advertencia que hagan del conocimiento del
jugador que la práctica reiterada de los juegos de azar y
juegos con apuestas y sorteos perjudica la salud, pudiendo
generar una alteración progresiva en el comportamien-
to del jugador; escrito con letra fácilmente legible, con
colores contrastantes y sin que se invoque o se haga refe-
rencia a alguna disposición legal.

De lo anterior, se observa que si bien el legislador sustitu-
ye el término “ludopatía” por “alteración progresiva en el
comportamiento del jugador”, a nuestro entender, es nece-
sario clarificar la adenda planteada por el legislador, única-
mente en cuanto a la denominación de ludopatía, ya que se
considera indispensable incluir que ésta es una alteración
progresiva por la que el jugador puede sentir una incontro-
lable necesidad de jugar. Lo anterior, se justifica con el ob-
jeto de lograr un mayor entendimiento entre la propuesta y
la exposición de motivos del legislador.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se llega a los si-
guientes:

Considerandos

Primero. Que es facultad del Congreso del estado, legislar
sobre todos los ramos de la administración pública que se-
an competencia del estado; asimismo, es facultad de los di-
putados presentar iniciativas de leyes y decretos, de con-
formidad con lo previsto por los artículos 27 y 28 ambos en
su fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de Baja California.

Segundo. Que es facultad del Congreso del Estado, cono-
cer de las iniciativas de reformas presentadas por los dipu-
tados de su propia legislatura que afecten al ámbito de
competencia federal y dictaminar sobre la procedencia o
improcedencia de las mismas para en su caso, dar curso al
proceso legislativo correspondiente ante el honorable Con-
greso de la Unión.

Tercero. Que la propuesta en estudio, pretende adicionar la
Ley Federal de Juegos y Sorteos, mediante un artículo 9o.
Bis y con ello, la obligación de que los establecimientos
comerciales cuya actividad principal o complementaria sea
prestar servicios de entretenimiento o diversión mediante
la explotación de actividades relativas a juegos de azar y
juegos con apuestas, fijen anuncios de advertencia que ha-
gan del conocimiento del usuario las consecuencias noci-
vas del juego compulsivo.

Cuarto. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en el artículo 4o. garantiza el derecho a la
salud, este derecho se consagra como garantía social, re-
presentando las bases conforme a la cual se llevan a cabo
los programas de gobierno, así como el fundamento de las
disposiciones en materia de salud.

Quinto. Que el derecho a la salud, es ejercido de manera
concurrente por la federación y las entidades federativas;
siendo protegido según lo dispone el artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sexto. Que en este contexto el derecho a la salud mental,
debe de también ser protegido, ya que acorde al Manual de
Clasificación Estadística Internacional de Enfermedades y
otros Problemas de Salud por sus siglas (CIE-10), publica-
do por la Organización Mundial de la Salud, el cual provee
los códigos para clasificar las enfermedades y una amplia
variedad de signos, síntomas, hallazgos anormales, denun-
cias, circunstancias sociales y causas externas de daños y/o
enfermedad, identifica a la ludopatía dentro del apartado
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correspondiente a los trastornos impulsivos y de hábito, de-
finiéndola como “una alteración progresiva del comporta-
miento por la que un individuo siente una incontrolable ne-
cesidad de jugar, menospreciando cualquier consecuencia
negativa”.

Séptimo. Que acorde a lo referido por el Manual Diagnós-
tico y Estadístico de los Trastornos Mentales en su última
versión, por sus siglas en inglés (DSM-IV), expedido por
la Asociación Psiquiátrica de Estados Unidos de América,
clasifica los trastornos mentales con el propósito del propor-
cionar descripciones claras de las categorías diagnósticas
con el fin de que los clínicos y los investigadores puedan
diagnosticar, estudiar e intercambiar información y tratar los
distintos trastornos mentales. Este manual identifica al jue-
go patológico dentro del apartado de los trastornos de con-
trol de los impulsos, definiéndolo como “un comportamien-
to de juego desadaptativo, persistente y recurrente que altera
la continuidad de la vida personal, familiar o profesional”.

Octavo. Que derivado de los dos considerandos anteriores,
la ludopatía o juego patológico, se clasifica como una en-
fermedad identificada por la falta de control de los impulsos
caracterizado por un comportamiento de juego desadaptado,
recurrente y persistente, el cual tiene como característica
esencial el juego desadaptativo, por lo tanto no existe duda
que ésta enfermedad se encuentra dentro del campo de es-
tudio de la salud mental, la cual es estudiada principal-
mente por psicólogos y psiquiatras.

Noveno. Que en este tenor, la intención del legislador de
crear un artículo 9o. Bis en la Ley Federal de Juegos y Sor-
teos, con el objeto de fijar anuncios de advertencia que ha-
gan del conocimiento del usuario las consecuencias nocivas
de la ludopatía, cobra importancia y justifica la necesidad de
prever el supuesto pretendido por el legislador, con la inicia-
tiva y la adenda presentada, sin embargo con el objeto de dar
mayor claridad al texto propuesto se considera necesario
prever que si bien el legislador sustituye el término “ludo-
patía” por “alteración progresiva en el comportamiento del
jugador”, a nuestro entender, es necesario clarificar la
adenda planteada por le legislador, únicamente en cuanto a
la denominación de ludopatía, ya que se considera indis-
pensable incluir que ésta alteración por la que el jugador
puede sentir una incontrolable necesidad de jugar. Lo ante-
rior, se justifica con el objeto de lograr un mayor entendi-
miento entre la propuesta y la exposición de motivos del le-
gislador.

Décimo. Que del análisis jurídico realizado a la iniciativa
en estudio, ésta Comisión de Legislación y Puntos Consti-
tucionales considera que jurídicamente es procedente.

Undécimo. Que el presente dictamen fue aprobado unani-
midad de los diputados integrantes de la Comisión de Le-
gislación y Puntos Constitucionales, siendo los siguientes:
Juan Manuel Gastélum Buenrostro, Juan Macklis Anaya,
Adriana Guadalupe Sánchez Martínez y Enrique Méndez
Juárez.

Por todo lo anterior, la comisión que suscribe somete a con-
sideración a esta honorable asamblea el siguiente punto

Resolutivo

Único. Se aprueba la remisión de la reforma al artículo 9o.
Bis de la Ley Federal de Juegos y Sorteos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 9o. Bis. Todo local abierto o cerrado en que se
practiquen actividades relativas a juegos de azar y juegos
con apuestas y sorteos, deberá fijar dentro del estableci-
miento, o escenario temporal donde estos se desarrollen,
anuncios de advertencia que hagan del conocimiento del
jugador que la práctica reiterada de los juegos de azar y
juegos con apuestas y sorteos perjudica la salud, pudiendo
generar una alteración progresiva en el comportamiento
por la cual puede sentir una incontrolable necesidad de ju-
gar; escrito con letra fácilmente legible, en colores con-
trastantes y sin que se invoque o se haga referencia a algu-
na disposición legal.

Transitorios

Primero. Una vez aprobada la presente remisión por el
Pleno del honorable Congreso del estado de Baja Califor-
nia, remítase al honorable Congreso de la Unión para dar
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 71, fracción III
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

Segundo. Hecho lo anterior y una vez efectuado el análisis
correspondiente y decretada la procedencia de la presente
iniciativa por parte del Congreso de la Unión, se solicita se
proceda a su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



Dado en la sala de Regidores del XIX ayuntamiento de Tijuana, en la
Ciudad de Tijuana Baja California, a los 27 días del mes de noviembre
del dos mil ocho.— Diputados: Juan Manuel Gastélum Buenrostro (rú-
brica), Juan Manuel Molina García (rúbrica, Juan Macklis Anaya (rú-
brica), Enrique Méndez Juárez (rúbrica), Adriana Guadalupe Sánchez
Martínez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Gobernación de la Cámara de Dipu-
tados.

LEY GENERAL DE SALUD

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo.— Poder Legislativo de Baja California.— XIX
Legislatura.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión.— México,
DF

Por medio del presente nos dirigimos muy respetuosamen-
te a usted, y con fundamento en el artículo 71, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se envía el dictamen número 77 de la Comisión de Le-
gislación y Puntos Constitucionales, mediante el cual la
honorable XIX Legislatura del estado de Baja California
remite reforma que adiciona la fracción XXII Bis al artícu-
lo 3, reforma el contenido del artículo 74 y adiciona el Ca-
pítulo V, “Programa contra la Ludopatía”, al Título Décimo
Primero, “Programa contra las Adicciones”, así como los
artículos 193 Bis y 193 Quáter, todos a la Ley General de
Salud.

Agradecemos de antemano la atención que se sirva otorgar
al presente, y aprovechamos la oportunidad para reiterarle
nuestra consideración y respeto.

Atentamente

Mexicali, BC, a 6 de enero de 2009.— Diputada Gina Andrea Cruz
Blackledge (rúbrica), Presidenta; Diputado Juan Manuel Molina Gar-
cía (rúbrica), Secretario.»

«Escudo.— Poder Legislativo de Baja California.— XIX
Legislatura.

Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales

Dictamen número 77

Honorable Asamblea:

Se turnó a la Comisión de Legislación y Puntos Constitu-
cionales, para estudio, análisis y dictamen, iniciativa de de-
creto por la cual el honorable Congreso de Baja California
promueve ante el honorable Congreso de la Unión iniciati-
va de reforma que adiciona la fracción XXII Bis al artícu-
lo 3, reforma el contenido del artículo 74 y adiciona el Ca-
pítulo V, “Programa contra la Ludopatía”, al Título Décimo
Primero, “Programas contra las Adicciones”, así como los
artículos 193 Bis, 193 Ter y 193 Quáter, todos a la Ley Ge-
neral de Salud, presentada por el diputado Antonio Ricar-
do Cano Jiménez, del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza, con fecha 19 de junio de 2008, así como adenda
que comenta y clarifica la iniciativa señalada presentada el
22 de octubre de 2008; también, iniciativa de decreto que
adiciona el artículo 9 Bis a la Ley Federal de Juegos y Sor-
teos, presentada por los diputados Antonio Ricardo Cano
Jiménez y Carlos Alonso Angulo Rentaría, del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza, en sesión ordinaria de hono-
rable XIX Legislatura el 19 de junio de 2008.

Esta comisión, con las facultades que le conceden los artí-
culos 55, 57, 61, 62, 63, 70, 73, 74, 110, fracción I, 117,
122, 123 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder
Legislativo de Baja California, elabora el presente dicta-
men, con base en los siguientes

Antecedentes

I. con fecha 19 de junio de 2008, el diputado Antonio Ca-
no Jiménez presentó ante el Pleno de este honorable Con-
greso las iniciativas de que se hace mención en el proemio
de este dictamen.

II. Mediante oficio de fecha 20 de junio de 2008, el presi-
dente de la Mesa Directiva de la honorable XIX Legislati-
va constitucional de Baja California turnó a la Comisión de
Legislación y Puntos Constitucionales, para estudio, análi-
sis y, en su caso, formulación del dictamen correspondien-
te, las iniciativas en comento; lo anterior, de conformidad

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 21 de enero de 200961



Año III, Primer Receso, 21 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados62

con la fracción I del artículo 29 de la Constitución Política
del Estado Libre y Soberano de Baja California.

III. Con fecha 25 de junio de 2008 fue recibida en la Di-
rección de Asuntos Jurídicos Legislativos del honorable
Congreso, de conformidad con lo establecido en el artícu-
lo 63 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del estado
de Baja California.

IV. Posteriormente, con fecha 23 de octubre de 2008, fue
recibida en la Dirección de Asuntos Jurídicos Legislativos
de este honorable Congreso una adenda, suscrita por el le-
gislador, mediante la cual complementa y clarifica la ini-
ciativa en estudio.

En su oportunidad y seguido el proceso legislativo en todas
sus etapas, esta comisión suscribe el presente dictamen,
conforme al siguiente

Análisis y estudio de la iniciativa

I. Aspectos generales

A) De la exposición de motivos

Lo anterior se sustenta en la exposición de motivos que a
continuación se transcribe:

Los juegos de azar y los juegos con apuestas en sus diver-
sos formatos y escenarios han adquirido con el paso de los
años una notable presencia e influencia en diversos ámbi-
tos y conductas de nuestra sociedad, a tal punto que pode-
mos hablar de una “cultura del juego”.

Históricamente, los juegos de azar han estado ligados a las
más auténticas raíces de nuestra cultura, ya que forman
parte de nuestras costumbres, de nuestras conmemoracio-
nes y fiestas mexicanas. Juegos como la lotería, las rifas,
las carreras de caballos y las peleas de gallos son parte
esencial del folclor mexicano. Incluso, estas actividades
han sido consideradas “valor agregado” del sector turístico
no sólo de nuestro país, sino en muchos otros que han en-
contrado en los juegos de azar y juegos con apuestas y sor-
teos una empresa de entretenimiento responsable, siendo
así a partir del conocimiento de los riesgos que implica la
práctica reiterada de estos juegos.

En décadas pasadas, como en la actualidad, el primer des-
afío de los gobiernos fue la lucha contra el juego clandes-
tino. En ese sentido, las distintas áreas de gobierno han

avanzado en el diseño de la legislación necesaria con el
propósito de tener bajo su control todas las opciones de
juegos donde el azar y las apuestas en cualquiera de sus
modalidades se hacen presentes. Nuestra legislación fue ti-
pificando administrativa y penalmente su práctica, buscan-
do adicionalmente derivar las utilidades producidas de la
explotación de las actividades con juegos de azar y juegos
con apuestas y sorteos legalmente constituidos a la ejecu-
ción de programas y acciones sociales directas para contra-
rrestar los efectos derivados de una práctica recurrente.

Por ello, en nuestros días, admitidos como una alternativa
de esparcimiento y entretenimiento y como elemento im-
portante para el mercado turístico, los establecimientos
donde se ofrece diversión desarrollando actividades con
juegos de azar, juegos con apuesta y juegos sorteos se han
multiplicado.

Desde una perspectiva sociológica, tal situación revela un
comportamiento psicosocial que el Estado debería aten-
der con políticas correctas, toda vez que el crecimiento
dramático de estas conductas sociales tiene un revés que
requiere un enfoque de salud pública, ya que se trata del
incremento de jugadores compulsivos diagnosticados médi-
camente como ludópata, constituyendo, por ende, un riesgo
en la salud mental de los mexicanos, toda vez que están ple-
namente avalados por organizaciones internacionales de la
salud los costos sociales asociados al abuso de estos juegos
de azar, que traen consigo problemáticas graves, como las
generadas por las adicciones que ampliamente conocemos,
más aún cuando desde temprana edad se induce a esta prác-
tica de apuestas cotidianas y de conducta reiterativa.

En este sentido, en países como Gran Bretaña, la asocia-
ción de médicos unidos de la British Medical Association
calificaron el juego de azar de apuestas y sorteos compul-
sivos como un “veneno social”, ya que la adicción al juego
es tan corrosiva como la adicción a las drogas y al alcohol,
generando daños físicos, psicológicos y mentales severos,
así como vicios sociales que contribuyen a la ruptura fami-
liar y potencial ruina económica en edades maduras.

La práctica compulsiva del juego de azar y de juegos con
apuestas y sorteos temprana e irresponsable se diagnostica
como un padecimiento mental: la ludopatía, lo que ha tra-
ído como consecuencia que una de cada cinco personas que
sufren problemas graves por el juego de azar, haya llegado
a atentar contra su integridad física en alguna etapa de su
vida.



Como se advierte, la ludopatía consiste en una alteración
progresiva del comportamiento por la que el individuo
siente una incontrolable necesidad de jugar; es decir, se tra-
ta de una adicción como el alcoholismo y el tabaquismo.

La ludopatía es oficialmente reconocida como una enfer-
medad por la Organización Mundial de la Salud (OMS). En
1980, la Asociación Estadounidense de Psiquiatría la in-
cluyó como una categoría en su Manual diagnóstico y es-
tadístico de los trastornos mentales. De ahí que la OMS
haya definido la ludopatía, o las apuestas compulsivas, co-
mo un trastorno mental de impulsos, enfermedad progresi-
va que daña y merma la salud del jugador.

Psicológicamente, la ludopatía se presenta como una alte-
ración de forma gradual en el comportamiento del indivi-
duo, el cual tiene una incontrolable necesidad de jugar y
apostar, prestando poca o nula relevancia a las consecuen-
cias negativas.

Consecuentemente, la práctica de los juegos de azar y jue-
gos con apuesta y sorteos en forma compulsiva implica un
sufrimiento y descontrol, por lo que la persona pierde su li-
bertad de decisión generando también gran cantidad de
costos sociales, es decir, la ludopatía tiene rasgos psicoló-
gicos y neurológicos que empobrecen la conducta social.

Miles de historias sobre jugadores circulan a diario en di-
versos ámbitos, pero detrás de ellas se esconde un drama
humano de familias destruidas o en decadencia. Éstas son
las consecuencias y el precio de una vida dedicada al jue-
go compulsivo.

Este panorama encuentra una posición dual del Estado, ya
que éste regula la instalación y el funcionamiento de esta-
blecimientos en que se practiquen actividades relativas a
juego de azar y juegos con apuestas y, a su vez, es garante
de la salud pública. Por esto último debemos iniciar accio-
nes tendentes a prevenir, atender y contener la patología
derivada de una de sus estrategias más importantes de re-
caudación de ingresos y ayuda social directa.

El objetivo no es fácil, pero sí claro: reducir en cierta me-
dida los eslabones que van al abuso de esta conducta, me-
diante el adecuado control, la vigilancia e inspección, así
como robustecer la legislación necesaria para ello.

En ese sentido, y en refuerzo de estas acciones, se presen-
ta iniciativa de decreto por la cual el honorable Congreso
del Estado Libre y Soberano de Baja California promueve

ante el honorable Congreso de la Unión iniciativa de refor-
ma de la Ley General de Salud, con objeto de adicionar el
Capítulo V, “Programas contra las Adicciones”, con objeto
de que la federación, los gobiernos estatales, y las depen-
dencias y las entidades públicas, en sus respectivos ámbi-
tos de competencia, desarrollen acciones encaminadas a la
ejecución de programas de prevención contra la ludopatía
y padecimientos originados por ésta y, en su caso, la reha-
bilitación de los ludópatas. Para ello, además, se propone
adicionar la fracción XXII Bis al artículo 3 de la Ley Ge-
neral de Salud, a efecto de considerar materia de salubridad
general el citado programa contra la ludopatía.

Aunado a lo anterior, y para efecto de legislar respecto a la
ludopatía no sólo como una adicción sino, además, como
una enfermedad mental, se plantea reformar la fracción I
del artículo 74 de la citada Ley General de Salud.

B) Intención de la iniciativa

La presente iniciativa de decreto pretende adicionar la
fracción XXII Bis al artículo 3, reformar el contenido del
artículo 74 y adicionar al Título Décimo Primero, “Progra-
mas contra las Adicciones”, el Capítulo V, “Programa con-
tra la Ludopatía, o Juego Patológico”, así como adicionar
los artículos 193 Bis, 193 Ter y 193 Quáter de la Ley Ge-
neral Salud, con objeto de establecer, organizar, promover,
supervisar y evaluar la prestación del programa contra la
ludopatía.

II. Aspectos particulares

A) Comparación

Con objeto de clarificar todo lo anterior, nos permitimos
presentar la siguiente comparación:

Ley General de Salud

Texto vigente

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. a XXII. …

XXIII. a XXX. …

Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales
comprende
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I. La atención de personas con padecimientos mentales,
la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales cró-
nicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que
usen habitualmente estupefacientes o sustancias psico-
trópicas; y

II. …

Título Décimo Primero
Programa contra las Adicciones

Capítulos I. a IV. …

Texto de la iniciativa y su adenda

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general

I. a XXII. …

XXII Bis. El Programa contra la Ludopatía, o Juego
Patológico;

XXIII. a XXX. …

Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales
comprende

I. La atención de personas con padecimientos mentales,
la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales cró-
nicos, deficientes mentales, ludópatas o jugadores pa-
tológicos, alcohólicos y personas que usen habitual-
mente estupefacientes o sustancias psicotrópicas; y

II. …

Título Décimo Primero
Programas contra las Adicciones

Capítulo V
Programa contra la Ludopatía, o Juego Patológico

Artículo 193 Bis. La Secretaría de Salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, se coordinarán para la ejecución
del Programa contra la Ludopatía, o Juego Patológico,
que comprenderá, entre otras, las siguientes acciones:

I. La prevención y el tratamiento de la ludopatía,
padecimientos originados por ésta y, en su caso, la

rehabilitación de los ludópata o jugadores patológi-
cos;

II. Educativas sobre los efectos de la ludopatía, o jue-
go patológico, en la salud y en las relaciones sociales,
dirigida especialmente a la familia, a los niños y a los
adolescentes, a través de métodos individuales, co-
lectivos o de comunicación masiva; y

III. Fomento de actividades cívicas, deportivas y cul-
turales que coadyuven en la prevención de la ludo-
patía, o juego patológico, especialmente en las zonas
rurales y en los grupos de población considerados de
alto riesgo.

Artículo 193 Ter. Para poner en práctica las acciones
contra la ludopatía, o juego patológico, las autoridades
sanitarias del estado, en coordinación con otras depen-
dencias y entidades públicas, realizarán actividades de
investigación en los siguientes aspectos:

I. Causas de la ludopatía, o juego patológico, y ac-
ciones para controlarlas;

II. La educación de la familia para prevenir la ludo-
patía por parte de niños y de adolescentes; y

III. Efectos de la ludopatía, o juego patológico, en el
ambiente familiar, social y educativo.

Artículo 193 Quáter. Todo local abierto o cerrado en
que se practiquen actividades relativas a juegos de azar
y juegos con apuestas y sorteos deberá fijar dentro del
establecimiento, o escenario temporal donde éstos se
desarrollen, anuncios de advertencia que hagan del co-
nocimiento del jugador que la práctica reiterada de los
juegos de azar y juegos con apuestas y sorteos perjudi-
ca la salud, pudiendo generar ludopatía, o juego pato-
lógico, escrito con letra fácilmente legible, en colores
contrastantes y sin que se invoque o se haga referencia
a alguna disposición legal.

Transitorios

Primero. Una vez aprobado en el Pleno del honorable
Congreso de Baja California, remítase al Congreso de
la Unión para dar cumplimiento a lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción III, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.



Segundo. Hecho lo anterior, y una vez efectuado el aná-
lisis correspondiente y decretada la procedencia de la
presente iniciativa por el Congreso de la Unión, se soli-
cita que se proceda a su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

B) Marco jurídico

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. És-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Toda persona tiene derecho a decidir…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud.
La ley definirá las bases y modalidades para el acceso a
los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la
federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general, conforme a lo que dispone la fracción
XVI del artículo 73 de esta Constitución.

Toda persona tiene derecho a un ambiente…

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda…

Los niños y las niñas tienen derecho a…

Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber
de…

El Estado otorgará facilidades a…

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete

III. A las Legislaturas de los estados.

Ley General de Salud

Artículo 1o. La presente ley reglamenta el derecho a la
protección de la salud que tiene toda persona en los térmi-
nos del artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, establece las bases y modalidades
para el acceso a los servicios de salud y la concurrencia de
la federación y las entidades federativas en materia de sa-
lubridad general; es de aplicación en toda la república y sus
disposiciones son de orden público e interés social.

Artículo 2o. El derecho a la protección de la salud tiene las
siguientes finalidades:

I. El bienestar físico y mental del hombre para contri-
buir al ejercicio pleno de sus capacidades;

II. a VII. …

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general

I. a VII. …

VIII. La salud mental;

IX. a XXX. …

Artículo 13. La competencia entre la federación y las enti-
dades federativas en materia de salubridad general quedará
distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde al Ejecutivo federal…

B. Corresponde a los gobiernos de las entidades federa-
tivas, en materia de salubridad general, como autorida-
des locales y dentro de sus respectivas jurisdicciones te-
rritoriales

I. Organizar, operar, supervisar y evaluar la prestación
de los servicios de salubridad general a que se refieren
las fracciones II, IV, V, VI, VII,. VIII, IX, X, XI, XII,
XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI y
XXII del artículo 3o. de esta ley, de conformidad con las
disposiciones aplicables;

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Baja California

Artículo 1. El estado de Baja California es parte integran-
te e inseparable de la federación, constituida por los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Artículo 14. El Congreso del estado…

Los diputados, como representantes del pueblo, podrán au-
xiliar a sus representados y a las comunidades del estado en
sus demandas sociales y de orden administrativo de interés
general, a fin de lograr su oportuna solución, por lo que las
autoridades administrativas del estado y los ayuntamientos
deberán atender su intervención y ver por la oportuna reso-
lución de sus promociones.

Artículo 27. Son facultades del Congreso
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I. …

II. Iniciar ante el Congreso de la Unión las leyes y los
decretos que sean de la competencia del Poder Legisla-
tivo de la Federación, así como proponer la reforma o
derogación de unas y de otras;

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Baja
California

Artículo 110. Las iniciativas que se presenten al Congreso
del estado podrán ser

I. De ley o de reformas de una ley vigente;

II. De decreto; y

III. De acuerdo económico.

Artículo 115. Las iniciativas de leyes y decretos corres-
ponden

I. A los diputados;

Artículo 160. Toda resolución del Congreso del estado
tendrá el carácter de ley o decreto. El primer nombre co-
rresponde a las que versen sobre materias de interés co-
mún, dentro del ámbito de atribuciones del Poder Legisla-
tivo. El segundo corresponde a las que, dentro del ámbito,
sean sólo relativas a determinados tiempos, lugares, enti-
dades públicas o personas.

Artículo 161. Los proyectos de ley y los decretos aproba-
dos por el Congreso se remitirán al Ejecutivo firmados por
el presidente y el secretario de la Mesa Directiva del Con-
greso del estado.

Artículo 162. Las iniciativas adquirirán el carácter de ley
cuando sean aprobadas por el Congreso del estado y publi-
cadas por el Ejecutivo.

Si la ley no fija el día en que deba comenzar a observarse,
será obligatoria en todo el estado tres días después de la fe-
cha de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Artículo 163. En el caso de que el Ejecutivo juzgue con-
veniente hacer observaciones a un proyecto aprobado por
el Congreso del estado, éste podrá ejercitar su derecho de
veto, atendiendo a lo previsto en el artículo 34 de la Cons-
titución local.

Artículo 164. El gobernador del estado no podrá hacer ob-
servaciones sobre los decretos que manden abrir o cerrar
sesiones del Congreso o los emitidos por éste cuando actúe
en funciones de jurado de sentencia.

De todo lo anterior, resulta conveniente elaborar un análi-
sis sobre la posibilidad de incluir en la Ley General de Sa-
lud los programas contra la ludopatía, o juego patológico,
además de verificar si el Congreso del estado cuenta con
facultades para promover ante el Congreso de la Unión la
presente iniciativa.

Para ello iniciamos el presente análisis investigando el sig-
nificado de los conceptos “salud mental”, “ludopatía” y
“juego patológico”, igual que identificar la normatividad
aplicable en materia de salud.

A fin de contar con dicha información, se revisaron de ma-
nera detallada los manuales y criterios relativos para iden-
tificar la ludopatía, o juego patológico, específicamente en
la Clasificación Estadística Internacional de Enferme-
dades y otros Problemas de Salud, conocida como “CIE-
10” y expedida por la OMS, igual que el Manual de Diag-
nóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales
(DSM-IV, por sus siglas en inglés), expedido por la Aso-
ciación Estadounidense de Psiquiatría.

La salud mental es definida en términos generales como
“el estado de equilibrio entre una persona y su entorno so-
ciocultural, lo que garantiza su participación laboral, inte-
lectual y de relaciones para alcanzar un bienestar y calidad
de vida”. Por otro lado, también se define como “un estado
de bienestar emocional y psicológico en el cual el indivi-
duo es capaz de hacer uso de sus habilidades emocionales
y cognitivas, y funciones sociales, y de responder a las de-
mandas ordinarias de la vida cotidiana”.

Con objeto de definir ludopatía, o juego patológico, recurri-
mos primero a la CIE-10, la cual provee los códigos para
clasificar las enfermedades y una amplia variedad de signos,
síntomas, hallazgos anormales, denuncias, circunstancias
sociales y causas externas de daños o enfermedad. Dicho
manual identifica la ludopatía en el apartado correspondien-
te a los trastornos impulsivos y de hábito, definiéndola como
una “alteración progresiva del comportamiento por la que un
individuo siente una incontrolable necesidad de jugar, me-
nospreciando cualquier consecuencia negativa”.

Por otro lado, el DSM-IV clasifica los trastornos mentales
con el propósito de proporcionar descripciones claras de
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las categorías diagnósticas, a fin de que los clínicos y los
investigadores puedan diagnosticar, estudiar e intercambiar
información y tratar los distintos trastornos mentales. Ese
manual identifica el juego patológico en el apartado de los
trastornos de control de los impulsos, definiéndolo como
“un comportamiento de juego desadaptativo, persistente y
recurrente que altera la continuidad de la vida personal, fa-
miliar o profesional”.

Con base en las anteriores definiciones, podemos resumir
que ludopatía y juego patológico son términos distintos
empleados de manera análoga para identificar la misma en-
fermedad de la falta de control de impulsos caracterizada
por un comportamiento de juego desadaptado, recurrente y
persistente, el cual tiene como característica esencial el
juego desadaptativo.

Ahora bien, entrando en el campo jurídico para identificar
la normatividad que pudiese regular la ludopatía, o juego
patológico, iniciamos el análisis del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
cual define las bases para garantizar la protección del dere-
cho a la salud, señalando que la ley de la materia, en este
caso la Ley General de Salud, definirá las modalidades pa-
ra el acceso a los servicios de salud.

Dicha ley prevé, entre otras cosas, los fines que persigue la
protección de este derecho, estableciendo entre éstos “el
bienestar físico y mental del hombre”, señalando a su vez
como materia de salubridad general “la salud mental”. De
igual forma, señala las atribuciones o competencias que
tendrán los estados en materia de salud, facultando a las
entidades federativas para la atención en materia de salud
mental.

La Ley General de Salud es el medio a través del cual se
debe regular la ludopatía, o juego patológico, toda vez que
no considera acciones específicas o programas contra esta
alteración de comportamiento, denominada “ludopatía”, o
“juego patológico”, la cual se encuentra en el campo de es-
tudio de la salud mental, y que es estudiada principalmen-
te por psicólogos y psiquiatras.

Por otro lado, hay la necesidad de verificar si el Congreso
del estado cuenta con facultades para presentar iniciativas
de ley ante el Congreso de la Unión. Al respecto, tenemos
que la propia Carta Magna, en el artículo 71, fracción III,
señala que también las Legislaturas de los estados tienen el
derecho de iniciar leyes; por tanto, no existe impedimento
alguno para presentar ante el Congreso de la Unión la ini-

ciativa que nos ocupa a fin de establecer en la Ley General
de Salud las consideraciones que señala el legislador en su
iniciativa.

Con el ánimo de fundar la concurrencia en materia de sa-
lud existente entre la federación y los estados, tenemos la
siguiente jurisprudencia:

Facultades concurrentes en el sistema jurídico mexi-
cano. Sus características generales. Si bien es cierto
que el artículo 124 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos establece que “las facultades
que no están expresamente concedidas en esta Constitu-
ción a los funcionarios federales se entienden reserva-
das a los estados”, también lo es que el órgano reforma-
dor de la Constitución determinó, en diversos preceptos,
la posibilidad del que el Congreso de la Unión fijara un
reparto de competencias, denominado “facultades con-
currentes”, entre la federación, las entidades federa-
tivas y los municipios e, incluso, el Distrito Federal,
en ciertas materias, como la educativa (artículos 3o.,
fracción VIII, y 73, fracción XXV), la de salubridad
(artículos 4o., párrafo tercero, y 73, fracción XVI), la de
asentamientos humanos (artículos 27, párrafo tercero, y
73, fracción XXIX-C), la de seguridad pública (artículo
73, fracción XXIII), la ambiental (artículo 73, fracción
XXIX-G), la de protección civil (artículo 73, fracción
XXIX) y la deportiva (artículo 73, fracción XXIX-J).
Esto es, en el sistema jurídico mexicano las faculta-
des concurrentes implican que las entidades federa-
tivas, incluso el Distrito Federal, los municipios y la
federación puedan actuar respecto de una misma
materia, pero el Congreso de la Unión determinará
la forma y los términos de la participación de dichos
entes a través de una ley general.

Novena época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Ju-
dicial de la Federación y su Gaceta, tomo XV, enero de
2002. Tesis: P./J. 142/2001, página 1042, materia cons-
titucional. Jurisprudencia.

La adenda presentada por el legislador tiene como objetivo
únicamente incluir en esta iniciativa de reforma la frase
“juego patológico”, la cual se refiere a la misma conducta
adictiva que se conoce de manera análoga a la “ludopatía”.
Dicho trastorno es identificado por los manuales, según he-
mos advertido.

Por lo expuesto y fundado, se llega a los siguientes
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Considerandos

Primero. Que nuestra nación está constituida en una repú-
blica, representativa, democrática, federal compuesta por
estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su ré-
gimen interior.

Segundo. Que es facultad de los estados ejercer su sobera-
nía a través de sus poderes.

Tercero. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos faculta a las Legislaturas de los estados pa-
ra promover iniciativas de ley ante el Congreso de la
Unión.

Cuarto. Que la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en el artículo 4o. garantiza, el derecho a la
salud, el cual de manera concurrente en las entidades fede-
rativas es protegido, según dispone el artículo 73 de esta
ley suprema.

Quinto. Que la Ley General de Salud establece como ma-
teria de salubridad general la salud mental.

Sexto. Que organismos internacionales reconocen la enfer-
medad mental denominada ludopatía, o juego patológico,
la cual se encuentra identificada en los manuales de psico-
logía y psiquiatría reconocidos por la Organización Mun-
dial de la Salud.

Séptimo. Que con objeto de dar homogeneidad con la re-
ciente reforma aprobada por esta comisión mediante el dic-
tamen número 71, que se refiere a la adición de un artícu-
lo 9 Bis, a la Ley de Juegos y Sorteos, se consideró
necesario adecuar el texto del artículo 193 Quáter de la Ley
General de Salud, que considere el texto de lo que se en-
tiende por ludopatía, o juego patológico.

Octavo. Que del análisis jurídico, apoyado en manuales de
psicología y psiquiatría, realizado a la iniciativa en estudio,
la Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales con-
sidera que jurídicamente es procedente.

Noveno. Que el presente dictamen fue aprobado por una-
nimidad de los integrantes de la Comisión de Legislación y
Puntos Constitucionales: Juan Manuel Gastélum Buenros-
tro, Juan Manuel Molina García, Juan Macklis Anaya, En-
rique Méndez Juárez, Adriana Guadalupe Sánchez Martí-
nez y Enrique Acosta Fragoso.

Por lo expuesto, se somete a consideración del Pleno de la
XIX Legislatura de Baja California el siguiente

Resolutivo

Único. Se aprueba la iniciativa de decreto por la cual el
honorable Congreso de Baja California promueve ante
el honorable Congreso de la Unión iniciativa de refor-
ma que adiciona la fracción XXII Bis al artículo 3, re-
forma el contenido del artículo 74 y adiciona el Capítu-
lo V, “Programa contra la Ludopatía”, al Título Décimo
Primero, “Programas contra las Adicciones”, así como
los artículos 193 Bis, 193 Ter y 193 Quáter, todos a la
Ley General de Salud, para quedar de la siguiente ma-
nera:

Artículo 3. En los términos de esta ley, es materia de salu-
bridad general

I. a XXII. …

XXII Bis. El Programa contra la Ludopatía, o Juego
Patológico;

XXIII. a XXX. …

Artículo 74. La atención de las enfermedades mentales
comprende

I. La atención de personas con padecimientos mentales,
la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales cró-
nicos, deficientes mentales, ludópatas o jugadores pa-
tológicos, alcohólicos y personas que usen habitual-
mente estupefacientes o sustancias psicotrópicas; y

II. …

Título Décimo Primero
Programas contra las Adicciones

Capítulo V
Programa contra la Ludopatía, o Juego Patológico

Artículo 193 Bis. La Secretaría de Salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, se coordinarán para la ejecución del
Programa contra la Ludopatía, o Juego Patológico, que
comprenderá, entre otras, las siguientes acciones:
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I. La prevención y el tratamiento de la ludopatía, pade-
cimientos originados por ésta y, en su caso, la rehabili-
tación de los ludópata, o jugadores patológicos;

II. Educativas sobre los efectos de la ludopatía, o juego
patológico, en la salud y en las relaciones sociales, diri-
gida especialmente a la familia, a los niños y a los ado-
lescentes, a través de métodos individuales, colectivos o
de comunicación masiva; y

III. Fomento de actividades cívicas, deportivas y cultu-
rales que coadyuven en la prevención de la ludopatía, o
juego patológico, especialmente en las zonas rurales y
en los grupos de población considerados de alto riesgo.

Artículo 193 Ter. Para poner en práctica las acciones con-
tra la ludopatía, o juego patológico, las autoridades sanita-
rias del estado, en coordinación con otras dependencias y
entidades públicas, realizarán actividades de investigación
en los siguientes aspectos:

I. Causas de ludopatía, o juego patológico, y acciones
para controlarlas;

II. La educación de la familia para prevenir la ludopatía
por parte de niños y de adolescentes; y

III. Efectos de la ludopatía, o juego patológico, en el
ambiente familiar, social y educativo.

Artículo 193 Quáter. Todo local abierto o cerrado en que
se practiquen actividades relativas a juegos de azar y jue-
gos con apuestas y sorteos deberá fijar en el establecimien-
to, o escenario temporal donde éstos se desarrollen, anun-
cios de advertencia que hagan del conocimiento del
jugador que la práctica reiterada de los juegos de azar y
juegos con apuestas y sorteos perjudica la salud, pudiendo
generar una alteración progresiva en el comportamiento
por la cual puede sentir una incontrolable necesidad de ju-
gar, escrito con letra fácilmente legible, en colores contras-
tantes y sin que se invoque o se haga referencia a alguna
disposición legal.

Transitorios

Primero. Una vez aprobada la presente remisión de esta
iniciativa por el Pleno del honorable Congreso de Baja Ca-
lifornia, remítase al honorable Congreso de la Unión para
dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 71, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos, anexando el acta del Diario de los Debates que
motive y demás constancias que el órgano de dirección
considere necesarias para su trámite legislativo.

Segundo. Hecho lo anterior y una vez efectuado el análisis
correspondiente y decretada la procedencia de las presen-
tes iniciativas por el Congreso de la Unión, se solicita que
se proceda a su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en la sala de comisiones Francisco Dueñas Montes del honora-
ble Poder Legislativo de Baja California, en Mexicali, Baja California,
el 10 de diciembre de 2008.— La Comisión de Legislación y Puntos
Constitucionales, diputados: Juan Manuel Gastélum Buenrostro (rúbri-
ca), presidente; Juan Manuel Molina García (rúbrica), secretario; Enri-
que Acosta Fragoso, Juan Macklis Anaya (rúbrica), Enrique Méndez
Juárez (rúbrica), Adriana Guadalupe Sánchez Martínez (rúbrica), vo-
cales.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados.

Queremos destacar la presencia de la presidenta, el secre-
tario general y los vicepresidentes de la Internacional So-
cialista de Jóvenes, que hoy nos acompañan en esta sesión
de la Comisión Permanente. Sean bienvenidos.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra el diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
diversas disposiciones de la Ley Federal de Seguridad Pri-
vada.

El diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada: Con
permiso de la Presidencia.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, el
proyecto que presento ante ustedes es una iniciativa para
adicionar y modificar diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Seguridad Privada, la cual fue publicada el 6 de ju-
lio de 2006, y cuyo primordial objetivo fue la regulación de
la prestación de servicios de seguridad privada cuando es-
to se presente en dos o más entidades federativas.
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Por ello, la esencia que le da vida a esta norma provee el
reconocimiento a la importancia que dicha actividad tiene
en su carácter complementario de las labores de corpora-
ciones de seguridad pública incidentes dentro de los muros
de las corporaciones.

El crecimiento de la oferta de servicios de seguridad priva-
da fue motivado principalmente por la percepción de ma-
yor inseguridad en los espacios públicos. Pero, sobre todo,
por la creciente actividad del crimen organizado, que hizo
mella en los efectos económicos de comerciantes, empre-
sarios y demás agentes de la actividad productiva, al asal-
tar de manera recurrente sus transportes e instalaciones, y
aun incurriendo en la práctica de secuestros, con la consi-
guiente exigencia de cuantiosos rescates.

Si bien es cierto que la necesidad de proteger los entornos
privados de los particulares le ha concedido a la autoridad
pública que autorice la existencia y operación de empresas
de seguridad privada, éstas no pueden desempeñarse sin un
protocolo de autorización y las condiciones de organiza-
ción, funcionamiento, equipamiento y empleo de la tecno-
logía de seguridad que debe ser expedido por las autorida-
des encargadas de la seguridad pública.

Sin embargo, el fenómeno de la apertura de servicios de se-
guridad privada ha propiciado que diversas empresas ope-
ren como células independientes, aunque formen parte de
la misma corporación. De tal manera que, en términos
prácticos, procuran cumplir una sola de las autorizaciones
de funcionamiento, declarando que constituyen empresas
separadas cuando operan en entidades federativas distintas,
aun cuando en el fondo forman parte de un solo cuerpo de
la empresa.

Esta forma de eludir la obligación legal, de declarar opera-
ciones cuando incurren en dos o más entidades federativas
a cargo de muchas empresas, se ha convertido en un fenó-
meno no solamente recurrente, sino en una especie de eva-
sión del cumplimiento de obligaciones que la autoridad ha
determinado como insoslayable para la adecuada regula-
ción de los servicios de seguridad privada.

El número de estas empresas registrado por la Secretaría de
Seguridad Pública asciende a más de 4 mil en todas sus
modalidades y cobertura en distintas partes del país. Se
ubican desde las empresas que operan en únicamente dos
entidades federativas, hasta las que manifiestan actividades
en todos los estados y el Distrito Federal.

Esto da una idea de las proporciones en que la actividad ha
crecido, y sobre todo indica la magnitud del trabajo de su-
pervisión, control y, en su caso, aplicación de sanciones
por inobservancia de las obligaciones establecidas.

El personal que labora en actividades de seguridad privada
registrado asciende a decenas de miles de elementos, sin
considerar a los prestadores de servicios que operan fuera
de los registros establecidos.

Con ello el papel de la autoridad federal se convierte no so-
lamente en útil, sino en indispensable para controlar el cre-
cimiento exponencial de estos servicios, dado que de no se-
guir haciéndolo correctamente seguiremos teniendo
aquellos elementos que al momento de salir de esas corpo-
raciones incurren en prácticas de delincuencia, sin que ha-
ya un registro de los mismos.

Por otra parte, en el mercado de los servicios de seguridad
privada se ha producido un acelerado avance tecnológico
que, aplicado a instalaciones, equipos, sistemas de comu-
nicación, monitoreo de movimientos por cámaras y censo-
res, etcétera, ha provocado que la ley vigente resulte in-
aplicable.

Esto porque no prevé nuevos equipos con los que las em-
presas están ofreciendo sus servicios; más aún en las que
prestan servicio de seguimiento, monitoreo y rastreo de lla-
madas, personas, bienes muebles, etcétera.

Por ello el objetivo de las modificaciones que se proponen
en la presente iniciativa de reforma a la Ley Federal de Se-
guridad Privada es adecuar la ley a los nuevos requeri-
mientos tecnológicos, reforzar los requisitos a cumplir por
las empresas privadas que ofrecen servicios de vigilancia,
rastreo, monitoreo y seguimiento de personas y vehículos,
como lo son dispositivos de localización que operan vía sa-
télite integrado, pudiendo ser un sistema de localización
satelital, un dispositivo de localización de personas y un
chip de identificación implantable en el cuerpo humano,
entre otros.

El inminente crecimiento de empresas que ofrecen estos
servicios y la facilidad con que evaden los registros fede-
rales al darse de alta en cada entidad federativa o en el Dis-
trito Federal, bajo otra razón social, provocan incertidum-
bre en el funcionamiento de los servicios que ofrecen,
dejando a la ciudadanía en un estado de peligro y de inde-
fensión.
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Por tanto, la presente iniciativa propone que sea la Secre-
taría de Seguridad Pública federal, observando en lo con-
ducente las disposiciones a la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, la que tenga los medios
jurídicos idóneos para regularizar a estas empresas; y que
sea una estricta selección de aquellas que obtendrán su re-
gistro respetando la autonomía de las dependencias locales,
a fin de que establezcan los criterios por seguir para otor-
gar un registro local a las empresas que sólo prestan sus
servicios en su entidad.

Considerando lo anterior, la iniciativa de reforma a la cita-
da ley contiene los cambios y adecuaciones los artículos
1o., 2o., 13, 15, 16, 19, 22, 25, 26, 29, 30, 31, 33, 35, 36,
37 y 43 de la citada ley.

Por el respeto al tiempo que se nos da, solicito a la Presi-
dencia que la presente iniciativa sea insertada íntegramen-
te en el Diario de los Debates. Por su atención, muchas gra-
cias.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Seguridad Privada, a cargo del diputado Luis
Fernando Rodríguez Ahumada, del Grupo Parlamentario
del PAN

El suscrito, diputado federal del Partido Acción Nacional,
con fundamento en lo dispuesto en la fracción II, del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en la fracción II, del artículo 55 del Regla-
mento Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; somete a la consideración de esta honorable
asamblea, la presente iniciativa de reforma a diversos artí-
culos de la Ley Federal de Seguridad Privada, para incor-
porar nuevos conceptos tecnológicos  que emplean las em-
presas que ofrecen servicios de seguridad privada, así
como reforzar los procesos de reglamentación de dichas
empresas, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

La Ley Federal de Seguridad Privada fue publicada el 6 de
julio 2006, con el objeto de que la Secretaría de Seguridad
Pública del gobierno federal regule la prestación de dichos
servicios, cuando estos se presten en dos o más entidades
federativas. El mismo ordenamiento provee el reconoci-
miento de la importancia que esta actividad tiene en su ca-
rácter complementario a las labores de las corporaciones de

seguridad pública, situada en el ámbito de la seguridad in-
tramuros y en otros entornos de los particulares, sus perso-
nas y patrimonio.

Como resultado de tal disposición, la Secretaría de Seguri-
dad Pública creó la Dirección General de Registro y Su-
pervisión a Empresas y Servicios de Seguridad Privada,
cuya tarea principal se prevé en la ley para expedir las au-
torizaciones que permitan a una persona física o moral
prestar servicios de seguridad privada en dos o más entida-
des federativas.

Lo anterior como consecuencia de la creciente demanda de
solicitudes de autorización de servicios de seguridad priva-
da, aunado al vertiginoso desarrollo de la tecnología em-
pleada tanto en los sistemas de seguridad de espacios físi-
cos e inmuebles, así como en los equipos de tecnología de
protección de vehículos, como es el caso de los blindajes y
también en el ámbito de las comunicaciones personales y
colectivas, por mencionar únicamente algunos de esos
campos.

El crecimiento de la oferta de servicios de seguridad priva-
da fue motivado por la percepción de una mayor inseguri-
dad en los espacios públicos, pero sobre todo, por la cre-
ciente actividad del crimen organizado que hizo mella en
los efectos económicos de comerciantes, empresarios y de-
más agentes de la actividad productiva al asaltar de mane-
ra recurrente sus transportes, instalaciones y aún, incu-
rriendo en la práctica de secuestros, con la consiguiente
exigencia de cuantiosos rescates.

Si bien es cierto que la necesidad de proteger los entornos
privados de los particulares les ha concedido que la autori-
dad pública autorice la existencia y operación de empresas
de seguridad privada, estas no pueden desempeñarse sin un
protocolo de autorización y las condiciones de organiza-
ción, funcionamiento, equipamiento y empleo de la tecno-
logía de seguridad, que debe ser expedido por las autorida-
des encargadas de la seguridad pública.

Al respecto la Ley General del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 2 de enero del presente año, establece en el artícu-
lo 150 que, además de cumplir con las disposiciones de la
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los particu-
lares que presten servicios de seguridad, protección, vigi-
lancia o custodia de personas, lugares o establecimientos,
de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obtener
autorización previa de la secretaría, cuando los servicios
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comprendan dos o más entidades federativas; o de la auto-
ridad administrativa que establezcan las leyes locales,
cuando los servicios se presten sólo en el territorio de una
entidad. En el caso de la autorización de la secretaría, los
particulares autorizados, además deberán cumplir la regu-
lación local.

Dicho registro tiene como finalidad la supervisión de em-
presas de seguridad privada, para lo cual la Secretaría de
Seguridad Pública creó la Dirección General de Registro y
Supervisión a Empresas de Seguridad Privada.

Sin embargo, el fenómeno de la apertura de servicios de se-
guridad privada ha propiciado que diversas empresas ope-
ren como células independientes aunque formen parte de la
misma corporación, de tal manera que en términos prácti-
cos procuran cumplir con una sola de las autorizaciones de
funcionamiento, declarando que constituyen empresas sepa-
radas cuando operan en entidades federativas distintas, aun
y cuando en el fondo forman un solo cuerpo de empresa.

Esta forma de eludir la obligación legal de declarar opera-
ciones cuando ocurren en dos o más entidades federativas
a cargo de muchas empresas, se ha convertido en un fenó-
meno no solamente recurrente, sino de una especie de eva-
sión del cumplimiento de obligaciones que la autoridad ha
determinado como insoslayable para la adecuada regula-
ción de los servicios de seguridad privada.

El número de estas empresas registrado por la Secretaría de
Seguridad Pública, asciende a más de 4 mil en todas sus
modalidades y cobertura en distintas partes del país, con lo
que se ubican desde las empresas que operan en únicamen-
te dos entidades federativas, hasta aquéllas que manifiestan
actividades en todos los estados y el Distrito Federal. Esto
da una idea de las proporciones en que la actividad ha cre-
cido y, sobre todo, indica la magnitud del trabajo de super-
visión, control y, en su caso, de aplicación de sanciones por
inobservancia de las obligaciones establecidas.

El personal que labora en actividades de seguridad privada
registrado, asciende a decenas de miles de elementos, sin
considerar a los prestadores de servicios que operan fuera
de los registros establecidos. Con ello, el papel de la auto-
ridad federal se convierte no solamente en útil sino indis-
pensable para controlar el crecimiento exponencial de es-
tos servicios.

Por otra parte, en el mercado de los servicios de seguridad
privada se ha producido un acelerado avance tecnológico,

que aplicados a instalaciones, equipos, sistemas de comu-
nicación, monitoreo de movimientos por cámaras y censo-
res, localizadores satelitales y equipos de intercepción de
señales de aparatos de comunicación, entre otros; ha pro-
vocado que la ley vigente resulte inaplicable, ya que no
contempla los nuevos equipos con los que las empresas es-
tán ofreciendo sus servicios, mas aún, en aquéllas que pres-
tan servicios de seguimiento, monitoreo y rastreo de lla-
madas, y/o personas, bienes muebles, etc.

Como resultado de todo lo anterior, la Secretaría de Segu-
ridad Pública consideró en su actual modelo de gestión la
reestructuración a la Dirección General creada para la au-
torización de los servicios de seguridad privada, transfor-
mándola en la Dirección General de Seguridad Privada la
cual deberá asegurar que los servicios de seguridad pro-
porcionados por particulares en dos o más entidades fede-
rativas, se apeguen a la normatividad aplicable en la mate-
ria y aplicar en su ámbito de competencia la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, estableciendo los procedi-
mientos necesarios para su debida regulación y supervi-
sión, con la finalidad de contribuir al logro de los objetivos
de la Estrategia Nacional para la Prevención del Delito y el
Combate a la Delincuencia.

Es por ello, que el objetivo de las modificaciones que se
proponen en la presente iniciativa de reforma a la Ley Fe-
deral de Seguridad Privada, es el de adecuar la ley a los
nuevos requerimientos tecnológicos, reforzar los requisitos
a cumplir por las empresas privadas que ofrecen servicios
de vigilancia, rastreo, monitoreo y seguimiento de perso-
nas y vehículos, como lo son dispositivos de localización
que operan vía satélite integrado pudiendo ser un sistema
de localización vehicular satelital GPS-GPRS (e-tracker),
un dispositivo de localización satelital de personas GPS-
GPRS-SMS (Xega SOS, E-Phone Pro, E-Phone Esc, o VIP
911), y un Chip de Identificación implantable en el cuerpo
humano denominado “Verichip”, entre otros.

El inminente crecimiento de empresas que ofrecen estos
servicios, y la facilidad con la que evaden los registros fe-
derales al darse de alta en cada entidad federativa o en el
Distrito Federal bajo otra razón social, provocan incerti-
dumbre en el buen funcionamiento de los servicios que
ofrecen dejando a la ciudadanía en un estado de indefen-
sión, es por ello que la presente iniciativa propone que sea
la Secretaría de Seguridad Pública Federal observando en
lo conducente las disposiciones de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, la que tenga los me-
dios jurídicos idóneos para regularizar a estas empresas, y
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que sea una estricta selección de aquéllas que obtendrán su
registro, respetando la autonomía de las dependencias lo-
cales, con el fin de que establezcan los criterios a seguir pa-
ra otorgar un registro local a las empresas que sólo presten
sus servicios en su entidad.

Considerando lo anterior, la iniciativa de reforma a la cita-
da ley contiene los siguientes cambios y adecuaciones.

En el artículo 1, se establece que la presente ley tiene por
objeto regular la prestación de servicios de seguridad pri-
vada cuando estos comprendan dos o mas entidades fede-
rativas, en la modalidades y condiciones previstas en la
misma, así como en su reglamento, la infraestructura, equi-
po es instalaciones inherentes a las mismas, siendo sus dis-
posiciones de orden público e interés social y de observan-
cia general en todo el territorio nacional.

En cuanto a los servicios que se presten solo dentro del te-
rritorio de una entidad  federativa, estarán regulados como
lo establezcan las leyes locales correspondientes.

En el artículo 2, dedicado a las definiciones y conceptos
contenidos en la ley, se actualiza la anterior denominación
de la dirección responsable de las autorizaciones federales
por la denominación de Dirección General de Seguridad
Privada, con la intención de que su nomenclatura le permi-
ta denotar el cúmulo de sus funciones y la cobertura inte-
gral de sus intervenciones públicas.

El artículo 13 se reforma para precisar que, en caso de no
cumplir los prestadores de servicios de seguridad privada
con los plazos señalados para presentar sus informes a la
Dirección General de Seguridad Privada, se tendrán por
presentadas en forma extemporánea , sujetándose a la apli-
cación de las sanciones correspondientes establecidas en la
ley y su Reglamento.

En el artículo 15 se incluyen los servicios de seguridad pri-
vada sujetos a regulación, mejorando la definición de con-
ceptos y actualizando la lista vigente, con las siguientes ac-
tividades: traslado y protección de personas, vigilancia en
los bienes, traslado y /o custodia de bienes y valores, loca-
lización e información sobre personas físicas o morales y
bienes y establecimiento y operación de sistemas y equipos
de seguridad.

El contenido de los  artículos 16, 19, 22, 25 y 26,  se refor-
man para que la Dirección General de Seguridad Privada,

cuente con las atribuciones necesarias para otorgar o negar
la expedición de autorizaciones. En igual sentido se esta-
blecen  los requisitos que en materia de fianza, equipo, pre-
sentación de informes, solicitudes de revalidación, cumpli-
miento de obligaciones de registro, empleo de logotipo,
uniformes, uso de vehículos, reportes de movimientos de
personal activo en la prestación de servicio, credenciales y
medios de identificación y la posibilidad de que la Direc-
ción General niegue la autorización como medio de san-
ción al incumplimiento de las obligaciones establecidas.

La obligación de proveer capacitación permanente a los
elementos de los servicios de seguridad privada se estable-
ce mediante adecuaciones a los artículos 29, 30 y 31 de la
ley, previéndose que sean capacitadores internos o externos
a las organizaciones prestadoras de servicios de seguridad
privada, los que, previa registro ante la Secretaría de Tra-
bajo y Previsión Social del gobierno federal, sean los que
se reconozcan como capacitadores validados por la Direc-
ción General de Seguridad Privada, con esto se impide que
la capacitación sea improvisada o se provea por personas
sin la preparación requerida por la propia ley.

En el mismo sentido, pero para el personal operativo, el ar-
tículo 33 refuerza sus obligaciones en la materia de utiliza-
ción del equipo de telecomunicación autorizado por la Di-
rección General de Seguridad Privada.

El artículo 35 prevé que, además de cumplir con las dispo-
siciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosi-
vos y de la presente ley, los prestadores de servicios debe-
rán de cumplir con la regulación local de la entidad
federativa en la que presten sus servicios.

Con relación a las atribuciones de vigilancia, supervisión y
control que deberá ejercer la Dirección General de Seguri-
dad Privada para asegurar el cumplimiento de la ley y de
las obligaciones de los prestadores de servicios autoriza-
dos, los artículos 36 y 37 de la ley se adicionan para esta-
blecer que corresponde a la dirección determinar en cual-
quier momento el tipo y alcances de las visitas de
verificación que aseguren la correcta operación de las au-
torizaciones expedidas.

Finalmente, el artículo 43 clarifica el supuesto principal
que proceden las sanciones que determina la ley y que ocu-
rre cuando en las visitas de verificación practicadas, se de-
tecte la inobservancia de las obligaciones establecidas, así
como por las infracciones comprobadas.
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En atención a los aspectos que la iniciativa de reforma pre-
vé para la ley en comento y 

Considerando

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, establece en su artículo 21 que la Seguridad Pública
es una función a cargo de la federación, los estados, el dis-
trito federal y los municipios cuya ejecución deberá reali-
zarse en forma coordinada entre los distintos ordenes de
gobierno y que la seguridad privada no puede desligarse de
la seguridad pública en su carácter de actividad comple-
mentaria;

Que la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica establece que además de cumplir con las disposicio-
nes de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, los
particulares que presten servicios de seguridad, protección,
vigilancia o custodia de personas, lugares o establecimien-
tos, de bienes o valores, incluido su traslado; deberán obte-
ner autorización previa de la Secretaría, cuando los servi-
cios comprendan dos o más entidades federativas; o de la
autoridad administrativa que establezcan las leyes locales,
cuando los servicios se presten sólo en el territorio de una
entidad. En el caso de la autorización de la Secretaría, los
particulares autorizados, además deberán cumplir la regu-
lación local.”

Que la Ley General determina que los servicios privados
de seguridad son auxiliares a la función de seguridad pú-
blica y quienes se dediquen a estos servicios, así como el
personal que utilicen, se regirán en lo conducente, por las
normas que determine la ley, incluyendo los principios de
actuación y desempeño y la obligación de aportar los datos
para el registro de su personal y equipo y, en general, pro-
porcionar la información estadística y sobre la delincuen-
cia al Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Que la coordinación de la federación con las entidades fede-
rativas y los municipios en materia de seguridad privada for-
ma parte de las materias que deben regularse bajo estándares
y normas uniformes en todo el país por motivo de una perti-
nencia técnica y un mejor control de dichos servicios; y

Que el crecimiento de la oferta de servicios de seguridad
privada requiere de un marco legal uniforme y actualizado,
evitándose con ello la laxitud y dispersión de normas loca-
les y federales que no puedan complementarse por efecto
de su posible localismo o generalidad, se presenta el si-
guiente proyecto de

Decreto por el cual se reforman diversas disposiciones
de la Ley Federal de Seguridad Privada

Único. Se reforman los artículos 1, fracciones VII, VIII y
XII del artículo 2, 13, 15, 16, 19, 22, fracciones IX, XIII,
XV, y XVII del artículo 25, 26, 29, 30, 31, fracción II del
artículo 33, 35, 36, 37 y 43, todos de la Ley Federal de Se-
guridad Privada para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular la pres-
tación de servicios de seguridad privada, cuando estos
comprendan dos o más entidades federativas, en las moda-
lidades y condiciones previstas en esta ley y su reglamen-
to, así como la infraestructura, equipo e instalaciones inhe-
rentes a las mismas. Sus disposiciones son de orden
público e interés social y de observancia general en todo el
territorio nacional.

…

Artículo 2. …

I. a VI. …

VII. Dirección General. La Dirección General de Se-
guridad Privada, dependiente de la Secretaría de Se-
guridad Pública Federal.

VIII. Autorización. El acto administrativo por el que la
Secretaría de Seguridad Pública federal, a través de la
Dirección General de Seguridad Privada, permite a
una persona física o moral prestar servicios de seguri-
dad privada en dos o más entidades federativas.

IX. a XI. …

XII. Reglamento. El Reglamento de la Ley Federal de
Seguridad Privada.

XIII. …

Artículo 13. Para efectos del registro, el prestador de ser-
vicios, estará obligado a informar, dentro de los primeros
10 días naturales de cada mes, sobre la situación y actuali-
zaciones relativas a cada uno de los rubros contemplados
en el artículo que antecede, de no hacerlo en el término
señalado, se tendrán por presentadas en forma extempo-
ránea, sujetándose a la aplicación de las sanciones co-
rrespondientes establecidas en la ley y su Reglamento.
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Artículo 15. …

I. Traslado y protección de personas. Consiste en la
protección, traslado, custodia, salvaguarda, defensa de
la vida y de la integridad corporal del prestatario, por
medio de cualquier servicio de custodia o de equipos de
localización e identificación personal.

II. Vigilancia en los bienes. Se refiere al cuidado y pro-
tección de bienes muebles e inmuebles;

III. Traslado y custodia de bienes o valores. Consiste
en la prestación de servicios de custodia, vigilancia, cui-
dado y protección de bienes muebles o valores, inclu-
yendo su traslado;

IV. Localización e información sobre personas físicas
o morales y bienes. Se refieren a la prestación de servi-
cios para obtener informes de antecedentes, solvencia,
localización o actividades de personas.

V. Establecimiento y operación de sistemas y equipos
de seguridad. Se refiere a la actividad relacionada di-
recta o indirectamente con la instalación o comerciali-
zación de equipos, dispositivos, aparatos, sistemas o
procedimientos técnicos especializados de monitoreo y
vigilancia, y

VI. …

Artículo 16. …

Una vez que la Dirección General reciba la solicitud de au-
torización, deberá solicitar a la entidad federativa en que el
prestador de servicios tenga establecida o pretenda estable-
cer su oficina matriz, un informe sobre los antecedentes
profesionales, de imagen e impacto social del peticionario.
Dicho informe deberá ser remitido por la autoridad local en
un plazo máximo de quince días hábiles y será tomado en
cuenta por la Dirección General, al momento de resolver lo
procedente, de no recibirse el informe en el plazo estable-
cido, se entenderá que no hay objeción alguna por parte de
la entidad que corresponda.

Artículo 19. Para revalidar la autorización otorgada, basta-
rá que el prestador de servicios, con treinta días hábiles
de anticipación a la extinción de la vigencia de la autori-
zación, lo solicite y manifieste, bajo protesta de decir ver-
dad, no haber variado las condiciones existentes al mo-
mento de haber sido otorgada, o en su caso, actualice

aquellas documentales que así lo ameriten, tales como in-
ventarios, movimientos de personal, pago de derechos, pó-
liza de fianza, modificaciones a la constitución de la em-
presa y representación de la misma, Planes y Programas de
Capacitación y Adiestramiento, y demás requisitos que por
su naturaleza lo requieran.

Artículo 22. …

Para el caso de la modificación, solo se efectuará cuan-
do la misma consista en la ampliación o restricción del
ámbito territorial o modalidades otorgadas en la auto-
rización o su revalidación.

Capítulo III
De los Requisitos para Prestar
Servicios de Seguridad Privada

Artículo 25. …

I. a VIII. …

IX. …

Si se cuenta con capacitadores internos, exhibir las
constancias que acrediten sus conocimientos en ma-
teria de seguridad privada.

X. a XII. …

XIII. Adjuntar el formato de credencial de la empresa
prestadora del servicio, que se expedirá al personal.

XIV. …

XV. Relación de bienes muebles e inmuebles que se uti-
licen para el servicio, incluido equipo de telecomunica-
ciones, armamento, vehículos, semovientes así como
los aditamentos complementarios al uniforme, en los
formatos que para tal efecto establezca la Dirección Ge-
neral;

XVII. Copias certificadas del permiso para operar fre-
cuencia de telecomunicación o contrato celebrado con
concesionaria autorizada;

XVIII. a XXI. …

Artículo 26. … 
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I. …

II. …

III. Póliza de fianza expedida por institución legalmen-
te autorizada a favor de la Tesorería de la Federación,
por un monto equivalente a cinco mil veces el salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal, misma
que deberá contener la siguiente leyenda:

“Para garantizar por un monto equivalente a cinco
mil veces el salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal las condiciones a que se sujetará en
su caso la autorización o revalidación para prestar
servicios de seguridad privada en dos o más entida-
des federativas otorgada por la Dirección General
con vigencia de un año a partir de la fecha de auto-
rización; la presente fianza no podrá cancelarse sin
previa autorización de su beneficiaria, la Tesorería
de la Federación”, y

Se deberá además aplicar la normatividad que en
materia de pólizas de fianzas sea requerida por la Te-
sorería de la Federación.

IV. …

Artículo 29. Los prestadores de servicios estarán obliga-
dos a capacitar a su personal operativo. Dicha capacitación
podrá llevarse a cabo en las instituciones educativas de la
secretaría, en las academias estatales o en los centros de ca-
pacitación privados, que deberán ser verificados autoriza-
dos y revalidados anualmente por la Dirección General. El
Reglamento establecerá los tiempos, formas y plazos para
ello.

…

Artículo 30. La Dirección General podrá concertar acuer-
dos con los prestadores de servicios para colaborar en la
instrumentación y modificación a sus planes y programas
de capacitación y adiestramiento.

Artículo 31. El prestador de servicios deberá registrar an-
te la Secretaría del Trabajo y Previsión Social los planes y
programas de capacitación y adiestramiento que debe-
rán incluir los cursos básicos, de actualización y de ser
el caso de especialización para el personal operativo;
posteriormente deberá entregar un ejemplar a la secretaría
para su seguimiento.

Artículo 33. …

I. …

II. Utilizar, únicamente el equipo de telecomunicación
en los términos del permiso otorgado por autoridad
competente o concesionaria autorizada;

III. a VIII. …

Artículo 35. Además de cumplir con las disposiciones de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y de la
presente ley, los prestadores de servicios deberán de cum-
plir con la regulación local de la entidad federativa en la
que presten sus servicios.

Artículo 36. La Dirección General podrá ordenar en cual-
quier momento la práctica de visitas de verificación, inclu-
sive de manera previa para otorgar una autorización
con el fin de comprobar que se cuenta con los medios
humanos, de formación, técnicos, financieros y mate-
riales para brindar los servicios de forma adecuada.

…

Artículo 37. El objeto de la verificación, además de lo se-
ñalado en el artículo que antecede, será comprobar el
cumplimiento a las disposiciones legales y reglamentarias
aplicables, así como de las obligaciones y restricciones a
que se sujeta la autorización o revalidación.

…

Artículo 43. Las sanciones a que se refiere este capítulo,
serán aplicadas por la Secretaría con base en las visitas de
verificación practicadas, por la inobservancia de las obli-
gaciones establecidas en la ley, así como por las infrac-
ciones comprobadas.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor a partir del día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los noventa días siguientes a la entra-
da en vigor del presente decreto, la Secretaría deberá expe-
dir y adecuar las disposiciones reglamentarias correspon-
dientes conforme a éste.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de enero de 2009.— Diputado
Luis Fernando Rodríguez Ahumada (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados.

ARTICULO 18 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
una iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el se-
gundo párrafo al artículo segundo transitorio, y el artículo
tercero transitorio al decreto por el que se declara reforma-
do el párrafo 4o. y adicionados los párrafos 5o. y 6o. del ar-
tículo 18 constitucional, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 12 de diciembre de 2005, suscrita por los
senadores Pedro Joaquín Coldwell y Jesús Murillo Karam,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que adiciona un segundo párrafo al artículo se-
gundo transitorio y un artículo tercero transitorio al decre-
to por el que se declaran reformado el párrafo cuarto y adi-
cionados los párrafos quinto y sexto del artículo 18
constitucional, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 12 de diciembre de 2005, suscrita por los senadores
Pedro Joaquín Coldwell y Jesús Murillo Karam, del Grupo
Parlamentario del PRI

Los suscritos, Jesús Murillo Karam y Pedro Joaquín Cold-
well, senadores por el Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional en la LX Legislatura del Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad conferida en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona un segundo párrafo al artículo segundo transitorio
y un artículo tercero transitorio al decreto por el que se de-
claran reformado el párrafo cuarto y adicionados los párra-
fos quinto y sexto, y se recorre el orden de los últimos dos
párrafos del artículo 18 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial
de la Federación (DOF) el 12 de diciembre de 2005, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 12 de diciembre de 2005 se publicó en el DOF el decre-
to por el que se declaran reformado el párrafo cuarto y adi-
cionados los párrafos quinto y sexto, y se recorre el orden
de los últimos dos párrafos del artículo 18 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el que
se estableció un nuevo sistema de justicia integral para
adolescentes.

El poder reformador de la Constitución valoró la pertinen-
cia de llevar por primera vez al texto de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos la noción de la jus-
ticia penal para adolescentes, a fin de reconocer en forma
explícita en la Carta Magna el derecho a un sistema de jus-
ticia especializado, respetuoso de sus derechos y las garan-
tías fundamentales, particularmente el derecho al debido
proceso legal.

Esta reforma busca redefinir los sistemas de justicia que se
aplican a los menores de edad, sentando las bases, los line-
amientos y los principios constitucionales que permiten el
posterior desarrollo de una legislación específica en la ma-
teria, a escalas local y federal, que encuentre un claro y só-
lido sustento en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

En esta reforma, las bases, los lineamientos y los principios
están dirigidos de manera clara hacia las entidades federa-
tivas, con el propósito de regular e impulsar la formación
de todos los modelos de justicia para menores de edad en
el país.

Pese a lo establecido en el cuarto párrafo del artículo 18 re-
formado, no se estableció en los transitorios del decreto de
fecha 12 de diciembre de 2005 disposición alguna respec-
to de la temporalidad para que operaran las reglas del sis-
tema en el ámbito federal. Por ende, una vez implantada la
reforma a escala local, se hace evidente la necesidad del es-
tablecimiento de leyes, instituciones y órganos específicos
para el ámbito federal.

Por otro lado, la reforma tiene como objetivo lograr la im-
plantación del sistema integral en todos los sistemas locales,
beneficiando a los menores ya procesados, sin que su im-
plantación provocara que se dejaran de sancionar conductas
realizadas durante la vigencia de la legislación anterior.

Es evidente que los transitorios originales de la reforma no
consideraron algunos de los elementos necesarios para ar-
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monizar dos sistemas, con lo que se generaba una posibili-
dad de impunidad por razones puramente formales y pro-
cesales.

En consecuencia, se proponen la adición de un segundo pá-
rrafo al artículo segundo transitorio y la incorporación de
un tercero para hacer frente a los problemas descritos.

Por las razones expuestas, sometemos a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona un segundo párrafo al artículo se-
gundo transitorio y un artículo tercero transitorio al
decreto por el que se declaran reformado el párrafo
cuarto y adicionados los párrafos quinto y sexto, y se
recorre el orden de los últimos dos párrafos del artícu-
lo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 12 de diciembre de 2005

Artículo Único. Se adicionan un segundo párrafo al artí-
culo segundo transitorio y un artículo tercero transitorio al
decreto por el que se declaran reformado el párrafo cuarto
y adicionados los párrafos quinto y sexto, y se recorre el or-
den de los últimos dos párrafos del artículo 18 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:

Transitorios

Primero. …

Segundo. (…)

La federación contará con un año a partir de la entrada en
vigor del presente decreto para crear las leyes, las institu-
ciones y los órganos que se requieran para la implantación
del sistema de justicia integral para adolescentes en mate-
ria federal.

Tercero. Los asuntos tramitados hasta el momento en que
se implanten las leyes, las instituciones y los órganos a que
se refiere el transitorio anterior se tramitarán conforme a la
legislación con que se iniciaron. Los asuntos que se en-
cuentren pendientes de resolución en el momento en que
inicie la operación del nuevo sistema se enviarán a la auto-
ridad que resulte competente para que continúe en el cono-
cimiento de éstos hasta su conclusión.

Artículo Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, a 21 de enero de 2009.— Senadores: Jesús Murillo Karam, Pe-
dro Joaquín Coldwell (rúbricas).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara
de Senadores.

LEY FEDERAL DE SEGURIDAD PRIVADA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Federal de Seguridad Pri-
vada, suscrita por la diputada Silvia Oliva Fragoso, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Seguridad Privada, suscrita por la di-
putada Silvia Oliva Fragoso, del Grupo Parlamentario del
PRD

La suscrita, Silvia Oliva Fragoso, diputada federal inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática en la Cámara de Diputados de la LX Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto por el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 55, fracción
II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Seguridad Privada, en virtud de la siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad, en México la seguridad pública se en-
cuentra inmersa en una severa crisis, la delincuencia orga-
nizada ha puesto en jaque a las instituciones del Estado, re-
presentando uno de los problemas más graves que debe
enfrentar.
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La población ha sido víctima de innumerables delitos, los
medios de comunicación día a día informan de homicidios,
secuestros, robos, etcétera, por lo que la ciudadanía se sien-
te insegura, tiene miedo y desconfianza en la policía y el
ministerio público; además, el gobierno ha sido incapaz de
solucionar este problema por ineficacia, corrupción e im-
punidad. 

Según los datos del Instituto Ciudadano de Estudios sobre
la Inseguridad, en su quinta Encuesta Nacional sobre Inse-
guridad (ENSI-5), la tasa nacional es de 10 mil 480 delitos
por cada 100 mil habitantes (incidencia delictiva), notoria-
mente superior a la que se presenta en países que tienen un
aceptable nivel de seguridad pública, como son casi todos
los integrantes de la Unión Europea, como Australia, Cana-
dá, Chile y Japón. En España, por ejemplo, la tasa es de 4
mil 600 delitos por cada 100 mil habitantes y en México, és-
ta es del 11 por ciento de víctimas (prevalencia delictiva),
que es significativamente más alta que la de aquellos países.

Son notables las diferencias que se advierten tanto en la in-
cidencia como en la prevalencia delictivas en las entidades
del país: las mayores tasas se presentan en el Distrito Fe-
deral que sufrió 25 mil 700 delitos y fueron victimizadas
14 mil 800 personas; en el estado de México 15 mil delitos
y 9 mil 800 personas victimizadas; en Baja California 13
mil 700 delitos y 8 mil 700 personas victimizadas; Tamau-
lipas, 13 mil 800 delitos y 8 mil 400 personas victimizadas;
y Nuevo León, 12 mil 500 delitos y 8 mil 300 victimiza-
ciones, todo lo anterior por cada 100 mi habitantes.

Según este estudio podemos advertir que la probabilidad de
ser victimizado es sumamente alta, al punto que se suscitan
importantes reflexiones; así podemos observar que los ha-
bitantes de las ciudades donde se han elevado el número de
delitos han cambiado sus hábitos de vida, en cuanto a salir
de la casa, abordar transporte público o dejar jugar a los ni-
ños fuera de casa, pero además, ante esta grave afectación,
algunos ciudadanos han optado por contratar seguridad pri-
vada, por lo que se ha dado un alto crecimiento en los últi-
mos años de estas empresas.

De acuerdo con datos recabados por la Secretaría de Segu-
ridad Pública Federal (SSP) del Registro Nacional de Em-
presas de Seguridad Privada, se reconoce que de las diez
mil empresas que se calcula existen en el país, el 80 por
ciento operan fuera de toda normatividad, únicamente en
2007 se contaba con 358 compañías con autorización fede-
ral, 78 mil 927 elementos operativos, 9 mil 228 vehículos
y 23 mil 721 armas.

Entonces, podemos advertir que la seguridad privada es un
sector económico en rápida expansión, creador de una
enorme cantidad de empleos formales e informales, des-
empeñan la función de salvaguardar los bienes materiales
y humanos a través de diversos medios, con personal de vi-
gilancia y con medios tecnológicos, por lo que la legisla-
ción tiene que estar acorde con su crecimiento.

Algunas empresas contribuyen a cubrir las crecientes nece-
sidades de seguridad de nuestras sociedades; otras, funcio-
nan en la ilegalidad ya que no cuentan con ningún permiso
para prestar el servicio y han ocasionado varios problemas.

Los problemas que presentan las empresas ilegales en la
prestación de servicios de seguridad privada son variados,
entre los que se encuentran: no cuentan con ninguna auto-
rización federal ni local para operar; no cuentan con póli-
zas de responsabilidad civil para garantizar el pago de da-
ños a terceros durante la prestación de los servicios que les
sean contratados; sus instalaciones son inadecuadas para el
normal desarrollo de la actividad; falta de capacitación de
sus elementos, no se presentan debidamente uniformados,
abandonan el servicio, en ocasiones consumen bebidas al-
cohólicas, llegan desvelados o no asientan datos en una bi-
tácora ni hacen reportes; otra de las fallas que se suscitan
en la mayoría de empresas de seguridad, es que a los ele-
mentos operativos no se le investiga, en cuanto a sus ante-
cedentes laborales y penales ni a su modo de vivir, contra-
tando personal de dudosa procedencia, poniendo en riesgo
la vida y el patrimonio de los usuarios.

Otra situación que no permite un buen servicio de seguri-
dad privada, es que las empresas de protección no les brin-
dan equipos ni sueldos adecuados a su personal, de acuer-
do a la peligrosidad de su trabajo, les asignan horarios de
trabajo fuera de la ley y no se les proporcionan prestacio-
nes sociales ni seguridad en el empleo.

Se advierte que existen una serie de irregularidades que ni
la Secretaría de Seguridad Pública federal ni las dependen-
cias correspondientes de los estados han sancionado a una
gran cantidad de empresas “pirata” que prestan diversos
servicios de seguridad privada sin cubrir los requisitos mí-
nimos para su funcionamiento.

Por la problemática que se ha generado con el crecimiento
incontrolado de estos servicios de protección y por la insu-
ficiencia de la Ley Federal de Seguridad Privada, es que
nace la inquietud de modificarla; además, en este sector ha
aumentado la utilización de equipos con nuevas tecnologí-
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as, algunas peligrosas para la salud y otros que atentan con-
tra la dignidad y privacidad de las personas, por lo que se
debe incluir en la ley el control de las actividades relacio-
nadas con importación, comercialización, instalación o
arrendamiento de equipos para la vigilancia y la seguridad
privada y la actividad relacionada con las centrales de alar-
ma y monitoreo, a fin de garantizar que estos servicios se
realicen en las mejores condiciones de eficiencia, imagen y
certeza, con el respeto irrestricto a los derechos humanos,
todo en beneficio de la población.

Estas modificaciones se presentan para que los prestadores
de este servicio actúen sobre la base de principios funda-
mentales para el correcto funcionamiento de las empresas,
y para que la autoridad correspondiente tenga los elemen-
tos necesarios para el control de las mismas, para que ba-
sados en la ley, se puedan otorgar las licencias y en su ca-
so se emitan las sanciones correspondientes para que las
actividades de protección se proporcionen con eficiencia,
integridad y dignidad; para que el trato y la protección a los
usuarios y a la población en general sea el correcto, evi-
tando arbitrariedades y violencia, actuando con congruen-
cia y proporcionalidad en sus facultades y utilizando los
medios adecuados para la seguridad.

En la presente iniciativa, uno de los aspectos más impor-
tante que se adiciona, es la urgente necesidad de que el es-
tablecimiento capacite a su personal para que cuente con
un perfil ético, como requisito indispensable para ingresar
al servicio de seguridad privada.

Se considera indispensable ese perfil de los directivos y de
los elementos que proporcionen protección, porque es co-
nocido que algunos delitos de robos y secuestros han sido
realizados por los propios elementos de seguridad contra-
tados, o han sido ellos mismos los que proporcionan datos
importantes de los bienes que poseen o informan de las ac-
tividades cotidianas que realizan los usuarios, paran ser uti-
lizados más tarde por los delincuentes, además que cuenten
con la aptitud, idoneidad y confiabilidad, para que su ac-
tuar esté basado en esos principios éticos, en la legalidad,
la eficiencia, el profesionalismo y la honradez.

Un objetivo que se persigue con la entrada en vigor de la
presente iniciativa, es que los servicios de seguridad priva-
da se presten con integridad y dignidad, pero sobre todo,
que la protección y el trato sea el correcto hacia las perso-
nas, evitando arbitrariedades y violencia, actuando con
congruencia y proporcionalidad en casos necesarios.

En cuanto a los fines que se persiguen con las presentes
modificaciones a la ley, se está contemplando el fortaleci-
miento de la seguridad pública, no únicamente bajo el es-
quema de coordinación de la secretaría con los prestadores
de servicios (lo que ya se encuentra previsto en la normati-
vidad vigente), sino que se trata de profesionalizar a la pro-
tección privada porque en la medida que esos servicios se
efectúen con racionalidad, eficiencia, apego a la legalidad
y respeto irrestricto a los derechos humanos, se apoyará in-
discutiblemente a la seguridad pública.

Otra necesidad que se presenta en la actualidad, es que se
deben determinar las características de los medios materia-
les y técnicos para la protección, utilizando únicamente los
que sean homologados o autorizados por la secretaría, de
manera que se garantice su eficacia y se evite que produz-
can daños o molestias a terceros. Es importante mencionar
que dentro de las medidas de seguridad que deberá tomar
en cuenta la dirección general, es la prohibición de la utili-
zación de medios materiales o técnicos que pudieran cau-
sar algún daño físico o perjuicio al cliente o a terceros o po-
ner en peligro a la sociedad.

Se requiere un estricto control, inspección y vigilancia de
quienes realicen actividades tales como la fabricación, im-
portación, comercialización, instalación o arrendamiento
de equipos de seguridad, para que se tenga la base de datos
de estas empresas y se puedan investigar en caso de que los
clientes sean objeto de delitos relacionados con la actividad
mencionada; algunos de los que se necesita regular son los
de detección, identificación, interferencia, escucha, etcéte-
ra; el listado lo determinará el reglamento que emita el Eje-
cutivo por ser aspectos técnicas. 

Se contempla también en la presente iniciativa, el control,
la inspección y vigilancia de quienes instalan y operan cen-
trales de alarma y monitoreo, porque están relacionadas di-
recta o indirectamente con aparatos, dispositivos y siste-
mas electrónicos para la protección de bienes muebles e
inmuebles para tener un registro de estas empresas, para
evitar que sean utilizadas para realizar delitos en lugar de
proporcionar seguridad.

Quienes realicen estas actividades, deberán presentar se-
mestralmente a la dirección general, para su registro, todos
los equipos o sistemas que adquieran o comercialicen al
Registro Nacional de Empresas, Personal y Equipo de Se-
guridad Privada. También se busca con el mencionado re-
gistro, tener control de todos aquellos equipos que se usan
para la seguridad en edificios e instalaciones, los equipos
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de detección, de visión, de seguridad bancaria, etc. para
evitar que los usuarios pudieran ser objeto de delitos o se
le puedan causar daños físicos o molestar en su honor y en
la privacidad.

Se incluye en la propuesta, como requisito para que la se-
cretaría otorgue la autorización correspondiente, que el
prestador de servicios de seguridad privada presente una
póliza de fianza expedida por institución legalmente auto-
rizada, para garantizar el pago de daños a terceros durante
la prestación de los servicios que les sean contratados y así
responder a algún daño que se pudiera causar al usuario o
a terceros. 

Consideramos necesario que la capacitación del personal
operativo sea constante, se deberá acreditar inicialmente
que los elementos han recibido un curso básico de induc-
ción al servicio, sin menoscabo de la que se proporcionen
periódicamente. Para cada una de las actividades mencio-
nadas en la Ley de Seguridad Privada se tendrá un plan de
capacitación; cuando la actividad por desempeñar requiera
el uso de la fuerza, dicho programa deberá centrarse en
cuatro aspectos fundamentales cuando menos, que son per-
suasión verbal y psicológica, utilización de la fuerza cor-
poral, uso adecuado de instrumentos no letales, y como úl-
tima opción, en casos extremos, la utilización de armas de
fuego, las cuales tienen que contar con el registro corres-
pondiente y ser utilizadas con un alto grado de responsabi-
lidad.

Se contempla que la capacitación del personal de seguridad
privada puedan llevarse a cabo en la secretaría, en Institu-
ciones de seguridad pública estatales o locales y en institu-
ciones privadas que tengan la autorización correspondien-
te; las que no requieran uso de la fuerza se podrán impartir
en dependencias de la Secretaría de Educación Pública o en
centros de capacitación privados, instituciones los cuales
deberán ser autorizados por la dirección general. El Regla-
mento de Seguridad Privada establecerá los programas, los
tiempos y los lugares adecuados para ello.

Dentro de las obligaciones que establece la ley para el per-
sonal de seguridad privada, se determina que ellos deberán
abstenerse de comunicar a terceros cualquier información
sobre los clientes o de personas relacionadas con ellos, así
como de sus bienes y efectos que se custodien o se conoz-
can por el ejercicio de sus funciones, garantizando así la
confidencialidad del servicio. 

Es importante destacar que la iniciativa incluye la obliga-
ción del personal de seguridad privada de hacer la denun-
cia o poner inmediatamente a disposición de la autoridad
competente a los presuntos delincuentes, así como los ins-
trumentos, efectos y pruebas de los hechos que se les im-
putan, cuando, en el ejercicio de sus funciones, se atrape en
flagrancia o se conozca de la comisión de algún delito.

Se propone también ampliar las sanciones por responsabi-
lidades en que puedan incurrir las empresas de seguridad
privada, por lo que se rediseñaron las causales de la sus-
pensión temporal y se adicionaron otras sanciones como
son la cancelación y la revocación de la autorización.

Se cambiaron también las consideraciones para interponer
una sanción, cabe resaltar que la secretaría podrá interpo-
ner multas que oscilarán entre el 50 por ciento y el 100 por
ciento adicional de las sanciones originalmente impuestas,
de acuerdo con la gravedad de la infracción, las circuns-
tancias de ejecución y las condiciones económicas de la
empresa.

Como podemos observar, la presente iniciativa es más es-
tricta que la Ley vigente, porque aumenta los requisitos pa-
ra operar como empresa de seguridad privada, endurece las
sanciones para quienes actúen contrario a la ley; pero esto
es necesario para tratar de controlar a las empresas “pira-
ta”, porque muchas de ellas que ahora están funcionando
sin ningún problema, en lugar de proporcionar protección
a sus clientes, representan un verdadero peligro para la se-
guridad de las personas y sus bienes.

Es importante mencionar que recientemente la Suprema
Corte de Justicia de la Nación validó la Ley Federal de Se-
guridad Privada, que había sido objeto de una controversia
constitucional por parte de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, otorgando al gobierno federal la facultad
de regular a las empresas que presten este servicio en dos
o más entidades federativas y que corresponde a la Secre-
taría de Seguridad Pública federal regularlas.

Con una cerrada votación, los ministros determinaron tam-
bién que el Congreso de la Unión sí tiene facultades para
emitir la Ley Federal de Seguridad Privada, consagrado en
el artículo 73 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en su fracción XXIII, donde se dispone
de manera clara la obligación del Poder Legislativo res-
pecto de expedir leyes relativas a las bases de coordinación
sobre las cuales deben trabajar las autoridades de seguridad
pública, de los tres poderes de gobierno. 
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Por ello es importante que se cuente con una Ley Federal
de Seguridad Privada que otorgue certeza jurídica a los
usuarios de este servicio y que proporcione a la autoridad
los elementos necesarios para el control de este sector. Es-
ta reforma debe ser tomada en cuenta, ya que ante el clima
de inseguridad que vive nuestro país, han aumentado con-
siderablemente estas empresas que ofrecen variadas alter-
nativas, entre ellas servicios con elementos de seguridad y
la venta o renta de instrumentos tecnológicos, todo ello de-
be ser controlados para evitar que se le revierta la intención
al cliente y en lugar de protegerlo, les causen daños por la
falta de ética de los empleados y los conviertan en víctimas
de la delincuencia.

En virtud de lo anterior y ante la urgente necesidad de to-
mar medidas legislativas al respecto presento ante esta so-
beranía la siguiente

Iniciativa

Artículo Único. Iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 1o., la fracción III, VII y VIII del artícu-
lo 3o., el artículo 4o., primer párrafo artículo 5o., la frac-
ción V del artículo 7, la fracción V y VI del artículo 15, la
fracción III del articulo 26, el articulo 29, la fracción XXII,
XXIX y XXX del artículo 32, la fracción VII del artículo
33, las fracciones III y VI del artículo 40, y la fracción III,
V y VI del articulo 42; y se adicionan un segundo párrafo
al artículo 1o., la fracción V-1 del artículo 2o., la fracción
IX y X del artículo 3o., la fracción VII y VIII del artículo
15, la fracción XXXI y XXXII del artículo 32, la fracción
IX y X del artículo 33, el artículo 37 Bis fracciones I, II, III
y IV, todos de la Ley Federal de Seguridad Privada para
quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular la pres-
tación de servicios de seguridad privada, cuando estos se
presten en dos o más entidades federativas, a fin de ga-
rantizar que se realicen en las mejores condiciones de
eficiencia, imagen y certeza en beneficio de la pobla-
ción, en las modalidades previstas en esta ley y su regla-
mento, así como la infraestructura, equipo e instalaciones
inherentes a las mismas. Sus disposiciones son de orden
público e interés social y de observancia general en todo el
territorio nacional.

Los servicios se prestarán tomando en cuenta los prin-
cipios de integridad y dignidad; protección y trato co-
rrecto a las personas, evitando en todo momento arbi-

trariedades y violencia, actuando en congruencia y pro-
porcionalidad en la utilización de sus facultades y me-
dios disponibles.

…

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

V-1. Perfil ético: La aptitud, idoneidad y confiabili-
dad para prestar servicios o realizar actividades de
seguridad privada con apego a los principios de le-
galidad, eficiencia, profesionalismo y honradez;

Artículo 3. La aplicación, interpretación y efectos, en el
ámbito administrativo de la presente ley, corresponde al
Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría y tiene los
fines siguientes: 

I…

II…

III. El fortalecimiento de la seguridad pública, bajo un
esquema de coordinación de la Secretaría con el presta-
dor de servicios, para lograr en beneficio de los particu-
lares, con apego a la legalidad y respeto a los derechos
humanos en las mejores condiciones de seguridad;

IV…

V…

VI. La consolidación de un régimen que privilegie la
función preventiva, a fin de otorgar certidumbre a los
prestatarios y se proporcionen las garantías necesarias al
prestador de servicios, en la realización de sus activida-
des;

VII. Procurar políticas, lineamientos y acciones, me-
diante la suscripción de convenios con las autoridades
competentes de los Estados, Distrito Federal y Munici-
pios, para la mejor organización, funcionamiento, regu-
lación y control de los servicios de seguridad privada,
en el marco de las normas que se contienen en la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública;

VIII. La determinación de las características y fina-
lidades de los medios materiales y técnicos, con el ob-
jetivo de garantizar la seguridad, utilizando única-
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mente los medios homologados y autorizados por la
Secretaría, de manera que se garantice su eficacia y
se evite que produzcan daños o molestias a terceros;

IX. El control, la inspección y vigilancia de quienes
realicen actividades de fabricación, importación, co-
mercialización, instalación o arrendamiento de equi-
pos para la vigilancia y la seguridad privada, y

X. El control, la inspección y vigilancia de quienes
instalan y operan centrales de alarma y monitoreo
relacionados directa o indirectamente con aparatos,
dispositivos y sistemas electrónicos para la protec-
ción de bienes muebles e inmuebles.

Artículo 4. En todo lo no previsto por la presente ley, se-
rán aplicables en forma supletoria, la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo y la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos.

Artículo 5. La Secretaría a través de la Dirección General
realizará todas aquellas acciones tendientes a que los
servicios de seguridad privada se lleven a cabo con efi-
ciencia y calidad, proporcionado certeza y confianza a
los prestatarios y tendrá las siguientes facultades en
materia de seguridad privada:

…

Artículo 7. La Secretaría, con la intervención que corres-
ponda al Sistema Nacional de Seguridad Pública, podrá
suscribir convenios o acuerdos con las autoridades compe-
tentes de los Estados, Distrito Federal y Municipios, con el
objeto de establecer lineamientos, acuerdos y mecanismos
relacionados con los servicios de seguridad privada, que
faciliten:

I. a IV. …

V. La homologación de los criterios, requisitos, obliga-
ciones y sanciones en esta materia, respetando la distri-
bución de competencias que prevé la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, entre la Fe-
deración y las entidades federativas, con el fin de ga-
rantizar que los servicios de seguridad privada se reali-
cen en las mejores condiciones de eficiencia y certeza
en beneficio del prestatario, evitando que el prestador de
servicios multiplique sus obligaciones al desarrollar sus
actividades en dos o más entidades federativas.

Artículo 15. Es competencia de la Secretaría, por conduc-
to de la Dirección General, autorizar los servicios de Segu-
ridad Privada, cuando estos se presten en dos o más enti-
dades federativas y de acuerdo a las modalidades
siguientes:

I a IV…

V. Sistemas de prevención y responsabilidades. Se re-
fieren a la prestación de servicios para obtener informes
de antecedentes, solvencia, localización o actividades
de personas;

VI. Actividad vinculada con servicios de seguridad pri-
vada. Se refiere a la actividad relacionada directa o in-
directamente con la instalación o comercialización de
sistemas de blindaje en todo tipo de vehículos automo-
tores, y de los equipos, dispositivos, aparatos, sistemas
o procedimientos técnicos especializados;

VII. Actividad vinculada con actividades de fabrica-
ción, importación, comercialización, instalación o
arrendamiento de equipos para la vigilancia y la se-
guridad privada. Se refiere a la actividad relacionada
directa o indirectamente con la fabricación, importa-
ción, comercialización, instalación o arrendamiento
de aparatos, dispositivos y sistemas de seguridad tales
como equipos de detección, identificación, interfe-
rencia, escucha y los demás que establezca el regla-
mento, y

VIII. Actividad vinculada con centrales de alarma y
monitoreo. Se refiere a la actividad relacionada di-
recta o indirectamente con la instalación de apara-
tos, dispositivos y sistemas electrónicos para la pro-
tección de bienes muebles e inmuebles.

Artículo 26. De ser procedente la autorización, el solici-
tante deberá presentar dentro de los diez días hábiles si-
guientes a la notificación de procedencia:

I. …

II. …

III. Póliza de Fianza expedida por institución legalmen-
te autorizada a favor de la Tesorería de la Federación,
por un monto equivalente a cinco mil veces el salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal, para ga-
rantizar el pago de daños a terceros durante la pres-
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tación de los servicios que les sean contratados, que
deberá contener la siguiente leyenda:

…

Artículo 29. Los prestadores de servicios estarán obliga-
dos a capacitar inicialmente a su personal operativo sin
menoscabo de la capacitación y adiestramiento que pe-
riódicamente se proporcione, de conformidad a la mo-
dalidad que se le requiera para mejor proveer los servi-
cios o realizar las actividades de seguridad privada.

En su caso deberán acreditar a través de los cursos y ca-
pacitación que determine la Secretaría, que poseen los
conocimientos necesarios y suficientes para la utiliza-
ción de la fuerza, en el desempeño de sus actividades.

En este caso, los programas y planes de capacitación y
adiestramiento se deberán impartir a los elementos
operativos, deberán contener cuando menos los si-
guientes rubros:

I. Persuasión verbal y psicológica;

II. Utilización de la fuerza corporal;

III. Utilización de instrumentos no letales, y

IV. Utilización de armas de fuego.

Dicha capacitación podrá llevarse a cabo en las institu-
ciones educativas de la Secretaría, en Instituciones o
academias estatales o locales de Seguridad Pública, en
instituciones privadas que tengan la autorización co-
rrespondiente; los que no requieran el uso de la fuerza
se podrán impartir en dependencias de la Secretaría de
Educación Pública o en los centros de capacitación pri-
vados, mismos que deberán ser autorizados y revalida-
dos anualmente por la Dirección General.

El Reglamento establecerá los tiempos, formas y plazos
para ello.

Artículo 32. Son obligaciones de los prestadores de servi-
cios:

I. a XXI. …

XXII. Mantener en estricta confidencialidad, la infor-
mación relacionada con el servicio, absteniéndose de

comunicar a terceros cualquier información que co-
nozcan en el ejercicio de sus funciones sobre sus
clientes, personas relacionadas, así como bienes y
efectos que se custodien, siempre y cuando no repre-
sente la comisión de un delito.

XXIII. a XXVIII. …

XXIX. Tratándose de prestadores de servicios que ope-
ren en la modalidad prevista en la fracción III del artí-
culo 15 de la presente Ley, y específicamente para el
traslado de valores, se deberán utilizar vehículos blinda-
dos;

XXX. Registrar ante la Dirección General los animales
con que operen y sujetar su utilización a las normas apli-
cables;

XXXI. Queda prohibida en la prestación de servicios
de seguridad privada, la utilización de medios mate-
riales o técnicos cuando pudieran causar daño o per-
juicios a terceros o poner en peligro a la sociedad, y

XXXII. Tratándose de prestadores de servicios que
operen en la modalidad prevista en la fracción VII y
VIII del artículo 15 de la presente Ley deberán cre-
ar y mantener un registro de compradores y usua-
rios, el cual deberá contener datos personales del
usuario y la persona o empresa que suministró el
equipo.

Dicho registro de compradores y usuarios deberá pre-
sentarse semestralmente ante la Dirección General y se
aplicarán las disposiciones relativas al Registro Nacio-
nal de Empresas, Personal y Equipo de Seguridad Pri-
vada contenidas en el Capítulo III de la presente Ley.

Artículo 33. Son obligaciones del personal operativo de
seguridad privada:

I. a VI. …

VII. En caso de portar armas, hacer uso responsable de
ellas y contar con la licencia o su equivalente que auto-
rice su portación, llevándola consigo únicamente en la
prestación del servicio;

VIII. …
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IX. Poner inmediatamente a disposición de la autori-
dad competente a los delincuentes en relación con el
objeto de su protección, así como los instrumentos,
efectos y pruebas de los delitos;

X. Mantener en estricta confidencialidad, la infor-
mación relacionada con el servicio, absteniéndose de
comunicar a terceros cualquier información que co-
nozcan en el ejercicio de sus funciones sobre sus
clientes, personas relacionadas, así como bienes y
efectos que se custodie, siempre y cuando no repre-
sente la comisión de un delito, y

XI. En el desempeño de sus labores atenderán y ajus-
tarán su conducta conforme al perfil ético que es re-
quisito indispensable para ingresas al servicio de se-
guridad privada.

Artículo 37 Bis. Serán objeto de inspección, control y
vigilancia por parte de la Dirección General, los si-
guientes equipos:

I. Equipos de detección. Todos aquellos materiales o
equipos para descubrir la presencia de armas u otros
elementos portados por las personas;

II. Equipos de visión y escucha. Son todos aquellos
equipos y materiales que se emplean para observar
y/o escuchar lo que sucede en lugares remotos;

III. Equipos de seguridad bancaria. Son todos aque-
llos equipos o materiales que se empelan para prote-
ger las instalaciones, valores, dineros, joyas, docu-
mentos y demás elementos de custodia de las
entidades bancarias o similares y, 

IV. Las centrales de alarma y de monitoreo.

V. Los demás que determine el reglamento.

Artículo 40. Las resoluciones de la Secretaría, que apli-
quen sanciones administrativas, deberán estar debidamen-
te fundadas y motivadas, tomando en consideración:

I. …

II. …

III. El desempeño y la antigüedad en el servicio;

IV. …

V. …

VI. El daño o perjuicio económico, ya sea que de forma
conjunta o separada se hayan causado a terceros o la
gravedad de la ofensa al interés público.

Artículo 42. …

I. …

II. …

III. Suspensión de los efectos de la autorización de uno
a seis meses, en este caso, la suspensión abarcará el ám-
bito territorial que tenga autorizado, incluida su oficina
matriz en los siguientes casos:

a) Omitir el cumplimiento de las obligaciones
previstas en las fracciones III, V, VI, VII, IX,
XIII, XIV, XVI, XVIII, XIX, XXIII, XXIV, XXV,
XXVII, XXVIII, XXX, XXXI y XXXII del artícu-
lo 32 de esta ley.

b) Abstenerse de cumplir la sanción pecuniaria
impuesta.

c) No presentar en tiempo la solicitud de revali-
dación de autorización.

d) Suspender la prestación del servicio sin dar el
aviso a que se refiere la fracción XXIII del artí-
culo 32 de esta de ley.

La duración de la suspensión temporal no podrá ex-
ceder de 30 días hábiles y en todo caso, el prestador
del servicio o realizador de actividades deberá sub-
sanar las irregularidades que la originaron, cuya
omisión dará lugar a la continuación de la suspen-
sión por un plazo igual y a la aplicación de las san-
ciones que procedan.

La suspensión temporal se aplicará independiente-
mente de las sanciones a que hayan dado lugar las
irregularidades detectadas.

IV…
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V. Cancelación de la autorización, en los siguientes ca-
sos:

a) Transferir, gravar o enajenar en cualquier for-
ma el permiso, autorización o licencia expedidos;

b) No subsanar las irregularidades que hubieran
ameritado la aplicación de una sanción;

c) Transgredir lo previsto en las fracciones IV,
VIII, X, XI, XXII, XXIX del artículo 32 de esta
ley;

d) Haberse resuelto por autoridad judicial la co-
misión de ilícitos en contra de la persona o bien-
es del prestatario o de terceros, por parte de los
prestadores del servicio;

e) Negarse el titular de la autorización, a reparar
daños causados a usuarios o terceros por el pres-
tador del servicio;

f) Poner en riesgo la seguridad pública, protec-
ción civil o salud de los habitantes de las entida-
des federativas donde se de la seguridad privada;

g) Suspender sin causa justificada, la actividad
por un término de noventa días hábiles;

h) No iniciar la prestación de servicios o realiza-
ción de actividades sin causa justificada, en un
plazo de treinta días hábiles contados a partir de
la fecha en que se hubiere recibido el permiso o
autorización correspondiente;

i) Haber obtenido la autorización mediante docu-
mentos, declaraciones, datos falsos o bien con do-
lo o mala fe.

La cancelación prevista en el presente artículo, se
aplicará independientemente de las sanciones a que
haya dado lugar las irregularidades detectadas;

VI. Revocación de la autorización, en los siguientes
casos:

a) El titular de la autorización, que no efectúe el
pago de los derechos correspondientes por la ex-
pedición o revalidación;

b) Cuando se exhiba documentación apócrifa, o
se proporciones informes o datos falsos a la Se-
cretaría;

c) Asignar elementos operativos, para prestar
servicios o realizar actividades de seguridad pri-
vada, sin que estos cuenten con la autorización vi-
gente o en trámite, expedida por la Secretaría;

d) Cuando el titular del permiso, autorización o
licencia no subsane las irregularidades que origi-
naros la suspensión temporal, y

e) Transgredir lo previsto en el artículo 26 de es-
ta ley.

La revocación se aplicará independientemente de las
sanciones a que hayan dado lugar las irregularidades
detectadas.

La Secretaría, en su caso, podrá imponer simultáneamente
una o más de las sanciones administrativas señaladas en las
fracciones anteriores.

En todos los casos se dará difusión pública a las sanciones,
la cual se hará a costa del infractor, en el Diario Oficial de
la Federación y en uno de los diarios de mayor circulación
nacional, identificando claramente al infractor, el tipo de
sanción, el número de su autorización y el domicilio de su
establecimiento en su caso.

En caso de que el prestador de servicios no dé cumpli-
miento a las resoluciones que impongan alguna de las san-
ciones anteriores, se procederá a hacer efectiva la fianza a
que se refiere la fracción III del artículo 26 de esta ley.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor a partir de los 30
días siguientes de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las personas físicas o morales dispondrán de un
término 60 días naturales, contados a partir de la entrada en
vigor de esta ley, para regularizar su situación conforme a
esta ley.

Tercero. El reglamento de la presente ley deberá adecuar-
se conforme a la presente ley dentro de un plazo no mayor
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de noventa días hábiles siguientes a la fecha en que ésta en-
tre en vigor.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 21 de ene-
ro 2009.— Diputada Silvia Oliva Fragoso (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, suscrita por el diputado José
Manuel del Río Virgen, del Grupo Parlamentario de Con-
vergencia. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, suscrita por el diputado José
Manuel del Río Virgen, del Grupo Parlamentario de Con-
vergencia

El suscrito, integrante de la LX Legislatura, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a la consideración de esta soberanía la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversos artículos de la Ley del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
conforme con la siguiente 

Exposición de Motivos

A poco más de un siglo de la aparición de las primeras le-
yes formales de seguridad social, estas enfrentan una serie
de retos que debemos observar y analizar dentro del marco
de la realidad social y familiar que actualmente vivimos.
La rápida transición demográfica y el aumento en la espe-
ranza de vida, son sólo algunos de los elementos que han
afectado la viabilidad operativa de los tradicionales siste-
mas de seguridad social.

La presente iniciativa planea una nueva relación entre los
trabajadores y el Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) retomando
ejes centrales de las experiencias y propuestas más desta-
cadas que han estado en la deliberación pública en tiempos
recientes, e incorporando innovaciones y modificaciones
sustanciales, producto de la continuación del diálogo con
los diferentes actores sindicales y patronales.

La iniciativa sienta las bases para la conformación de un
sistema nacional de seguridad social, que permita la trans-
formación del ISSSTE a fin de superar la difícil situación
que atraviesa su relación con los trabajadores, para otor-
garles una protección integral a ellos y a sus familiares, no
sólo durante el tiempo en que presten sus servicios, sino
cuando por edad, separación del cargo, invalidez, vejez o
muerte, lo requieran.

Esta iniciativa emprende el camino hacia un sistema nacio-
nal de seguridad social al trabajador, que es un justo recla-
mo de los trabajadores en la realidad social y familiar del
México de hoy. Es congruente y complementaria con las
reformas que han venido gestándose en los últimos años en
la seguridad social.

Como es sabido, con las últimas reformas de seguridad so-
cial los trabajadores pueden migrar entre el sector público
y privado llevando consigo los recursos de su pensión sin
perder las aportaciones que ellos mismos y sus patrones
efectuaron. Sólo con un sistema de seguridad social con
cobertura nacional los trabajadores obtienen plena certi-
dumbre y flexibilidad laboral.

Sin embargo, este cambio tiene implicaciones profundas en
la organización de la institución que incide en la vida coti-
diana de los trabajadores; pues, como es sabido, el sistema
vigente padece de fallas graves e introduce distorsiones en
el comportamiento de los trabajadores, pues el trabajador
al servicio de Estado enfrenta hoy gran incertidumbre y
desprotección al cambiar de empleo dentro del propio Es-
tado, debido a que debe comprobar su estancia laboral en
las distintas dependencias y organismos gubernamentales,
instituciones autónomas, instituciones educativas y el Con-
greso de la Unión, entre otras.

El trabajador tiene poca certidumbre de recibir los benefi-
cios de la seguridad social, ya que el proceso para obtener-
los es tortuoso, pues es necesario acreditar la antigüedad en
cada una de las dependencias donde laboró y la obtención
de su hoja única de servicios en cada institución es labo-
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rioso, lento, y no le permite seguir contando con la seguri-
dad social que gozaba cuando estaba activo.

El cambio continuo de denominación de las dependencias
y las desincorporaciones de algunas entidades públicas
complicaron aún más este proceso, que debe ser un dere-
cho del trabajador, sin que medie mayor trámite más allá de
dar oportuno aviso al ISSSTE, y que éste último solicite las
hojas de servicio a las dependencias donde laboró el traba-
jador. 

Además de las distorsiones laborales expuestas, la situa-
ción se va a complicar aún más cuando el trabajador haya
migrado del sector público al privado o viceversa, pues de-
berá hacer sus solicitudes de comprobación de empleo, tan-
to en las dependencias gubernamentales como en las em-
presas del sector privado donde laboró.

Con todo esto, el trabajador tendrá que evaluar muy bien su
situación personal, profesional y familiar, con el detalle ne-
cesario para poder tomar esta importante decisión, pues al
solicitar su jubilación cuando se tuvo más de un patrón en
el sector público y privado, sin lugar a dudas se verá per-
judicado por la falta de certidumbre jurídica y, sobre todo,
por su viabilidad financiera y por la suspensión temporal
de los servicios médicos para él y su familia.

Es cierto que las leyes de seguridad social prevén un pe-
riodo prejubilatorio que permite que efectúe sus trámites de
pensión por jubilación, pero no hay ninguna protección si-
milar cuando el trabajador laboró en diversas dependencias
del sector público; pues debe cumplir con los requisitos
que establecen las leyes y contar con la totalidad de la do-
cumentación respectiva.

Asimismo, esta situación se agrava cuando el trabajador es
despedido por recorte laboral, por liquidación, por disposi-
ción de un directivo cuando se da un cambio de administra-
ción, por ocupar una plaza de confianza, entre otras, y será
mucho más complicado cuando un trabajador provenga del
sector privado y se incorpore al público, y viceversa.

Por todo lo anterior, se estima conveniente efectuar refor-
mas y adiciones a diversos artículos de la Ley del ISSSTE,
a fin de que el trabajador tenga la certeza de alcanzar una
vejez digna y decorosa, pues contar con una pensión cuan-
do ya concluyó la vida laboral es uno de los grandes avan-
ces alcanzados en materia de bienestar social, pero requie-
re perfeccionarse.

Conforme a lo anterior, hagamos que la seguridad social,
en términos de ley, cumpla la finalidad de garantizar el de-
recho a la salud, la asistencia médica, la protección de los
medios de subsistencia y los servicios sociales necesarios
para el bienestar individual y colectivo, así como el otor-
gamiento de una pensión que sea garantizada por el Esta-
do, en forma fácil, sencilla, y sin contratiempos para los
trabajadores.

Análisis de las disposiciones actuales de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado

Actualmente, las disposiciones jurídicas contenidas en la
Ley del ISSSTE obligan al trabajador a entregar informa-
ción y documentación comprobatoria, a efecto de dar trá-
mite a su solicitud de pensión. Sin embargo, debe recono-
cerse que toda la obligatoriedad recae sobre el trabajador,
y en este lapso queda sin efecto laguna responsabilidad ha-
cia el instituto; en detrimento de sus ingresos y hasta del
patrimonio de su familia.

“Artículo 8. Los trabajadores están obligados a propor-
cionar al instituto y a las dependencias o entidades en
que presten sus servicios:

I. La información general de las personas que podrán
considerarse como familiares derechohabientes, y

II. Los informes y documentos probatorios que se les pi-
dan, relacionados con la aplicación de esta ley.

Los trabajadores tendrán derecho a exigir a las depen-
dencias o entidades el estricto cumplimiento de las obli-
gaciones que les impone el artículo anterior, así como
que el instituto los registre, al igual que a sus familiares
derechohabientes”.

Este artículo establece obligaciones a los trabajadores que
trastocan sus actividades diarias, tanto laborales como pri-
vadas, pues para llevar a cabo las mismas tienen la necesi-
dad de solicitar permiso o abandonar el lugar donde des-
empeñan su trabajo, tantas veces como las dependencias o
entidades donde laboró se lo requieran.

“Artículo 10. El instituto definirá los medios para inte-
grar un expediente electrónico único para cada derecho-
habiente.
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El expediente integrará todo lo relativo a vigencia de de-
rechos, historial de cotización, situación jurídica, histo-
ria clínica, historia crediticia institucional, así como
otros conceptos que se definan en el reglamento respec-
tivo.

Los datos y registros que se asienten en el expediente
electrónico serán confidenciales y la revelación de los
mismos a terceros, sin autorización expresa de las auto-
ridades del instituto y del derechohabiente respectivo, o
sin causa legal que lo justifique, será sancionada en los
términos de la legislación penal federal vigente.

El personal autorizado para el manejo de la información
contenida en el expediente electrónico, así como los de-
rechohabientes, tendrán acceso a la información de sus
expedientes mediante los mecanismos y normas que es-
tablezca el instituto.

La certificación que el instituto emita en términos de las
disposiciones aplicables, a través de la unidad adminis-
trativa competente, con base en la información que
conste en el expediente electrónico a que se refiere este
artículo, tendrá plenos efectos legales para fines civiles,
administrativos y judiciales.

El trabajador y el pensionado deberán auxiliar al insti-
tuto a mantener al día su expediente electrónico y el de
sus familiares derechohabientes. Para el efecto, la Junta
Directiva incluirá en el reglamento respectivo disposi-
ciones que los incentiven a presentarse periódicamente
a las instalaciones que el instituto determine para cum-
plir con esta disposición”.

El tener que presentarse al instituto vuelve a trastornar la
vida cotidiana del trabajador, pues deberá pedir permiso y
ausentarse del trabajo o dedicar un día de asueto o de va-
caciones para tener al día su expediente. Por otra parte,
existen pensionados discapacitados para ello, por lo que se
le complica efectuar este tipo de trámite.

“Artículo 44. El derecho al goce de las pensiones de
cualquier naturaleza, comenzará el día en que el traba-
jador o sus familiares derechohabientes cumplan con los
requisitos establecidos en esta ley para ello.

Artículo 45. En aquellos casos en que se dictamine pro-
cedente el otorgamiento de la pensión, el instituto esta-
rá obligado a otorgar la resolución en que conste el de-
recho a la misma, en un plazo máximo de noventa días

contados a partir de la fecha en que reciba la solicitud
con la totalidad de la documentación respectiva, así co-
mo la constancia de licencia prepensionaria o, en su ca-
so, el aviso oficial de baja.

Si en los términos señalados en el párrafo anterior no se
ha otorgado la resolución, el instituto estará obligado a
efectuar el pago del cien por ciento del último sueldo
básico del solicitante que estuviere separado definitiva-
mente del servicio con cargo a sus gastos de administra-
ción, sin perjuicio de continuar el trámite para el otor-
gamiento de la resolución en que conste el derecho a
pensión y de que se finquen las responsabilidades en
que hubieren incurrido los servidores públicos del insti-
tuto y los de las dependencias o entidades que en los
términos de las leyes aplicables estén obligados a pro-
porcionar la información necesaria para integrar los ex-
pedientes respectivos, los cuales deberán restituir al ins-
tituto las cantidades erogadas, así como sus accesorios”.

Nuevamente, se nota en estos artículos el calvario tortuoso
que conlleva el otorgamiento de un derecho al trabajador,
pues mismo no debiera tener ninguna obligación de efec-
tuar estos trámites, ya que el ISSSTE, al recibir la solicitud
del trabajador y aportar los datos de la entidades y/o de-
pendencias donde laboró, debería abocarse a requerir esta
información y, únicamente, cuando existiere alguna duda
consultarla al trabajador.

“Artículo 50. El instituto podrá ordenar en cualquier
tiempo la verificación y autenticidad de los documentos
y la justificación de los hechos que hayan servido de ba-
se para conceder una pensión. Asimismo, se podrá soli-
citar al interesado, o a las dependencias o entidades, la
exhibición de los documentos que en su momento se pu-
dieron haber presentado para acreditar la pensión. Cuan-
do se descubra que los documentos son falsos, el institu-
to, con audiencia del interesado, procederá a la respectiva
revisión y, en su caso, denunciará los hechos al Ministe-
rio Público para los efectos que procedan”.

Con solicitar a las dependencias o entidades la información
necesaria se puede cumplir con este ordenamiento, sin te-
ner que inferir molestias al trabajador.

“Artículo 86. El derecho al goce de la pensión por ce-
santía en edad avanzada comenzará desde el día en que
el señalado en esta sección solicite el otorgamiento de
dicha pensión y acredite haber quedado privado de tra-
bajo, si no fue recibido en el instituto el aviso de baja.
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Artículo 87. Los trabajadores que reúnan los requisitos
establecidos en esta sección podrán disponer de su
cuenta individual con el objeto de disfrutar de una pen-
sión de cesantía en edad avanzada. Para tal propósito
podrán optar por alguna de las alternativas siguientes:”

Estos artículos muestran la falta de entendimiento de las
necesidades de las personas en edad avanzada, pues en lu-
gar de atenderlas con todas las consideraciones necesarias,
les ponen trabas para recibir una prestación que debería ser
inmediata y les permita hacer más gratos los últimos años
de vida.

“Artículo 89. Para tener derecho al goce de las presta-
ciones del seguro de vejez, se requiere que el trabajador
o pensionado por riesgo del trabajo o invalidez, haya
cumplido sesenta y cinco años de edad y tenga recono-
cidos por el instituto un mínimo de veinticinco años de
cotización.

En caso de que el trabajador o pensionado tenga sesen-
ta y cinco años o más y no reúna los años de cotización
señalados en el párrafo precedente, podrá retirar el sal-
do de su cuenta individual en una sola exhibición, o se-
guir cotizando hasta cubrir los años necesarios para que
opere su pensión”.

Nuevamente este artículo muestra la falta de sensibilidad
hacia os trabajadores de la tercera edad, pues establece re-
quisitos que difícilmente puede cumplir este personal y que
el instituto debería otorgar sin mayor requerimiento por
tratarse de un servicio social que no debe negarse en esta
etapa última de la vida.

“Artículo 115. El otorgamiento de las prestaciones esta-
blecidas en este capítulo requiere del cumplimiento de
periodos de espera, medidos en años de cotización reco-
nocidos por el instituto, según se señala en las disposi-
ciones relativas a cada uno de los riesgos amparados.

Para los efectos de este artículo, para computar los años
de cotización por lo que se refiere al seguro contenido
en este capítulo, se considerarán los periodos que se en-
cuentren amparados por el dictamen médico respecti-
vo”.

Este artículo muestra nuevamente la falta de solidaridad
hacia los trabajadores de la tercera edad y de los enfermos,
de tal forma que merman los derechos que conlleva la se-

guridad social, misma que tiene por finalidad garantizar el
derecho a la salud, la asistencia médica, la protección de
los medios de subsistencia y los servicios sociales necesa-
rios para el bienestar individual y colectivo que debe ser
garantizada por el Estado.

“Artículo 163. Las dependencias y entidades estarán
obligadas a realizar los descuentos quincenales en nó-
mina que ordene el instituto para recuperar los créditos
que otorgue y a enterar dichos recursos conforme a lo
establecido en el presente ordenamiento. Asimismo, las
dependencias y entidades estarán obligadas a entregar al
instituto, quincenalmente, la nómina de sus trabajadores
con la información y en los formatos que ordene el ins-
tituto.

En los casos en que la dependencia no aplique los des-
cuentos, los trabajadores deberán pagar directamente,
mediante los sistemas que establezcan en el reglamento
correspondiente.

Cuando las dependencias omitan el entero de estos des-
cuentos al instituto, deberán cubrirlas adicionando el
costo financiero previsto en el artículo 22 de esta ley”.

En este artículo se traslada una obligación de las depen-
dencias y entidades al trabajador, pues, de acuerdo con el
artículo anterior de esta propia ley, la obligación de reali-
zar los descuentos es exclusiva de los patrones.

Por lo anteriormente expuesto, el suscrito diputado somete
a la consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto 

Se reforma el artículo 8, en su primer párrafo, para quedar
como sigue:

Artículo 8. Los trabajadores están obligados a proporcio-
nar a las dependencias o entidades en que presten sus ser-
vicios:

…..

…..

Se reforma el artículo 10, en su sexto párrafo, para quedar
como sigue:
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Artículo 10. El Trabajador y el pensionado deberán auxi-
liar al instituto a mantener al día su expediente electrónico
y el de sus familiares derechohabientes. Para el efecto, la
Junta Directiva incluirá en el reglamento respectivo dispo-
siciones que los incentiven a remitir información periódi-
camente a las instalaciones que el instituto determine para
cumplir con esta disposición.

Se reforma el artículo 44, párrafo único, para quedar como
sigue:

Artículo 44. El derecho al goce de las pensiones de cual-
quier naturaleza, comenzará el día en que el trabajador o
sus familiares derechohabientes entreguen la solicitud
respectiva.

Se reforma el artículo 45, primer párrafo, para quedar como
sigue:

Artículo 45. En aquellos casos en que se dictamine proce-
dente el otorgamiento de la pensión, el instituto estará obli-
gado a otorgar la resolución en que conste el derecho a la
misma, en un plazo de máximo noventa días, contados a
partir de la fecha en que reciba la solicitud respectiva.

…..

Se reforma el artículo 50, párrafo único, para quedar como
sigue:

Artículo 50. El instituto podrá ordenar en cualquier tiem-
po la verificación y autenticidad de los documentos y la
justificación de los hechos que hayan servido de base para
conocer una pensión. Asimismo, se podrá solicitar a las de-
pendencias o entidades la exhibición de los documentos
que en su momento se pudieron haber presentado para
acreditar la pensión. Cuando se descubra que los docu-
mentos son falsos, el instituto, procederá a la respectiva re-
visión y, en su caso, denunciará los hechos al Ministerio
Público para los efectos que procedan.

Se reforma el artículo 86, párrafo único, para quedar como
sigue:

Artículo 86. El derecho al goce de la pensión por cesantía
en edad avanzada comenzará el día en que el trabajador so-
licite el otorgamiento de dicha pensión.

Se reforma el artículo 87, primer párrafo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 87. El instituto reunirá todos los requisitos esta-
blecidos en esta sección para que los trabajadores puedan
disponer de su cuenta individual con el objeto de disfrutar
de una pensión de cesantía en edad avanzada. Para tal pro-
pósito podrán optar por alguna de las alternativas siguien-
tes:

…..

Se reforma artículo 89, primer párrafo, para quedar como
sigue:

Artículo 89. Para tener derecho al goce de las prestaciones
del seguro de vejez, se requiere que el trabajador o pensio-
nado por riesgos del trabajado o invalidez haya cumplido
sesenta y cinco años de edad y tenga reconocidos por el
instituto un mínimo de quince años de cotización.

…..

Se reforma el artículo 115, primer párrafo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 115. El otorgamiento de las prestaciones estable-
cidas en este capítulo será inmediato tan pronto como se
presente la solicitud ante el instituto, previa revisión,
quien se encargará de recabar la información corres-
pondiente.

…..

Se reforma el artículo 163, segundo párrafo, para quedar
como sigue:

Artículo 163. En los casos en que la dependencia no apli-
que los descuentos, el instituto solicitará el pago directa-
mente a la dependencia omisa, sin perjuicio de las actua-
lizaciones y recargos que se establezcan en el reglamento
correspondiente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 21 de enero de 2009.—
Diputado José Manuel del Rio Virgen (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a las comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Se-
guridad Social de la Cámara de Diputados.

LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
iniciativa de decreto que expide la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres, suscrita por diputados integrantes de la
mesa directiva de la Comisión de Equidad y Género de la
Cámara de Diputados. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que expide la Ley del Instituto Nacional de las
Mujeres, suscrita por diputadas de la mesa directiva de la
Comisión de Equidad y Género

Las suscritas, integrantes de la Comisión de Equidad y Gé-
nero, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71,
fracción II de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como por el artículo 55, fracción II del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consi-
deración de esta soberanía, la siguiente iniciativa que con-
tiene el proyecto de decreto por el que se expide la Ley del
Instituto Nacional de las Mujeres, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Nuestro país ha suscrito y ratificado diversos instrumentos
internacionales en materia de derechos humanos de las mu-
jeres, entre los que destacan la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación contra la
Mujer (CEDAW) y su Protocolo Facultativo; la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer (Convención Belén do Pará); la
Plataforma de Acción de Beijing; la Cuarta Conferencia In-
ternacional sobre la Mujer y la Conferencia Internacional
sobre la Población y Desarrollo.

La importancia de que México sea parte de estos instru-
mentos estriba en que existió un avance en el reconoci-
miento de los derechos de las mujeres, lo que derivó en una
primera intención de establecer políticas públicas acordes

con la materia, la creación del Instituto Nacional de las
Mujeres en el 2001.

A partir de este hecho, se estableció el Programa Nacional
para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación
contra las Mujeres 2001-2006, que constituyó el eje rector
de la política nacional para incorporar la perspectiva de gé-
nero en las acciones de gobierno y en los procesos de defi-
nición del presupuesto, logrando avances de manera gra-
dual.

Aunado a ello, se han dado pasos en el proceso de armoni-
zación de los instrumentos internacionales con la legisla-
ción mexicana, pues se han aprobado ordenamientos como
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia y la Ley General para la Igualdad entre Muje-
res y Hombres, que tienen por objeto reconocer y hacer
respetar los derechos humanos de las mujeres.

La importancia de estos instrumentos jurídicos estriba en
que sientan las bases para el diseño de una política nacio-
nal en materia de igualdad de género y en materia de aten-
ción, prevención, sanción y erradicación de la violencia
contra las mujeres, donde las instancias y dependencias de
la administración pública federal así como los estados y
municipios, en coordinación con organizaciones de la so-
ciedad civil, deben realizar acciones para lograr los objeti-
vos que en dichas legislaciones se establecen.

No obstante los avances y logros del Instituto Nacional de
las Mujeres (Inmujeres) en la transversalidad de la pers-
pectiva de género en las políticas públicas, las y los legis-
ladores que suscribimos la presente, consideramos necesa-
rio armonizar el marco normativo de referido instituto, a
efecto de fortalecerlo otorgándole atribuciones y responsa-
bilidades que se derivan del nuevo marco en materia de de
derechos de las mujeres en el país.

De ahí que, con la presente iniciativa se proponga expedir
la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres para adecuar
su integración, atribuciones, organización y competencia
del Inmujeres a las necesidades de desarrollo y fortaleci-
miento del propio organismo, de acuerdo a los ordena-
mientos legales en materia de igualdad, no discriminación
y de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia,
generando mejores condiciones para robustecer sus estra-
tegias y líneas de acción a favor de las mujeres del país.

Es importante resaltar que la presente iniciativa retoma di-
versas propuestas de reforma y adición que diputadas y di-
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putados, tanto de la LIX y LX Legislaturas han presentado
como una valiosa aportación para lograr el fortalecimiento
del Inmujeres.

En relación a las iniciativas que se retoman de la LIX Le-
gislatura se enuncian las siguientes:

• Iniciativa que adiciona las fracciones X, XII, XIII y
XVIII del artículo 7 de la Ley del Instituto Nacional de
las Mujeres, presentada por la diputada Marisol Vargas
Bárcenas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, de fecha 3 de febrero de 2005.

• Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley del Ins-
tituto de las Mujeres, presentada por el diputado Manuel
Velasco Coello, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, de fecha 28 de abril de
2005.

• Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 7, fracción
XXV, de la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres,
presentada por la diputada Diana Bernal Ladrón de
Guevara, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, de fecha 18 de mayo de 2005.

• Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Instituto Nacional de las Mujeres, presentada por el
diputado Ernesto Alarcón Trujillo, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, de fecha
15 de junio de 2005.

• Iniciativa que modifica el primer párrafo de la fracción
I, del artículo 6 de la Ley del Instituto Nacional de las
Mujeres, presentada por la diputada Rosario Sáenz Ló-
pez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, de fecha 1 de diciembre de 2005.

• Iniciativa que adiciona la fracción III, del artículo 6o.
de la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, presen-
tada por la diputada Irma Figueroa Romero, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca, de fecha 27 de junio de 2006.

Para el caso de las iniciativas presentadas durante la LX
Legislatura que han sido consideradas, son las siguientes:

• Iniciativa que reforma el artículo 7 de la Ley del Insti-
tuto Nacional de las Mujeres, presentada por la diputa-
da Irma Piñeyro Arias, del Grupo Parlamentario de Nue-
va Alianza, de fecha 26 de abril de 2007.

• Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, pre-
sentada por la diputada María del Carmen Salvatori
Bronca, del Grupo Parlamentario de Convergencia, de
fecha 27 de noviembre de 2007.

• Iniciativa que adiciona un último párrafo al artículo
6o. de la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, pre-
sentada por la diputada Mónica Fernández Balboa y
otros signantes del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, de fecha 7 de mayo de
2008.

Adicionalmente es de destacar que la propuesta de iniciati-
va se integró con la participación del Instituto Nacional de
las Mujeres, del Centro de Estudios para el Adelanto de las
Mujeres y la Equidad de Género así como todas las diputa-
das y diputados de la Comisión de Equidad y Género, en
diversas mesas de trabajo para finalmente concluir la es-
tructura del proyecto de iniciativa.

El Capitulo I relativo a las Disposiciones Generales, se
puntualiza el objeto de la ley, los criterios generales, obje-
tivos específicos y atribuciones del Inmujeres, acorde a las
nuevas atribuciones y actividades que le atribuyen la Ley
General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, y la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.

Se sustituye el término de “equidad de género” por el de
“igualdad de género”, ya que con motivo de los compro-
misos internacionales asumidos en la Organización de las
Naciones Unidas con la ratificación de la CEDAW, el go-
bierno de México sustentó su VI Informe Periódico ante el
Comité de Expertas en el 36 período de sesiones de la Con-
vención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer (CEDAW), con fecha 17 de
agosto de 2006.

De dicho informe, nuestro país recibió las observaciones
finales del Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción de la Mujer (COCEDAW); destacando la siguiente:

“18. El comité observa con preocupación que, si bien la
Convención se refiere al concepto de igualdad, en los
planes y programas del Estado parte se utiliza el térmi-
no “equidad”. También preocupa al comité que el Esta-
do parte entienda la equidad como un paso preliminar
para el logro de la igualdad.
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19. El comité pide al Estado parte que tome nota de que
los términos “equidad” e “igualdad” transmiten mensa-
jes distintos, y su uso simultáneo puede dar lugar a una
confusión conceptual. La convención tiene por objeto
eliminar la discriminación contra la mujer y asegurar la
igualdad de hecho y de derecho (en la forma y el fondo)
entre mujeres y hombres. El comité recomienda al Esta-
do parte que en sus planes y programas utilice sistemá-
ticamente el término ‘igualdad’”.

Con la propuesta de iniciativa se pretende dar cumplimien-
to a dicha recomendación, en atención a que el Instituto
Nacional de las Mujeres es el órgano encargado de esta-
blecer la política del Estado mexicano, para lograr la igual-
dad entre mujeres y hombres.

Por otro lado, se reagrupan los objetivos de la legislación
vigente, de tal manera que se atiendan estas recomendacio-
nes; además de que vayan en congruencia con la legisla-
ción en materia de igualdad y no violencia contra las mu-
jeres que se han enunciado.

Se hace la inclusión del Distrito Federal para el logro de los
objetivos señalados.

Se incorpora un artículo que tiene como propósito que en
el ejercicio de sus atribuciones, el Inmujeres ponga espe-
cial atención a las mujeres indígenas, con la finalidad de
contribuir en el avance y logró en el respeto de sus dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados y convenios
internacionales de los que México es parte.

Para el caso del Capítulo II, relativo a la Estructura Orga-
nizativa del instituto, así como la integración y facultades
de la Junta de Gobierno, se le da el carácter de órgano de
toma de decisiones a la Junta de Gobierno, con la inclusión
como vocales de la misma a la Secretaría de Seguridad Pú-
blica y a la Comisión Nacional para Prevenir la Discrimi-
nación.

Además se hace énfasis en que la Junta de Gobierno debe
aprobar el presupuesto, los informes y estados financieros
del instituto, y se le otorga la facultad de designar y remo-
ver, a propuesta de la Presidencia del Instituto, a las y los
servidores públicos en los diferentes niveles administrati-
vos que integran el instituto.

En el articulado del Capítulo III, relativo al proceso de
nombramiento y duración de la Presidencia del instituto, se

establecen las facultades que se le atribuyen, de tal manera
que la persona titular del Instituto tenga conocimiento y ex-
periencia en actividades relacionadas con la promoción de
los derechos humanos de las mujeres, y por su trabajo ac-
tivo en políticas públicas con perspectiva de género, así co-
mo por su participación con las organizaciones de la socie-
dad civil.

Por lo que hace a las facultades que se le asigna a la perso-
na que ocupe la Presidencia del instituto, se establecen
nuevas atribuciones relativas a la formulación de progra-
mas institucionales a corto, mediano y largo plazo; además
de establecer la obligación de que el anteproyecto del Pre-
supuesto de Egresos del Instituto se someta a consideración
de la Junta de Gobierno, entre otras facultades y obligacio-
nes, respectivamente.

Además se hace la inclusión de indicadores de calidad en
los mecanismos de evaluación en la eficiencia y eficacia
del instituto.

Por otra parte, se incluye a las presidencias de las Comi-
siones de Equidad y Género del honorable Congreso de la
Unión, para que participen en la presentación del informe
anual de actividades del instituto.

Para el caso del Capítulo IV relativo al nombramiento, fa-
cultades y obligaciones de la Secretaría Ejecutiva del In-
mujeres, se adiciona como requisito para la persona que
pretenda ocupar la titularidad del cargo, tenga conocimien-
to y experiencia en actividades relacionadas con la promo-
ción de la igualdad de género, a favor de los derechos hu-
manos de las mujeres y por su trabajo activo en políticas
públicas con perspectiva de género.

Por otra parte, se establece como una de las obligaciones
de la Secretaría Técnica del instituto la de proponer que las
políticas generales del instituto contemplen las materias de
igualdad de género, acceso de las mujeres a una vida libre
de violencia y no discriminación.

Para el Capítulo V relativo a la integración, duración y atri-
buciones de los Consejos Consultivo y Social del instituto,
se armoniza el término “igualdad de género” en relación
con el de equidad, atendiendo al criterio formulado líneas
atrás y se agrega como un tema de especial atención, el im-
pulso a las organizaciones de mujeres indígenas.

Se propone que el Capítulo VI, de la colaboración de los
tres Poderes de la Unión, la inclusión del Distrito Federal a
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fin de puntualizar la colaboración con el instituto, así como
de los estados y municipios, con el propósito de que el In-
mujeres tenga la facultad de solicitar información y datos a
estas entidades, en el marco de las atribuciones y las mate-
rias que regula la ley.

Para el Capítulo VII, se sustituye el “Programa Nacional
para la Igualdad de Oportunidades y No Discriminación
contra las Mujeres” para quedar como “Programa Nacional
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres”, lo anterior de
acuerdo a lo que establece la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres.

Uno de los avances para incidir en la transversalización de
la perspectiva de género, es la adición de un Capítulo VIII,
del Presupuesto de Egresos de la Federación, en el cual se
incorporan disposiciones para que el Inmujeres promueva
en el proceso de presupuesto elementos que atiendan las
necesidades diferenciadas entre mujeres y hombres, y per-
mitan identificar su impacto; es importante mencionar que
son retomadas de la experiencia exitosa que se ha tenido
con la aplicación del artículo 25 del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2008.

En ese sentido, se propone que el instituto sea el encarga-
do de impulsar la igualdad entre mujeres y hombres, a tra-
vés de la incorporación de la perspectiva de género en el
diseño, elaboración y aplicación de los programas y activi-
dades de la administración pública federal; y que sea el ór-
gano coadyuvante con las dependencias y entidades para
que incorporen la perspectiva de género en el anteproyecto
de Presupuesto de Egresos que envía el Ejecutivo a la Cá-
mara de Diputados.

En atención a ello, se recorren los Capítulos IX en relación
al Patrimonio, Presupuesto y Control de los Recursos del
Instituto Nacional de las Mujeres, así como el Capítulo X,
del Régimen Laboral, actualizando el articulado conforme
a la propuesta de ley contenida en la presente iniciativa.

Finalmente, en los artículos transitorios se propone que en-
tre en vigor el primero de enero de 2010, a fin de que el In-
mujeres pueda hacer las proyecciones y ajustes a su nor-
matividad interna, así como en materia administrativa.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres

Único. Se expide la Ley del Instituto Nacional de las Mu-
jeres, para quedar como sigue:

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer las
atribuciones y competencia del Instituto Nacional de las
Mujeres. Sus disposiciones son de orden público y de ob-
servancia general en toda la república, en materia de igual-
dad de género y de derechos entre mujeres y hombres, en
los términos del artículo cuarto, párrafo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 2. Se crea el Instituto Nacional de las Mujeres co-
mo un organismo público descentralizado de la administra-
ción pública federal, con personalidad jurídica, patrimonio
propio y autonomía técnica y de gestión para el cumpli-
miento de sus atribuciones, objetivos y fines.

Artículo 3. Son sujetos de los derechos que esta ley garan-
tiza todas las mujeres mexicanas y extranjeras que se en-
cuentren en el territorio nacional, y las mexicanas en el ex-
tranjero, sin importar origen étnico, nacional, lengua,
identidad de género, expresión de rol de género, edad, es-
tado civil, idioma, cultura, condición social, discapacidad,
preferencia sexual, religión o dogma; quienes podrán par-
ticipar en los programas, servicios y acciones que se deri-
ven del presente ordenamiento.

Artículo 4. El instituto tiene por objeto promover la igual-
dad de género, así como el ejercicio pleno de todos los de-
rechos humanos y libertades fundamentales de las mujeres
y su participación igualitaria en la vida política, económi-
ca, cultural y social del país; fomentar la no discriminación
hacia las mujeres, así como las acciones que permitan la
atención, prevención, sanción y erradicación de la violen-
cia contra las mujeres, en términos de las facultades que se
derivan de la presente ley y de la legislación de la materia.

Lo anterior, bajo los criterios de:

1. Transversalidad. Proceso que permite garantizar la
incorporación de la perspectiva de género con el objeti-
vo de valorar las implicaciones que tiene para las muje-
res y los hombres cualquier acción que se programe, tra-
tándose de legislación, políticas públicas, actividades
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administrativas, económicas y culturales en las institu-
ciones públicas y privadas;

2. Federalismo. En lo que hace al desarrollo de progra-
mas y actividades para el fortalecimiento institucional
de las dependencias y de los mecanismos para el ade-
lanto de las mujeres en las entidades federativas, el Dis-
trito Federal y municipios responsables de promover y
fomentar la igualdad de género en los tres órdenes de
gobierno, y

3. Fortalecimiento de vínculos con los Poderes Legisla-
tivo y Judicial, tanto federales como de las entidades fe-
derativas y del Distrito Federal.

4. No discriminación, en los términos de la Ley Federal
para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

Artículo 5. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. Instituto: el Instituto Nacional de las Mujeres;

II. Junta de Gobierno: la Junta de Gobierno del Institu-
to Nacional de las Mujeres;

III. Presidencia: la Presidencia del Instituto Nacional de
las Mujeres;

IV. Secretaria Ejecutiva: la persona titular de la Secreta-
ría Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres;

V. Consejo Consultivo: el Consejo Consultivo, órgano
auxiliar del Instituto Nacional de las Mujeres, de carác-
ter honorífico;

VI. Consejo Social: el Consejo Social, órgano auxiliar
del Instituto Nacional de las Mujeres; de carácter hono-
rífico;

VII. Género: concepto que refiere a los valores, atribu-
tos, roles y representaciones que la sociedad asigna a
mujeres y hombres;

VIII. Equidad de género: principio conforme al cual
mujeres y hombres tienen condiciones iguales para ejer-
cer plenamente sus derechos y su potencial para contri-
buir a la evolución política, económica, social y cultural
del país para beneficiarse por igual de los resultados. Lo
anterior con la finalidad de lograr la participación igua-
litaria de las mujeres en la toma de decisiones;

IX. Ley: la Ley del Instituto Nacional de las Mujeres;

X. Igualdad de género: la eliminación de toda forma de
discriminación en cualquiera de los ámbitos de la vida,
que se genere por pertenecer a cualquier sexo;

XI. Perspectiva de género: es una visión científica, ana-
lítica y política sobre las mujeres y los hombres. Se pro-
pone eliminar las causas de la opresión de género como
la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las
personas basada en el género. Promueve la igualdad en-
tre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el
bienestar de las mujeres; contribuye a construir una so-
ciedad en donde las mujeres y los hombres tengan el
mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades
para acceder a los recursos económicos y a la represen-
tación política y social en los ámbitos de toma de deci-
siones;

XII. Programa: Programa Nacional para la Igualdad en-
tre Mujeres y Hombres, y

XIII. Programa integral: Programa Integral para Preve-
nir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
las Mujeres.

Artículo 6. El instituto tendrá como objetivos específicos,
los siguientes:

I. Promover, proteger y difundir los derechos de las mu-
jeres y de las niñas consagrados en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y en los Trata-
dos Internacionales ratificados por nuestro país, en
particular los derechos humanos y libertades fundamen-
tales de las mujeres durante todas las etapas de su vida;

II. Proponer la adopción de medidas para el cumpli-
miento de los tratados internacionales en la materia en
los que nuestro país sea parte;

III. Promover la incorporación de la perspectiva de gé-
nero en el Plan Nacional del Desarrollo;

IV. Participar en la elaboración del Informe Anual sobre
el cumplimiento de los objetivos del Programa Integral
que se remite al honorable Congreso de la Unión;

V. Ejecutar la política de coordinación permanente entre
las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, así como de las autoridades estatales, del
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Distrito Federal y municipales de los sectores social y
privado en relación con las mujeres;

VI. Coadyuvar en la formulación e impulso de políticas
públicas nacionales destinadas a asegurar la prevención,
atención, sanción y erradicación de la violencia contra
las mujeres, así como la igualdad de género;

VII. Diseñar, implementar y funcionar bajo mecanismos
de coordinación permanente con las autoridades de los
tres órdenes de gobierno, especialmente con los meca-
nismos para el adelanto de las mujeres en las entidades
federativas, Distrito Federal y municipios, para concer-
tar con la sociedad la participación de las mujeres me-
xicanas en todos los sectores productivos del país;

VIII. Diseñar e incidir en la ejecución de programas y
acciones en la materia, cuando no correspondan a las
atribuciones de otras entidades o dependencias de la ad-
ministración pública federal;

IX. Promover entre los poderes en sus diferentes órde-
nes de gobierno, la ejecución de acciones dirigidas a la
igualdad de género, así como para prevenir, atender,
sancionar y erradicar la violencia de género en todos los
ámbitos de la vida nacional;

X. Promover la cultura por una vida libre de violencia y
la igualdad de género para el fortalecimiento de la de-
mocracia y el estado de derecho;

XI. Fomentar e impulsar la participación de las mujeres
en los ámbitos político, económico, cultural y social, ba-
jo el principio de igualdad de género, que contribuya al
pleno goce de sus derechos humanos y libertades fun-
damentales;

XII. Ejecutar programas de difusión e información para
las mujeres de carácter gratuito y alcance nacional, que
informen acerca de sus derechos humanos y libertades
fundamentales, procedimientos de impartición de justi-
cia y orientación sobre el conjunto de políticas públicas
y programas de organismos no gubernamentales y pri-
vados para la igualdad de género, pudiendo utilizar los
tiempos oficiales previstos en la ley de la materia;

XIII. Representar al gobierno federal en materia de
igualdad de género ante los gobiernos estatales, munici-
pales y del Distrito Federal, organizaciones privadas,
sociales y organismos internacionales, y

XIV. Las demás disposiciones legales en materia de gé-
nero.

Artículo 7. El instituto tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover y coordinar la formulación, instrumenta-
ción, seguimiento y verificación de las políticas públi-
cas en materia de igualdad de género y de no violencia
contra las mujeres en todas sus formas y modalidades;

II. Impulsar, promover y coadyuvar en la efectiva incor-
poración de la perspectiva de género en:

a. El Plan Nacional de Desarrollo;

b. El Presupuesto de Egresos de la Federación;

c. La programación para el ejercicio del gasto públi-
co;

d. La elaboración y ejecución de las políticas públi-
cas, los programas sectoriales, regionales y especia-
les; y

e. El Programa Operativo Anual y las acciones co-
rrespondientes de cada dependencia o entidad de la
administración pública federal;

III. Coadyuvar para la efectiva incorporación de la pers-
pectiva de género en la planeación, programación y eje-
cución de acciones programáticas de los poderes en sus
diferentes órdenes de gobierno, de conformidad con los
convenios y acuerdos que se suscriban, por lo que hace
a las entidades federativas, el Distrito Federal y munici-
pios;

IV. Procurar, impulsar y apoyar el ejercicio pleno de los
derechos humanos de las mujeres y libertades funda-
mentales, así como el fortalecimiento de los mecanis-
mos para el adelanto de las mujeres en las entidades fe-
derativas, el Distrito Federal y municipios;

V. Impulsar que en la administración pública federal no
existan disposiciones o mecanismos administrativos que
discriminen por razón de género y, proponer las medi-
das necesarias para eliminar todas las acciones que afec-
ten el pleno ejercicio de los derechos de las mujeres;

VI. Proponer el programa así como el Programa Inte-
gral, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo, así
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como verificar periódica y sistemáticamente la ejecu-
ción de éstos y, en su caso, promover las modificaciones
correspondientes, en los términos de la legislación apli-
cable;

VII. Establecer y concertar acuerdos y convenios con
las autoridades de los tres órdenes de gobierno y, en su
caso, con los sectores social y privado, para promover
las políticas, programas y acciones que se establezcan
en el programa;

VIII. Establecer vínculos de colaboración con el hono-
rable Congreso de la Unión, los Congresos estatales y la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para impul-
sar acciones legislativas que promuevan y fomenten la
igualdad de género, la erradicación de la discriminación
y la violencia contra de las mujeres, así como el reco-
nocimiento y respeto de sus derechos humanos y liber-
tades fundamentales;

IX. Establecer relaciones permanentes con las autorida-
des responsables de la procuración e impartición de jus-
ticia y de seguridad pública en los tres órdenes de go-
bierno, para promover medidas de prevención, atención,
sanción y erradicación de cualquier forma de violencia
y discriminación contra las mujeres;

X. Impulsar y fortalecer vínculos de colaboración y, en
su caso, suscribir convenios con organismos de la so-
ciedad civil y privados, nacionales e internacionales y
con la banca multilateral, para el desarrollo de proyec-
tos que beneficien a las mujeres;

XI. Crear, mantener y fortalecer las relaciones de inter-
cambio y cooperación, en las materias de su competen-
cia, con los organismos internacionales que se ocupan
de la promoción y defensa de los derechos humanos y
libertades fundamentales de las mujeres, sin perjuicio de
las atribuciones que correspondan a la Secretaría de Re-
laciones Exteriores;

XII. Impulsar y propiciar, en su caso, en coordinación
con la Secretaría de Relaciones Exteriores, la firma y el
cumplimiento de los instrumentos acordados en el ám-
bito internacional y regional, relacionados con la igual-
dad de género, el acceso de las mujeres a una vida libre
de violencia y, en general todos aquellos referentes a de-
rechos humanos y libertades fundamentales de las mu-
jeres, sin contravenir las atribuciones que correspondan
a dicha dependencia;

XIII. Actuar como órgano de consulta, capacitación y
asesoría de las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, así como de las entidades fede-
rativas, el Distrito Federal y municipios, de los sectores
social y privado, en materia de género, cuando así lo re-
quieran;

XIV. Promover la ejecución de acciones para el recono-
cimiento y la visibilidad pública de las mujeres, así co-
mo para la difusión a nivel nacional e internacional de
las actividades que las benefician;

XV. Promover estudios e investigaciones con perspecti-
va de género, para conocer la condición de las mujeres
en los distintos ámbitos de la vida nacional, así como
coadyuvar en la instrumentación de los sistemas de in-
formación, registro, seguimiento y evaluación con los
resultados obtenidos, a fin de darlos a conocer;

XVI. Promover, difundir y publicar obras relacionadas
con las materias objeto de esta ley;

XVII. Dar seguimiento a las investigaciones promovi-
das por las dependencias de la administración pública
federal sobre las causas, características y consecuencias
de la violencia contra las mujeres, así como la evalua-
ción y aplicación de las medidas de prevención, aten-
ción, sanción y erradicación, y la información derivada
de cada una de las instituciones encargadas de promover
los derechos humanos de las mujeres en las entidades
federativas, el Distrito Federal y municipios; 

XVIII. Colaborar en el diseño e integración de los siste-
mas de las entidades federativas y el Distrito Federal de
prevención, atención, sanción y erradicación de la vio-
lencia contra las mujeres;

XIX. Coordinar las acciones que el Sistema Nacional
para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, genere de
acuerdo a lo establecido en la ley de la materia;

XX. Impulsar políticas públicas que coadyuven en la
creación de unidades de atención y protección a las víc-
timas de violencia de género en concordancia con las
disposiciones legales de la materia;

XXI. Colaborar en el diseño de los programas reeduca-
tivos integrales que permita la participación activa de
las víctimas de violencia de género en la vida pública,
privada y social, así como de los agresores;
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XXII. Participar y organizar reuniones y eventos para el
intercambio de experiencias e información, tanto de ca-
rácter nacional como internacional, sobre los temas de
género;

XXIII. Impulsar e informar sobre las aportaciones de re-
cursos provenientes de dependencias e instituciones pú-
blicas, organizaciones privadas y sociales, organismos
internacionales y regionales, gobiernos de otros países y
particulares interesados en apoyar el logro de la igual-
dad de género;

XXIV. Emitir informes de evaluación periódica para dar
cuenta de resultados en el cumplimiento de los objeti-
vos, estrategias y políticas derivadas de las atribuciones
conferidas al Instituto; así como emitir opiniones a las
autoridades participantes, con base en el Programa;

XXV. Actualizar periódicamente el diagnóstico sobre la
situación de las mujeres, en relación con los avances del
programa y la operatividad de éste;

XXVI. Establecer esquemas de coordinación y coadyu-
vancia con los mecanismos para el adelanto de las mu-
jeres en las entidades federativas, el Distrito Federal y
municipios;

XXVII. Fungir como Secretaría Ejecutiva del Sistema
Nacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradica-
ción de la Violencia contra las Mujeres; 

XXVIII. Coordinar el Sistema Nacional para la Igual-
dad entre Mujeres y Hombres, en términos de la ley de
la materia;

XXIX. Promover, dar seguimiento y verificar las políti-
cas públicas de la administración pública federal en la
materia y fomentar la participación de la sociedad, cu-
yas acciones estén destinadas a asegurar la prevención,
atención, sanción y erradicación de la violencia contra
las mujeres y la igualdad de género;

XXX. Colaborar con las instituciones del Sistema Na-
cional para Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra las Mujeres, en el diseño, evaluación y
aplicación del modelo de atención a víctimas en los re-
fugios, y

XXXI. Las demás disposiciones legales aplicables.

Artículo 8. Las oficinas centrales del Instituto Nacional de
las Mujeres tendrán su domicilio legal en el Distrito Fede-
ral. 

Artículo 9. El Instituto Nacional de las Mujeres se inte-
grará con una Junta de Gobierno, una Presidencia, una Se-
cretaría Ejecutiva y las estructuras administrativas que es-
tablezca su Estatuto Orgánico. Asimismo, contará con dos
órganos auxiliares de carácter honorífico, que serán: el
Consejo Consultivo y el Consejo Social.

Artículo 10. En el cumplimiento de los objetivos y ejerci-
cio de las atribuciones contenidas en la presente Ley, el
Instituto pondrá especial atención en el caso de mujeres in-
dígenas, en el respeto de sus derechos humanos y liberta-
des fundamentales reconocidos en la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados y con-
venios internacionales de los que México es parte, de con-
formidad con el artículo 133 constitucional.

Capítulo II
Estructura orgánica y funcional del

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 11. El instituto contará con la siguiente estructu-
ra organizativa:

I. La Junta de Gobierno;

II. La Presidencia;

III. La Secretaría Ejecutiva;

IV. El Consejo Consultivo;

V. El Consejo Social, y

VI. El Órgano Interno de Control.

El Consejo Consultivo y el Consejo Social, son dos órga-
nos auxiliares de carácter honorífico, de consulta, asesoría
técnica y análisis cuyas atribuciones y forma de integración
se ajustarán a las disposiciones previstas en la presente
Ley.

La Presidencia y la Secretaría Ejecutiva contarán con las
estructuras administrativas que establezca el Estatuto Or-
gánico del instituto.
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Artículo 12. En las situaciones de orden legal no previstas
en el presente ordenamiento o en los convenios y tratados
internacionales suscritos por el gobierno mexicano en la
materia y ratificados por el Senado de la República, de
conformidad con el artículo 133 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en lo que no se opon-
gan a la presente ley se aplicarán de manera supletoria la
Ley Federal de las Entidades Paraestatales, el Código Civil
Federal, así como los principios generales de derecho.

Artículo 13. La Junta de Gobierno es el órgano de admi-
nistración del instituto, encargado de fijar, dirigir, supervi-
sar, evaluar y controlar las actividades a cargo de esta enti-
dad, y estará integrada por:

I. La persona titular de la Presidencia del Instituto Na-
cional de las Mujeres, quien tendrá voz y voto de cali-
dad;

II. Las personas que ocupen el cargo de vocal propieta-
rio, quienes tendrán derecho a voz y voto, que se men-
cionan a continuación:

a) Las personas titulares de las siguientes dependen-
cias y entidades de la administración pública fede-
ral:

I. Secretaría de Gobernación;

II. Secretaría de Relaciones Exteriores;

III. Secretaría de Seguridad Pública;

IV. Secretaría de Economía;

V. Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

VI. Secretaría de Desarrollo Social;

VII. Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales;

VIII. Secretaría de Agricultura, Ganadería, Des-
arrollo Rural, Pesca y Alimentación;

IX. Secretaría de Educación Pública;

X. Secretaría de la Función Pública;

XI. Secretaría de Salud;

XII. Secretaría de Trabajo y Previsión Social;

XIII. Secretaría de la Reforma Agraria;

XIV. Procuraduría General de la República;

XV. Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas;

XVI. Comisión Nacional para Prevenir la Discrimi-
nación, y

XVII. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral
de la Familia (DIF).

b) Ocho integrantes del Consejo Consultivo y ocho
del Consejo Social, quienes durarán en su encargo
tres años.

En ambos casos, se tratará de ciudadanas mexicanas en
pleno ejercicio de sus derechos, se garantizará que proven-
gan de los diferentes ámbitos de la sociedad civil organiza-
da, reflejando su pluralidad, en los términos a los que ha-
cen referencia los artículos 22 y 24 de esta ley.

La Junta de Gobierno, con la aprobación de la mayoría de
sus asistentes, de acuerdo al tema que se trate en su agen-
da, podrá invitar a representantes de otras dependencias e
instituciones públicas federales, estatales, del Distrito Fe-
deral o municipales, así como a organizaciones privadas y
sociales, no comprendidas en el artículo anterior, los que
tendrán derecho a voz y no a voto en la sesión o sesiones
correspondientes.

En la primera sesión de la Junta de Gobierno se establece-
rán los lineamientos para designar a las mujeres vocales
propietarias señaladas en la fracción II, inciso b) y se defi-
nirá la duración de su encargo y los casos en que podrán ser
reelectas.

En la segunda sesión de la Junta de Gobierno, la Presiden-
cia del instituto propondrá una secretaria técnica y una pro-
secretaria.

Las personas integrantes de la Junta de Gobierno que seña-
la el inciso a) de la fracción II del presente artículo, podrán
ser suplidas por representantes que al efecto designen, que
deben ser del nivel administrativo inmediato inferior al del
titular de la dependencia o entidad de que se trate.
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Las personas integrantes de la Junta de Gobierno, podrán
ser suplidas por los representantes que al efecto designen.

Artículo 14. Para el cumplimiento de las atribuciones del
instituto, la Junta de Gobierno tendrá las siguientes facul-
tades:

I. Integrar por consenso y de no alcanzar éste, por acuer-
do de las tres quintas partes de la totalidad de sus inte-
grantes, una terna que someterá a la consideración de la
persona titular del Ejecutivo federal, a efecto de que de-
signe a la persona titular que ocupará la Presidencia del
Instituto Nacional de las Mujeres;

II. Establecer, en congruencia con los programas secto-
riales, las políticas generales y definir las prioridades a
las que deberá sujetarse el Instituto, con apego a este or-
denamiento y a las demás disposiciones legales que re-
gulen su funcionamiento;

III. Analizar y, en su caso, aprobar el presupuesto, los
informes de actividades y los estados financieros anua-
les del instituto, y autorizar su publicación conforme a
las disposiciones legales aplicables;

IV. Autorizar la creación de comités de apoyo y grupos
de trabajo temporales;

V. Aprobar, de acuerdo con las disposiciones legales
aplicables, las políticas, bases y programas generales
que regulen los convenios, contratos y acuerdos que de-
ba celebrar el instituto;

VI. Observar la ley y las normas necesarias para la ad-
quisición, arrendamiento y enajenación de inmuebles
que el instituto requiera;

VII. Designar y remover, a propuesta de la Presidencia
del instituto a las personas que ocupen los cargos si-
guientes:

a) Secretaría Ejecutiva del instituto;

b) Direcciones Generales del instituto, y

c) Secretaría Técnica y Prosecretaría de la Junta de
Gobierno.

VIII. Aprobar en términos de ley, el Estatuto Orgánico,
el Reglamento Interior y el Reglamento Interior de Tra-
bajo;

IX. Analizar y, en su caso, aprobar los informes periódi-
cos que rinda la Presidencia del instituto, con la inter-
vención que corresponda al comisario;

X. Aprobar la aceptación de herencias, legados, dona-
ciones y demás liberalidades;

XI. Conocer y aprobar los convenios de colaboración
que hayan de celebrarse con dependencias y entidades
públicas;

XII. Expedir la convocatoria para la integración del
Consejo Consultivo y del Consejo Social, y

XIII. Las demás que le atribuya esta ley y la legislación
aplicable.

Artículo 15. La Junta de Gobierno celebrará sesiones ordi-
narias por lo menos cuatro veces por año y las extraordina-
rias que convoque la persona titular de la Presidencia o,
cuando menos, una tercera parte de sus integrantes.

La convocatoria será notificada formalmente con una ante-
lación de cuando menos tres días hábiles, para las sesiones
ordinarias, y de un día para las extraordinarias.

La inasistencia de sus integrantes deberá comunicarse a la
persona titular de la Presidencia con cuarenta y ocho horas
antes de la celebración del evento, en el caso de sesiones
ordinarias, y para las extraordinarias, doce horas antes.

La Junta de Gobierno sesionará válidamente con la asis-
tencia de por lo menos la mitad más uno de sus integran-
tes. Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos de
los presentes y la Presidencia tendrá voto de calidad en ca-
so de empate.

Asistirán a las sesiones de la Junta de Gobierno, con voz
pero sin voto, la secretaria ejecutiva del instituto; la secre-
taria técnica y la prosecretaria de la Junta de Gobierno, así
como la o el Comisario Público del instituto.

Los acuerdos de la Junta de Gobierno versarán sobre los
asuntos incluidos en el orden del día y aquéllos urgentes
que se darán a conocer a la Junta de Gobierno con ese ca-
rácter.
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Capítulo III
De la Presidencia del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 16. La persona que ocupe la Presidencia de la Re-
pública, nombrará de una terna integrada por consenso, a la
persona titular de la Presidencia del instituto; de no alcan-
zar el mismo, por acuerdo de las tres quintas partes de la
totalidad de los integrantes de la Junta de Gobierno, de-
biendo reunir los requisitos siguientes:

I. Ser de nacionalidad mexicana por nacimiento, mayor
de edad con un modo honesto de vivir, en pleno goce y
ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener conocimiento y experiencia en actividades re-
lacionadas con la promoción de la igualdad de género, a
favor de los derechos humanos y libertades fundamen-
tales de las mujeres, y por su trabajo activo en políticas
públicas con perspectiva de género y demás materias
objeto de esta ley, así como por su participación con las
organizaciones de la sociedad civil;

III. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio,
cuyo ejercicio requiere conocimiento y experiencia en
materia administrativa, y

IV. No encontrarse en uno o varios de los impedimentos
establecidos en la fracción III, del artículo 21 de la Ley
Federal de Entidades Paraestatales.

Artículo 17. La persona titular de la Presidencia del insti-
tuto tendrá las siguientes facultades:

I. Presidir la Junta de Gobierno, con derecho a voz y vo-
to;

II. Administrar y representar legalmente al instituto;

III. Celebrar toda clase de actos y otorgar documentos
inherentes al objeto del instituto;

IV. Aplicar, ejecutar y vigilar el cumplimiento de los
acuerdos de la Junta de Gobierno;

V. Presentar a la Junta de Gobierno para su revisión y en
su caso aprobación, la normatividad administrativa in-
terna que aplica el instituto;

VI. Coadyuvar en la formulación de los programas ins-
titucionales de las entidades y dependencias de la admi-
nistración pública federal, estableciendo los indicadores
de cumplimiento a corto, mediano y largo plazos;

VII. Elaborar anualmente el anteproyecto de presupues-
to de egresos del instituto, para someterlo a la conside-
ración y, en su caso, a la aprobación de la Junta de Go-
bierno;

VIII. Ejercer el presupuesto del Instituto con sujeción a
las disposiciones legales reglamentarias y administrati-
vas aplicables;

IX. Presentar a la Junta de Gobierno para su considera-
ción y en su caso, aprobación de los proyectos de pro-
gramas, informes y estados financieros del instituto y
los que específicamente le solicite aquélla;

X. Proponer a la Junta de Gobierno el nombramiento o
remoción de la secretaria ejecutiva y los dos primeros
niveles de servidores del instituto, la fijación de sueldos
y demás prestaciones, conforme a las asignaciones glo-
bales del presupuesto de gasto corriente aprobado por el
propio órgano y nombrar al resto del personal adminis-
trativo del Instituto;

XI. Suscribir los contratos que regulen las relaciones la-
borales de la entidad con sus trabajadores;

XII. Establecer los sistemas de control necesarios para
alcanzar las metas u objetivos propuestos;

XIII. Establecer los mecanismos de evaluación que des-
taquen la eficiencia y la eficacia con que se desempeñe
el Instituto, debiendo incluir aspectos e indicadores de
calidad y presentar a la Junta de Gobierno, una vez al
año la evaluación de gestión, con el detalle que previa-
mente se acuerde por la propia Junta de Gobierno, escu-
chando a el Comisario Público; 

XIV. Someter a la Junta de Gobierno el informe anual
sobre las actividades realizadas en el año inmediato an-
terior invitando a dicha sesión a la persona titular de la
Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, de las Mesas Directivas del Senado de la Repúbli-
ca y de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión y a las Presidencias de las Comisiones de Equi-
dad y Género de ambas Cámaras; y dar a conocer dicho
informe a la sociedad mediante su publicación;
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XV. Proporcionar la información que soliciten las o los
Comisarios Públicos propietario y suplente;

XVI. Recabar información y elementos estadísticos so-
bre las funciones del instituto, para mejorar su desem-
peño, y

XVII. Las demás que le confiera la presente ley y la le-
gislación aplicable.

Artículo 18. La persona titular de la Presidencia durará en
su cargo tres años, pudiendo ser ratificada únicamente por
un segundo periodo de tres años.

Artículo 19. La persona titular de la Presidencia sólo po-
drá permanecer en su encargo durante el período de ejerci-
cio constitucional de aquella que ocupe la Presidencia de la
República y que le haya otorgado el nombramiento.

Capítulo IV
De la Secretaría Ejecutiva del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 20. La Presidencia del instituto propondrá a la
Junta de Gobierno el nombramiento o remoción de la se-
cretaria ejecutiva, la cual debe reunir para su designación,
los siguientes requisitos:

I. Ser de nacionalidad mexicana, mayor de edad y con
un modo honesto de vivir, en pleno goce y ejercicio de
sus derechos civiles y políticos;

II. Haber recibido título de nivel licenciatura debida-
mente acreditado por las universidades y demás institu-
ciones de educación superior; 

III. Haber desempeñado cargos de nivel técnico y deci-
sorio, cuyo ejercicio requiera conocimientos y experien-
cia en materia administrativa, y

IV. Tener conocimiento y experiencia en actividades re-
lacionadas con la promoción de la igualdad de género, a
favor de los derechos humanos y libertades fundamen-
tales de las mujeres, y por su trabajo activo en políticas
públicas con perspectiva de género y demás materias
objeto de esta Ley.

Artículo 21. La secretaría ejecutiva tendrá las siguientes
facultades y obligaciones:

I. Proponer a la Presidencia del instituto, las políticas
generales que en materia de igualdad de género, acceso
de las mujeres a una vida libre de violencia y no discri-
minación, habrá de seguir el instituto ante los órganos
gubernamentales y las organizaciones privadas o no gu-
bernamentales, nacionales e internacionales;

II. Someter a la consideración de la Presidencia del ins-
tituto, proyectos de informes anuales, así como los es-
peciales que serán presentados a la Junta de Gobierno;

III. Auxiliar a la Presidencia del instituto en la adminis-
tración, organización y operación del instituto, en los
términos que establezca el Estatuto Orgánico, y

IV. Las demás que le confiera el Estatuto Orgánico del
instituto y disposiciones legales aplicables.

Capítulo V
Del Consejo Consultivo y del Consejo Social del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 22. El Consejo Consultivo será un órgano asesor
y promotor de las acciones que se emprendan en beneficio
de las mujeres en el marco de esta ley.

Se integrará por un número no menor de diez ni mayor de
veinte mujeres, cuyas participantes no percibirán retribu-
ción, emolumento o compensación alguna y se selecciona-
rán entre las mujeres representativas de los diferentes sec-
tores de la sociedad, de organizaciones políticas y privadas,
de asociaciones civiles, así como de instituciones académi-
cas, quienes serán designadas por las organizaciones repre-
sentativas de defensa de los derechos humanos y libertades
fundamentales de las mujeres y propuestas a la Junta de
Gobierno del instituto.

La Junta de Gobierno determinará en el Estatuto Orgánico
del Instituto, la estructura, organización y funciones del
Consejo Consultivo, el cual será dirigido por una conseje-
ra presidenta.

Artículo 23. Las integrantes del Consejo Consultivo dura-
rán en su encargo tres años, pudiendo permanecer única-
mente por otro periodo igual. Las nuevas integrantes deben
representar a organizaciones distintas a las representadas
en el periodo inmediato anterior. El Consejo debe presen-
tar anualmente un informe de actividades ante la Junta de
Gobierno.
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Artículo 24. El Consejo Social será un órgano de análisis,
evaluación y seguimiento de las políticas públicas, progra-
mas, proyectos y acciones que se emprendan en beneficio
de las mujeres en el marco de esta ley.

Se integrará por un número no menor de diez ni mayor de
veinte mujeres representativas de los sectores público, pri-
vado y social, que se hayan distinguido por sus tareas a fa-
vor del impulso de la igualdad de género.

La Junta de Gobierno determinará en el Estatuto Orgánico
del instituto la estructura, organización y funciones del
Consejo Social, el cual será dirigido por una consejera pre-
sidenta.

Artículo 25. Las integrantes del Consejo Social durarán en
su encargo tres años, pudiendo permanecer un periodo
más. Las nuevas integrantes deberán representar a organi-
zaciones distintas de las representadas en el periodo inme-
diato anterior. Al término de su encargo, el Consejo Social
presentará un informe anual a la Junta de Gobierno.

Artículo 26. El Consejo Consultivo tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Fungir como órgano de asesoría y consulta del insti-
tuto en lo relativo al programa y en los demás asuntos
en materia de igualdad de género y el acceso de las mu-
jeres a una vida libre de violencia, que sean sometidos a
su consideración;

II. Impulsar y favorecer la participación de la sociedad
en las acciones relacionadas con el objeto de esta Ley,
así como promover vínculos de coordinación con las
instancias de gobierno;

III. Impulsar a las organizaciones de mujeres indígenas,
preferentemente aquellas que propician su acceso igua-
litario a las oportunidades;

IV. Impulsar y apoyar el fortalecimiento de las organi-
zaciones de mujeres y de las que trabajen a favor de sus
derechos humanos y libertades fundamentales, y

V. Las que determine el Estatuto Orgánico del instituto
y demás disposiciones aplicables.

Artículo 27. El Consejo Social tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Dar seguimiento al cumplimiento de las políticas pú-
blicas, programas, proyectos y acciones que se empren-
dan en beneficio de las mujeres, en el marco de esta ley,
proponiendo las medidas para su mejoramiento;

II. Vigilar el cumplimiento de los compromisos del Es-
tado a nivel nacional e internacional, relacionados con
la igualdad de género, el acceso de las mujeres a una vi-
da libre de violencia, y en general, todos aquellos rela-
tivos a los derechos humanos y libertades fundamenta-
les de las mujeres;

III. Elaborar y presentar a la Junta de Gobierno los in-
formes de evaluación en las materias objeto de esta ley;

IV. Proponer medidas para modificar las políticas, estra-
tegias, programas, proyectos y acciones derivados de la
presente ley;

V. Proponer mecanismos que propicien el fortaleci-
miento y actualización de los sistemas de información
de los distintos sectores de la sociedad, desagregados
por sexo, y

VI. Las demás que determine el Estatuto Orgánico del
instituto y otras disposiciones aplicables.

Artículo 28. El instituto solicitará a las personas titulares
de las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal, información relativa a la ejecución de las po-
líticas tendentes a aplicar la transversalidad de la perspec-
tiva de género en sus programas; a las personas titulares de
los órganos de impartición de justicia tanto federal como
locales, su colaboración para fomentar la observancia de la
legislación nacional e internacional en materia de género, y
a las personas que presidan las Mesas Directivas de ambas
Cámaras del honorable Congreso de la Unión, información
sobre los asuntos legislativos relacionados con el tema de
género.

Capítulo VI 
De la Colaboración de los 
Tres Poderes de la Unión

Artículo 29. Las autoridades y personal de las mismas, de
las entidades federativas, el Distrito Federal y municipios,
proporcionarán al instituto la información y datos que éste
les solicite, en los términos de los acuerdos que al efecto se
celebren.
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Capítulo VII
Del Programa Nacional para la 

Igualdad entre Mujeres y Hombres

Artículo 30. Las dependencias y entidades de la adminis-
tración pública federal, los órganos de impartición de jus-
ticia federal, así como las Cámaras del honorable Congre-
so de la Unión, en el ejercicio de sus atribuciones y
funciones incorporarán el enfoque de género en sus políti-
cas, programas y acciones institucionales.

Como resultado de la evaluación del programa, el instituto
podrá emitir opiniones y propuestas dirigidas a las perso-
nas u órganos a que se refiere el artículo 28, de la presente
ley.

Capítulo VIII
Del Presupuesto de Egresos de la Federación

Artículo 31. El titular del Poder Ejecutivo federal, por con-
ducto del instituto, será el encargado de impulsar la igual-
dad entre mujeres y hombres, a través de la incorporación
de la perspectiva de género en el diseño, elaboración y
aplicación de los programas y actividades que la adminis-
tración pública federal presente en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación correspondiente.

Artículo 32. El instituto coordinará y vigilará que las de-
pendencias y entidades de la administración pública federal
consideren en sus programas o actividades, lo siguiente:

I. Incorporar la perspectiva de género y reflejarla en su
matriz de indicadores;

II. Identificar la población objetivo, diferenciada por se-
xo, grupo de edad, región del país, municipio o demar-
cación territorial, y entidad federativa;

III. Establecer las metodologías o sistemas para que en
el diseño, aplicación y evaluación de los programas, se
generen indicadores con perspectiva de género, y

IV. Fomentar que en lo relativo a los programas de co-
municación social incluyan en sus contenidos la promo-
ción de la igualdad de género, la prevención, atención,
sanción y  erradicación de la violencia contra las muje-
res, y la eliminación de roles y estereotipos que fomen-
ten cualquier forma de discriminación por razones de
género.

Artículo 33. Establecer coordinadamente con las depen-
dencias y entidades de la administración pública federal, la
metodología de rendición de cuentas sobre las acciones re-
alizadas en materia de igualdad de género, detallando ob-
jetivos específicos, población objetivo, indicadores utiliza-
dos, la programación de las erogaciones y el ejercicio de
los recursos.

Artículo 34. El instituto deberá presentar los informes en
los términos y plazos que establecen las disposiciones le-
gales aplicables ante la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, detallando entre otros: objetivos,
estrategias población, modificaciones, programación y
ejercicio de las erogaciones, modalidades y criterios de
evaluación; así como aquellos que establezca la legislación
en la materia.

Capítulo IX
Del Patrimonio y de los Recursos del 

Instituto Nacional de las Mujeres

Artículo 35. El instituto contará con patrimonio propio y
se integrará:

I. Con los derechos y bienes muebles e inmuebles que le
sean asignados por el sector público, los que les sean
transmitidos por el sector privado y las aportaciones que
se adquieran por cualquier título;

II. Con los fondos nacionales o extranjeros obtenidos
para el financiamiento de programas específicos;

III. Recursos que obtenga de las actividades a que se re-
fiere el artículo 7 fracciones XVII y XXIV de esta ley, y

IV. Las aportaciones, donaciones, legados y demás libe-
ralidades que reciba de personas físicas y morales.

Artículo 36. El Presupuesto de Egresos de la Federación
deberá contener las partidas y previsiones necesarias para
sufragar los gastos derivados de su operación, sin perjuicio
de que le sean asignadas partidas adicionales.

Artículo 37. La gestión del instituto estará sometida al ré-
gimen del presupuesto anual de la administración pública
federal.

Artículo 38. El instituto queda sometido a las reglas de
contabilidad, presupuesto y gasto público aplicables a la
administración pública federal.
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Capítulo X
Del Régimen Laboral

Artículo 39. Las relaciones laborales entre el Instituto y
sus trabajadores se regirán por el Apartado A del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
primero de enero de 2010.

Artículo Segundo. Se abroga la Ley del Instituto Nacional
de las Mujeres publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 12 de enero del 2001.

Artículo Tercero. La Presidencia, la Junta de Gobierno y
los órganos auxiliares conservarán su actual conformación
e integración, hasta el término de su nombramiento.

Artículo Cuarto. La titular de la Presidencia del Instituto
Nacional de las Mujeres contará con un período compren-
dido entre la publicación del presente decreto y su entrada
en vigor, para presentar a la actual Junta de Gobierno, las
propuestas de modificación al Estatuto Orgánico y al Re-
glamento Interior necesarias a fin de proveer al debido
cumplimiento del mismo.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a los 21 días
de enero de 2009.— Mesa directiva de la Comisión de Equidad y Gé-
nero, diputadas: Maricela Contreras Julián (rúbrica), presidenta; Nelly
Asunción Hurtado Pérez, Mirna Cecilia Rincón Vargas (rúbrica), Gua-
dalupe Socorro Flores Salazar (rúbrica), Bertha Yolanda Rodríguez
Ramírez (rúbrica), Martha Angélica Tagle Martínez (rúbrica), Ana Ma-
ría Ramírez Cerda (rúbrica), secretarias.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Equidad y Género, con opinión de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cá-
mara de Diputados.

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS
ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORICOS -

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra el señor diputado Juan de Dios Castro Muñoz, del

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar iniciativa que deroga diversas disposiciones de la
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos, y adiciona el capítulo vigésimo
séptimo al Código Penal Federal, suscrita por los diputados
María Elena de las Nieves Noriega Blanco Vigil y Ramón
Ignacio Lemus Muñoz Ledo, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz: Gracias, Presi-
dente; con su permiso.

Me permito presentar a todos ustedes una iniciativa con
proyecto de decreto de mis compañeros diputados María
Elena de las Nieves Noriega Blanco Vigil y Ramón Ignacio
Lemus Muñoz Ledo, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, por el que se derogan diversas
disposiciones de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas
Arqueológicos, Artísticos e Históricos, y se adiciona el capí-
tulo vigésimo séptimo al Código Penal Federal.

Como todos sabemos, México es un país con sitios y mo-
numentos arqueológicos de suma importancia. El patrimo-
nio que tiene México en valor arqueológico es el primero
en todo el continente americano.

La regulación jurídica para la preservación de bienes cul-
turales ha estado presente en diferentes momentos de nues-
tra historia. México ha sido un país pionero en materia de
protección de su patrimonio cultural.

Si bien en ningún otro momento en la historia de nuestro
país la conciencia y la necesidad de preservar los bienes
culturales han sido tan intensas, de igual manera, jamás ha-
bían estado en peligro de desaparecer por las constantes
agresiones, producto no sólo de la acción de la naturaleza
sino del propio ser humano, entorpeciendo así el estudio y
el entendimiento del pasado. Tal es el caso de lo sucedido
en días pasados en Tabasco, con el daño causado a las pie-
zas arqueológicas del parque-museo La Venta.

El saqueo y la destrucción de nuestro pasado es un lento
suicidio de la memoria histórica, un atentado contra el pa-
trimonio cultural y un debilitamiento de nuestra identidad
como nación. Por ello la legislación adopta un relevante
papel como medio para desarrollar instrumentos eficaces
que permitan garantizar su preservación. De ahí la necesi-
dad de trasladar el capítulo Sanciones, de la Ley Federal
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos al Código Penal Federal.
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Uno de los razonamientos de lo antes expresado es evitar
el problema que representa el tipificar conductas en una ley
de naturaleza administrativa, en lugar de hacerlo en el Có-
digo Penal Federal, ocasionando un problema de disper-
sión de las normas en materia penal, toda vez que la propia
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos se
remite a las reglas generales señaladas en el Código Penal
Federal para resolver acerca de figuras como la “reinciden-
cia”.

Los órganos encargados de la procuración e impartición de
justicia se enfrentan día a día con la innecesaria dispersión
normativa, siendo ésta la razón primordial por la que nues-
tro derecho se orienta cada vez más a la unificación de las
normas penales.

Es de suma importancia reunir en un solo cuerpo normati-
vo todas las conductas que son consideradas como delitos.
La armonización y posterior unificación de las normas pe-
nales facilitan el trabajo de la autoridad responsable de su
aplicación.

Por ello, en lo que se refiere a los montos de las sanciones
administrativas actualmente establecidas en la Ley Federal
de Monumentos y Zonas Arqueológicos, y que en un pará-
metro real no son los adecuados, se propone que el monto
de las multas se fije en los términos establecidos en el Có-
digo Penal Federal; es decir, en días multa, y no como en
la redacción vigente, que establece cantidades líquidas.

Se aumentan, también, en sus mínimos, las penas privati-
vas de la libertad en determinados delitos, en atención al
bien jurídico tutelado.

Se separan las conductas relativas a la realización de actos
traslativos de dominio de un monumento arqueológico
mueble y su comercialización.

Se aumenta la penalidad a los sujetos que promuevan, orga-
nicen, financien o dirijan la realización, sin autorización, de
trabajos en excavación sobre monumentos arqueológicos.

Como pena accesoria, se prevé la destitución y la inhabili-
tación de los servidores públicos del INAH, por un tiempo
igual a la pena de prisión impuesta, que hayan otorgado in-
debidamente la autorización para realizar trabajos arqueo-
lógicos.

Las anteriores, entre otras conductas previstas en la pro-
puesta. Por razones de tiempo, solicito a la Presidencia que

se inserte el cuerpo íntegro de la iniciativa en el Diario de
Debates.

Con las precisiones jurídicas contenidas en la presente ini-
ciativa se busca otorgar la certeza y la coherencia jurídicas
que no se advierten en la redacción vigente de la ley fede-
ral mencionada, además de resaltar la importancia de que
los delitos en contra del patrimonio cultural sean acordes
con la política de sanciones pecuniarias en días multa que
hoy rigen a los cuerpos legales.

Señor presidente, solicito que sea tan amable de turnarla a
la Comisión de Justicia, y también a la Comisión de Cultu-
ra, para su opinión. Es cuanto, señor presidente. Por su
atención, muchas gracias.

«Iniciativa que deroga diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísti-
cos e Históricos, y adiciona el Capítulo Vigésimo Séptimo
al Código Penal Federal, a cargo del diputado Juan de Dios
Castro Muñoz y suscrita por los diputados María Elena de
las Nieves Noriega Blanco Vigil y Ramón Ignacio Lemus
Muñoz Ledo, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos diputados federales María Elena de las Nie-
ves Noriega Blanco Vigil y Ramón Ignacio Lemus Muñoz
Ledo, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LX Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 55, fracción II, 56, 62 y demás re-
lativos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, someten
a consideración de este honorable Congreso de la Unión la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
derogan diversas disposiciones de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos y se adiciona un Capítulo Vigésimo Séptimo al Código
Penal Federal, de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

México es un país con sitios y monumentos arqueológicos,
artísticos e históricos, variado y de gran riqueza, legado
tanto de las civilizaciones que se asentaron en el actual te-
rritorio mexicano, como de la época de la Colonia y la eta-
pa como nación independiente. Dicho legado constituye el
patrimonio cultural que sitúa a nuestro país como el sépti-
mo lugar mundial y el primero en América en cuanto al nú-
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mero de Declaratorias registradas en la lista del Patrimonio
Cultural de la UNESCO.

El patrimonio arqueológico formado por el conjunto de
vestigios de distintos tipos, así como los monumentos de la
época colonial: construcciones civiles, militares y religio-
sas; las pinturas, esculturas y diversos objetos de la etapa
virreinal, son la fuente principal y en el caso de un largo
periodo de la historia de las antiguas civilizaciones, la úni-
ca, para estudiar y comprender el pasado. De igual manera
han dado origen a bienes culturales, que han evolucionado
hacia una mayor participación en la vida social de las co-
munidades, dejando de ser objetos de estudio o museo, pa-
ra convertirse en elementos generadores de desarrollo.

Si bien, en ningún otro momento en la historia de nuestro
país la conciencia y la necesidad de preservar los bienes
culturales han sido tan intensas, de igual manera, jamás ha-
bían estado en peligro de desaparecer por las constantes
agresiones producto no sólo de la acción de la naturaleza
sino del propio ser humano, entorpeciendo así el estudio y
entendimiento del pasado. El saqueo de nuestro pasado es
un lento suicidio de la memoria, histórica un atentado con-
tra el patrimonio cultural y un debilitamiento de nuestra
identidad como nación. Urge crear una mayor conciencia
para acabar con la destrucción, alteración, robo y tráfico de
las raíces del México Prehispánico.1 El saqueo y tráfico de
los bienes culturales es un fenómeno que está inscrito en la
agenda como uno de los problemas nacionales.2

La regulación jurídica para la preservación de bienes cul-
turales ha estado presente en diferentes momentos de nues-
tra historia. Así en el periodo que va de 1810 a 1850, se
dicta una gran cantidad de leyes con las que se busca la de-
fensa y acrecentamiento del patrimonio cultural. Por su
importancia cabe destacar la circular de la Secretaría de
Relaciones Exteriores del 28 de octubre de 1835, con la
que esa dependencia exhorta a verificar el cumplimiento de
la prohibición de extraer monumentos y antigüedades me-
xicanas contenidas en el arancel de aduanas.3

La referencia más antigua que se tiene documentada sobre
el registro del patrimonio cultural, es una autorización de
Carlos III en la época virreinal, dada en favor del capitán
de Dragones, Guillermo Dupaix, para realizar investiga-
ciones sobre las antigüedades de las provincias y sacar di-
seños exactos de los monumentos y edificaciones. Lo ante-
rior con el objetivo de contar con el conocimiento de la
historia del país. Se autorizó así a Dupaix para que transi-
tara por todo el país con esa encomienda.4 El término mo-

numento se aplicó a los bienes que por sus características
singulares sobresalían de su entorno y no podían conside-
rarse tesoros por carecer de valor económico.5

En este contexto histórico, el 24 de noviembre de 1864
Maximiliano de Habsburgo prohíbe las excavaciones de
monumentos en la península de Yucatán. Más tarde Porfi-
rio Díaz expide dos decretos, el primero promulgado el 3
de junio de 1896 y el segundo publicado el 11 de mayo de
1897, ambos en materia de exploraciones arqueológicas.
Igualmente, promulgó la Ley Relativa de los Monumentos
Arqueológicos, la cual determinó por primera vez que los
bienes prehispánicos existentes en territorio mexicano fue-
sen considerados propiedad de la nación y que nadie podía
explorarlos, removerlos ni restaurarlos sin autorización del
Ejecutivo federal; cabe destacar que en esta ley ya se con-
templaba el delito de destrucción o deterioro de los monu-
mentos prehispánicos, pena que consistió en arresto mayor
y multa de segunda clase.6

Sobresalen también otras leyes como la de Victoriano
Huerta en 1914 y una iniciativa del gobierno de Venustia-
no Carranza de 1916 en materia de conservación de monu-
mentos, objetos históricos, artísticos y de bellezas natura-
les.7

Posteriormente se realizaron varias adiciones a la Constitu-
ción Política de 1917, entre otras, la integración en la frac-
ción XXV del artículo 73 de una referencia específica so-
bre monumentos arqueológicos, artísticos e históricos y,
durante los gobiernos de Emilio Portes Gil y Abelardo L.
Rodríguez, se decretan ordenamientos en materia de pro-
tección y registro de bienes arqueológicos. Entre ellos, des-
taca la Ley sobre Protección y Conservación de Monu-
mentos Arqueológicos e Históricos, Poblaciones Típicas y
Lugares de Belleza Natural, promulgada el 19 de enero de
1934 en la cual se prohibía la exportación de monumentos
prehispánicos y los declarados como históricos por la Se-
cretaría de Educación Pública.

Es importante resaltar que esta ley cuenta con una mayor
lógica legislativa en la materia, pues incorpora el concepto
de monumento, en su acepción tradicional, como un bien
cuya magnificencia y estética lo distinguen de su entorno,
además clasifica y distingue claramente a los monumentos
prehispánicos de los históricos, señalando que eran, res-
pectivamente:

“Producto de civilizaciones aborígenes anteriores a la
consumación de la conquista. 
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”Aquellos muebles o inmuebles posteriores a la consu-
mación de la conquista y cuya conservación sea de in-
terés público, por estar vinculados a nuestra historia
política o social y porque su excepcional valor artísti-
co o arquitectónico los haga exponentes de la historia
cultural.”

Al ser una ley de carácter federal, extiende su tutela sobre
los bienes monumentales que al momento de la promulga-
ción de la ley estuvieran al cuidado de la Secretaría de
Educación Pública, que formaran parte de los museos y ga-
lerías, o bien, que el Departamento de Monumentos Artís-
ticos, Arqueológicos e Históricos declarara con dicho ca-
rácter.

En 1970 se publica en el Diario Oficial de la Federación la
Ley del Patrimonio Cultural. Dos años más tarde, el 28 de
abril de 1972, se promulgó la Ley Federal sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos con
el objeto de fortalecer el marco jurídico para detener y pre-
venir actos atentatorios contra la integridad, conservación,
recuperación y propiedad del patrimonio cultural, la cual
fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de
mayo del mismo año. Tal ordenamiento que se encuentra
vigente hasta nuestros días y tipifica diversas figuras delic-
tivas expresadas en un capítulo denominado De las San-
ciones.

En términos generales podemos decir que México es un pa-
ís pionero en materia de protección del Patrimonio Cultu-
ral. Considérese que el mismo concepto “patrimonio cultu-
ral” como tal, difundido por la UNESCO a partir del siglo
XX, en México ya existía, primero como “antigüedades me-
xicanas”, posteriormente vino la acepción que lo denomina-
ría “monumento”, en referencia a la fuente de conocimiento
científico, cultural e histórico tangible e intangible. Bienes
sujetos de protección en tanto que tienen dicho valor.8

La necesidad de preservar nuestro patrimonio cultural de-
be obligarnos a llevar a cabo una recapitulación urgente y
seria de todas las leyes y convenios existentes, con el pro-
pósito de desarrollar instrumentos más eficaces y generar
acciones decididas.9 “El reconocimiento y la importancia
del patrimonio cultural como objeto digno de ser jurídica-
mente protegido de manera sistemática y bajo parámetros
científicos, fueron motivados por la grave situación que lo
pone en peligro de desaparecer. Derivado de lo anterior, di-
versas convenciones multinacionales han pretendido esta-
blecer principios generales de protección sobre el patrimo-
nio cultural que indiscutiblemente es de interés común”.10

El daño que produce el saqueo, la destrucción, alteración y
el coleccionismo basado en el tráfico ilícito de bienes cul-
turales, es enorme. Genera la destrucción de contextos his-
tóricos, vital para el entendimiento de los pueblos que pro-
dujeron los bienes culturales que le dieron origen.
“Quienes saquean no están preocupados por registrar datos
que permitan dar respuestas a muchas interrogantes que
hay sobre los pueblos antiguos de México”.11 Es por eso
que la legislación adopta un relevante papel como medio
para garantizar la conservación de un bien común sobre el
interés particular. 

De tal suerte habrá que entender que la protección de nues-
tro patrimonio cultural y el desarrollo económico y social
que éste genera son conceptos íntimamente ligados y no
excluyentes y toda política nacional representa la inclusión
de esta materia, tal como se concibe tanto en el Plan Na-
cional de Desarrollo como en los programas sectoriales de
cultura y turismo. 

Si bien es cierto que los sitios y zonas arqueológicas son un
recurso que impulsa la actividad turística dentro del deno-
minado turismo cultural, también puede ser un objeto de
degradación patrimonial a causa del turismo masivo.

La pretensión es evitar todas aquellas acciones que dete-
rioren y sean un factor de pérdida de los bienes culturales,
patrimonio de los mexicanos, fortalecer la protección del
patrimonio cultural para que siga siendo un recurso apro-
vechable y no solamente un recurso explotado.

De ahí la necesidad de generar estrategias de carácter jurí-
dico y trasladar el capítulo de sanciones de la Ley Federal
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos al Código Penal Federal.

Uno de los razonamientos de lo antes expresado, es evitar
el problema que representa el tipificar conductas en una
Ley de naturaleza administrativa, en lugar de hacerlo en el
Código Penal Federal, ocasionando un problema de disper-
sión de las normas en materia penal, toda vez que la propia
Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos,
Artísticos e Históricos, se remite a las reglas generales se-
ñaladas en el Código Penal Federal para resolver acerca de
figuras como la reincidencia.

Los órganos encargados de la procuración e impartición de
justicia se enfrentan día a día con la innecesaria dispersión
normativa, siendo ésta la razón primordial por la que nues-
tro derecho se orienta cada vez más a la unificación de las
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normas penales que aún se encuentran en diversas leyes de
carácter administrativo.

Es de suma importancia reunir en un sólo cuerpo normati-
vo todas las conductas que son consideradas como delitos.
La armonización y posterior unificación de las normas pe-
nales facilitan el trabajo de la autoridad responsable de su
aplicación y otorgan certidumbre jurídica a los sujetos a un
proceso penal.

De esta forma, resulta necesario derogar las disposiciones
que establecen una conducta penal típica de la Ley Federal
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, para trasladarlas al Código Penal Federal, ac-
tualizándolas y adecuándolas a la realidad social y a las re-
glas generales emitidas por la Legislación Penal vigente.

En lo que se refiere a los montos de las sanciones adminis-
trativas actualmente establecidas en la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos y que en un parámetro real no son las adecuadas, pro-
ponemos que el monto de las multas se fijen en los térmi-
nos establecidos en el Código Penal Federal, es decir, en
días multa y no como la redacción vigente que establece
cantidades líquidas. 

Se aumentan en sus mínimos las penas privativas de la li-
bertad en determinados delitos, en atención al bien jurídico
protegido, y a fin de acortar el rango de discrecionalidad
del juez para imponer arbitrariamente desde el plazo míni-
mo de un año hasta diez años.

Se separan las conductas relativas a la realización de actos
traslativos de dominio de un monumento arqueológico
mueble y a su comercialización, para dar una penalidad
mayor por el carácter eminentemente lucrativo que muchas
veces buscan los coleccionistas al ir tras una pieza arqueo-
lógica, con relación a aquellos sujetos que sólo lo trans-
porten, exhiban o reproduzcan.

Se aumenta la penalidad a los sujetos que promuevan, or-
ganicen, financien o dirijan la realización sin autorización
de trabajos de excavación sobre monumentos arqueológi-
cos inmuebles, o en zonas de monumentos arqueológicos,
en virtud de su peligrosidad por contar estos sujetos con
conocimientos amplios sobre la labor arqueológica.

Como pena accesoria, se contempla la destitución e inha-
bilitación de los servidores públicos pertenecientes al Ins-
tituto Nacional de Antropología e Historia, por un tiempo

igual a la pena de prisión impuesta, que hayan otorgado in-
debidamente la autorización para la realizar trabajos ar-
queológicos y dispongan para sí de un monumento arqueo-
lógico mueble, situación no establecida en la redacción de
la ley federal vigente.

Asimismo, se eleva hasta en una mitad más de la pena apli-
cable al servidor público que indebidamente se apodere de
un monumento mueble arqueológico, histórico o artístico,
como consecuencia de la confianza en él depositada y por
la disposición del monumento arqueológico mueble.

En el caso de daños a monumentos arqueológicos, artísti-
cos o históricos, se unifica el criterio respecto al medio co-
misivo empleado, dejándolo de manera general. Se unifica
además su penalidad y conservando la sanción pecuniaria
hasta por el monto del daño causado.

Un monumento arqueológico o histórico mueble encontra-
do o procedente de un inmueble considerado como monu-
mento histórico, sin distinguir si lo es por disposición de la
ley o por declaratoria, no puede ser detentado indebida-
mente por los particulares, ya que estaría causando un per-
juicio a la nación; por tal motivo se aumenta el mínimo de
la pena aplicable a quien ilegalmente tenga en su poder uno
de los objetos antes mencionados.12

Se mantiene la descripción de la conducta relativa a quien
por cualquier medio pretenda sacar o saque del país un mo-
numento arqueológico, artístico o histórico, sin que medie
permiso de la autoridad competente. De esta forma se pre-
vé integrar tanto a las Instituciones como a los órganos del
gobierno encargados de otorgar, en su caso, la autorización
correspondiente y no sólo al instituto, como se señala en el
texto vigente.

En un solo precepto se contempla el aumento de hasta un
tanto más de la pena privativa de libertad a los reincidentes
y delincuentes habituales en los delitos tipificados en el Tí-
tulo adicionado.

Con las precisiones jurídicas mencionadas a lo largo de es-
ta exposición de motivos se busca otorgar la certeza y co-
herencia jurídica que no se advierten en la redacción vi-
gente de la Ley Federal mencionada, además estaría acorde
con la política de sanciones pecuniarias en días multa que
hoy rigen a los cuerpos legales.

El patrimonio cultural de México es invaluable, por ello re-
sulta necesario adecuar la ley a nuestra realidad social y ga-
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rantizar la preservación de nuestros monumentos, arte y
memoria histórica.

En ello consiste nuestra obligación legislativa, permitir que
posteriores generaciones de mexicanos disfruten de un le-
gado cultural, histórico y artístico, que nos une y nos iden-
tifica como nación. “No reformar nuestras leyes sería un
delito sordo y callado que violentaría las bases mismas de
nuestra sociedad, al atentar contra los cimientos primige-
nios de nuestra propia identidad cultural”13

En virtud de lo señalado el Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional acude a esta soberanía a presentar, la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se derogan diversas disposiciones de
la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos y se adiciona un Capítulo Vi-
gésimo Séptimo al Código Penal Federal

Artículo Primero. Se derogan los artículos 47, 48, 49, 50,
51, 52, 53 y 54 del Capítulo Sexto de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicas, Artísticos e Históri-
cos para quedar como sigue: 

Capítulo VI
De las Sanciones

Artículo 47. se deroga;

Artículo 48. se deroga;

Artículo 49. se deroga;

Artículo 50. se deroga;

Artículo 51. se deroga;

Artículo 52. se deroga;

Artículo 53. se deroga;

Artículo 54. se deroga.

Artículo Segundo. Se adiciona el Título Vigésimo Sépti-
mo al Código Penal Federal y un Capítulo Único en mate-
ria de los delitos cometidos en contra de monumentos y zo-
nas arqueológicos, artísticos e históricos para quedar como
sigue:

Título Vigésimo Séptimo

Capítulo Único
De los Delitos Cometidos 

en contra de Monumentos y 
Zonas Arqueológicas, Artísticos e Históricos

Artículo 430. Al que por cualquier medio realice traba-
jos materiales de exploración arqueológica en monu-
mentos arqueológicos inmuebles, o en zonas de monu-
mentos arqueológicos, sin la autorización del Instituto
Nacional de Antropología e Historia, se le impondrá
prisión de cinco a diez años y de trescientos a mil días
multa.

Se incrementará hasta en una mitad más las penas se-
ñaladas en el párrafo anterior, al que promueva, orga-
nice, financie o dirija a un grupo de dos o más personas
para la comisión de los delitos previstos en el párrafo
anterior.

Artículo 431. Al que valiéndose del cargo o comisión del
Instituto Nacional de Antropología e Historia o de la
autorización otorgada por éste para la ejecución de tra-
bajos arqueológicos, disponga para sí o para otro de un
monumento arqueológico mueble, se le impondrá pri-
sión de cinco a diez años y de quinientos a mil días mul-
ta.

Si el delito lo comete algún servidor público pertene-
ciente al Instituto Nacional de Antropología e Historia,
además de las penas señaladas en el párrafo anterior, se
le destituirá e inhabilitará del cargo por un tiempo
igual a la pena privativa de la libertad impuesta.

Artículo 432. Al que efectúe cualquier acto traslativo de
dominio de un monumento arqueológico mueble o co-
mercie con ellos sin el permiso y la inscripción corres-
pondiente, se le impondrá prisión de cinco a diez años y
de quinientos a mil días multa.

Al que transporte, exhiba o reproduzca un monumento
arqueológico mueble sin el permiso y la inscripción co-
rrespondiente, se le impondrá prisión de uno a cinco
años y de cien a quinientos días multa.

Artículo 433. Al que ilegalmente tenga en su poder un
monumento arqueológico o un monumento histórico
mueble que se haya encontrado en o que proceda de un
inmueble considerado como monumento histórico, se le
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impondrá prisión de tres a seis años y de quinientos a
mil días multa.

Artículo 434. Al que se apodere de un monumento mue-
ble arqueológico, histórico o artístico, sin consentimien-
to de quien puede disponer de él con arreglo a la Ley, se
le impondrá prisión de cinco a diez años y de quinien-
tos a mil días multa.

La pena se elevará hasta en una mitad cuando se come-
ta por servidores públicos o por personas que en razón
de su cargo o función, deban tener la guarda y custodia
de los bienes protegidos por este artículo.

Artículo 435. Al que por cualquier medio dañe o des-
truya un monumento arqueológico, artístico o históri-
co, se le impondrá prisión de dos a diez años y multa
hasta por el valor del daño causado.

Artículo 436. Al que por cualquier medio pretenda sa-
car o saque del país un monumento arqueológico, artís-
tico o histórico, sin permiso de la autoridad competen-
te, se le impondrá prisión de dos a doce años y de
trescientos a dos mil días multa.

Artículo 437. A los reincidentes y delincuentes habitua-
les en los delitos tipificados en este Título, se les au-
mentará hasta un tanto más de la duración de la pena
privativa de la libertad.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los delitos previstos en los artículos 47, 48, 49,
50, 51, 52, 53 y 54 de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, vigentes has-
ta la entrada en vigor del presente decreto, seguirán apli-
cándose por los hechos realizados durante su vigencia. Asi-
mismo, dichos preceptos seguirán aplicándose a las
personas procesadas o sentenciadas por los delitos previs-
tos y sancionados por los mismos artículos. Lo anterior sin
perjuicio de aplicar, cuando proceda, lo previsto en el artí-
culo 56 del Código Penal Federal.

Notas:

1 Cfr., Gertz Manero, Alejandro. Revista Arqueología Mexicana, volu-
men IV, número 21, página 22, Editorial Raíces, México 1996. 

2 En materia de saqueo, producto del tráfico ilícito un importante pa-
trimonio cultural de nuestro país descansa fuera del territorio nacional.
Considérense las colecciones privadas de Edward Herbert Thompson,
poseedor de varias figurillas de oro y piedras preciosas obtenidas del
dragado de cenotes en Chichén Itzá, o bien los Murales Teotihuacanos
que, luego de una negociación entre los gobierno de México y Estados
Unidos quedó dividida entre el INAH y el Museo de Young de la ciu-
dad de San Francisco, California; y qué decir del robo al Museo Na-
cional de Antropología e Historia en 1985.

En cuanto al daño al patrimonio cultural de la nación, podemos men-
cionar algunos casos tales como la alteración del patrimonio artístico
del Casino de la Selva en 2001, los ocasionados a la traza urbana del
centro histórico de Oaxaca en 2005, el lamentable derribo de edificios
históricos en el centro de la Ciudad de México en 2007 y el daño cau-
sado en días pasados a diversas piezas arqueológicas en el parque mu-
seo La Venta de Villahermosa, Tabasco. 

3 Cfr., Gertz Manero, Alejandro, Revista Arqueología Mexicana, volu-
men IV, número 21, página 26, Editorial Raíces, México 1996.

4 Aceves García, Salvador. “La protección y aprovechamiento del pa-
trimonio edificado”. En sexto Taller de imagen urbana en ciudades tu-
rísticas con patrimonio histórico. México, 2000
http://www.inah.gob.mx/mohi/my-html/ponencias/560.html página
consultada el 23 de julio de 2005.

5 Luego del movimiento de Independencia, el decreto del 18 de marzo
de 1825, ordenó la conformación del Museo Nacional que debía reunir
y ordenar cuanto pudiera dar un conocimiento más exacto del país, de
sus orígenes y de los progresos de la ciencia y de la artes. Dentro de es-
te patrimonio, tenían un lugar especial los monumentos anteriores o
contemporáneos a la llegada de los españoles.

En 1822 se creó el Conservatorio de Antigüedades por empeño de Lu-
cas Alamán. En el año de 1877, el Conservatorio de Antigüedades se
dividió en tres departamentos, uno de estos fue el de Arqueología e
Historia, que en 1886 pasaría al Museo Nacional. Para el 11 de mayo
de 1897 se expidió el decreto del Congreso número 3939, en el que se
publicó la Ley sobre Monumentos Arqueológicos. En este ordena-
miento se señaló que los monumentos arqueológicos son propiedad de
la nación, primer ordenamiento específico en materia de bienes mue-
bles e inmuebles de valor cultural.

6 Olvera, Guillermo El patrimonio cultural de México, legislación y
defensa jurídica. Tesis para obtener el grado de licenciatura en derecho
por la Universidad de Guadalajara.

7 La Ley sobre Conservación de Monumentos Históricos y Artísticos
y Bellezas Naturales publicada el 6 de abril de 1914 fue el primer in-
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tento serio por otorgar protección a diversos bienes del patrimonio cul-
tural de una forma sistemática, pues señalaba, entre otras cosas la ne-
cesidad de incorporar el concepto de restauración; establece además un
concepto de patrimonio cultural de manera explícita, señalando en su
primer considerando que los monumentos, edificios y objetos artísticos
e históricos constituyen un patrimonio de la cultura universal que los
pueblos deben conservar y cuidar empeñosamente.

Por otro lado, la conservación de los bienes se declaró de utilidad pú-
blica nacional, bajo la protección de la Secretaría de Instrucción Públi-
ca y Bellas Artes, a través de la Inspección Nacional de Monumentos
Artísticos e Históricos, antecedente del actual Instituto Nacional de
Antropología e Historia.

8 Seminario DEAS-INAH y Ministerio de Obras Públicas del IX Re-
gión de Santiago de Chile, 17 de octubre del 2001.

9 Cfr., Gertz Manero, Alejandro, Revista Arqueología Mexicana, volu-
men IV, número 21, página 27, Editorial Raíces, México 1996.

10 Becerril Miró, José Ernesto. El derecho del patrimonio histórico-
artístico en México, Editorial Porrúa, México, 2003

11 Cfr., Nalda, Enrique. Revista Antropología Mexicana, volumen IV,
número 21, página 50, Editorial Raíces, México 1996.

12 Ya que actualmente la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Ar-
queológicos, Artísticos e Históricos sólo protege a los monumentos por
disposición de la propia ley.

13 Cfr., Gertz Manero, Alejandro. Revista Arqueología Mexicana, vo-
lumen IV, número 21, página 24, Editorial Raíces, México 1996.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 21 días del mes de
enero de 2009.— Diputados: María Elena de las Nieves Noriega Blan-
co Vigil, Ramón Ignacio Lemus Muñoz Ledo (rúbricas).»

Presidencia del senador
Luis Alberto Villarreal García

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Gracias, diputado; así se hará. Túrnese a las Comisiones
Unidas de Cultura, de Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Justicia de la Cámara de Diputados.

La diputada Blanca Luna Becerril (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
¿Sí?

La diputada Blanca Luna Becerril (desde la curul): Pre-
sidente, quiero, por su conducto, solicitar al diputado Juan
de Dios Castro que me permita suscribir la iniciativa.

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz: No es mía, pe-
ro con todo gusto.

La diputada Blanca Luna Becerril (desde la curul): Gra-
cias.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Aceptada, diputada. Gracias a usted, y así se registrará.

LEY FEDERAL SOBRE MONUMENTOS Y ZONAS
ARQUEOLOGICOS, ARTISTICOS E HISTORICOS

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Se presentó iniciativa con proyecto de decreto que reforma
diversos artículos de la Ley Federal sobre Monumentos y
Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, suscrita por
los senadores Francisco Herrera León y Rogelio Rueda
Sánchez, del Grupo Parlamentario del PRI. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53 y 55 de Ley Federal
sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e
Históricos, para elevar las penalizaciones por daños y des-
trucción del patrimonio cultural de la nación.

Los suscritos senadores de la República en la LX Legisla-
tura, Francisco Herrera León y Rogelio Rueda Sánchez in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la considera-
ción de esta honorable soberanía, la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se modifican los artículos
47, 48, 49, 50, 51, 52, 53 y 55 de la Ley Federal sobre Mo-
numentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos,
para elevar las penalizaciones por daños y destrucción del
Patrimonio Cultural de la Nación, de conformidad con la
siguiente
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Exposición de Motivos

México es depositario de 3000 años de cultura, que se ma-
nifiestan en múltiples expresiones arqueológicas, históricas
y artísticas que dan cuenta del esplendor de antiguos pue-
blos prehispánicos que arrancan con la milenaria cultura
olmeca para culminar con la maya, mixteca, purépecha, za-
poteca, mexica, nahua, tolteca y teotihuacana, entre otras.

Según el Instituto Nacional de Antropología e Historia se
tienen registrados más 37 mil sitios arqueológicos en toda
la geografía del país destacando las áreas Maya, Valle de
Oaxaca y el Altiplano.

La Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cos, Artísticos e Históricos, publicada el 6 de mayo de
1972, es la respuesta del Estado mexicano a la necesidad
de proteger el territorio cultural nacional, y junto con los
extraordinarios atractivos naturales conforman el patrimo-
nio de la nación.

La inmensa riqueza cultural- de nuestro país, se convierte
a la vez en una debilidad para la nación, toda vez que el ca-
rácter federal de la ley no incentiva a los estados de la Re-
pública a participar en su cuidado y desarrollo, como tam-
poco da cabida a la sociedad para que la asuma como
propia.

El patrimonio cultural de México siempre ha sido sujeto de
múltiples amenazas derivadas de las diferentes expresiones
del desarrollo, baste recordar que en 1958, el zócalo de la
cultura Olmeca en la localidad de La Venta en Tabasco fue
materialmente destrozado por los trabajos de construcción
de la planta petroquímica de Pemex, lo que motivó que el
poeta tabasqueño Carlos Pellicer, trasladara las cabezas
monumentales al parque Museo La Venta en la ciudad de
Villa hermosa, Tabasco.

Los sucesos recientes ocurridos el pasado 11 de enero en el
parque Museo de la Venta, en donde 23 piezas arqueológi-
cas fueron dañadas por el vertimiento de sustancias quími-
cas, revela la vulnerabilidad en que se encuentra el patri-
monio cultural arqueológico, frente a la más supina y
retrógrada de las ignorancias, cuando un grupo de jóvenes
bajo el argumento de ejercer sus derechos de libertad de
creencias justificaron la ejecución de un ritual prehispáni-
co que conlleva la destrucción de las piezas arqueológicas
en comento.

El patrimonio cultural de México, por su carácter único en
el planeta está llamado a constituirse en patrimonio de la
humanidad, lo que nos significa como los depositarios de
un valor universal que va más allá de la estrecha visión pa-
trimonialista que grupos fragmentarios reclaman.

La delgada línea que separa la libertad de creencia, consa-
grada en nuestra Carta Magna, de la insana práctica de cre-
encias fundamentalistas que derivan en la comisión de de-
litos, precisa de una clara definición por parte del estado
mexicano, por lo que se demanda la aplicación de solucio-
nes enérgicas, antes de que las pérdidas sean irreversibles
y se acabe con una cultura arqueológica que nos ha distin-
guido a través del tiempo.

Con la finalidad de coadyuvar a la preservación y conser-
vación del patrimonio arqueológico, histórico y artístico
que aún nos queda, se hace necesario, acorde a lo señalado
por la propia ley, aumentar la gravedad de las penas a las
que se hagan acreedores aquellos que atenten contra el pa-
trimonio nacional, tomando en cuenta la antigüedad y el
valor que tenga para la humanidad su conservación y pre-
servación.

Por todo ello y ante la necesidad de revitalizar la protec-
ción del patrimonio cultural de la nación, que permita con-
solidar a éste como uno de los ejes fundamentales para pro-
mover el desarrollo nacional, presento a ustedes iniciativa
con proyecto de decreto por el que se modifican los artícu-
los 47, 48, 49, 50, 51, 52, 53 y 55; de la Ley Federal sobre
Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históri-
cos, donde se propone elevar las penalizaciones por daños
y destrucción del Patrimonio Cultural de la Nación.

Estimados compañeros legisladores:

Preservar y cuidar monumentos históricos, es una práctica
que debe inculcarse desde las fases tempranas en la educa-
ción de los mexicanos, toda vez que representa el mejor
medio para desarrollar y formar una población consciente
del valor que significa el patrimonio cultural de la Nación.

No obstante cualquier conducta que atente contra la inte-
gridad de esa riqueza cultural, tendrá que ser sancionada
enérgicamente y emitir una señal a la delincuencia, el van-
dalismo y la ignorancia, de que no permitiremos que la pa-
tria sea descastada.
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Por lo expuesto anteriormente, someto a esta Comisión Per-
manente del honorable Congreso de la Unión la presente

Iniciativa con proyecto de decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 47, 48, 49, 50,
51, 52, 53 y 55; todos de la Ley Federal sobre Monumen-
tos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, para
quedar de la manera siguiente

CAPITULO VI
De las Sanciones

Artículo 47. Al que realice trabajos materiales de explora-
ción arqueológica, por excavación, remoción o por cual-
quier otro medio, en monumentos arqueológicos, inmue-
bles, o en zonas de monumentos arqueológicos, sin la
autorización del Instituto Nacional de Antropología e His-
toria, se le impondrá prisión de cuatro a doce años y mul-
ta de mil a quince mil pesos.

Artículo 48. Al que valiéndose del cargo o comisión del
Instituto Nacional de Antropología e Historia o de la auto-
rización otorgada por éste para la ejecución de trabajos ar-
queológicos, disponga para sí o para otro de un monumen-
to arqueológico mueble, se le impondrá prisión de cinco a
quince años y multa de cinco mil a veinticinco mil pe-
sos.

...

Artículo 49. Al que efectúe cualquier acto traslativo de do-
minio de un monumento arqueológico mueble o comercie
con él y al que lo transporte, exhiba o reproduzca sin el per-
miso y la inscripción correspondiente, se le impondrá pri-
sión de cuatro a doce años y multa de cinco mil a vein-
ticinco mil pesos.

Artículo 50. Al que ilegalmente tenga en su poder un mo-
numento arqueológico o un monumento histórico mueble y
que éste se haya encontrado en o que proceda de un in-
mueble a los que se refiere la fracción I del artículo 36, se
le impondrá prisión de cuatro a diez años y multa de mil
a cien mil pesos.

Artículo 51. Al que se apodere de un monumento mueble
arqueológico, histórico o artístico sin consentimiento de
quien puede disponer de él con arreglo a la ley, se le im-
pondrá prisión de cinco a quince años y multa de cinco
mil a treinta mil pesos.

Artículo 52. Al que por medio de incendio, inundación,
explosión o daño físico causado por vertimiento de sus-
tancias químicas peligrosas o de cualquier otro tipo, da-
ñe o destruya un monumento arqueológico, artísticos o his-
tórico, se le impondrá prisión de cinco a diez años y multa
hasta por el doble del valor del daño causado.

Al que por cualquier otro medio dañe o destruya un monu-
mento arqueológico, artístico o histórico, se le impondrá
prisión de cinco a doce años y multa de mil a cien mil pe-
sos.

Cuando el delito sea cometido con dolo o violencia, las
penas establecidas en este artículo, se agravarán en un
tercio de la máxima señalada, además de que se perde-
rá el beneficio de obtener la libertad provisional.

Artículo 53. Al que por cualquier medio pretenda sacar o
saque del país un monumento arqueológico, artístico o his-
tórico, sin permiso del instituto competente, se le impondrá
prisión de cuatro a quince años y multa de mil a cien
mil pesos.

Artículo 55. Cualquier infracción a esta ley o a su regla-
mento, que no esté prevista en este capítulo, será sanciona-
da por los institutos competentes, con multa de mil a cien
mil pesos, la que podrá ser impugnada mediante el recurso
de reconsideración, en los términos del reglamento de esta
ley.

Transitorios

Único. El presente decreto iniciará su vigencia el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Atentamente

Salón de sesiones del Senado de la República, a 21 de enero de
2009.— Senador Francisco Herrera León, senador Rogelio Rueda Sán-
chez (rúbrica).»

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Túrnese a las Comisiones Unidas de Cultura, y de Edu-
cación Pública y Servicios Educativos de la Cámara de
Senadores.
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LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 

PUBLICOS - CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Se recibió iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 8o. y 13 de la Ley Federal de Responsabilida-
des Administrativas de los Servidores Públicos, y adiciona
el segundo párrafo al artículo 247 del Código Penal Fede-
ral, suscrita por el diputado Hugo Eduardo Martínez Padi-
lla, del Grupo Parlamentario del PRD. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que reforma los artículos 8 y 13 de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos y adiciona un segundo párrafo al artículo
247 del Código Penal Federal, suscrita por el diputado Hu-
go Eduardo Martínez Padilla, del Grupo Parlamentario del
PRD

El que suscribe, Hugo Eduardo Martínez Padilla, diputado
integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática en la LX Legislatura, en ejercicio de la
facultad conferida en los artículos 71, fracción II, 78, frac-
ción III de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a la consideración del honorable
Congreso de la Unión, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforma la fracción XXIII, se adi-
ciona la fracción XXIV y se recorre la subsiguiente del ar-
tículo 8, se reforma el quinto párrafo del artículo 13 de la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos y que adiciona un segundo párrafo del
artículo 247 del Código Penal Federal, conforme a la si-
guiente

Exposición de Motivos

Las reformas constitucionales a los artículos 69 y 93, pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el pasado 15
de agosto, modificaron el formato del informe presiden-
cial, en virtud de que ya no se obliga al titular del Ejecuti-
vo a asistir cada año a la apertura del periodo de sesiones
del honorable Congreso de la Unión para presentar su in-
forme de gobierno, sobre el estado que guarda la adminis-
tración pública federal, sino, exclusivamente a enviarlo por
escrito, con lo que se pone fin a la época del protagonismo
en el día del presidente de México.

También, con las reformas constitucionales se introdujeron
otros cambios como el darle al Poder Legislativo las potes-
tades para plantear por escrito “preguntas parlamentarias”
al presidente y ampliar la información del estado que guar-
da la administración pública del país, las que deberán ser
respondidas en un término no mayor a 15 días naturales a
partir de su recepción, así como citar a los secretarios de
Estado, al procurador general de la República y a los di-
rectores de las entidades paraestatales, quienes comparece-
rán y rendirán informes “bajo protesta de decir verdad”,
cuando se discuta una ley o se estudie un negocio concer-
niente a sus respectivos ramos o actividades o para que res-
pondan a interpelaciones o preguntas.

La reforma quedó asentada en la Carta Magna de la si-
guiente manera:

Artículo 69. En la apertura de sesiones ordinarias del
primer periodo de cada año de ejercicio del Congreso, el
presidente de la República presentará un informe por es-
crito, en el que manifieste el estado general que guarda
la administración pública del país. En la apertura de las
sesiones extraordinarias del Congreso de la Unión, o de
una sola de sus Cámaras, el Presidente de la Comisión
Permanente informará acerca de los motivos o razones
que originaron la convocatoria.

Cada una de las Cámaras realizará el análisis del infor-
me y podrá solicitar al presidente de la República am-
pliar la información mediante pregunta por escrito y ci-
tar a los secretarios de Estado, al procurador general de
la República y a los directores de las entidades paraes-
tatales, quienes comparecerán y rendirán informes bajo
protesta de decir verdad. La Ley del Congreso y sus re-
glamentos regularán el ejercicio de esta facultad.

Artículo 93. Los secretarios del despacho, luego que es-
té abierto el periodo de sesiones ordinarias, darán cuen-
ta al Congreso del estado que guarden sus respectivos
ramos.

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los secre-
tarios de Estado, al procurador general de la República,
a los directores y administradores de las entidades pa-
raestatales, así como a los titulares de los órganos autó-
nomos, para que informen bajo protesta de decir verdad,
cuando se discuta una ley o se estudie un negocio con-
cerniente a sus respectivos ramos o actividades o para
que respondan a interpelaciones o preguntas.
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Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miem-
bros, tratándose de los diputados, y de la mitad, si se tra-
ta de los Senadores, tienen la facultad de integrar comi-
siones para investigar el funcionamiento de dichos
organismos descentralizados y empresas de participa-
ción estatal mayoritaria. Los resultados de las investiga-
ciones se harán del conocimiento del Ejecutivo federal.

Las Cámaras podrán requerir información o documenta-
ción a los titulares de las dependencias y entidades del
gobierno federal, mediante pregunta por escrito, la cual
deberá ser respondida en un término no mayor a 15 dí-
as naturales a partir de su recepción.

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de confor-
midad con la Ley del Congreso y sus reglamentos.”

Lo anterior, permitirá un diálogo del Congreso de la Unión
con el titular del Ejecutivo federal y establecerá la aplica-
ción de un sistema de comparecencias de los miembros del
gabinete, en el cual, aquel funcionario que mienta al Con-
greso será acreedor a sanciones administrativas y penales,
lo que posibilita las condiciones reales para contar con un
presidencialismo acotado, del que han dado cuenta varios
politólogos y constitucionalistas mexicanos.

Por otra parte, al entenderse que las relaciones entre los
Poderes de la Unión son un punto fundamental en una de-
mocracia, el sistema político mexicano debe sustentarse en
procedimientos que permitan un adecuado balance en el
ejercicio del poder, especialmente en el control de la ges-
tión administrativa, puesto que no basta con las reformas
constitucionales para producir los resultados esperados en
cuanto a las comparecencias de los funcionarios públicos.

En consecuencia, es necesario llevar acabo algunas refor-
mas a la Ley de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos y al Código Penal Federal, sólo así los
mandatos constitucionales dejaran de ser sólo buenas in-
tenciones, sin ninguna posibilidad de hacer cumplir el ejer-
cicio de transparencia y de la rendición de cuentas del Po-
der Ejecutivo al Legislativo, por lo que, el mandato
constitucional requiere de reformas secundarias que le per-
mitan tener eficacia normativa.

Las reformas legales que promueve la presente iniciativa
coadyuvarán a fortalecer el equilibrio de los Poderes de la
Unión y, de esta manera, hacer efectiva otra modalidad de
la rendición de cuentas o del accountability horizontal, que
los teóricos han definido como:

La existencia de agencias estatales que tienen la autori-
dad legal y están fácticamente dispuestas y capacitadas
para emprender acciones, que van desde el control ruti-
nario hasta sanciones legales o incluso impeachment, en
relación con actos u omisiones de otros agentes o agen-
cias del Estado que pueden, en principio o presunta-
mente, ser calificadas como ilícitos.1

En consecuencia, considerando que el artículo 8 de la Ley
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Ser-
vidores Públicos, es el precepto que prevé las obligaciones
de los servidores públicos federales, se propone adicionar
la fracción XXIV para establecer como una obligación de
los servidores públicos, proporcionar de manera oportuna,
y bajo protesta de decir verdad, la información y los datos
que se les soliciten de forma verbal durante las compare-
cencias ante cualquiera de las Cámaras del honorable Con-
greso de la Unión o en sus respectivas comisiones; o me-
diante pregunta por escrito que deberá ser respondida en
los términos y los tiempos que marca la normatividad vi-
gente.

La presente iniciativa propone que, en la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos, se reforme el quinto párrafo de la fracción V del ar-
tículo 13, para establecer que el incumplimiento de la frac-
ción XXIV del artículo 8, será considerado como una
infracción grave. La cual representará una inhabilitación de
diez a veinte años y además la destitución del cargo.

Asimismo, y toda vez que las sanciones penales y admi-
nistrativas son independientes, la propuesta plantea una
adición al artículo 247 correspondiente al Capítulo V Fal-
sedad en declaraciones judiciales y en informes dados a
una autoridad, del Código Penal Federal, la cual tiene por
objeto establecer que se impondrán de cinco a diez años
de prisión y de trescientos a quinientos días multa a los
servidores públicos a que se refieren los artículos 69 y
93 que no proporcionen de manera oportuna, completa y
veraz, la información y los datos que les soliciten de ma-
nera verbal durante las comparecencias ante cualquiera de
las Cámaras del Congreso de la Unión o de sus respectivas
comisiones; o mediante pregunta por escrito que deberá ser
respondida en los términos y los tiempos que marca la nor-
matividad vigente.

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de esta honorable asamblea, la presente ini-
ciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforma la fracción XXIII, adi-
ciona la fracción XXIV y se recorre la subsiguiente del
artículo 8, y se reforma el quinto párrafo del artículo
13, ambos de la Ley Federal de Responsabilidades Ad-
ministrativas de los Servidores Públicos, se adiciona un
segundo párrafo del artículo 247 del Código Penal Fe-
deral

Artículo Primero. Se reforma la fracción XXIII, se adi-
ciona la fracción XXIV y se recorre la subsiguiente del ar-
tículo 8 y se reforma el quinto párrafo del artículo 13 de la
Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los
Servidores Públicos, para quedar como sigue:

Artículo 8. …

I. a XXII. …

XXIII. Abstenerse de adquirir para sí o para las perso-
nas a que se refiere la fracción XI, bienes inmuebles que
pudieren incrementar su valor o, en general, que mejo-
ren sus condiciones, como resultado de la realización de
obras o inversiones públicas o privadas, que haya auto-
rizado o tenido conocimiento con motivo de su empleo,
cargo o comisión. Esta restricción será aplicable hasta
un año después de que el servidor público se haya reti-
rado del empleo, cargo o comisión;

XXIV. Proporcionar de manera oportuna, y bajo
protesta de decir verdad, toda la información y los
datos que se les soliciten de forma verbal durante las
comparecencias ante cualquiera de las Cámaras del
honorable Congreso de la Unión, de sus respectivas
comisiones; o mediante pregunta por escrito que de-
berá ser respondida en los términos y los tiempos
que marca la normatividad vigente; y

XXV. Abstenerse de cualquier acto u omisión que
implique incumplimiento de cualquier disposición
legal, reglamentaria o administrativa relacionada
con el servicio público.

…

Artículo 13. …

I. a la IV. …

V. …

…

…

…

En todo caso, se considerará infracción grave el incum-
plimiento a las obligaciones previstas en las fracciones
VIII, X a XIV, XVI, XIX, XXII, XXIII y XXIV del ar-
tículo 8 de la Ley.

…

…

Artículo Segundo. Se adiciona un segundo párrafo del
artículo 247 del Código Penal Federal, para quedar como
sigue:

247. …

I. a la V. …

Se impondrán de cinco a diez años de prisión y de
trescientos a quinientos días multa a los servidores
públicos a que se refieren los artículos 69 y 93 que no
proporcionen de manera oportuna, completa y ve-
raz, la información y los datos que les soliciten de
manera verbal durante las comparecencias ante
cualquiera de las Cámaras del honorable Congreso
de la Unión o de sus respectivas comisiones; o me-
diante pregunta por escrito que deberá ser respondi-
da en los términos y los tiempos que marca la nor-
matividad vigente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota:

1 O´Donell Guillermo, Accountability Horizontal, Ágora, número 8,
1998, páginas 5-34.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 21 de enero de
2009.— Diputado Hugo Eduardo Martínez Padilla (rubrica).»
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El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Túrnese a las Comisiones Unidas de la Función Públi-
ca, y de Justicia de la Cámara de Diputados.

ARTICULOS 26, 115 Y 122 CONSTITUCIONALES

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Tiene la palabra el diputado Carlos Augusto Bracho Gon-
zález, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona los artículos 26, 115 y 122 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscri-
ta por los integrantes de la Comisión de Desarrollo Metro-
politano.

El diputado Carlos Augusto Bracho González: Muchas
gracias, señor presidente.

Quiero decirles, compañeras legisladoras y compañeros le-
gisladores, que para mí es un privilegio y un gran honor ha-
blar en nombre de la Comisión de Desarrollo Metropolita-
no de la Cámara de Diputados. Narraré la iniciativa que
hemos presentado, que tiene un gran valor jurídico y que,
seguramente, traerá grandes beneficios a la ciudadanía de
México.

En un país predominantemente urbano, con pluralismo po-
lítico y acentuada diversidad social y regional, con alter-
nancia partidista en el gobierno y una distribución menos
asimétrica de la representación democrática en los órganos
legislativos, resulta imperativo para el interés general aco-
meter la adecuación de nuestro ordenamiento jurídico na-
cional para dar respuesta a los problemas y requerimientos
de la urbanización de índole metropolitana, que compren-
de a la fecha 29 de las 32 entidades federativas. Fíjense qué
importante: 29 de las 32, por eso la trascendencia de esta
iniciativa.

Los ordenamientos jurídicos vigentes en el país resultan in-
suficientes en varios aspectos de la materia metropolitana,
tanto en el nivel federal, como más aun en el nivel de las
entidades federativas y municipios.

Un obstáculo básico consiste en que aún no se establece en
el ámbito nacional una visión compartida del fenómeno
metropolitano. Entre los especialistas nacionales y extran-

jeros hay consenso en torno a que el desarrollo metropoli-
tano requiere necesariamente un enfoque transversal de la
administración pública y concurrencia de los sectores pú-
blico, social y privado.

Es decir, requiere un enfoque que permita integrar y poten-
ciar la acción de los diferentes sectores de administración
pública entre sí: desarrollo urbano; desarrollo económico;
infraestructura básica; equipamiento urbano; vivienda; ser-
vicios públicos como transporte, seguridad, salud, educa-
ción y cultura, deporte y recreación; y medio ambiente.
Asimismo, que articule la acción pública y la acción social
y privada sobre la base de una planeación y un ordena-
miento territorial del desarrollo metropolitano.

Se ha llegado a coincidir en que establecer la coordinación
metropolitana, necesariamente, con carácter imperativo,
entraña el riesgo de socavar la soberanía de los estados y la
autonomía del municipio libre; en cambio, es posible in-
troducir o inducir que tanto los municipios como los gobier-
nos estatales pueden encontrar fórmulas propias de organi-
zación institucional para la gestión pública metropolitana.

Si desde la Constitución federal se establece el reconoci-
miento del territorio metropolitano como ámbito delimita-
do de actuación gubernamental y administrativa, y de cuyo
desarrollo dependen las posibilidades de integrar planes y
proyectos de desarrollo y recurrir a fuentes fiscales de fi-
nanciamiento, para lo cual será necesario garantizar la par-
ticipación de los municipios en la toma de decisiones que
conciernen a su diseño, ejecución, financiamiento y eva-
luación, a cargo de los ejecutivos estatales.

Debe corresponder a estados y municipios decidir los ór-
ganos y organismos públicos que se hagan cargo de la pla-
neación, coordinación y gestión metropolitana establecidas
como componentes integrantes de la acción concurrente en
la Constitución federal.

Por esta razón, quienes integramos la Comisión de Des-
arrollo Metropolitano de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión pudimos acordar, sin perjuicio del grupo
parlamentario del que formamos parte, y desde el inicio de
esta LX Legislatura, trabajar en la elaboración de una ini-
ciativa de reforma constitucional, por consenso.

Consiste en establecer la figura metropolitana como mate-
ria objeto de regulación legal y la base para que las legis-
laturas de las entidades federativas elaboren, en estricto
respeto de la soberanía de los estados y la autonomía del
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municipio libre, las leyes, y procedan a crear los órganos o
las entidades públicas que consideren más apropiadas a las
características, necesidades y requerimientos de la zona
metropolitana comprendida dentro de sus territorios y, en
el caso de territorio de dos o más entidades federativas,
puedan coordinarse entre ellas y la federación.

Por ello, la propuesta legislativa de la Comisión de Des-
arrollo Metropolitano ha procurado hacer prevalecer dos
principios fundamentales de nuestro régimen republicano y
democrático de gobierno: el federalismo cooperativo y la
descentralización política, que suponen un efectivo respeto
a la soberanía de los estados y a la autonomía del munici-
pio libre.

De tal manera que el legislador asume que los estados y
municipios tienen la facultad y la responsabilidad corres-
pondientes para hacerse cargo de elaborar las leyes y las
políticas públicas adecuadas para regular y fomentar el
desarrollo de las zonas metropolitanas que contengan o que
forman sus territorios. 

Para los integrantes de la Comisión de Desarrollo Metro-
politano queda claro que deberá corresponder a estados y
municipios la decisión de cuáles son los órganos u orga-
nismos públicos que deban ser creados, y hacerse cargo de
la planeación, la coordinación y la gestión metropolitana,
de conformidad con las características, necesidades y re-
querimientos del desarrollo de la zona o zonas metropoli-
tanas comprendidas en su territorio.

En alcance normativo se deberá prever una base jurídica
desde la legislación federal para que, en consecuencia, ca-
da gobierno estatal desarrolle la legislación en materia me-
tropolitana, que establezca las funciones y atribuciones pa-
ra la acción política y la coordinación intergubernamental,
así como la debida concurrencia de los sectores público,
social y privado.

Solicito, presidente, que me dé un minuto si es tan amable,
por favor, para concluir.

Presidencia del diputado 
César Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Adelante,
diputado Bracho.

El diputado Carlos Augusto Bracho González: Gracias,
diputado presidente.

Por otro lado, es importante mencionar que este proyecto
parlamentario es resultado de un esfuerzo conjunto —y
aquí la importancia de esto— y la cooperación de los sec-
tores privado y social, con cuyos representantes de organi-
zaciones con interés y experiencia en la materia urbana y
metropolitana nos reunimos en 46 reuniones de trabajo y 3
foros académicos, y en el Congreso Nacional Metropolita-
no, este último llevado a cabo del 3 al 7 de marzo de 2008
en Monterrey, Nuevo León.

El resultado final —aquí está el meollo de esta iniciativa—
de todo este esfuerzo es la presente iniciativa, la cual esta-
blece como propuesta la reforma de los artículos 26, 115 y
122 constitucionales, a fin de establecer el reconocimiento
de la zona metropolitana como unidad física, espacial, eco-
nómica y urbana, como un ámbito diferenciado del desa-
rrollo urbano y regional, así como la actuación de los po-
deres públicos, órdenes de gobierno y autoridades
administrativas en este espacio territorial.

Inducir la adecuada integración intersectorial de normativi-
dad, políticas públicas, planeación y ejecución de obras,
proyectos y servicios sobre el territorio metropolitano para
orientar la debida concurrencia y coordinación entre auto-
ridades municipales y gobierno estatal y, entre éste y la fe-
deración, cuando se trate de zonas interestatales, así como
asegurar la adecuada concurrencia de los sectores privado
y social, y la participación ciudadana en el desarrollo eco-
nómico y urbano metropolitano.

Aprovecho para hacer un reconocimiento a los iniciadores
de tan trascendente avance legislativo: desde luego a los
Ejecutivos y Legislativos estatales y a los presidentes mu-
nicipales de ayuntamientos, con quienes la Comisión de
Desarrollo Metropolitano se ha reunido en la Cámara o en
las respectivas zonas metropolitanas que nos invitaron a re-
correr, para identificar las necesidades y proyectos en cur-
so.

Finalmente, someto a la consideración de esta honorable
Comisión Permanente del Congreso de la Unión la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan el primero y el segundo párrafos del artículo
26; la fracción VI del artículo 115; y el apartado G, base
quinta, del artículo 122, todos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Por encontrarse publicada dicha iniciativa en la Gaceta
Parlamentaria, solicito que se inserte el texto en el Diario
de los Debates; y agradezco mucho, señor presidente, que
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me haya permitido extenderme un poco en esta iniciativa
de gran trascendencia para el país. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 26, 115 y
122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a cargo del diputado Carlos Augusto Bracho Gon-
zález, del Grupo Parlamentario del PAN, y suscrita por in-
tegrantes de la Comisión de Desarrollo Metropolitano

Los que suscriben, diputados federales de la LX Legislatu-
ra del honorable Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, integrante de la Comisión de Desarrollo Me-
tropolitano, en ejercicio de la facultad que confiere la frac-
ción II del artículo 71 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 55, fracción II, y 62 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, someten a consideración
del Pleno de la honorable Cámara de Diputados la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto, por el que se refor-
man, modifican y adicionan los artículos 26, 115 y 122 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Conceptuar el término zona metropolitana representa en la
actualidad diversas dificultades, toda vez que en estricto
sentido son territorios urbanizados que constituyen unida-
des socioespaciales que se encuentran generalmente frag-
mentados por las divisiones político-administrativas (esta-
tales o municipales), provocando impactos negativos en la
economía por las limitaciones de actuación y movilidad de
los actores metropolitanos. Cada uno de ellos tiene espa-
cios de actuación diferentes:

• El gobierno está circunscrito a jurisdicciones político-
administrativas (entidades federativas y/o municipios)
que en ocasiones son fragmentos de la metrópoli y que
reducen sensiblemente las posibilidades de asumir polí-
ticas integradas y coordinadas.

• El sector privado tiene canales más flexibles para ha-
cer circular el capital y para emprender negocios en la
metrópoli, independientemente de la fragmentación po-
lítico-administrativa, aunque las condiciones distan mu-
cho de ser óptimas, debido a las diferencias de políticas,
normatividad, disposiciones fiscales y trámites entre las
demarcaciones político-administrativas.

• El sector social es el que tiene las mayores posibilida-
des de circular y actuar dentro de la metrópoli, con me-
nores barreras. Individuos, familias y organizaciones se
establecen, actúan e interactúan en cualquier ámbito
dentro de las demarcaciones de la metrópoli, con menos
limitaciones que otros actores. El ciudadano puede per-
cibir la metrópoli como un órgano o complejo urbano,
sin distinguir las fronteras político-administrativas; por
ello su movilidad es mucho más efectiva al grado que lo
que para una familia es un cambio de domicilio –de un
municipio o estado a otro dentro de la metrópoli– para
el gobierno receptor representa un fenómeno migracio-
nal con consecuencias en la dotación de servicios y
equipamientos.

A mayor abundamiento, el doctor A. Iracheta (2003; 216),
ha propuesto que una metrópoli del presente podría carac-
terizarse por los siguientes elementos o atributos:

Es un centro que ejerce preeminencia económica en una re-
gión e incluso en un país, por las múltiples funciones que
desempeña, pudiendo asumir éstas a nivel internacional
como producto de la globalización de la economía. Casi
siempre coincide con una concentración elevada de pobla-
ción, pero son las funciones y no solo el tamaño de la po-
blación las que forman parte del concepto. Así, por ejem-
plo, ciudades como México (ZMVM), Sao Paulo o
Shangai son muy pobladas, pero menos importantes en tér-
minos globales que ciudades con menor población como
Madrid, Londres o París.

La metrópoli ocupa frecuentemente el territorio de varias
circunscripciones político-administrativas (entidades fede-
rativas y municipios), lo que obliga a que exista coordina-
ción entre sus gobiernos para atender las materias que les
son comunes, aunque existen algunos casos en los que la
magnitud de población y actividad económica que se asu-
me para una metrópoli, se concentran en una solo jurisdic-
ción administrativa.1

Las funciones más importantes que ejercen las áreas me-
tropolitanas son la oferta de diversos tipos de empleo a la
región de influencia; la presencia de servicios superiores
como cultura, finanzas, educación superior, entre otros; la
oferta de muy variadas mercancías; la concentración del
poder de decisión sobre su zona de influencia; la concen-
tración de información e investigación que brinda a su hin-
terland, y la capacidad para desarrollar y difundir conoci-
miento y tecnología.
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El crecimiento de muchas de estas zonas se ha producido
por fenómenos de conurbación entre la ciudad central y
centros secundarios y terciarios cuyo crecimiento, separa-
do del núcleo metropolitano, fue posible por la moderniza-
ción y expansión acelerada de los sistemas de transporte.

Internamente, en el área urbana de la metrópoli hay una se-
rie de características particulares que complican enorme-
mente la organización y creación de servicios urbanos, des-
tacando en las metrópolis del mundo menos desarrollados,
la desigualdad en el acceso a los beneficios de la urbaniza-
ción por los grupos sociales, la localización inadecuada de
las funciones urbanas, la irregularidad, informalidad e ile-
galidad en la generación de asentamientos humanos, los
sistemas de transporte fracturados y el deterioro creciente
del ambiente en general.

Dado que estas zonas se forman por migración y conurba-
ción, también se caracterizan por el choque entre las cultu-
ras regionales de origen de muchos pobladores con la cul-
tura urbana y sus diversas subculturas, propias de la
metrópoli.

En lo funcional, las metrópolis rebasan los umbrales con-
vencionales para la solución de problemas de abasteci-
miento de bienes y servicios, transportación, disposición
de desechos, etc., requiriendo de tecnologías cada vez más
complejas y acordes con la escala de los problemas y con
la diversidad de condiciones y sistemas político-adminis-
trativos de sus partes.

Finalmente, por la inmensa demanda de bienes que tienen,
afectan los procesos productivos de vastas regiones y pre-
sionan a los recursos naturales; por ello, la metrópoli y la
zona metropolitana, debe analizarse no solo por lo que pro-
duce, sino por lo que demanda del resto del territorio.

Con base en las conceptuaciones anteriores” y con el pro-
pósito de aportar elementos para la gobernabilidad, admi-
nistración y gestión metropolitana en México, se podría es-
tablecer lo siguiente:

1. Las zonas metropolitanas son unidades socioespacia-
les y no conjuntos independientes de áreas urbanizadas
y de jurisdicciones político-administrativas. El recono-
cimiento que su población hace de la “gran ciudad” y la
complejidad e intensidad de flujos e intercambios entre
sus funciones económicas y sociales así lo confirman.

2. En los procesos de planeación, administración y go-
bierno, se debe considerar a la metrópoli como una “to-
talidad” conformada por múltiples elementos (cada uno
puede ser visto igualmente como una totalidad) interre-
lacionados entre sí con diferentes grados de intensidad;
estos elementos son

Territoriales: áreas urbanizadas (barrios, colonias, pue-
blos) y no urbanizadas. Usos del suelo y funciones ur-
banas que se materializan en el territorio: habitación,
vialidades, industria, etcétera. Cada “pedazo” de territo-
rio tiene características geográfico-ambientales, reque-
rimientos de suelo particulares, relaciones con los otros,
todo lo cual exige de una planificación de su localiza-
ción que sea específica, detallada y coordinada.

Jurisdiccionales: entidades federativas y municipios.
Cada una tiene normas y atribuciones para gobernar y
administrar su “pedazo de metrópoli”, es decir un ámbi-
to espacial sobre el cual gobiernan, lo que hacen gene-
ralmente, sin considerar, lo que hace el resto de las ju-
risdicciones en las que influyen, ni lo que requiere el
resto de la comunidad externa a su territorio, a pesar de
las disposiciones constitucionales relativas a la concu-
rrencia y coordinación intergubernamental.

Sociales: grupos y sectores de la comunidad. Cada gru-
po social, cada sector de la comunidad (público, priva-
do, social) se comporta de manera particular y tiene ne-
cesidades e intereses específicos que se manifiestan en
toda la metrópoli y zona metropolitana, no sólo en su lu-
gar de adscripción, asentamiento o residencia.

Sectoriales: cada sector (de la economía: comercio, in-
dustria, transportes, inmobiliario, etcétera; del desarro-
llo social: educación, salud, recreación, administración
pública, seguridad, etcétera) tiene requerimientos de lo-
calización, necesidades físico-espaciales y formas de re-
lación con el resto, que deben estar sujetas a las condi-
ciones generales de localización y funcionamiento de
los demás equipamientos y funciones urbanas.

De flujos y demandas de servicios: las infraestructuras
(de agua, energía, telefonía, telecomunicaciones, trans-
portes, entre otras) son elementos que permiten las rela-
ciones físicas entre los otros elementos; su condición de
localización, capacidad y oportunidad de funcionamien-
to es determinante para la estructura metropolitana.

3. Se distinguen por varios aspectos esenciales:
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Su extensión territorial que comprende dos o más uni-
dades político-administrativas de un mismo estado (in-
traestatal), de dos o más entidades (interestatal), entre
dos países (transfronteriza), en las que se localiza un no-
do de población predominante que funciona como cen-
tro y pivote de expansión territorial conurbado a centros
urbanos de menor jerarquía. Existen casos de una gran
ciudad, tan diversa y compleja como las que se ubican
en varias jurisdicciones, aunque ocupan sólo una.

Concentran poder y ejercen influencia económica, polí-
tica y demográfica estatal, regional o nacional.

Presentan fenómenos diferenciados de conurbación fí-
sica.

Establecen relaciones directas, cotidianas, intensas y
recíprocas de sus componentes (trabajo, educación, sa-
lud, vivienda, transporte, etcétera) de manera codepen-
diente.

4. Las zonas metropolitanas o metrópolis representan un
grado avanzado y complejo de urbanización que difiere
del resto de localidades urbanas. Destaca la magnitud de
habitantes que concentra como indicador directamente
proporcional al nivel de demanda (de empleo, servicios,
equipamientos, viviendas, suelo, etc.) y oferta de bienes
y servicios internos y para su región de influencia.

5. Las zonas metropolitanas expresan la posibilidad de
avanzar más rápidamente en el desarrollo social y eco-
nómico, al contar con elementos para la generación de
oportunidades positivas derivadas de la propia concen-
tración y las coyunturas que genera, lo que depende di-
rectamente de la capacidad de su sociedad para definir y
ejecutar un proyecto integrado en el largo plazo. La re-
alidad actual es que las zonas metropolitanas generan
externalidades positivas y negativas; el problema es có-
mo incrementar las primeras y reducir las segundas,
cuando lo que para un actor es un impacto negativo en
la economía (asentamiento irregular para el colono po-
bre) para otro es uno positivo (negocio inmobiliario pa-
ra el promotor).

6. Al tiempo, las zonas metropolitanas representan un
reto para la gobernabilidad y la sustentabilidad (sosteni-
bilidad) socioeconómica y ambiental, cuando se deja a
las fuerzas del mercado su estructuración y crecimiento;
cuando diversas fuerzas sociales actúan al margen de las

normas o cuando no existe coordinación de gestión en-
tre las autoridades de sus diferentes jurisdicciones polí-
tico-administrativas.

7. Como “totalidad” que es parte de otra mayor (la re-
gión, la zona, el país), conformada por elementos inte-
rrelacionados que a su vez son totalidades (barrios, co-
lonias, municipios), aparecen dos ámbitos para su
gobierno y administración: el local –la metrópoli hacia
dentro– y el regional –la metrópoli hacia fuera–. En el
primero es el municipio la unidad político-administrati-
va responsable y en el segundo la entidad federativa, y
la definición de las políticas generales que regulen la re-
lación del todo con el resto del país, corresponde a la
Federación. Sin embargo, en ambos casos, tenemos la
suma de percepciones y acciones, pero no tenemos a la
zona metropolitana integrada.

8. La lucha por una gobernanza y gestión integradora,
que aglutina la acción de todos los actores sociales so-
bre todo el territorio de la zona metropolitana; que con-
sidera las diversas percepciones socioespaciales: la de
cada actor según su posición, la físico-geográfica-am-
biental, la “oficial” o gubernamental, que se construye a
partir de un proyecto incluyente y de largo plazo en el
que el “objeto de atención” es el fenómeno “socioespa-
cial” llamado zona metropolitana (como delimitación
amplia que incorpora el espacio urbano-metropolitano-
regional), aparece como camino virtuoso a ser explora-
do en México.

Ahora bien, en México más de la mitad de la población
radica en zonas metropolitanas donde confluyen dos o
más municipios –o entidades federativas– que deben
ponerse de acuerdo para establecer un proceso de pla-
neación común, para, por un lado, definir un proyecto
integrado y de largo plazo para la metrópoli y, por el
otro, para la prestación de determinados servicios públi-
cos, la realización de obras y proyectos en conjunto o la
coordinación administrativa entre ellos y con los otros
ámbitos de gobierno.

El Programa Nacional de Desarrollo Urbano y Ordena-
ción del Territorio (2000-2006) señala que el Sistema
Urbano Nacional (SUN) comprende 10 zonas metropo-
litanas3 y la megalópolis del valle de México, así como
28 aglomeraciones urbanas, 75 ciudades con más de 50
mil habitantes y 244 ciudades de 15 mil a 49 mil 999 ha-
bitantes.
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Las proyecciones de población 2000-2030 del Consejo
Nacional de Población (Conapo, 2002) arrojan que en
México existen 42 zonas metropolitanas y 60 conurba-
ciones; de éstas, 17 cuentan con una población entre 500
mil y 1 millón de habitantes y únicamente 7 concentran
más de 1 millón. Esto es, que las 102 ciudades de ma-
yor tamaño en el país, con un total de poco más de 52
millones de habitantes (50.3 por ciento de la población
total) presentan procesos diferenciados de conurbación
física y fenómenos de metropolización que deben ser
atendidos de manera especial por los 3 órdenes de go-
bierno.

Ahora bien, la más reciente delimitación (Sedesol, Co-
napo, INEGI, 2005) identifica 56 zonas metropolitanas
integradas por poco más de 300 municipios, una pobla-
ción total (2005) de 57.9 millones de habitantes (56 por
ciento del total nacional) y una tasa de crecimiento me-
dio anual de 1.5 por ciento en el periodo 2000-2005, es
decir, 0.5 puntos porcentuales mayor a la tasa de creci-
miento nacional, que es de 1 por ciento. Por otro lado, 9
zonas metropolitanas tienen una población mayor a 1
millón de habitantes, 18 se ubican en el rango de 500
mil a 999 mil 999 habitantes y 29 tienen más de 100 mil
pero menos de 499 mil 999 habitantes.

Se debe destacar que las zonas metropolitanas o metró-
polis concentran de manera acelerada la población ur-
bana de México, ya que en 1990 asentaban al 88.2 por
ciento elevándose en 2005 a 86.18 por ciento, confir-
mando a México como un país eminentemente metro-
politano.

Las diversas cifras oficiales sobre el número de ciuda-
des mexicanas ubicadas en el rango de zona metropoli-
tana, muestran la necesidad de conceptuar con mayor
profundidad este fenómeno socioespacial, reconocer su
variedad y especificidad, definir los indicadores para
delimitarlas y sobre todo, establecer las condiciones y
bases para generar una coordinación obligatoria en la
gestión de gobierno y administración, definiendo con
claridad las materias y atribuciones que les correspon-
den.

Las zonas metropolitanas mexicanas tienen ventajas pa-
ra atraer a la población, las actividades sociales y las in-
versiones económicas en lo siguiente:

- Concentran ventajas de localización (economías)
para los actores económicos y sociales por encima

de la mayoría de las ciudades de sus respectivas re-
giones e incluso fuera de ellas, algunas en el ámbito
internacional, lo que las convierte en polos de atrac-
ción.

- Ofrecen mejores condiciones de vida por la varie-
dad de empleo y oferta de todo tipo de servicios.

- Son productoras y difusoras de conocimiento y cul-
tura.

- Pueden ser más eficientes en la provisión de servi-
cios y equipamientos sociales y de apoyo a la pro-
ducción.

Por otra parte, tienen una problemática que deriva
esencialmente de ocho aspectos:

- Tienen un patrón de crecimiento socio urbano po-
larizado y dinámico, tendente al desorden, la frag-
mentación y la insustentabilidad, especialmente en
sus periferias.

- Presentan enormes rezagos en la dotación de servi-
cios e infraestructura urbana básica, especialmente
para los más pobres.

- Carecen de recursos financieros para afrontar las
demandas sociales, derivado de la baja instituciona-
lidad y eficacia financiera y fiscal de sus gobiernos.

- Carecen de un adecuado marco legal e institucional
de coordinación intergubernamental.

- Carecen de una adecuada planeación urbana con
visión metropolitana.

- Carecen de efectivos mecanismos de coordinación
para la elaboración de proyectos de impacto metro-
politano.

- Carecen de mecanismos efectivos de gestión de
servicios en forma coordinada.

- Carecen de adecuados mecanismos de participa-
ción ciudadana en la planeación y determinación de
proyectos de impacto metropolitano.
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La magnitud económica de las metrópolis

La proporción del PIB de las 56 metrópolis con relación al
país, se incrementó entre 1990 y 2005 en 1.69 por ciento,
al pasar de 62.43 a 64.12 por ciento del total nacional.

La dinámica de esta mayor concentración se atribuye a un
conjunto grande de metrópolis con incrementos modestos
de participación en el PIB nacional, destacando Monterrey
y Ciudad Juárez con 0.64 y 0.35 por ciento de incremento
en los 15 años respectivamente.

Por otra parte, destaca la pérdida de concentración del PIB
nacional, en primer lugar, en el Valle de México, que per-
dió 1.52 por ciento de esta proporción y también en el es-
tado de Veracruz, ya que todas sus metrópolis (8) perdieron
del orden de .05 por ciento de participación en promedio
durante el periodo. Otras metrópolis como Acapulco o Vi-
llahermosa, perdieron igualmente participación en el total
nacional.

Como consecuencia, mientras que la concentración de po-
blación entre 1990 y 2005 en estas metrópolis, pasó de 52.8
a 56.0 por ciento, el PIB de las metrópolis elevó su con-
centración en el país en 1.69 por ciento, lo que sería una in-
dicación de incremento de productividad por habitante.

Justificación de la reforma

Efecto de la urbanización metropolitana en el desarro-
llo nacional

Uno de cada dos mexicanos vive en territorio metropolita-
no (56 ZM integradas por más de 300 municipios), 56 por
ciento de la población total nacional y en ellas se genera el
71 por ciento del PIB nacional.

El 50.3 por ciento de la población total vive en las 102 ciu-
dades más grandes, que presentan procesos diferenciados
de conurbación y metropolización, cuya tasa media anual
de crecimiento (2.3 por ciento) está por encima de la me-
dia nacional (1.9 por ciento).

Ventajas: polos de atracción por ventajas comparativas so-
bre otras ciudades en el país y en el mundo (mejor cober-
tura y calidad en infraestructura y equipamiento, movili-
dad, transporte y servicios públicos) que se traducen en
economías de escala, encadenamiento productivo, integra-
ción de mercados y calidad de vida.

Desventajas: saturación, congestionamiento, deterioro am-
biental e inequidad social, por un patrón de crecimiento
desordenado, fragmentado e inestable que tiende a polari-
zar la calidad de vida entre áreas (centro y periferia y entre
áreas periféricas), acumulando problemas de funciona-
miento y rezagos e insuficiencia de financiamiento me-
diante fuentes fiscales propias (dependencia fiscal).

La viabilidad del desarrollo urbano depende, en cualquier
caso, de que los Ayuntamientos y los ejecutivos estatales
sean capaces de establecer y mantener acuerdos para pla-
near y ordenar los asentamientos, la actividad económica y
el desarrollo urbano que afecta a todas las partes que inte-
gran estas zonas metropolitanas.

Una visión de largo aliento de la planificación, es impor-
tante para contemplar al Estado mexicano, ante sus retos y
transformación, ante los retos de un proyecto nacional de
desarrollo, que prevea los escenarios que deberán tener las
metrópolis en México. Ya que las zonas metropolitanas son
un fenómeno de crecimiento que ha estado presente en la
dinámica nacional. 

Pertinencia jurídica y oportunidad política

En un país predominantemente urbano, con pluralismo po-
lítico y acentuada diversidad social y regional, con alter-
nancia partidista en el gobierno y una distribución menos
asimétrica de la representación democrática en los órganos
legislativos, resulta imperativo para el interés general aco-
meter la adecuación de nuestro ordenamiento jurídico na-
cional para dar respuesta a los problemas y requerimientos
de la urbanización de índole metropolitana, que compren-
de a la fecha a 29 de las 32 entidades federativas.

Es evidente que el marco legal, federal y estatal, resulta ob-
soleto e insuficiente para dar paso a una efectiva gestión
pública metropolitana.

Problema, reto y alcance de la reforma

Problema: establecer la materia metropolitana como obje-
to que requiere de regulación especial, en tanto concierne
al desarrollo urbano en territorios que rebasan la autonomía
administrativa municipal y requiere la integración de la to-
ma de decisiones, la colaboración y la acción coordinada
por parte de los municipios y los estados.

Ya no se trata de actuar sobre conurbaciones a partir del es-
quema de competencias concurrentes, sino de crear bases
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para orientar el desarrollo de redes de heterogéneas ciuda-
des que interactúan entre sí sobre territorio de varios muni-
cipios, y de cuya interacción depende en creciente medida
el desarrollo urbano, la competitividad económica, los
equilibrios ambientales y el bienestar de la población de
cada ciudad y de la zona metropolitana que conforman.

Reto: inducir el perfeccionamiento de la legislación estatal
vigente, salvaguardando la soberanía de los estados y la au-
tonomía del municipio libre, de modo que la coordinación
y gestión unificada de las funciones de gobierno a escala
metropolitana sean efectivas, congruentes y consistentes y
no dependan, como hasta ahora, de la posibilidad de con-
currencia y del voluntarismo político.

Hasta ahora la prospectiva y planeación, la coordinación
intergubernamental y la regulación legal del desarrollo me-
tropolitano resultan nulos o insuficientes, debido en parte a
desiguales capacidades institucionales y condiciones eco-
nómicas, urbanas, ambientales y sociales, entre municipios
y entidades que conforman las metrópolis.

Alcance: inducir en las entidades federativas la gobernabi-
lidad metropolitana, lo que implica una actuación guberna-
mental local que encare problemas de funcionamiento y
acometa proyectos de desarrollo para hacer viable el des-
arrollo futuro de las metrópolis.

No se trata de establecer un nuevo orden de gobierno, sino
propiciar la articulación de la administración pública esta-
tal y municipal para dar cabida esquemas de colaboración
y coordinación intergubernamental que deberán darse a sí
mismos las entidades federativas y municipios, para asegu-
rar la concertación con los sectores privado y social y una
efectiva planeación y gestión pública metropolitana.

Estas unidades territoriales que en su constante expansión
física sobrepasan los ámbitos municipales, plantean nuevos
problemas de administración y nuevos retos en la goberna-
bilidad del territorio, así como en las formas y mecanismos
de colaboración y asociación entre municipios.

La eficaz gestión de las zonas metropolitanas implica la
concurrencia de diversos gobiernos municipales, así como
de sus respectivos gobiernos estatales, con esquemas de or-
ganización administrativa y capacidades operativas y fi-
nancieras diferentes, quienes además generalmente tienen
autoridades provenientes de diversos partidos, así como vi-
siones, planes y proyectos divergentes. Gobernar y admi-
nistrar estos conglomerados metropolitanos representa un

reto a los gobiernos divididos, a la pluralidad y a la parti-
cipación efectiva de la sociedad en las decisiones de su co-
munidad.

Si bien es cierto que muchas de las acciones, funciones,
obras y servicios públicos que demanda la población pue-
den ser resueltos bajo la organización y dirección de las au-
toridades municipales, también es cierto que hay un buen
número de elementos comunes que afectan a toda la zona
metropolitana y que incluso condicionan el desarrollo na-
cional y el ordenamiento y gobernabilidad del territorio
que no pueden mantenerse exclusivamente al arbitrio y ca-
pacidad de las autoridades municipales.

Por ello es necesario preguntarse, sólo a manera de ejemplo:
¿el conjunto de planes municipales en una zona metropolita-
na forma un proyecto integral? ¿Los grandes trayectos de
transporte público intermunicipales en una metrópoli se re-
suelven con rutas diseñadas, operadas y decididas por los
gobiernos federal estatales o municipales, muchas veces de
manera independiente? ¿Las grandes instalaciones, infraes-
tructuras y equipamientos que sirven a toda la metrópoli,
pueden ser diseñadas, construidas y administradas de ma-
nera independiente por un municipio sin la concurrencia y
coordinación del resto que conforman la metrópoli? ¿La
promoción y localización de inversiones productivas en
una zona metropolitana son un asunto de cada municipio o
debiera ser realizado de común acuerdo? ¿La localización
de las viviendas de la población puede definirse indepen-
dientemente de su relación con el resto de las actividades
en la metrópoli?

Estas asimetrías entre los actores públicos y sus programas,
la falta de respuestas a las preguntas planteadas, los resul-
tados limitados e incluso negativos de iniciativas de una ju-
risdicción al margen del resto, así como las asincronías en
sus agendas, prioridades y calendarios, son elementos que
deterioran la convivencia en las metrópolis y que impiden
una gestión con visión regional y de largo plazo.

La falta de autoridad para la toma de decisiones, de acuer-
dos y voluntad política en la atención de los problemas de
las metrópolis, la carencia o insuficiencia del marco legal
en la materia, las diferencias en la normatividad urbana, las
disposiciones administrativas contrapuestas, la competen-
cia por inversiones e incentivos sin complementariedad en-
tre jurisdicciones y la ausencia de mecanismos eficaces de
coordinación entre sectores y entre gobiernos, representan
serios obstáculos para la correcta gestión y administración
metropolitana.
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Los actuales marcos de actuación institucional de los mu-
nicipios en materia de desarrollo urbano, pero especial-
mente para la gestión metropolitana, hoy un fenómeno
irreversible, han sido ampliamente rebasados.

En este sentido, es necesario generar las estrategias e ins-
trumentos para que la planeación, coordinación y adminis-
tración metropolitana se constituyan como mecanismos de
gestión social y acción institucional que puedan decidir en
el ordenamiento del territorio, el desarrollo económico y la
gobernabilidad para otorgar sustentabilidad a nuestras zo-
nas metropolitanas.

En conclusión las zonas metropolitanas enfrentan e impli-
can problemas de una enorme complejidad institucional,
que puede resumirse en lo siguiente:

• No existe el marco jurídico que reconozca el fenóme-
no metropolitano, ni se cuentan con las normas, institu-
ciones o políticas que permitan una adecuada política de
planeación y ordenamiento del territorio con justicia,
eficiencia y sustentabilidad. Es necesario lograr que los
municipios realicen sus planes a partir de lo que esta-
blece el plan de la totalidad metropolitana, elaborado
coordinada y concurrentemente entre ellos.

• No todos los municipios de una zona metropolitana
cuentan con la capacidad técnica para diagnosticar y
pronosticar realidades socio-urbanas que permitan cons-
truir, adoptar o adaptar un modelo de desarrollo metro-
politano, ni mucho menos, tienen la capacidad de tomar
decisiones políticas que se traduzcan en actos específi-
cos de gobierno con una visión integral metropolitana.
La realidad es que muchos toman decisiones que llegan
a atentar contra el todo metropolitano e incluso a limitar
el desarrollo nacional por falta de acuerdos y reglas de
coordinación y concurrencia.

• La diversidad partidista de las autoridades estatales y
municipales que comparten responsabilidades en el te-
rritorio metropolitano, se ha traducido en diferentes po-
siciones e intereses, que si bien enriquecen la visión so-
bre el desarrollo, en ocasiones son contradictorias y no
consideran las necesidades del todo metropolitano.

• Las diferencias y asimetrías en la organización institu-
cional de los gobiernos municipales se traducen en obs-
táculos para una eficiente articulación intergubernamen-
tal y para un equitativo acceso de toda la población a los
beneficios generados en el ámbito metropolitano.

• No se cuenta con una estructura propia de planeación,
ejecución y evaluación, sobre la zona metropolitana, ni
existen responsabilidades públicas específicas en esa
materia. Nadie piensa, estudia o diseña específicamente
para la metrópoli, porque nadie es realmente responsa-
ble de ello. Son las visiones y recursos de cada sector de
cada gobierno involucrado, las que sustituyen a la pla-
neación para la zona metropolitana. El resultado no es
una visión integrada, sino una agregación de propuestas
parciales y desestructuradas.

• No se cuenta con fuentes de recursos específicos para
atender las necesidades metropolitanas: los recursos
disponibles se encuentran pulverizados en las distintas
entidades públicas federales, estatales y municipales, las
que no tienen obligación de poner como prioridad el en-
foque metropolitano. Los esfuerzos por crear fondos
metropolitanos son apenas incipientes y no cuenta con
bases jurídicas sólidas.

• Por la falta de estímulos y de apreciación acerca de las
ventajas que implica la visión metropolitana, persiste en
algunos municipios una visión localista y limitada sobre
el desarrollo, que genera resistencia por parte de los
mismos a integrar sus políticas y programas a favor de
una acción metropolitana. Se advierte en ocasiones una
defensa ante el temor que dichas políticas los hagan per-
der su autonomía en favor de una instancia superior.

• No se cuenta con los instrumentos e instituciones que
permitan la administración y coordinación metropolita-
na que garantice una eficiente, justa y equitativa gestión
de las ciudades, atendiendo la coexistencia de diversos
órdenes de gobierno como formas de organización polí-
tica diferentes que obedecen a normatividades jurídicas
distintas en un mismo ámbito socio espacial.

• No existen instrumentos ni mecanismos de financia-
miento para responder, a los requerimientos de recursos
para llevar a cabo proyectos de índole metropolitano,
que compensen los desequilibrios y desigualdades que
se dan al interior de las zonas metropolitanas.

• En los escasos intentos de colaboración para la gestión
metropolitana, se carece de reglas de intercambio y de
compensación entre las partes, así como de los meca-
nismos o reglas que les den la vinculación y obligato-
riedad necesarias, así como los incentivos derivados de
dicha coordinación.
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• Aun cuando la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce la figura de cooperación
voluntaria entre los estados en el artículo 46, la ausen-
cia de una política de planeación y desarrollo metropo-
litano conjunta entre los tres ámbitos de gobierno y de
los mecanismos y entes jurídicos que permitan materia-
lizar los planes y proyectos de impacto regional, genera
que las zonas metropolitanas de nuestro país sufran de
desequilibrios territoriales y de desarrollo y consecuen-
temente pérdida de competitividad a nivel internacional.

• Los escasos organismos existentes de participación
conjunta de los tres órdenes de gobierno enfrentan pro-
blemas estructurales: dado que la propia legislación li-
mita a los organismos operadores de las zonas metropo-
litanas a actuar sólo en el ámbito de sus respectivas
competencias, derivado de la flexibilidad que ofrece la
Constitución en la coordinación que debe de existir en-
tre los diferentes órdenes de gobierno en cuestiones me-
tropolitanas.

• Pese a la creciente generación y formación de una cul-
tura metropolitana, no hay reconocimiento de éste fenó-
meno en nuestra Constitución Política; apenas se obser-
va el reconocimiento de las “conurbaciones”, del todo
insuficiente ante la realidad territorial, ambiental, eco-
nómica, política y social del fenómeno; tampoco existe
el reconocimiento de la necesidad de la coordinación
que es inherente e indispensable.

• Hasta ahora, lo que ha prevalecido en materia de pla-
neación ha sido el concepto vertical y aislado de las
grandes ciudades, y acaso el entendido del desarrollo
conurbano; sin embargo, ha quedado marginada la rea-
lidad creciente del desarrollo comprendido por grandes
zonas metropolitanas. Por lo que es necesario conside-
rar una visión actualizada y más amplia de la realidad
social de nuestro país, para asumir las perspectivas, de-
mandas de la población integrada a las metrópolis como
tales. La sustentabilidad del desarrollo es un imperativo
y un consenso en materia de planeación integral, de las
ciudades y la nación.

Premisas y estructura de la propuesta

Para solventar las insuficiencias del ordenamiento jurídico
nacional, a fin de regular el desarrollo urbano metropolita-
no, la propuesta comprende reformar el contenido del pri-
mer y segundo párrafo del artículo 26; de la fracción VI del

artículo 115 Constitucional, así como adecuar el contenido
del artículo 122, apartado G, bajo las siguientes premisas:

a) Establecer el reconocimiento de la unidad físico-es-
pacial, económica y urbana de naturaleza metropolitana,
que presenta características y requerimientos de des-
arrollo distintos a otros centros urbanos y conurbaciones
que conforman el sistema nacional de ciudades, como
un ámbito diferenciado del desarrollo nacional así como
de la actuación de los poderes públicos, ordenes de go-
bierno y autoridades administrativas. Lo que supone es-
tablecer un criterio general suficientemente incluyente y
a la vez preciso para la delimitación y declaratoria de
metrópolis y zonas metropolitanas, en que pueda ser so-
portada la legislación federal y estatal y la normatividad
municipal.

b) Inducir la adecuada integración transversal, no sólo
intersectorial, de normatividad, políticas públicas, pro-
yectos de desarrollo regional, planeación y programas
de acción sobre el territorio metropolitano, constituido
como unidad espacial de actuación pública, convivencia
social y desarrollo regional. Lo que supone impactos di-
ferenciados pero interrelacionados en el desarrollo eco-
nómico y el funcionamiento urbano de metrópolis y zo-
nas metropolitanas y de éstas con el territorio regional
que las contiene y al que contribuyen a definir.

c) Orientar la concurrencia de autoridades municipales
e inducir la debida coordinación entre ellas y con el go-
bierno estatal, cuando se trate de zonas de intraestatales,
así como entre gobiernos municipales, estatales y fede-
rales cuando se trata de metrópolis o zonas metropolita-
nas en territorio de dos o más entidades federativas e in-
cluso la concurrencia de los tres órdenes de gobiernos
con gobiernos extranjeros cuando la zona metropolitana
se encuentre en una zona fronteriza. Lo que supone con-
ciliar la autonomía municipal y la soberanía estatal en-
tre sí y de ambas con respecto a la Federación, así como
la respectiva distribución de competencias y la atribu-
ción de facultades exclusivas y concurrentes que asegu-
ren la gobernabilidad democrática en el espacio territo-
rial metropolitano, de conformidad al sistema
republicano federal vigente.

d) Asegurar la adecuada concurrencia de los sectores
privado y social y la participación ciudadana en el des-
arrollo económico y urbano metropolitano. Lo que su-
pone establecer bases amplias para inducir que la con-
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certación de intereses, actuaciones e intervenciones de
los agentes privados y las organizaciones civiles, pueda
ser armonizada con la canalización y atención de de-
mandas ciudadanas y propuestas de colaboración social
que tengan lugar a través del cauce institucional de la ju-
risdicción política y administrativa del municipio.

Conclusiones

Por lo anterior se requiere una reforma constitucional cuyo
alcance establezca las bases de orden general, suficiente-
mente incluyentes, para inducir con la debida consistencia
y congruencia las subsecuentes reformas a las leyes fede-
rales y estatales en la materia.

El núcleo de la reforma reside en ampliar el margen de ini-
ciativa y de decisión de los gobiernos locales para coope-
rar y asociarse entre sí, a partir de beneficios y contribu-
ciones compartidas y sin conculcar autonomías, para actuar
conjunta y coordinadamente en el territorio metropolitano.

En ese sentido, para atender las limitantes y problemas ex-
puestos, la LX Legislatura de la H. Cámara de Diputados
por medio de su Comisión de Desarrollo Metropolitano, re-
alizó diversas actividades tendientes a establecer un deba-
te amplio, plural y abierto, entre legisladores, especialistas
en la materia, provenientes de la academia, el gobierno en
sus tres órdenes, federal, estatal y municipal, sectores pri-
vado y social en general, que permitieron orientar una re-
forma constitucional adecuada a las condiciones de las me-
trópolis mexicanas.

Para alcanzar dicho objetivo, la Comisión de Desarrollo
Metropolitano de la Cámara de Diputados, realizó 46 reu-
niones de trabajo, 3 foros académicos y en especial un
Congreso Nacional Metropolitano, eventos realizados con
el objeto de obtener propuestas que permitieran reformar y
actualizar el marco normativo aplicable en materia de des-
arrollo urbano y metropolitano, lo anterior permitió obte-
ner el mayor número de datos e información a efecto de
brindar una posición objetiva respecto al impulso de una
reforma legislativa con visión integral para elevar a rango
constitucional la zona metropolitana como unidad territo-
rial de la acción gubernamental, a fin de dar fuerza legal y
continuidad institucional a proyectos y obras que determi-
nen conjuntamente las autoridades municipales y las esta-
tales en las zonas metropolitanas, considerando que la co-
ordinación en los diferentes ámbitos de gobierno resulta
fundamental para el adecuado y sustentable desarrollo me-
tropolitano del país.

De esta forma se enriqueció la perspectiva legislativa me-
diante el intercambio de experiencias y acciones de carác-
ter metropolitano, políticas públicas, diseño institucional y
proyectos gubernamentales, privados o sociales, en zonas
metropolitanas del país y de otros países, recogiendo di-
versos puntos de vista y perspectivas tendientes a evaluar
la pertinencia de adecuar el marco normativo en materia
metropolitana. Cabe destacar que la Secretaría de Desarro-
llo Social a través de la Subsecretaria de Desarrollo Urba-
no y Ordenación del Territorio, el Colegio Mexiquense,
AC, y la Universidad Autónoma Metropolitana, fueron so-
portes importantes en la realización de los eventos y sobre
todo en la realización de investigaciones y estudios que sir-
vieron de base para la realización de la presente iniciativa.

Así las cosas, indistintamente del origen partidario, la res-
ponsabilidad de gobernanza, en y entre territorios com-
prendidos en las metrópolis, requiere adecuadas normas,
instituciones y políticas públicas para dar respuesta a las
necesidades de la población y los requerimientos del des-
arrollo, cada vez más diversificados y crecientes en las zo-
nas metropolitanas. Está en riesgo el desarrollo sustentable
y la generación de oportunidades para 5 de cada 10 mexi-
canos que en 2010 residirán en estas grandes aglomeracio-
nes urbanas.

De ahí la prioridad que debe asignarse a esta materia den-
tro de la agenda legislativa nacional, al esfuerzo de corres-
ponsabilidad entre sociedad y gobierno y a la consistencia
y efectividad de la coordinación intergubernamental.

Esta postura legislativa, refrendada a través de la presente
iniciativa, hace propicio el compromiso compartido de los
integrantes de esta Comisión, para emprender la actualiza-
ción y definición de los ordenamientos necesarios, que ten-
gan por objetivo coadyuvar al mejor manejo, administra-
ción y desarrollo de las zonas metropolitanas en todo el
país; al mejoramiento de los niveles de vida de la pobla-
ción; la mitigación de los efectos adversos que trae consi-
go el crecimiento urbano, así como apoyar las acciones de
sociedad y gobierno para enfrentar de manera coordinada no
sólo efectos sino causas de la complejidad metropolitana.

En el curso del intercambio de puntos de vista, la presenta-
ción de propuestas y la discusión de unos y otras, se ha lle-
gado a coincidir en que establecer la coordinación metro-
politana necesariamente con carácter imperativo entraña el
riesgo de socavar soberanía a los estados y la autonomía
del municipio libre; en cambio, es posible inducir que tan-
to los municipios como los gobiernos estatales pueden en-
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contrar fórmulas propias de organización institucional para
la gestión pública metropolitana, si desde la Constitución
federal se establece el reconocimiento del territorio metro-
politano como ámbito delimitado de actuación guberna-
mental y administrativa y de cuyo desarrollo dependen las
posibilidades de integrar planes y proyectos de desarrollo y
recurrir a fuentes fiscales de financiamiento, para lo cual
será necesario garantizar la participación de los municipios
en la toma de decisiones que conciernen a su diseño, eje-
cución, financiamiento y evaluación, a cargo de los ejecu-
tivos estatales. Debe corresponder a estados y municipios
decidir los órganos y organismos públicos que se hagan
cargo de la planeación, coordinación y gestión metropoli-
tana establecidas como componentes integrantes de la ac-
ción concurrente en la Constitución federal.

El avance de las fronteras de conocimiento en la economía,
sociedad, demografía, entre otras; así como las contribu-
ciones de trabajos sobre los escenarios de nuestro país ha-
cia el 2010, 2015, 2020 y 2030, nos hacen asumir que con-
tamos con metodologías e instrumentos para pensar la
construcción planificada de nuestra nación y al estado con
una planeación de largo plazo, para conducir a las genera-
ciones hacia el futuro que queremos.

Deberá remitirse hacia la legislación secundaria la regula-
ción del desarrollo urbano metropolitano y mantener en el
texto normativo de la reforma constitucional exclusiva-
mente la base general para

- Establecer al territorio y desarrollo metropolitano co-
mo objeto de regulación legal, con suficiente precisión
y generalidad, para inducir que en la legislación federal
y en la de los estados se inhiba un tratamiento sectorial
y se promueva un tratamiento transversal en la gestión
pública sobre ese tipo de territorio y desarrollo urbano;
se deberá distinguir entre zonas metropolitanas estata-
les, interestatales o de conurbación extraestatal y trans-
fronterizas.

- Establecer la obligación de las entidades federativas
para establecer leyes que determinen los criterios para
delimitar y declarar una zona metropolitana, que regu-
len el desarrollo de la misma y la concurrencia de mu-
nicipios bajo mecanismos que favorezcan la colabora-
ción y corresponsabilidad mutua (llámese consejos o
institutos metropolitanos), así como la relación entre
municipios y ejecutivos estatales para la gestión metro-
politana y aseguren la provisión de recursos de finan-
ciamiento de las acciones concurrentes.

- Establecer la obligatoriedad de la planeación metropo-
litana, como tarea concurrente a cargo de municipios y
ejecutivos estatales, presididos por éstos últimos, indis-
tintamente de la figura o entidad que acuerden estable-
cer las legislaturas.

- Establecer que los órganos creados conjuntamente por
los ejecutivos estatales y municipios para la planeación,
coordinación y gestión metropolitana deberán compren-
der una instancia o mecanismo de consulta y participa-
ción ciudadana.

La reforma deja intacta la base que concierne a que no ha-
brá autoridad intermedia entre el municipio y el gobierno
estatal.

Los estados y municipios serán libres de establecer los ór-
ganos o entidades públicas encargados de la planeación,
coordinación y gestión intergubernamental metropolitana.

Mediante esta iniciativa, el Estado mexicano reconocerá a
escala constitucional la existencia de zonas metropolitanas
como áreas de importancia estratégica para el desarrollo
nacional. Por ello, la iniciativa que hoy se somete a consi-
deración de la Cámara de Diputados propone reformar los
artículos 26, 115 y 122 constitucionales, con el propósito
de señalar la obligación de las autoridades municipales pa-
ra participar en los procesos de planeación del desarrollo y
ordenación del territorio, cuando formen parte de una zona
metropolitana, así como para fijar la obligación de crear
comisiones metropolitanas que atiendan en forma coordi-
nada los planes y desarrollos que atiendan las necesidades
de la zona metropolitana que conforman en materia de pla-
neación, ejecución y financiamiento de acciones, obras o
servicios públicos en el territorio que comprenda dicha re-
gión o zona metropolitana.

La reforma establece la oportunidad para que los poderes
ejecutivos y legislativos de las entidades involucradas en
una zona metropolitana, junto con los municipios respecti-
vos, desarrollen los instrumentos de coordinación necesa-
rios, en los temas y materias que sean declarados como de
interés metropolitano.

Por lo expuesto, y en virtud a los argumentos planteados,
honorable asamblea, los que suscriben la presente, inte-
grantes de la Comisión de Desarrollo Metropolitano de la
LX Legislatura al Congreso de la Unión, con fundamento
en lo previsto por la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
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mo en la fracción II del artículo 55 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, sometemos a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, modifican y adicionan
diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforman y adicionan el primer y se-
gundo párrafos del artículo 26, la fracción VI del artículo
115 y el Apartado G, Base Quinta, del artículo 122 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 26. El Estado organizará un sistema de planea-
ción democrática del desarrollo nacional con una visión
prospectiva que imprima solidez, dinamismo, permanen-
cia y equidad al crecimiento de la economía para la inde-
pendencia y la democratización política, social y cultural
de la Nación con perspectiva del futuro.

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinarán los objetivos de la planeación con un
enfoque de políticas de Estado. La planeación será de-
mocrática. Mediante la participación de los diversos secto-
res sociales recogerá las aspiraciones y demandas de la so-
ciedad considerando los escenarios de las zonas
metropolitanas, para incorporarlas al plan y los programas
de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo al que
se sujetarán obligatoriamente los programas de la adminis-
tración pública federal.

Artículo 115. …

I. a V. …

VI. Los estados delimitarán y declararán, en el ám-
bito de su competencia, las zonas metropolitanas es-
tatales de conformidad con la Ley de la materia, y de
manera coordinada planearán y regularán con los
municipios el desarrollo en dichas zonas.

Se delimitarán y declararán por los estados y la federa-
ción como zonas metropolitanas interestatales aquellas
que se forman en territorios municipales de dos o más
entidades federativas.

Cuando sea necesario, la federación delimitará y decla-
rará zonas metropolitanas transfronterizas. En estas

zonas, la federación, los estados y municipios, de mane-
ra coordinada, planearán y regularán el desarrollo me-
tropolitano de acuerdo con la ley de la materia.

La federación y las entidades federativas, garantizarán
la participación de los municipios y de los sectores so-
cial y privado en la elaboración de planes y proyectos
de desarrollo metropolitano.

La federación, las entidades federativas y los munici-
pios, según corresponda, establecerán los órganos que
deban encargarse de la planeación, coordinación y eje-
cución de acciones en la zona metropolitana respectiva.

La federación, las entidades federativas y los munici-
pios, preverán el financiamiento para la ejecución de
los planes y proyectos de desarrollo metropolitano.

Artículo 122. …

Bases Primera a Cuarta. …

Base Quinta. …

…
…
…
…

G. Para la eficaz coordinación de las distintas jurisdiccio-
nes estatales y municipales entre sí, y de éstas con la fede-
ración y el Distrito Federal en la planeación y ejecución de
acciones en la zona metropolitana del valle de México,
de acuerdo con el artículo 115, fracción VI de esta Consti-
tución, en materia de asentamientos humanos; protección
al ambiente; preservación y restauración del equilibrio eco-
lógico; transporte, agua potable y drenaje; recolección, tra-
tamiento y disposición de desechos sólidos y seguridad pú-
blica, el Distrito Federal, los estados y la federación,
delimitarán y declararán la zona metropolitana respec-
tiva. La federación, los estados, los municipios y el Dis-
trito Federal, planearán y regularán de manera con-
junta y coordinada el desarrollo de dicha zona de
conformidad con la Ley de la materia. Los respectivos
gobiernos involucrados podrán suscribir convenios para la
creación de comisiones metropolitanas en las que concu-
rran y participen con apego a sus leyes.

…
…

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 21 de enero de 2009131



a) …

b) Las bases para establecer, coordinadamente por las
partes integrantes de las comisiones, las funciones espe-
cíficas en las materias referidas, así como para la apor-
tación común de recursos materiales, humanos y finan-
cieros necesarios para su operación;

c) Las demás reglas para la regulación conjunta y coor-
dinada del desarrollo de la zona metropolitana del Va-
lle de México, prestación de servicios y realización de
acciones que acuerden los integrantes de las comisiones,
y

d) Las bases que aseguren la concertación con los
sectores social y privado en la elaboración de planes
y de proyectos de desarrollo metropolitano.

H. …

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión, las legislaturas de los
estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal de-
berán aprobar las leyes y, en su caso, las reformas que sean
necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en el pre-
sente decreto a más tardar en un plazo de un año, contado
a partir de la fecha de entrada en vigor de éste.

Tercero. En tanto se expiden las disposiciones legales y re-
glamentarias correspondientes, continuarán aplicándose
las que sobre la materia se hubieren expedido con anterio-
ridad, en todo lo que no se opongan a este decreto.

Notas:

1 Un caso es el de Ciudad Juárez, Chihuahua.

2 En un documento elaborado por la Comisión de Asentamientos Hu-
manos y Obras Públicas de la LVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, en coordinación con la Sedesol (1997), se propusieron los si-
guientes elementos característicos para identificar procesos
metropolitanos en México:

A. Incluye al menos una aglomeración urbana y más de una ciudad o
localidad urbana o centro de población generalmente conurbados, con-

centran un importante número de habitantes, en relación con la pobla-
ción urbana estatal o regional.

B. Presenta una dinámica socioeconómica, urbana y política significa-
tiva.

C. Incorpora elementos de infraestructura productiva y de equipamien-
to para la prestación de servicios de salud, educación, cultura, recrea-
ción, comercio, abasto y comunicación de influencia estatal, regional o
nacional.

D. Representa una unidad geográfico-económica donde se producen,
intercambian y consumen bienes y servicios; está formada por una al-
ta concentración de actividades secundarias y terciarias, que significan
una importante aportación al producto interno bruto estatal, regional o
nacional; predomina la población económicamente activa no agrícola.

E. El conjunto de localidades urbanas que la forman presenta integra-
ción funcional. Es decir, existe una estrecha interrelación entre las lo-
calidades del conjunto metropolitano en sus elementos estructuradores
básicos (economía, usos de suelo, infraestructura, equipamiento, servi-
cios, etcétera) permitiendo su funcionamiento como una estructura ur-
bana metropolitana integral o tendencial.

F. Por su magnitud, se integra por núcleos sociales diversos, mante-
niendo aún características individuales de identidad propia. Presentan
características generales compartidas por los diversos núcleos pobla-
cionales en términos de educación, cultura, tradición, historia y senti-
do de pertenencia al conglomerado.

3 Transfronterizas: Tijuana, Nuevo Laredo, Ciudad Juárez y Matamo-
ros. Interestatales: Monterrey-Saltillo-Ramos Arizpe-Arteaga, Tampi-
co-Madero-Altamira, Torreón-Gómez Palacios-Lerdo y Puerto Vallar-
ta. Estatales: Guadalajara y León.

México, Distrito Federal, a 21 de enero de 2009.— Diputados: Obdu-
lio Ávila Mayo (rúbrica), Alejandro Sánchez Domínguez (rúbrica),
Juan Manuel Villanueva Arjona (rúbrica), Juan Darío Arreola Calderón
(rúbrica), Miguel Ángel Jiménez Godínez (rúbrica), Alejandro Oliva-
res Monterrubio (rúbrica), Lorena Martínez Rodríguez (rúbrica), Ed-
mundo Javier Bolaños Aguilar, Carlos Augusto Bracho González (rú-
brica), Óscar Gustavo Cárdenas Monroy, Higinio Chávez García, Juan
Hugo de la Rosa García (rúbrica), Jaime Espejel Lazcano (rúbrica),
Jorge Godoy Cárdenas (rúbrica), Elda Gómez Lugo (rúbrica), José Gil-
dardo Guerrero Torres (rúbrica), Silvio Gómez Leyva (rúbrica), Elia
Hernández Núñez (rúbrica), Christian Martín Lujano Nicolás (rúbrica),
Lucía Susana Mendoza Morales (rúbrica), Silvia Oliva Fragoso (rúbri-
ca), Jorge Luis de la Garza Treviño, Mauricio Ortiz Proal (rúbrica),
Luis Gustavo Parra Noriega (rúbrica), Raciel Pérez Cruz (rúbrica),
Martín Ramos Castellanos (rúbrica), Juan Manuel San Martín Hernán-
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dez (rúbrica), Carlos René Sánchez Gil (rúbrica), Martín Zepeda Her-
nández.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado don Carlos Augusto Bracho González. Túrnese a
la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara
de Diputados.

LEY QUE CREA EL FIDEICOMISO QUE 
ADMINISTRARA EL FONDO DE APOYO 

SOCIAL PARA EX TRABAJADORES 
MIGRATORIOS MEXICANOS

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del diputado Octavio Martínez Vargas, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, inicia-
tiva con proyecto de decreto que adiciona el artículo 10 de
la Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo
de Apoyo Social a ex Trabajadores Migratorios Mexicanos. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que adiciona el artículo 10 de la Ley que crea el
Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo Social
para ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, a cargo del
diputado Octavio Martínez Vargas, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD

El suscrito, diputado federal Octavio Martínez Vargas, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a la consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 10 de la Ley que Crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo de Apoyo Social para Ex Traba-
jadores Migratorios Mexicanos, en atención a la siguiente

Exposición de Motivos

El Programa Bracero fue un programa binacional de traba-
jadores agrícolas firmando un convenio entre México y los
Estados Unidos el 4 de agosto de 1942. El objetivo del pro-
grama fue solventar el abandono de los campos agrícolas
estadounidenses como consecuencia de la Segunda Guerra
Mundial.

Los programas Bracero incluían:

a) Programa Bracero Agrícola (1942-1964)

b) Programa Bracero Ferroviario (1943-1946)

Dichos programas tenían las siguientes características:

• La contratación temporal de trabajadores

• Sistema de reclutamiento formal entre los dos países

• Migración controlada

• La intervención de organismos gubernamentales de
ambos países en la contratación.

El referido acuerdo protegía a los trabajadores mexicanos
para que no fueran reclutados por el Ejército de los Estados
Unidos, también se previó que los mexicanos no deberían
ser utilizados para desplazar a trabajadores locales, debido
a que sólo cubrían la escasez de mano de obra, según la or-
den ejecutiva de Roosevelt, no habría trato discriminatorio
para los mexicanos en territorio norteamericano. El gobier-
no de los Estados Unidos pagaría el viaje redondo de los
trabajadores mexicanos, así como sus viáticos durante su
traslado. 

El trabajo de los braceros se destinaría al sector agrícola, y
si algún trabajador aceptaba trabajar en la industria era de-
portado. 

Las deducciones se autorizaban en un 10 por ciento a los
salarios, como un Fondo de Ahorro Campesino, que estaría
en manos de cada patrón y que le sería devuelto al trabaja-
dor a su regreso a México a través del Banco de Crédito
Agrícola de México; entidad gubernamental responsable
del depósito, guarda y aplicación o, en su defecto, devolu-
ción de cantidades que los trabajadores mexicanos aporta-
ran a dicho fondo.

Aunque el acuerdo protegía sus principales derechos, no
fue así, padecieron discriminación y ese diez por ciento de
su fondo de ahorro nunca les fue devuelto.

Por lo que, un justo reclamo de los ex trabajadores migra-
torios o para sus familias es recuperar parte de los ahorros
que durante ese periodo hicieron a través del Banco Wells
Fargo y transferidos posteriormente al Banco de Crédito
Rural, hoy Financiera Rural. 
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En el 2003 se instalaron las mesas receptoras y registraron
aproximadamente 45 mil trabajadores, quedaron fuera mi-
les de ellos, en virtud de que se les solicitaba a los benefi-
ciarios el requisito de estar en el padrón de la Secretaría de
Gobernación. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
resolvió que el padrón que formó dicha secretaría era in-
constitucional.

Pero hasta el 25 de mayo de 2005 se crea el Fideicomiso
que Administrará el Fondo de Apoyo Social para ex Traba-
jadores Migratorios Mexicanos y se presentó a la Cámara
de Diputados un padrón de beneficiarios del Programa
Bracero, los cuales serían apoyados con 38 mil pesos. 

Los integrantes del Comité Técnico actualmente son: 

1) Secretarías de Hacienda y Crédito Público, quien lo
presidirá; 

2) Gobernación; 

3) Contraloría y Desarrollo Administrativo; 

4) Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros; 

5) Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 

6) Banco de México, y 

7) un representante de cada uno de los dos gobiernos de
las entidades federativas que hayan celebrado los con-
venios, 

De conformidad con lo señalado en el artículo 3 de la ley
en referencia.

Al cierre de 2007 se había beneficiado a 23 mil 553 ex tra-
bajadores, quedaron pendiente por 19 mil 80 ex trabajado-
res del padrón original.

Para el 2008 se aprobó un presupuesto de 700 millones de
pesos para brindar el apoyo social a 18 mil 421 ex trabaja-
dores; por lo que quedarían pendientes de este apoyo social
659 ex trabajadores del padrón original.

No obstante, el primer día de septiembre de 2008 se publi-
có en el Diario Oficial de la Federación reformas a la mul-
ticitada ley, que en esencia proponen:

a) Abrir nuevamente el padrón para registrar a los bene-
ficiarios, y que puedan recibir el apoyo social.

b) Suprimir el requisito de haber efectuado su registro
en el padrón ante la Secretaría de Gobernación. 

c) El ex trabajador bracero podrá comprobar que es be-
neficiario del apoyo social con el simple hecho de pre-
sentar su tarjeta del seguro social (Segurity) apostillada.

d) Se regula la posibilidad de recibir aportaciones a tí-
tulo gratuito por parte de las entidades federativas y se
destinan al patrimonio del fideicomiso.

e) Se faculta al comité técnico para promover ante las
autoridades competentes las denuncias o querellas por
posibles irregularidades en la documentación que pre-
senten los beneficiarios.

El 24 de noviembre del 2008 se publico en el Diario Ofi-
cial de la Federación dicha convocatoria para que acudie-
ran las personas interesadas a las treinta y siete mesas re-
ceptoras, ubicadas en las entidades federativas de la
República mexicana y el Distrito Federal, para que acredi-
ten los requisitos de elegibilidad que establece el artículo 6
de la Ley que Crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo de Apoyo Social para Ex Trabajadores Migratorios
Mexicanos, así como el numeral 4 de las Reglas de Opera-
ción del Fideicomiso 2106 Fondo de Apoyo Social Para Ex
Trabajadores Migratorios Mexicanos (1942 a 1964).

Se ha publicado en diferentes medios de comunicación que
los primeros días de instalación de las mesas receptoras
existieron fallas técnicas y errores humanos donde las per-
sonas encargadas no contaban con la capacitación adecua-
da, motivando la perdida de días en registrar a los interesa-
dos.

Con la convocatoria que señala el artículo tercero transito-
rio de la referida ley, fenece el tiempo de vigencia el 28 de
enero de 2009, y hasta la fecha se han registrado 135 mil
beneficiarios.

De acuerdo con los diferentes escenarios que hizo el Cen-
tro de Estudios de las Finanzas Públicas, se estimaban un
millón 293 mil 502 posibles beneficiarios, en la menor de
las estimaciones, eran 647 mil 750 posibles beneficiarios.

Por lo que, se observa una deficiencia en la logística  y ope-
ratividad de las mesas receptoras.
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La terrible realidad es que, concluyendo el plazo de ins-
cripción, habrá miles de trabajadores ex braceros que no
pudieron realizar dicho registro y acudirán a esta soberanía
para demandarnos la apertura del padrón.

Por ello, propongo que la Cámara de Diputados, si consi-
dera pertinente, instruya al comité técnico la apertura de
otra convocatoria para instalar las treinta y siete mesas re-
ceptoras en todo el país, y que puedan entregar sus docu-
mentos aquellos ex braceros que quedaron fuera.

Compañeros legisladores, debemos tener la facultad de
atender la demanda social que muchos años han padecido;
nosotros somos los que atendemos a la gente y escuchamos
sus reclamos y no podemos pasar por otra desgastante lu-
cha con el Ejecutivo federal para convencerlo de que debe
abrir la inscripción del padrón una vez más. 

Es, y debe ser, una responsabilidad de todos nosotros soli-
citarle, instruirle, al comité técnico que convoque.

Por lo anteriormente expuesto, pongo a la consideración
del honorable Congreso de la Unión la presente iniciativa
con proyecto de

Decreto 

Artículo Único. Se adiciona el artículo 10 de la Ley que
Crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de Apoyo
Social para Ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, para
quedar como sigue:

Artículo 10. El comité técnico deberá realizar convoca-
toria y apertura de instalación de las mesas receptoras
a que se refiere el artículo tercero transitorio de esta ley,
cuando la Cámara de Diputados lo considere pertinen-
te.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.  

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 21 de ene-
ro de 2009.— Diputado Octavio Martínez Vargas (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Diputados.

LEY DE LOS SISTEMAS 
DE AHORRO PARA EL RETIRO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
una iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley de los Sistemas de Ahorro para
el Retiro, suscrita por los senadores Ramón Moreno Valle
y José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. 

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones de la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, suscrita por los
senadores Ramón Moreno Valle y José Guillermo Anaya
Llamas, del Grupo Parlamentario del PAN

Rafael Moreno Valle y José Guillermo Anaya Llamas, se-
nadores de la República de la LX Legislatura, e integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 55, fracción II, y demás relativos del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, someten a la consideración de esta
Cámara de Senadores, la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, de con-
formidad con la siguiente

Exposición de Motivos

La crisis financiera por la que atraviesa el mundo ha gene-
rado efectos adversos en la actividad económica de nuestro
país. La alta volatilidad que existe en los mercados amena-
za con sumergir al mundo en un proceso de recesión, y
afectar gravemente la economía de las familias mexicanas
ante posibles alzas de precios y una reducción considerable
de su poder adquisitivo.

En estos tiempos de crisis, contar con mecanismos de aho-
rro, que permitan frenar los efectos adversos de este difícil
trance se convierte en una necesidad imperativa. Dentro de
estos mecanismos encontramos al Sistema de Ahorro para
el Retiro, cuya finalidad es que, a través del ahorro, los tra-
bajadores mexicanos cuenten con recursos suficientes bajo
condiciones de transparencia y seguridad, para tener un re-
tiro digno. 

En este sentido, los legisladores tenemos la ineludible tarea
de garantizar que los recursos de los trabajadores que día
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con día cotizan dentro de este sistema, cuenten con meca-
nismos que les permitan conocer, de forma clara, el mane-
jo de sus recursos y que coadyuven a vigilar que quienes
llevan a cabo su administración realicen las inversiones de
una manera segura y responsable.

Así, podemos encontrar que en otros países con esquemas
similares de ahorro para el retiro, se ha reconocido esta ne-
cesidad de brindar datos claros y oportunos a los trabaja-
dores para que cuenten con la información necesaria y
transparente que les permita conocer el manejo de sus re-
cursos, así como los riesgos a los que éstos se encuentran
expuestos.

Un ejemplo claro de esta situación lo podemos encontrar
en las inversiones llevadas a cabo por las Administradoras
de Fondos para el Retiro (Afore) en los llamados instru-
mentos derivados, los cuales conllevan un alto nivel de
riesgo que, de no ser usados de manera prudente, se pueden
traducir en pérdidas para los trabajadores cuyos recursos
son invertidos en este tipo de instrumentos, pero que a su
vez, si son utilizados responsablemente, con fines de co-
bertura, permiten minimizar los riesgos en las inversiones.

Por ejemplo, en Chile las administradoras de fondos de
pensiones proporcionan información mensual a sus afilia-
dos sobre composición y movimientos en la cartera de in-
versiones para cada tipo de fondo de pensiones, incluyen-
do las inversiones en derivados. En Colombia, la
Superintendencia emite comunicados de prensa mensuales
reportando al público el valor y clasificación del portafolio
de inversión, así como sus componentes.

La Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Reti-
ro (Consar) publica de manera mensual información básica
sobre las inversiones de los recursos administrados por las
Afore; sin embargo, no proporciona un nivel de detalle que
le permita a los trabajadores conocer de manera clara en
qué tipo de instrumentos se invierten sus recursos y los
riesgos que asumen, no obstante que la Consar tiene dispo-
nible de manera diaria el detalle de los portafolios de in-
versión de las Afore, incluidos los derivados (instrumentos
de riesgo).

Por lo anteriormente expuesto, la presente iniciativa pro-
pone que las Afore proporcionen la información detallada
sobre las inversiones de sus recursos, incluyendo las inver-
siones a través de derivados, que llevan a cabo en las So-
ciedades de Inversión Especializadas en Fondos para el Re-
tiro (Siefores), conjuntamente con el detalle de los riesgos

asumidos por estas empresas, ya que, en momentos coyun-
turales como los que atraviesan actualmente los mercados,
es necesario conocer además de la información detallada,
el índice de riesgo al cual se encuentran expuestos sus re-
cursos, para que el trabajador pueda comprender los peli-
gros a los cuales están sometidos sus fondos y elegir la
Afore que más se ajuste a su perfil de ahorro.

En este contexto, se propone que, con la finalidad de que
los trabajadores conozcan de manera completa el detalle de
los riesgos a los cuales están expuestos sus recursos y las
inversiones en instrumentos que pudieran ocasionar pérdi-
das significativas en sus ahorros, se modifique el conteni-
do del artículo 18 bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro
para el Retiro, a fin de que las administradoras entreguen a
quien así lo solicite, en un plazo máximo de cinco días há-
biles, la información detallada de la cartera de valores de
las sociedades de inversión en que se encuentren invertidos
sus recursos, así como el riesgo en derivados; de crédito y
de contraparte que puedan resultar de la falta de pago de un
tercero, los de liquidez asociados a la necesidad de vender
anticipadamente una inversión y el nivel de riesgo asocia-
do al rendimiento que obtienen los trabajadores, a través de
la aplicación de metodologías comúnmente aceptadas.

Para ello, este tipo de inversiones se deberán segregar por
clase de activo, dónde además, se incluya para cada clase
la exposición en instrumentos financieros derivados tanto
en mercados bursátiles como extrabursátiles. 

Tipo de valor, emisora, serie, número de títulos, importe to-
tal, porcentaje de activos netos

Así, los valores que integran las inversiones de cada Siefo-
re deberán ser clasificados en:

1. Índices accionarios nacionales e internacionales por
tipo de índice o subíndice o sector de referencia.

2. Valores gubernamentales referenciados a tasa fija no-
minal

3. Valores gubernamentales referenciados a tasa fija
real

4. Valores gubernamentales referenciados a tasa flotan-
te

5. Valores no gubernamentales referenciados a tasa fija
nominal
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6. Valores no gubernamentales referenciados a tasa fija
real

7. Valores no gubernamentales referenciados a tasa flo-
tante

8. Valores extranjeros referenciados a tasa fija nominal

9. Valores extranjeros referenciados a tasa fija real

10. Valores extranjeros referenciados a tasa flotante

11. Inversiones y valores en reporto

12. Desglose de efectivo, cuentas por cobrar y cuentas
por pagar

En el caso de inversiones a través de instrumentos finan-
cieros derivados, los criterios aplicables deberán contener:

Tipo de derivado, tipo de mercado (bursátiles ó extra-
bursátiles), tipo de exposición, (larga “+” ó corta “–“),
activo de referencia, valor nocional, valor mercado,
porcentaje de activos netos.

Toda vez que éstas medidas se plantean con el objeto de es-
tablecer mecanismos que coadyuven a dar transparencia al
manejo de los recursos dentro del Sistema de Ahorro para
el Retiro, y se refuercen los mecanismos para garantizar
una administración responsable de los recursos, bajo un en-
foque de inversión a largo plazo, someto a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Único. Se adicionan los párrafos cuarto y quinto al artícu-
lo 18 bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Reti-
ro, para quedar como sigue:

Artículo 18 Bis. …

…

… 

Con el objeto de dar acceso a los trabajadores a la in-
formación sobre la composición y movimiento de las in-
versiones de sus recursos, las administradoras deberán
entregar a cualquier persona que así lo solicite, dentro
de un plazo máximo de cinco días hábiles, la cartera de

valores de las sociedades de inversión en que se encuen-
tren invertidos sus recursos, en la que se deberá señalar
el tipo de valor de que se trata, la emisora, la serie del
valor, el número de títulos, el importe total, el porcen-
taje de activos netos, así como el nivel de riesgo obser-
vado, entre otros indicadores, a través de la aplicación
de metodologías comúnmente aceptadas establecidas en
las disposiciones de carácter general que al respecto
emita la comisión. 

En caso de inversiones realizadas a través de instru-
mentos financieros derivados, la información deberá
contener el tipo de derivado, el tipo de exposición, los
activos de referencia, el valor nocional, el valor de mer-
cado y el porcentaje de activos netos, entre otra infor-
mación, establecida en las disposiciones de carácter ge-
neral que al respecto emita la comisión.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión
de la LX Legislatura, a 21 de enero de 2009.— Senadores: Rafael Mo-
reno Valle, José Guillermo Anaya Llamas (rúbricas).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Senadores.
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